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Apostilla introductoria: medir la corrupción

Roberto Arias de la Mora ◆ Nancy García Vázquez

Introducción

La corrupción es uno de los fenómenos más dinámicos y cambiantes que 
han experimentado las sociedades modernas. Por ello, no existe una teoría 
o definición única para estudiar a la corrupción. La polisemia de conceptos 
e hipótesis refleja el enorme desafío intelectual que implica su análisis. 
Medirla es todo un reto, dada la ausencia de un consenso general en la 
comunidad científica, en los hacedores de políticas públicas o en las agencias 
internacionales que fomentan la adopción de alternativas de solución.1

En este estudio introductorio se plantea un abordaje de la corrupción 
desde el punto de vista metodológico. Esto es, ¿con qué métodos y técnicas 
de investigación se estudia la corrupción?, ¿cuáles son sus principales 
herramientas? y ¿cuáles son los alcances y aportaciones de cada método?

Para contestar estas preguntas, el estudio parte de la premisa de que la 
investigación acerca del fenómeno de la corrupción se puede clasificar en dos 
grupos generales: los métodos cualitativos y los métodos cuantitativos. Cada 
uno de estos métodos obedece a tradiciones epistemológicas diferentes.2 Por 
supuesto, existen las metodologías mixtas. Sin embargo, con el propósito 
de mostrar las diferencias en el origen de cada tradición metodológica y 
su influencia en los estudios de corrupción, aquí hacemos esta separación. 
Asimismo, debe puntualizarse que no asumimos una valoración respecto a 
los métodos. Simplemente se hace la clasificación para efectos expositivos.

Los métodos cualitativos se fundamentan en la fenomenología de 
Edmund Husserl, la hermenéutica de Wilhelm Dilthey, Hans-Georg 
Gadamer y Paul Ricoeur, así como en el interaccionismo simbólico de 
George Herbert Mead y Herbert Blumer (Pourtois y Desmet, 1992). 
Estas escuelas sostienen que la realidad es socialmente construida y que el 

1	 Revisiones exhaustivas acerca del concepto de corrupción pueden encontrarse en Rothstein y 
Varraich (2017) y Rodríguez-Papic (2022). 

2	 Discusiones amplias sobre esta distinción entre comprender y explicar se pueden encontrar 
en Hempel (1981) y Von Wright (1979). 
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conocimiento surge de la interpretación de los significados que las personas 
asignan a sus experiencias. 

Particularmente la escuela alemana hace énfasis en la comprensión o el 
entendimiento (Verstehen). Desde esa perspectiva, la comprensión implica 
revelar el sentido de la acción social, incorporando la subjetividad de quien 
investiga como un elemento intrínseco del conocimiento. 

Las implicaciones metodológicas de esta tradición epistemológica 
enfatizan que los métodos cualitativos tienen como objeto de investigación 
la acción humana tangible, pero también la intangible. Luego entonces, los 
métodos, técnicas y herramientas deben mostrar los fenómenos de la acción 
humana y social en todas sus condiciones y contradicciones ontológicas, con 
sus particularidades culturales e históricas. De ese modo, las herramientas 
revelan el significado interpretado que tiene para las personas que las realizan 
(Díaz Cruz, 2009). 

En ese sentido, en este estudio introductorio se aborda cómo los métodos 
cualitativos que se derivan de la comprensión reconstruyen, resignifican y 
buscan construir evidencia empírica que permita establecer inferencias acerca 
del fenómeno de la corrupción.

Por su parte, los métodos cuantitativos no buscan comprender sino 
explicar. El propósito de las ciencias naturales es explicar (Erklären), esto es, 
establecer relaciones causales entre fenómenos observables mediante leyes, 
teorías e hipótesis verificables. 

Particularmente, en las ciencias sociales los métodos cuantitativos se 
fundamentan en el positivismo de Augusto Comte y el racionalismo crítico 
de Karl Popper. Esta tradición epistemológica asume la existencia de una 
realidad objetiva que puede ser medida y explicada mediante leyes generales 
(método deductivo). El positivismo busca la neutralidad del investigador y la 
verificación o falsación de hipótesis a través de procedimientos estandarizados 
que colecten datos cuantificables de la realidad. El conocimiento válido 
se obtiene mediante la observación sistemática, la medición y el análisis 
estadístico. Esta pretensión de establecer relaciones causales regulares es más 
común en la economía o la psicología. 

En esta vertiente, los estudios acerca de la corrupción pretenden explicar 
dicho fenómeno. Ello implica establecer relaciones causales entre variables 
que permitan identificar patrones de causa y efecto. Desde luego, existen 
muchas investigaciones que combinan ambos métodos reconociendo sus 
complementariedades para abordar el fenómeno de la corrupción. Sin 
embargo, por simplicidad, en el presente estudio introductorio se abordarán 
de manera separada estos métodos. 
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El estudio se divide en tres secciones adicionales. En la segunda, se abordan 
las características de los métodos cualitativos y los estudios de corrupción. En 
la tercera sección, se discuten las características y aportaciones de los métodos 
cuantitativos. Finalmente se presenta una sección de conclusiones. 

Los estudios cualitativos para el análisis de la corrupción 

La investigación cualitativa en materia de corrupción puede tener diferentes 
propósitos asociados con la comprensión de dicho fenómeno. Por un lado, la 
investigación cualitativa puede comenzar con la descripción de la corrupción. 
Esto es, a partir de categorías analíticas mostrar cuáles son las principales 
manifestaciones de este fenómeno o de sus implicaciones. Por otro lado, 
esta investigación puede ir más allá e intentar comprender las relaciones 
sociales que permiten la reproducción social de la corrupción. Asimismo, la 
investigación cualitativa también puede reflexionar acerca de la subjetividad 
de quienes forman parte del fenómeno y/o de quienes lo analizan. 

Con el propósito de hacer una revisión extensa acerca de los métodos 
cualitativos y sus aportaciones a los estudios sobre la corrupción, se presentan 
tres discusiones: una acerca de las características de los mismos; otra, respecto 
a las principales técnicas y herramientas; una última acerca de sus alcances. 

Características generales

Una primera característica es el interés por la descripción, interpretación, 
comprensión y, eventualmente, validación del contexto. Dado que la corrupción 
se basa en la reproducción de prácticas que se sitúan en entornos históricos, 
culturales e institucionales específicos, la investigación cualitativa se orienta a 
identificar cómo las condiciones locales configuran la naturaleza, la percepción 
y la funcionalidad de las prácticas corruptas (Haller y Shore, 2005). 

El énfasis por el contexto, permite a los investigadores examinar lo 
que Anders y Nuijten (2007) denominan “zonas de sombra”. En ellas se 
entrecruzan las normas formales y las informales; aquí las prácticas definidas 
como corruptas pueden tener una función dual: o la estimulan o la inhiben. 
Como observa Torsello (2019), “la corrupción está intrínsecamente ligada a 
economías morales culturalmente informadas que no pueden desvincularse 
de su contexto” (p. 384). Esta característica permite a los investigadores ir 
más allá de las definiciones universales simplistas hacia una comprensión 
más matizada de la corrupción como un fenómeno cultural e históricamente 
contingente.
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Una segunda característica es la orientación a procesos productores y 
reproductores de la corrupción. Esta característica involucra examinar 1) bajo 
qué patrones o secuencias se produce la corrupción: cuáles la originan, la 
mantienen y la reproducen; 2) cómo las prácticas corruptas surgen, evolucionan, 
se normalizan y potencialmente se transforman con el tiempo (Jancsics, 2014). 

Autores como Marquette y Peiffer (2018) enfatizan que los enfoques 
cualitativos son excelentes para “descifrar la caja negra de la corrupción al revelar 
las secuencias, las vías y los mecanismos a través de los cuales opera” (p. 495). 
Esta perspectiva dinámica capta la naturaleza evolutiva de las prácticas corruptas, 
arrojando luz sobre cómo los actores adaptan sus estrategias en respuesta a los 
cambios en los entornos institucionales y las medidas anticorrupción.

Una tercera característica es que la investigación cualitativa también tiende 
a orientarse en el estudio de las personas, de sus experiencias vividas, las 
interpretaciones subjetivas y los procesos de construcción de significado. Este 
enfoque reconoce la corrupción no solo como un fracaso institucional abstracto, 
sino como algo arraigado en las interacciones sociales cotidianas donde los 
individuos se desenvuelven en complejos panoramas morales (Ledeneva, 2018). 

Al explorar las motivaciones, justificaciones y marcos éticos de los 
actores, los estudios cualitativos revelan las racionalidades subyacentes a los 
comportamientos corruptos que, de otro modo, podrían parecer irracionales 
o puramente egoístas. Blundo y De Sardan (2006) demuestran cómo este 
enfoque centrado en el actor arroja luz sobre las “normas prácticas” que rigen 
los intercambios corruptos, mostrando cómo los participantes a menudo 
operan de forma distinta a las normas oficiales. Esta perspectiva proporciona 
información crucial sobre por qué las prácticas corruptas persisten a pesar de las 
prohibiciones y sanciones formales. 

Una cuarta característica consiste en la permanencia de la intersubjetividad 
de quienes viven la corrupción, pero también de quienes la estudian. A través 
de distintas técnicas cualitativas (triangulando fuentes de datos, perspectivas 
e interpretaciones) es posible reconstruir narrativas creíbles y confiables del 
fenómeno (Gephart, 2014). Esta característica refleja el reconocimiento de que 
la investigación sobre la corrupción inevitablemente implica abordar significados 
controvertidos, narrativas contradictorias y límites morales ambiguos (Gephart, 
2014). 

Los investigadores cualitativos buscan establecer la validez de sus hallazgos 
mediante la documentación detallada de los procedimientos de recopilación 
y análisis de datos, la verificación de los miembros con los participantes de la 
investigación y el análisis posterior entre pares. Como señala Hansen (2012), 
este enfoque “pone de relieve la naturaleza controvertida del conocimiento sobre 
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la corrupción y las dinámicas de poder implicadas en la definición de lo que se 
considera corrupción” (p. 513), proporcionando así relatos más transparentes 
de los fundamentos epistemológicos que subyacen a las mediciones de la 
corrupción.

Finalmente, una quinta característica es el reconocimiento explícito de 
sus alcances y limitaciones. Ello involucra asumir y ser consecuente con que 
las decisiones metodológicas del investigador configuran la producción de 
conocimiento sobre la corrupción (Torsello y Venard, 2016). Los investigadores 
cualitativos abordan explícitamente cuestiones sobre cómo acceder a 
información sensible, sortear dilemas éticos relacionados con la confidencialidad 
de los participantes y gestionar posibles riesgos legales y de seguridad. Koechlin 
(2013) argumenta que “el estudio de la corrupción implica inevitablemente al 
investigador en juicios normativos que deben abordarse explícitamente en lugar 
de ocultarse tras una apariencia de objetividad” (p. 106). Esta reflexividad lleva 
a los investigadores a examinar críticamente sus propios supuestos y categorías.

Principales técnicas y herramientas cualitativas 

Construir, describir, mostrar, revelar y dotar de significado a las acciones 
sociales que tienen intersección con los fenómenos de la corrupción, implica 
casi siempre el trabajar con fuentes directas más que con secundarias. De ahí 
que las técnicas normalmente empleadas son algunas de las siguientes:

1.	 Estudios de caso. El abordaje de casos prácticos ofrece un enfoque 
estructurado para examinar la corrupción en contextos acotados, como 
organizaciones, sectores o sistemas de gobernanza específicos (Masters 
y Graycar, 2016). Esta metodología permite a los investigadores examinar 
la corrupción de forma holística, rastreando interacciones complejas entre 
acciones individuales, factores organizacionales y entornos institucionales 
más amplios a lo largo del tiempo. Los casos prácticos comparativos 
resultan valiosos para identificar patrones en diferentes contextos, a la vez 
que se mantienen sensibles a las especificidades contextuales. La 
influyente tipología de síndromes de corrupción de Johnston (2014) 
surge del análisis sistemático de casos prácticos en diferentes sistemas 
políticos y económicos, lo que demuestra cómo este enfoque puede 
generar teorías de alcance medio que conectan los comportamientos a 
nivel micro con las estructuras a nivel macro. En ese sentido, este tipo 
de técnicas permiten analizar tanto las estructuras formales como las 
informales que sostienen las prácticas corruptas. 
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2.	 Análisis del discurso. A través de esta técnica documental, se examina cómo 
se construye, representa y cuestiona la corrupción. Para ello se emplea 
el estudio del lenguaje en diversos textos y conversaciones, incluyendo 
documentos de política, informes de prensa, debates parlamentarios y 
discusiones cotidianas (Bratu y Kazoka, 2018). Esta técnica revela cómo 
diferentes actores enmarcan los problemas de corrupción, atribuyen 
responsabilidades y legitiman o deslegitiman prácticas específicas. Al 
analizar los discursos dominantes y marginales sobre la corrupción, los 
investigadores pueden identificar cómo las relaciones de poder configuran 
la comprensión pública y las respuestas políticas. El análisis de Hansen 
(2012) del discurso internacional anticorrupción demuestra cómo 
ciertas conceptualizaciones de la corrupción se vuelven hegemónicas, 
influyendo en los enfoques de medición y las agendas de reforma. El 
análisis del discurso también arroja luz sobre lo que Bukovansky (2006) 
denomina la “corrupción de la anticorrupción”, mostrando cómo la 
retórica anticorrupción puede tener fines políticos no relacionados con 
la reducción de las prácticas corruptas.

3.	 Métodos etnográficos. Este enfoque implica una inmersión 
prolongada en entornos de investigación, la observación participante y 
conversaciones informales que captan la corrupción como parte integral 
de las interacciones sociales cotidianas (Anders, 2015). La presencia 
del etnógrafo permite desarrollar relaciones de confianza que pueden 
facilitar el acceso a dimensiones de la conducta corrupta que, de otro 
modo, permanecerían ocultas. La etnografía resulta especialmente valiosa 
para documentar las “normas prácticas” que rigen los intercambios 
corruptos: patrones de comportamiento no oficiales, pero regularizados, 
que divergen tanto de las normas legales como de los ideales sociales 
(Blunder y Sardan, 2006). 

4.	 Entrevistas en profundidad. Esta técnica permite explorar en detalle 
las experiencias, perspectivas y procesos de construcción de significado 
de los participantes con respecto a las prácticas corruptas (Zaloznaya, 
2017). Estas entrevistas suelen adoptar formatos semiestructurados 
que brindan flexibilidad para abordar temas emergentes, a la vez que se 
centran en las preguntas de investigación. La naturaleza conversacional 
de las entrevistas en profundidad permite a los investigadores establecer 
una relación con los participantes y abordar temas delicados mediante 
enfoques indirectos. 

5.	 Métodos participativos. A través de herramientas para involucrar a 
informantes clave como la investigación-acción participativa, el mapeo 
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comunitario, los informes ciudadanos y el análisis colaborativo de datos 
es posible capturar experiencias asociadas –formal o informalmente– 
con la corrupción. Por ejemplo, el trabajo de Gaventa y McGee (2013) 
sobre rendición de cuentas social demuestra cómo el monitoreo 
participativo de la corrupción puede generar indicadores localmente 
relevantes y movilizar la acción colectiva contra las prácticas corruptas. 

Si bien las distintas herramientas cualitativas no se agotan aquí, se han 
mostrado algunas de las más recurrentes. Desde luego estas pueden tomar 
distintas modalidades, que se han fortalecido con la tecnología. Por ejemplo, 
existen distintos programas que permiten transcribir, codificar y visualizar 
datos de naturaleza cualitativa como ATLAS.ti o NVivo. Las inteligencias 
artificiales también permiten hacer transcripciones como Otter.ai, Sonix.a, 
Cauliflower, entre varias otras, que están facilitando el procesamiento y 
análisis más expedito del trabajo de campo. 

Aportaciones de los métodos cualitativos 

En términos generales, gracias a la investigación de casos, las narrativas, los 
relatos o las detalladas descripciones hoy se puede tener una comprensión 
profunda. Al examinar cómo esta se manifiesta en distintos contextos, la 
investigación cualitativa ha puesto de relieve las limitaciones de las definiciones 
universales que no captan las comprensiones y prácticas locales (Philp, 2016). 

En ese sentido, las diversidades de experiencias permiten conocer 
la corrupción como un fenómeno multidimensional. Por ejemplo, la 
investigación de Ledeneva (2009) sobre prácticas informales en sociedades 
postsocialistas demuestra cómo los comportamientos clasificados como 
corruptos obedecen a lógicas no contempladas por la teoría. 

La evidencia cualitativa a menudo desafía los hallazgos estadísticos o 
los patrones más estandarizados (Blundo y De Sardan, 2006). Al acceder 
a las experiencias vividas e interpretaciones subjetivas de los participan-
tes, estos estudios revelan las normas sutiles, las racionalizaciones y las 
expectativas sociales que sustentan los sistemas corruptos. La investiga-
ción etnográfica de Rivkin-Fish (2005) sobre los pagos informales en la 
atención médica rusa, por ejemplo, revela cómo las prácticas oficialmente 
clasificadas como corrupción se entienden localmente como expresiones 
de gratitud o medios necesarios para acceder a una atención de calidad. 

La persistencia de la investigación cualitativa por evidencias prácticas 
no formales o conductas ocultas (Malito, 2014), obliga a implementar 
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estrategias que deben ceñirse a desarrollar y adoptar formas de recolección 
de información éticas. En ese sentido, han hecho necesario que la validación de 
los relatos y, las posibles inferencias que de estas se desprendan, pasen por los 
cánones tradicionales y se sujeten a disposiciones normativas que garanticen 
la seguridad de los informantes, la confiabilidad de sus testimonios y la validez 
de los hallazgos (Anders, 2015). 

Finalmente, hay que señalar que la investigación cualitativa sobre la 
corrupción ha generado avances teóricos significativos. Por ejemplo, hay 
trabajos que superan los modelos de principal-agente y de acción colectiva 
hacia marcos más matizados que captan la complejidad de la corrupción 
(Granovetter, 2007). Asimismo, mediante el empleo de enfoques inductivos 
basados en observaciones empíricas, los estudios cualitativos han desarrollado 
teorías de alcance medio que conectan los comportamientos a nivel micro con 
las estructuras a nivel macro. 

El concepto de “régimen de informalidad” de Baez-Camargo y Ledeneva 
(2017) proporciona un marco teórico para comprender cómo interactúan 
las prácticas formales e informales en contextos institucionales específicos, 
cuestionando las rígidas dicotomías formales-informales en la medición de 
la corrupción. Estas contribuciones teóricas refuerzan el poder explicativo 
de la investigación sobre la corrupción, superando la medición descriptiva 
hacia la comprensión causal de por qué la corrupción persiste en contextos 
específicos a pesar de los esfuerzos de reforma.

Una última contribución que debe señalarse se relaciona con sus aportaciones 
en términos de política pública. Por un lado, los hallazgos ayudan a identificar 
puntos de intervención adecuados al contexto y anticipar posibles consecuencias 
imprevistas de las medidas anticorrupción (Baez-Camargo y Passas, 2017; 
Khan, Andreoni y Roy, 2019). Por otro lado, hacen posible un mejor diseño 
institucional y revelan el grado de apropiación de las mismas. 

Los estudios cuantitativos para el estudio de la corrupción 

Como ya se refiere en páginas anteriores, la investigación cuantitativa tiene como 
propósito explicar el origen y consecuencias de la corrupción. Esto es, poder 
establecer una teoría o modelo respecto a los determinantes de las conductas 
corruptas y sus efectos sobre el desarrollo económico y el bienestar social. En ese 
sentido, los métodos cuantitativos parten de una base teórica, a menudo compleja, 
que estará sujeta a condiciones de verificación, veracidad, medición y replicación. 

Las herramientas cuantitativas deben fundamentarse en teorías o supuestos 
conceptuales que permitan establecer patrones regulares de causalidad sobre 
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los determinantes de la corrupción, sus mecanismos de reproducción y 
los potenciales efectos. Para ello, los estudios cuantitativos deben generar 
información exhaustiva, comparativa y empíricamente verificable necesaria 
para validar las hipótesis formuladas. A continuación, también se refieren las 
características generales de dichos métodos.

Características generales

Una primera característica es su énfasis en el método positivista. Ello implica 
establecer la experimentación científica con todos sus cánones. La teoría 
debe probarse con datos observables y operacionalizables de la corrupción. 
A partir de información medible, cuantificable y verificable, se proponen 
instrumentos y enfoques analíticos que pueden captar las relaciones de 
causalidad (Elbahnasawy y Revier, 2012). Esto requiere el desarrollo 
de técnicas de medición sofisticadas que puedan penetrar en entornos 
institucionales complejos, manteniendo al mismo tiempo la validez y la 
fiabilidad estadísticas. 

Las mediciones cuantitativas han alcanzado altos niveles de precisión 
gracias al desarrollo de indicadores estandarizados de corrupción; se han 
implementado controles estadísticos robustos y se procura controlar los 
posibles sesgos de medición. Olken y Pande (2012) enfatizan que los enfoques 
cuantitativos rigurosos deben considerar los desafíos inherentes al estudio de 
un fenómeno fundamentalmente clandestino. 

Una segunda característica es que asumen que las causas de la corrupción 
pueden ser multifactoriales (Bayar, 2011). En ese sentido, pueden ser 
factores económicos, sociales, políticos, de racionalidad, etc. los que deben 
ser modelados, pero, sobre todo, de los que debe existir evidencia empírica 
suficiente. Así, por ejemplo, los usos de índices compuestos son especialmente 
eficaces en este sentido. Los índices permiten captar diferentes factores 
como: percepciones de la corrupción, niveles de vulnerabilidad institucional, 
eficiencia de la gobernanza, variables macro y microeconómicas, entre muchos 
otros (Donchev y Ujhelyi, 2014). 

Una tercera característica es la naturaleza comparativa de los métodos y 
herramientas. Mediante el desarrollo de marcos de medición estandarizados, 
los investigadores pueden analizar sistemáticamente la corrupción en 
diferentes contextos nacionales, regionales e institucionales. De modo 
que pueden lograr identificar patrones de corrupción estructural (Dreher, 
Kotsogiannis y McCorriston, 2007), explicar las relaciones y las variaciones 
contextuales en las prácticas corruptas, identificar y hasta pronosticar áreas 
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de riesgo, establecer grados y clasificaciones de las causas y consecuencias de 
primer, segundo y tercer nivel.

Una cuarta característica es que la investigación cuantitativa también 
permite hacer estudios de largo tiempo y alcance. De modo que es posible 
identificar las tendencias de corrupción durante períodos prolongados. Esta 
perspectiva longitudinal permite a los investigadores mostrar los patrones 
evolutivos de la corrupción institucional; asimismo, pueden evaluar la eficacia 
de las intervenciones anticorrupción. Por supuesto, también las herramientas 
cuantitativas miden las transformaciones estructurales a largo plazo, incluso 
pueden desarrollar modelos predictivos del cambio institucional.

Finalmente, una quinta característica es que la investigación cuantitativa 
moderna sobre la corrupción trasciende las fronteras disciplinarias 
tradicionales. Al sintetizar perspectivas de la economía, la ciencia política, la 
sociología, la ciencia de datos y la teoría de redes, los investigadores desarrollan 
marcos analíticos más sofisticados y holísticos. Ello permite desarrollar modelos 
complejos e integrales. 

Principales herramientas y técnicas cuantitativas

1.	 Las encuestas constituyen una fuente de información sistemática, 
comparable y estable para medir distintas manifestaciones de la 
corrupción. Por ejemplo, a nivel de percepción se encuentran la Encuesta 
Mundial de Valores y el Índice de Percepción de la Corrupción de 
Transparencia Internacional. También existen sistemas de información 
que combinan encuestas y otras mediciones para crear indicadores 
compuestos como el Índice de Control de la Corrupción del Banco 
Mundial, que forma parte de Indicadores de Gobernanza Mundial 
(Worldwide Governance Indicators); el Índice de Estado de Derecho, 
del World Justice Project (wjp); el Barómetro Global de la Corrupción, 
de Transparencia Internacional; el Índice de Competitividad Global, del 
Foro Económico Mundial o el Índice de Integridad de Gobiernos, de 
Heritage Foundation. 

2.	 Las técnicas econométricas. Estas proporcionan herramientas eficaces para 
analizar relaciones complejas de corrupción. Los modelos de regresión 
multinivel, las ecuaciones estructurales y las técnicas de inferencia causal 
permiten medir las relaciones e interacciones entre la corrupción y diversas 
variables socioeconómicas. La econometría ha evolucionado porque 
existen fuentes de información más robustas y porque las herramientas 
informáticas para procesar los datos permiten analizar grandes cantidades 
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de información. Treisman (2007) destaca cómo estas técnicas sofisticadas 
permiten a los investigadores ir más allá de los análisis correlacionales 
simplistas y desarrollar explicaciones dinámicas.

3.	 Las técnicas computacionales y de inteligencia artificial. Estas ayudan 
a procesar y analizar conjuntos de datos cada vez más complejos y de 
gran escala, revelando patrones de corrupción. Entre otras herramientas 
destacan el Análisis de Redes Sociales (Social Network Analysis, por sus 
siglas en inglés), que puede generar evidencia sobre las conexiones entre 
individuos, organizaciones y eventos (Luna-Pla y Nicolás-Carlock, 
2020). También se han hecho avances desde el big data (Petheram, 
Pasquarelli y Stirling, 2019), o bien, a través de la detección de fraude 
mediante algoritmos de Machine Learning (Dong y Torgler, 2013). 
La inteligencia artificial hace posible el Análisis Predictivo basado en 
Redes Neuronales Artificiales, sobre la base de casos de corrupción 
pasados y predecir nuevos comportamientos (López-Iturriaga y Sanz, 
2018). De manera complementaria, los Sistemas de Alerta Temprana 
(Early Warning Systems) sistemas de alerta temprana basados en AI y 
big data pueden monitorear datos en tiempo real y detectar indicadores 
tempranos (Adobor y Yawson, 2023). 

Aportaciones de los métodos cuantitativos

Los estudios cuantitativos sobre la corrupción han generado importantes 
contribuciones teóricas y prácticas. La perspectiva profundamente positiva 
de los estudios cuantitativos se corresponde con el desarrollo de técnicas y 
herramientas que pueden probar o desaprobar con mayor contundencia los 
supuestos teóricos. Lo anterior es posible dado que se han presentado tres 
condiciones necesarias: una mayor disponibilidad de información, más y 
mejores herramientas tecnológicas y estadísticas para el procesamiento de tal 
información y, por supuesto, un mayor desarrollo de la comunidad científica. 

Gracias a ello, la investigación en materia de corrupción es capaz de 
profundizar en las causas y consecuencias de este fenómeno, pero también 
puede explicar sus dinámicas, tendencias y patrones evolutivos. De modo 
que han permitido exponer la corrupción como un fenómeno multifactorial 
y multidisciplinario.

También debe señalarse que los métodos cuantitativos han logrado 
ampliar los alcances de la explicación de la corrupción como fenómeno en tres 
dimensiones. Primero, en su dimensión temporal, las diferentes herramientas 
hacen posible el estudio de variables más específicas a lo largo del tiempo. 
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Así, por ejemplo, hay indicadores que permiten hacer análisis de largo plazo y 
que la econometría, particularmente los estudios de series de tiempo o panel, 
ayudan a establecer análisis muy robustos estadísticamente. 

Segundo, en su dimensión espacial, los métodos cuantitativos permiten 
establecer comparaciones y diferencias entre distintas variables y unidades. 
Hoy es posible comparar el fenómeno de la corrupción desde las prácticas 
de individuos asentados en comunidades determinadas hasta fenómenos 
de escala global. Como resultado de los estudios comparativos es posible 
establecer generalizaciones de alcance medio sobre patrones de corrupción 
en diversos contextos. En ese sentido, las metodologías comparativas 
representan una fortaleza distintiva de la investigación cuantitativa sobre la 
corrupción. Mediante el desarrollo de marcos de medición estandarizados, los 
investigadores pueden analizar sistemáticamente la corrupción en diferentes 
contextos nacionales, regionales e institucionales.

Tercero, la vinculación entre instituciones (gubernamentales, no 
gubernamentales, organismos internacionales, etc.) y la academia a través 
de las investigaciones cualitativas ha logrado fortalecer la validación de la 
información, pero también de los hallazgos. Como resultado, desde luego que 
hay implicaciones no solo en el estado del conocimiento sobre la corrupción 
sino también en el ámbito de las acciones públicas para combatirla. 

De modo que una aportación de la sinergia entre modelos y teorías, 
así como métodos de investigación es un mayor potencial para predecir el 
fenómeno de corrupción: anticipando los riesgos, creando sistemas de alerta 
temprana e incluso apoyando enfoques de gobernanza preventiva. 

Consideraciones finales 

La medición de la corrupción constituye un área de investigación activa que 
expande las fronteras metodológicas de las ciencias sociales. Como fenómeno 
multicausal y dinámico, se necesitan más esfuerzos para comprenderla y 
explicarla científicamente, pero también para incidir en su contención. Las 
investigaciones futuras deben seguir desarrollando enfoques de medición más 
precisos, más adaptables a entornos cambiantes y, también, más avanzados 
tecnológicamente. 

La revisión de los métodos cualitativos y cuantitativos revela el desafío 
metodológico que representa captar las manifestaciones y dimensiones 
de la corrupción, un fenómeno que por su naturaleza exige abordajes 
multidisciplinarios. No existe un enfoque dominante capaz de abarcar por sí 
solo la complejidad del fenómeno. 



21

Apostilla introductoria: medir la corrupción

La literatura aquí analizada muestra tanto coincidencias como áreas de 
oportunidad en el desarrollo metodológico. El enorme reto al que se enfrentan 
es profundizar en la validez de sus hallazgos. Esto ha impulsado el diseño de 
técnicas de investigación metodológicamente más sofisticadas, evidenciando 
la necesidad continua de innovación instrumental para abordar un objeto de 
estudio inherentemente difícil de medir y observar.

En el caso de los métodos cuantitativos, estos han evolucionado más allá de 
los enfoques etnográficos y entrevistas tradicionales. Muchas investigaciones 
se apoyan en las nuevas tecnologías y con una orientación más marcada por 
identificar dimensiones ocultas de la corrupción. Esto tiene una implicación 
adicional: los métodos cualitativos buscan incorporar de un modo más 
íntimo y dinámico a aquellos grupos sociales o aquellas personas clave que 
experimentan la corrupción. En ese sentido, la comprensión no solo es a 
escala social sino también a nivel de las y los actores. 

Por su parte, los métodos cuantitativos también se han vuelto más 
ambiciosos. Por un lado, hoy existen fuentes de información más sólidas y 
sistemáticas que permiten generar variables con largos periodos de observación. 
Por otro lado, también hay más y mejores herramientas computacionales que 
hacen posible analizar más rápido y con mayor precisión volúmenes más 
grandes de información. Todo ello con el propósito de establecer hallazgos 
más robustos y replicables. 

No obstante, ambos enfoques mantienen características distintivas 
importantes. Las herramientas cualitativas buscan comprender los procesos a 
una escala micro; no es que no exista una pretensión por observar el fenómeno 
de la corrupción desde una dimensión social, pero las investigaciones van hacia 
una dirección micro que permita explicar por qué los diseños institucionales 
formales fracasan o, en todo caso, porqué a pesar de los esfuerzos sociales, 
la corrupción prevalece. En cuanto a los métodos cuantitativos, hay una 
exigencia para que los estudios sean exhaustivos en relación a las variables, 
los periodos y las pruebas estadísticas. De modo que explicar es un ejercicio 
analítico que va más allá de lo causal. Se trata de establecer los determinantes 
y hacer hallazgos justo cuando se están produciendo los fenómenos, y más 
aún: establecer predicciones que identifiquen las posibles áreas de riesgo. 

A pesar de estas consideraciones, de cara al futuro la dirección más 
prometedora para la medición de la corrupción reside en enfoques 
metodológicamente pluralistas que integren perspectivas mixtas. Esta 
integración reconoce la complejidad de la corrupción como fenómeno social, 
a la vez que busca la medición sistemática necesaria para la comparación 
intercontextual y la evaluación de políticas. 
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Al aprovechar las fortalezas complementarias de ambas tradiciones, 
la investigación sobre la corrupción puede desarrollar enfoques más 
sofisticados y matizados para medir este persistente desafío global. Mediante 
este pluralismo metodológico y esta reflexividad, la investigación sobre la 
corrupción puede mejorar la comprensión y, al mismo tiempo, contribuir a 
iniciativas anticorrupción más eficaces que atiendan las causas y los efectos. 

Precisamente, el propósito de esta obra es mostrar la diversidad que se ha 
producido desde los distintos estudios sobre la corrupción. Las y los autores 
que participan en este libro tienen experiencia científica, pero también práctica 
en la medición de la corrupción y sus fenómenos concurrentes. De modo 
que las discusiones contenidas en esta obra no solo son recomendaciones o 
problematizaciones respecto a las distintas formas para medir la corrupción, 
sino que algunos de los capítulos ofrecen propuestas innovadoras. 

En el capítulo titulado “Corrupción sistémica. ¿Cómo medir la corrupción 
cuando esta se ha vuelto la regla?”, Oliver Meza Canales, Elizabeth Pérez-Chiqués 
y Fabiola Perales-Fernández exploran la complejidad de medir la corrupción, 
especialmente cuando se convierte en una práctica sistemática e institucionalizada. 
Los autores enfatizan que las metodologías tradicionales (conteo de incidentes 
o encuestas de percepción), son efectivas en contextos donde la corrupción es 
excepcional, pero resultan insuficientes cuando se trata de corrupción sistémica. 
De manera muy puntual proponen el Marco de Consolidación de la Corrupción 
(mcc), como una herramienta analítica para comprender la corrupción sistémica, 
considerando cuatro dimensiones estructurales: redes de corrupción, normas y 
valores corruptos, impunidad y debilidad institucional.

Posteriormente, el capítulo denominado “El riesgo como una medición 
aproximada del nivel de corrupción”, escrito por Dionisio Zabaleta Solís, 
Catalina Reyes Sánchez e Itzel Vázquez Sánchez propone un algoritmo para 
identificar y analizar los factores que aumentan la probabilidad de que ocurran 
los delitos de corrupción, como la falta de transparencia o las contrataciones 
directas. Los autores muestran la aplicación del “algoritmo de programas 
sociales” para analizar los riesgos de corrupción en México. Los autores eligen 
como aplicación empírica el Programa Precios de Garantía de la Secretaría 
de Agricultura y Desarrollo Rural, implementado a través del organismo 
descentralizado Seguridad Alimentaria Mexicana (Segalmex). 

El capítulo que se titula “Aportaciones de los estudios de política pública 
para abordar el fenómeno de la corrupción”, de María Azucena Salcido 
Ledezma y Nayely Ojeda Camacho, explora las contribuciones de los estudios 
de política pública al análisis y combate de la corrupción, enfocándose en 
las metodologías y marcos teóricos utilizados. Las autoras elaboran un 
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análisis documental cualitativo de investigaciones académicas, informes 
de organizaciones internacionales y estudios de caso. En sus conclusiones 
destacan la importancia de los estudios de política pública en la lucha contra 
la corrupción, presentando una variedad de metodologías y enfoques para su 
análisis y prevención.

El “Mediciones de la corrupción desde el sector privado: entre el diagnóstico 
de riesgos y las relaciones públicas”, de la autoría de Manuel Alejandro Guerrero 
y Arturo del Castillo, se centra en los estudios de medición de la corrupción 
que sucede en el sector privado. Los autores identifican dos grandes grupos: 
1) publicaciones especializadas sobre el ámbito corporativo o empresarial;
2) organizaciones de profesionistas en ámbitos de interés corporativo; 
compañías consultoras globales o firmas de abogados especializados en riesgos. 
Una de las conclusiones interesantes de este trabajo es el uso reputacional que 
tienen estos estudios. 

El capítulo escrito por Áurea E. Grijalva Eternod y Arturo Camacho 
Balderas, “Un balance crítico de la medición de la corrupción en México a 
través de las encuestas nacionales e internacionales”, presenta análisis incisivo 
de las encuestas nacionales e internacionales que miden la corrupción en 
México. Los autores revisan distintos instrumentos que recopilan datos 
sobre corrupción percibida y experimentada, evaluando su utilidad para la 
investigación académica y la formulación de políticas públicas. Se examinan 
los criterios de selección de las encuestas, destacando su accesibilidad, 
representatividad y temporalidad. En particular, se hace una revisión de 
la Encuesta Nacional de Población Privada de la Libertad (enpol) y de la 
Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal (enasjup), 
y los alcances de las mismas en la vinculación entre corrupción y criminalidad. 

El capítulo titulado “Uso de los índices para medir la corrupción”, de 
Oscar Javier Cárdenas Rodríguez, hace una revisión desde la economía de los 
indicadores internacionales y nacionales con los que se mide la corrupción. 
De hecho, más que la medición en sí de este fenómeno, resulta interesante 
el énfasis en cómo han sido empleados los índices para buscar relaciones con 
otros fenómenos de la economía como el crecimiento, la desigualdad y la 
pobreza, el gasto público, entre otros. Asimismo, el autor destaca los alcances 
y limitaciones de esta literatura. Por un lado, hoy hay mediciones más extensas 
temporal y espacialmente. Por otro lado, está el reto de realizar indicadores 
más precisos y no solo aquellos basados en la percepción. 

Finalmente, el capítulo de la autoría de Nancy García Vázquez, Antonio 
Ruíz Porras y Javier Emmanuel Anguiano Pita ofrece un estudio sobre cómo 
se ha investigado la corrupción mexicana desde el punto de vista cuantitativo. 
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Los autores realizan dos análisis (cualitativo y cuantitativo) sobre una muestra 
de artículos científicos. En sus conclusiones señalan que los avances son 
consistentes con la evolución institucional de la corrupción en el país y con 
los esfuerzos por controlarla. 

Como apreciarán los lectores, esta publicación busca ofrecer un amplio 
panorama desde diferentes disciplinas (política pública, derecho, economía 
privada y pública, etc.) que permita conocer cuáles son los avances en la medición 
de la corrupción, cuáles son sus limitaciones y cuáles son sus retos a futuro.
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Introducción 

Medir la corrupción es quizá uno de los debates más antiguos en esta materia. 
Parte del problema es que el fenómeno de corrupción encierra un largo listado 
de actos y existe un amplio abanico de definiciones sobre el concepto. En este 
capítulo intentaremos tomar parte de este debate para explicar, con investigación 
reciente, cómo podemos entender y conocer la corrupción cuando esta se 
ha vuelto la regla. Esto significa que la corrupción es sistémica y que se ha 
institucionalizado como parte del quehacer de los actores involucrados en el 
gobierno y de aquellos que tienen relación con órganos del Estado. 

En este capítulo argumentamos que para entender el fenómeno de la 
corrupción, es primero necesario distinguir la corrupción en donde esta es la 
excepción y donde esta es la regla. Son dos fenómenos muy distintos, aunque 
ambos participan de la misma base que, en términos generales, es el uso de 
recursos del Estado para beneficio privativo o no público. No obstante, cuando 
la corrupción es la excepción, existen maneras muy particulares de verificar su 
existencia, de medir sus dimensiones, así como de entender sus consecuencias. 
Aquellos lugares donde la corrupción es la excepción son, por decirlo así, 
lugares donde existe un marco legal que ofrece pautas a los actores para tomar 
decisiones en el marco de un Estado de derecho vigente que, además, es 
resguardado y velado por organismos del Estado, y respetado por los agentes 
públicos y gubernamentales. Este marco de derecho tiene rasgos weberianos 
en sus administraciones públicas que prefiguran un uso universalista de los 
recursos del Estado. Es natural que, en este tipo de contextos, ocurran, no 
obstante, fenómenos donde agentes puedan desviarse del curso legal. Pero 
este sistema tiene un número de mecanismos que permiten al sistema retornar 
a la normalidad weberiana de la administración pública. A esta capacidad 
del sistema se conoce dentro de la teoría de sistemas como retroalimentación 
negativa. Es una fuerza que regresa al conjunto a su estadio regular.

En este capítulo señalamos que medir la corrupción cuando esta es la 
excepción se puede hacer de varias maneras: contando incidencias, conociendo 
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percepción, etc. Existen varias formas de entender la magnitud del problema de 
la corrupción mediante este tipo de indicadores. La validez interna puede variar, 
pero por lo general es aceptable y precisa, pues la incidencia en aquellos lugares 
donde la corrupción es la excepción, sí cuenta aquello que es importante 
del fenómeno. Aun así, existen muchas áreas criticables en las mediciones 
existentes, pero estas críticas centran su foco en los márgenes de error; a la 
dificultad de “ver” el fenómeno; a las diversas definiciones que puede haber de 
corrupción; a los actos que son considerados como corrupción, entre otros. 
En lugares donde la corrupción es la excepción, las mediciones tradicionales 
por lo general atinan a conocer el fenómeno, pero esto no es así cuando se 
usan estas mismas mediciones en lugares donde la corrupción es la regla. 

El problema para medir la corrupción con los indicadores tradicionales, 
en lugares donde la corrupción es la regla, trasciende las discusiones sobre 
validez interna. Se estaría midiendo el síntoma y no el problema directamente. 
Un acto de extorsión corrupta medida como incidencia mide corrupción 
en lugares donde esta es la excepción, pero mide apenas un síntoma donde 
la corrupción es la regla. El acto de extorsión corrupta no es el problema 
ahí, sino otro mejor integrado en el sistema que guía a los agentes a tomar 
decisiones. El acto de extorsión este encadenado a otros actos y fenómenos, 
por lo tanto, medir ese acto no es suficiente para entender el problema. Aquí 
no hay manera de salvar la validez interna de nuestros instrumentos a menos 
que modifiquemos el foco. 

En nuestra primera sección mencionamos los problemas y las dificultades 
para medir corrupción. Aquí centramos la atención en las mediciones 
tradicionales y en los retos de medir el fenómeno en lugares donde la corrupción 
es la excepción. La siguiente sección pone la atención a la corrupción donde 
esta es la regla. Explicamos qué significa y qué implicaciones tiene para la 
manera en que tradicionalmente entendemos y medimos la corrupción. En 
una tercera sección ofrecemos un marco analítico que es útil para entender la 
corrupción sistémica. Se trata de un marco ampliamente utilizado en diversos 
lugares y con casos en países como México, Brasil, Chile y Puerto Rico (véase 
Meza y Pérez-Chiqués, 2024). 

El Marco de la Consolidación de la Corrupción (mmc), además, ha sido 
usado para estudiar el fenómeno en gobiernos locales desde múltiples aristas 
(véase Bastidas-Vargas, 2023; Gofen, Meza y Pérez-Chiqués, 2022; Lino et 
al., 2022; Mendoza-Figueroa, 2023; Moya-Díaz y Paillama-Raimán, 2022; 
Palacios-Garay et al., 2022; Pérez-Chiqués y Bustos, 2021; Ramírez-Sánchez, 
2021; Santiago-Cuevas, 2023; Tirado-Teodocio, 2021; Zizumbo-Colunga y 
Meza, 2021). En este capítulo pretendemos que el lector conozca el mmc como 
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un instrumento analítico que puede ser fácilmente usado para conocer mejor 
este tipo de fenómenos. 
 
El problema de medir la corrupción

A mediados de la década de los noventa, el Banco Mundial y Transparencia 
Internacional proporcionaron las primeras mediciones de corrupción en 
el mundo (Gouvêa Maciel et al., 2024; Heinrich y Hodess, 2011; Malito, 
2014). Desde entonces, la academia y la comunidad internacional continúan 
explorando diversas formas de medir la corrupción o de aproximar la posibilidad 
de estar siendo experimentada, no obstante, no hay consenso aún respecto a la 
mejor forma de medirla (Gnaldi et al., 2021, p. 43). En parte, debido a la 
naturaleza del fenómeno (Gouvêa Maciel et al., 2024). 

Se reconoce que la corrupción se presenta de formas muy diversas (Gnaldi 
et al., 2021), la corrupción corre en un espectro amplio y diverso de conductas 
sancionables, a veces poco consensuadas, dificultando su comparabilidad 
y medición. Por ejemplo, soborno de funcionarios públicos y privados; 
malversación; peculado; tráfico de influencias; abuso de funciones, que puede 
incluir patronazgo, nepotismo y clientelismo; enriquecimiento ilícito; lavado 
de dinero; hasta el encubrimiento y obstrucción de la justicia respecto de estos 
delitos o la captura del Estado (Malito, 2014; unodc, 2003, 2022). 

Esta diversidad de manifestaciones de corrupción comprende, 
implícitamente, las diversas formas en las que se conceptualiza el fenómeno, 
teórica y jurídicamente, así como, la forma en la que, en una diversidad 
cultural, histórica, económica e institucional se aplican e interpretan las leyes 
que regulan las conductas corruptas en el mundo (Gouvêa Maciel et al., 2024; 
Malito, 2014; unodc, 2022). 

Medir la corrupción implica primero definirla, y ello pasa por estudiar 
sus efectos y los múltiples factores causales que se entrelazan entre sí, como el 
abuso de poder público, el comportamiento oportunista de privados o agentes 
públicos, el cambio de reglas o tecnologías para otorgar u obtener ventajas 
indebidas, y las distorsiones del correcto cumplimiento del deber, que desvían 
de forma anormal el funcionamiento del aparato gubernamental (Arellano y 
Flores, 2019, p. 17; Council of Europe, 1999b citado por Malito, 2014, p. 7; 
Transparency International, 2024). Por ello, medir la corrupción es complejo 
por naturaleza, no obstante, su medición es necesaria para orientar las acciones 
gubernamentales para combatirla (Arellano y Flores, 2019; unodc, 2022). 

Entre los esfuerzos internacionales que se han realizado para medir la 
corrupción, suelen observarse mediciones que abordan exclusivamente el tema 
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de corrupción, por ejemplo, el Índice de Percepción de la Corrupción de 
Transparencia Internacional; mediciones en donde la corrupción es uno de los 
múltiples elementos que conforman la medición, por ejemplo, el Índice de 
Estado de Derecho del World Justice Project; y, mediciones que buscan evaluar 
otros desempeños gubernamentales como una medida de proximidad de la 
corrupción, por ejemplo, el Índice Internacional de Efectividad del Servicio 
Civil de la Escuela de Gobierno Blavatnik. 

Asimismo, las mediciones de corrupción pueden ser directas, indirectas 
o una mezcla de estas. Una medición directa se basa en hechos reales, como 
pruebas de actos de corrupción o de experiencia a través de encuestas o registros 
administrativos, mientras que una medición indirecta busca aproximar los 
niveles de corrupción a través de la percepción de diferentes grupos y estratos 
de población. Para medir la corrupción directa o indirectamente, académicos y 
técnicos suelen recurrir a métodos cuantitativos, métodos cualitativos y métodos 
mixtos. En la siguiente tabla hacemos un esfuerzo por resumir las principales 
características de los métodos que se han utilizado para medir la corrupción. 

Tabla 1. Enfoques y métodos de medición de 
la corrupción y de recolección de información

Característica Métodos cuantitativos Métodos cualitativos Métodos mixtos

Objeto de 
estudio

Percepción y 
experiencia de 
actos de corrupción 
denunciada y no 
denunciada

Percepción y 
experiencia de actos de 
corrupción denunciada y 
no denunciada 

Percepción y 
experiencia de 
actos de corrupción 
denunciada y no 
denunciada

Información a 
recopilar

◆	 Registros 
administrativos

◆	 Datos estadísticos 
◆	 Características 

institucionales 
en variables 
dummies 

◆	 Relatos sobre 
experiencia 

◆	 Relatos sobre 
percepción 
personales o 
sociales 

◆	 Características 
institucionales

◆	 Al menos un 
tipo de datos 
del método 
cuantitativo y 
del método 
cualitativo

Métodos de 
recolección 
de 
información

◆	 Censos 
◆	 Encuestas 
◆	 Big data 
◆	 Minería de datos
◆	 Procedimientos 

estadísticos
◆	 Métodos de 

estandarización

◆	 Entrevistas
◆	 Grupos de enfoque
◆	 Análisis de 

contexto
◆	 Análisis de 

contenido
◆	 Enfoques 

experimentales

◆	 Uno o más de 
los métodos 
de recolección 
cualitativo y 
cuantitativo
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Fortalezas

Es una medición 
objetiva y directa. 
Permite recopilar gran 
cantidad de datos 
en tiempo real y 
analizarlos a través de 
algoritmos

Es una medición 
proxy, aceptable para 
medir los niveles de 
corrupción. Permite 
desagregar información 
para estudiar con 
mayor profundidad el 
fenómeno 

Es una medición que 
permite otorgar una 
perspectiva amplia 
del fenómeno de 
la corrupción en 
términos cuantitativos 
y cualitativos

Debilidades

Dificultad de 
recopilación y 
comparabilidad de 
datos.
Esta medición puede 
no dar la magnitud 
correcta del fenómeno 
porque la no denuncia 
es alta (cifra negra)

La medición es 
subjetiva e indirecta. 
Está propensa a sesgos 
e imprecisiones por 
las percepciones de 
individuos. Presenta 
deficiencias en términos 
de validez y relevancia, 
pues no se basa en 
la incidencia real del 
fenómeno

Necesidad de 
explicar las posibles 
divergencias de los 
resultados entre 
las experiencias 
de las personas y 
percepciones 

Medidas que 
se obtienen

Indicadores reales 
de corrupción; por 
ejemplo, incidencia de 
actos de corrupción 
por cada 100,000 
habitantes; 
indicadores proxy 
como: riesgos de 
corrupción; confianza 
en instituciones

Indicadores proxy; por 
ejemplo, información 
cualitativa para estudiar 
con mayor profundidad 
el fenómeno

Índices compuestos y 
desagregados

Fuente: Gnaldi et al., 2021; Gouvêa Maciel et al., 2024; Heinrich y Hodess, 2011; Malito, 
2014; unodc, 2022.

Si bien regularmente las mediciones de corrupción suelen otorgar un 
sentido correcto de la presencia de la corrupción, enfrentan sus propios 
límites (unodc, 2022). La literatura académica ha encontrado algunas fallas 
ontológicas, epistemológicas y metodológicas en las mediciones de corrupción 
que bien vale la pena revisar de manera sucinta. En la tabla 2 hacemos un 
resumen sobre el tipo de fallas que se encuentran regularmente al momento 
de medir corrupción.
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Tabla 2. Fallas estructurales en el estudio científico de la medición de la corrupción

Tipo de falla Descripción de la falla Explicación

Fallas 
ontológicas 

Las mediciones de la 
corrupción se guían 
por las definiciones 
que se emplean y 
existen múltiples 
definiciones.

Los instrumentos diseñados para medir 
la corrupción contienen una definición 
subyacente del fenómeno. No obstante, 
la literatura presenta una variedad de 
definiciones y/o visiones del fenómeno 
que pueden ser utilizadas. Por ejemplo, 
la corrupción como obligaciones formales 
desviadas o como atributo de la mala 
gobernanza1. Lo que genera ambigüedad 
conceptual y baja comparabilidad 
entre estudios. Lo que a su vez impacta 
directamente en lo que se acaba 
midiendo, y en la identificación de causas y 
consecuencias de la corrupción.

Fallas 
epistemológicas

La clandestinidad de la 
corrupción hace difícil 
su medición. 

Al ser la corrupción una actividad ilícita 
y no ética debe desarrollarse mediante 
transacciones ocultas y bajo confidencialidad. 
En este sentido, si las personas que participan 
en las encuestas, entrevistas y, en general, 
en los estudios de medición de la corrupción 
hubiesen cometido actos de corrupción, 
podrían optar por no declarar la corrupción o 
por falsear información por miedo, vergüenza, 
o por no convenir a sus intereses. 

La baja 
interoperabilidad 
semántica de las 
variables de análisis de 
la corrupción a nivel 
internacional. 

En la integración de índices internacionales 
de medición de la corrupción, los contextos 
lingüísticos y culturales diferentes dificultan 
un entendimiento inequívoco de los 
significados de cada rubro de análisis, 
por ello, la mala o baja interoperabilidad 
semántica de las bases de datos sobre 
corrupción puede representar problemas en 
la medición del fenómeno. 

1	 La gobernanza se refiere a un nuevo proceso de conducir la sociedad, es una transformación 
del ejercicio del gobierno, al pasar de un modelo centralizado a un sistema más amplio y 
articulado de acción conjunta entre los sectores público, privado y social, la cual se expresa 
en prácticas como la corregulación, la coproducción, la cogestión, la colaboración y la 
corresponsabilidad para atender los asuntos públicos; una buena gobernanza conlleva el 
respeto al Estado de derecho, la lucha contra la corrupción, la transparencia, la rendición 
de cuentas y la capacidad técnica gubernamental para diseñar e implementar políticas de 
crecimiento y desarrollo (Aguilar, 2010, pp. 30-32).
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Fallas 
metodológicas

El valor percibido de la 
corrupción no es una 
medida absoluta de 
corrupción. 

En las mediciones de corrupción a través 
de la percepción, las percepciones pueden 
estar sesgadas o ser imprecisas, pues se 
correlacionan con perspectivas de grupos, 
influidas por múltiples factores, como su 
propia orientación política o casos de 
gran corrupción, por lo que aún persisten 
retos para limitar los sesgos en este tipo 
de mediciones de corrupción, lo que a su 
vez levanta dudas respecto de la validez y 
pertinencia de la medición. 

Las mediciones de 
la corrupción son 
generales y agregadas 
a nivel país. 

Las mediciones genéricas sobre corrupción 
pueden generar errores o disonancias 
entre definiciones y medidas. Especialistas 
proponen transitar a medidas más 
específicas, que capturen y pongan atención 
a los sectores con los mayores riesgos de 
corrupción. 

Fuente: Elaboración propia con base en Gnaldi et al., 2021; Gouvêa Maciel et al., 2024; 
Heinrich y Hodess, 2011; Kaufmann, Kraay y Mastruzzi, 2012; Malito, 2014 y unodc, 2022.

Dado lo anterior, debemos entonces reconocer que, hasta el día de hoy, 
ninguno de los métodos de medición que usamos logran captar plenamente el 
fenómeno de la corrupción, derivado de las fallas ontológicas, epistemológicas 
y metodológicas propias del fenómeno. Las mediciones que se han logrado 
conseguir a nivel nacional e internacional con los métodos tradicionales, 
como los métodos cuantitativos o cualitativos, y las mediciones directas o 
indirectas, suelen observarse como generales y aceptables, aunque aún con 
grados de mejora. 

En los tiempos actuales, con nuevas y mejores tecnologías para tender redes 
y ocultar comportamientos ilícitos, así como con retos sociales más complejos, 
como la extensión de las actividades delictivas del crimen organizado, se hace 
necesario y urgente avanzar en los estudios de medición de la corrupción 
hacía datos más desagregados y específicos, que permitan calibrar, matizar 
y entender mejor el fenómeno, cómo se estructura y porqué se estructura 
de esa manera, ello con el fin de que las políticas públicas puedan intervenir 
el problema de manera efectiva. Los métodos mixtos dan muestra de ser 
métodos más completos que permitirían obtener información con mayor 
validez externa, al mismo tiempo que permitirían ahondar en características 
del fenómeno más específicas y desagregadas. 
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Enfocando la corrupción sistémica o consolidada 

Hay un problema aún mayor con las mediciones de corrupción existentes. Al 
usarlas para comparar países, ciudades, generalmente se asume que en todos 
estos lugares persiste el fenómeno de corrupción donde esta es la excepción. 
El supuesto de no cumplirse tiene graves consecuencias pues es la validez 
interna lo que está en juego, y el estudio podría estar identificando un 
fenómeno completamente diferente. Recientes propuestas metodológicas 
sugieren realizar una medición desagregada del tipo de ocupaciones (Ang, 
2020), precisamente porque en ocasiones los tipos de corrupción podrían 
ser síntomas de un problema aún más grave (Meza y Pérez-Chiqués, 2021). 

Si la corrupción no es la excepción, como lo es el supuesto fundamental 
de los indicadores de corrupción, ¿qué está enfrente? Una posibilidad es 
la corrupción sistémica. Este fenómeno es ampliamente generalizado 
y normalizado (Arellano-Gault, 2018; Marquette y Peiffer, 2018), o lo 
que también se ha descrito como contextos de gobernanza particularista 
(Mungiu-Pippidi, 2006), o corrupción consolidada, la cual es un estado 
de gobernanza en el que se ha llegado a un balance y su lógica es la que 
establece las reglas del juego (Meza y Pérez-Chiqués, 2024, 2021). 

Los fenómenos de corrupción sistémica son diferentes al de la corrupción 
como acto aislado. Es quizá uno de los aspectos menos estudiados como tal 
en materia de corrupción, pues existen diferentes configuraciones, todas de 
corrupción sistémica, pero que los métodos de extracción, la organización 
de sus redes, y los dispositivos de ocultamiento e impunidad son diversos. 
Estamos aún entendiendo cuáles son las condiciones de este fenómeno, 
pues las mediciones que hemos usado por lo general rescatan unos pocos 
tipos de manifestaciones que en su mayoría son diádicas. 

Con frecuencia se utilizan los mismos instrumentos para caracterizar 
la prevalencia de la corrupción en contextos diversos. Por ejemplo, las 
actividades de medir incidencia o percepciones de corrupción en entornos 
de corrupción sistémica con instrumentos desarrollados para capturar 
mayormente las prácticas de corrupción como excepción. Lo anterior podría 
resultar en ambigüedad sobre lo que observamos. Observe la imagen 1. Se 
trata de dos casos de corrupción. Uno de ellos resulta alto en incidencia, 
pero bajo en percepción, mientras que el otro caso resulta alto en percepción 
y bajo en incidencia. ¿Qué significa esto? ¿Cuál de los dos es más corrupto? 
Es frecuente ver este tipo de situaciones cuando medimos incidencia y 
percepción; donde las mediciones dejan abierta la puerta a la ambigüedad.
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Imagen 1. ¿Cuál tiene más corrupción?

 Fuente: Elaboración propia. 

De hecho, esta situación la observamos con dos casos en México usando 
estadísticas del inegi (véase Meza y Pérez-Chiqués, 2021; Pérez-Chiqués y 
Meza, 2021). Esta ambigüedad no pudo ser disipada hasta que conocimos con 
mayor profundidad el tipo de corrupción sistémica que imperaba en cada uno. 
De esto hablaremos en la sección que sigue, por ahora explicaremos cómo las 
mediciones que actualmente contamos pueden resultar en una idea errónea y 
descontextualizada del fenómeno. 

Aunque las prácticas o intercambios (Jancsics, 2024) pueden ser los 
mismos (por ejemplo, sobornos, clientelismo), responden a sistemas distintos 
y representan fenómenos diferentes, con repercusiones y funciones que los 
convierten en un problema con características propias (véase también, Strach 
y Pérez-Chiqués, 2019). Cuando hablamos de la medición de la corrupción, 
el fenómeno de la corrupción sistémica, aunque comparte ciertas prácticas y 
lógicas a nivel micro, es fundamentalmente diferente, ya que se refiere a un 
modo de gobernanza informal y particularista (Jancsics, 2024; Mungiu-Pippidi, 
2006; Rothstein, 2011; Scott, 1972, 2017; Strach y Sullivan, 2023). 

Como señala Mungiu-Pippidi (2006), la corrupción sistémica puede 
entenderse como una forma en que la sociedad está organizada, que favorece a 
ciertos grupos particulares y donde no prevalece una lógica de universalismo. 
En estos contextos, además de constituir la gobernanza de facto, las prácticas 
que denominamos corruptas pueden desempeñar un rol estabilizador, ya 
que permiten cierta permeabilidad social y evitan la formación de un orden 
completamente impenetrable, que fácilmente podría derivar en violencia y 
agitación social (Mungiu-Pippidi, 2006; Scott, 1972). En estos casos, lo que 
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llamamos corrupción cumple funciones de estabilización social, como abrir 
canales de movilidad para ciertas poblaciones (Scott, 1972; Meza y Pérez-
Chiqués, 2024). Si consideramos la corrupción sistémica como un sistema de 
gobernanza informal, esta refleja los patrones de poder y desigualdad en una 
sociedad (Meza y Pérez-Chiqués, 2021; Mungiu-Pippidi, 2006; Peake y Forsyth, 
2022; Strach y Sullivan, 2023; Strach, Sullivan y Pérez-Chiqués, 2019; Torsello 
y Venard, 2016; Vega y Mayo, 2021). Más allá de analizar la prevalencia de una 
práctica o las características de la práctica, es aún más importante explorar estos 
elementos como una parte de un sistema más complejo.

En casos muy particulares como el que describe James Scott (1972), élites 
y grupos de base popular, como grupos étnicos, podrían quedar excluidos 
de ejercer influencia en su sociedad si no fuera por la posibilidad de ejercer 
sobornos para tener acceso. Cuando se niega la expresión y el acceso a través 
de los canales institucionales existentes, estas presiones se trasladan al ámbito 
político “informal” de la corrupción o la violencia (p. 33). En este sentido, la 
corrupción puede llegar a jugar un papel estabilizador en ciertos contextos. 
Aunque en estos contextos también, desde una perspectiva de Estado 
republicano y democrático, los actos de corrupción como sobornos serían un 
problema menor dentro de las fallas de gobernanza. 

En contextos de corrupción sistémica vemos también diferencias en la 
manera en que los grupos sociales utilizan la corrupción en su día a día, como 
manera usual de relacionarse con el gobierno, para poder competir o tener 
acceso a bienes públicos, o para cumplir con las reglas informales establecidas 
(véase Granovetter, 2007; Jancsics, 2024; Karklins, 2016; Lomnitz, 1971). 
Por ejemplo, Jancsics (2024) diferencia entre las prácticas de corrupción en las 
que participan las clases medias (por ejemplo, compra de facturas), las clases 
más empobrecidas que no tienen los recursos suficientes para participar en la 
corrupción y las élites en poder que gozan de total impunidad.

Entonces, a nivel macro podemos ver el agregado de las prácticas prevalentes 
de la interacción entre ciudadanos y sus gobiernos y su interacción con 
prácticas sociales, organizacionales e institucionales más amplias. A nivel micro, 
encontramos una complejidad en la que la confianza, la reciprocidad, la lealtad, 
la amistad, redes familiares, desconfianza, venganzas están presentes y sustentan 
o impulsan estas prácticas (Granovetter, 2007; Jancsics, 2024; Lomnitz, 1971, 
1988; Pérez-Chiqués y Meza, 2021). La corrupción sistémica, por su naturaleza, 
es un fenómeno diferente, tanto por sus lógicas (Karklins, 2016; Meza y Pérez-
Chiqués, 2021; Rojas-Salazar y Pérez-Chiqués, 2024) como por sus efectos en la 
política pública (Khan, Andreoni y Roy, 2019), inclusive a nivel de calle (Gofen, 
Meza y Pérez-Chiqués, 2022; Justesen y Bjørnskov, 2014; Vega y Mayo, 2021). 
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Por todo lo descrito anteriormente, los intentos de medición cuantitativa 
o cualitativa muchas veces ven solo la superficie de un fenómeno más 
complejo. Algunas mediciones, pueden ser apenas la punta del iceberg, 
pues consideran, por ejemplo, la incidencia, las prácticas o la percepción, 
sin que necesariamente se vinculen a fenómenos sociales más amplios y sin 
entender la función que ejercen estas prácticas o las lógicas en la explicación 
o entendimiento del fenómeno de la corrupción. 

Como dice Jancsics, “[p]ara comprender plenamente la corrupción, 
debemos profundizar hasta el nivel microsocial y abordar la intención de 
los actores corruptos desde dentro” (2024, p. 10). Una postura ontológica 
que asume que hay una sola realidad observable, como vemos en muchos 
estudios sobre la corrupción, no es capaz de capturar un fenómeno de 
manera adecuada, especialmente cuando tenemos enfrente una situación 
de corrupción sistémica. Ello exige que utilicemos instrumentos que no 
simplifiquen o nieguen la complejidad de la corrupción de entrada (Gofen, 
Meza y Pérez-Chiqués, 2022, p. 11). 
 

Lentes para ver la consolidación de la corrupción

La figura 1 (¿Cuál tiene más corrupción?), expuesta anteriormente fue un 
instante preciso en la historia de dos municipios que revela un complejo 
fenómeno, solo si se tienen los lentes adecuados. Derivado de varios factores, 
como suele suceder con mediciones de percepción, un municipio registró alta 
incidencia y baja percepción en corrupción, mientras que otro registró una 
baja incidencia y alta percepción. ¿Qué podría explicar eso? No extrañaría 
anticiparles que se trata de dos lugares donde prevalece corrupción sistémica, 
pero que esta se encuentra estructurada de diferente manera. En un lugar 
la corrupción tenía como base redes amplias de personas –funcionarios y 
no funcionarios– que usaban programas y políticas para hacer extorsión y 
extracción de recursos de la población. Esta red era amplia y tocaba desde 
un funcionario de calle hasta la cúpula de las autoridades locales. Cuando 
se hizo la pregunta a quienes tuvieron contacto con el gobierno en los 
últimos 12 meses si les pidieron dinero, regalos etc., naturalmente estas 
personas dijeron sí. Existe incidencia entre quienes tuvieron contacto con 
gobierno, pero dado que una parte amplia de la población no tiene contacto 
con el gobierno, pudo quizá pasar desapercibido. Además, la medición de 
percepción está medida por otros factores como la influencia de la prensa y 
los casos mediatizados. El resultado de los indicadores fue mucha incidencia 
y poca percepción.
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En otro lugar, donde los indicadores estaban al revés –baja incidencia y 
mucha percepción– encontramos que la corrupción se hacía a niveles de cuello 
blanco. Que para sorpresa de nadie tenía redes más elitistas y que tenía como 
base la extracción a partir de contratos amañados y planes de desarrollo ad 
hoc. No es extraño que en aquel lugar la incidencia sea menor, pues el método 
de extracción requiere una base más reducida de contactos. Aquel lugar, a 
diferencia del anterior, sí tenía una prensa activa e independiente que albergaba 
un periodismo de investigación más incisivo. Aun cuando ese tipo de corrupción 
tocaba a muy pocas personas, los casos se sabían o había sospechas fundadas. El 
resultado es una menor incidencia, pero con mayor percepción. 

¿Cuál de los dos es más corrupto? Quizá el esfuerzo en determinar la 
magnitud de cada uno quede mejor revelado por el hallazgo de encontrar dos 
modelos distintos de corrupción pero que la lectura de indicadores, como lo 
veníamos haciendo, no logra dar sentido. Esa posibilidad se abre gracias a la 
inclusión del Marco de Consolidación de la Corrupción (2021, 2024). Este 
marco ya ha sido empleado en varias investigaciones y en diferentes lugares 
tanto de México (Guerra Osorno, 2023, 2024; Rentería, 2024, 2024a; 
Sánchez-Hiza, 2023;) como de otros países en América Latina, en Brasil (Grin 
et al., 2024), en Chile (Moya, 2024; Moya y Aracena, 2023) y en Puerto Rico 
(Crespo-Rivera, Betancourt-Díaz y Rivera-Ortiz, 2024).

El mcc, como lo dice su nombre, es una referencia conceptual que puede 
usarse para entender un fenómeno complejo. El marco es suficientemente 
flexible para adecuarse a las vicisitudes del contexto, pero es preciso para dirigir 
la atención en los aspectos más relevantes y estructurales de la corrupción 
sistémica. Este marco emplea cuatro dimensiones que pueden revisarse con 
mucha puntualidad en dos trabajos ya publicados (Meza y Pérez-Chiqués, 
2021, 2024). Para efectos pedagógicos realizaremos un breve resumen.

El mcc orienta al estudiante a revisar cuatro aspectos estructurales en un 
lugar donde hay corrupción sistémica. Se trata de cuatro condiciones que, 
en la medida que se encuentren presentes, mayor es la probabilidad de tener 
corrupción sistémica, pues las condiciones juntas, argumentamos, son necesarias 
y suficientes. Estas son:

1. 	Redes de contubernio.
2. 	Mecanismos de integración organizativa. 
3. 	Opacidad.
4. 	Balances y contrapesos.

Para ver si hay condiciones para la corrupción sistemática primero se debe 
revisar la red.
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Redes de contubernio 

Las redes son clave de los esquemas de corrupción (Della Porta y Vannucci, 
1999; Jancsics y Jávor, 2012; Olver, 2021; Ugalde, 2018; Yu, Kang y Rhodes, 
2020). Dado que las redes pueden actuar sobre acciones del Estado, se hace 
una primera hipótesis que debe ser usada para guiar toda investigación sobre 
corrupción consolidada.		

Hipótesis 1. La forma de las redes de corrupción depende de las 
características del proceso y de su entorno.

Las redes pueden tomar varias formas. Los esquemas que involucraban 
redes de maneras omnipresentes en los servicios/transacciones municipales 
como: permisos, licencias, impuestos municipales, pagos y multas municipales 
(por ejemplo, recolección de basura), infracciones de tránsito, entre otros; así 
como en programas sociales y administración de personal podrían abarcar 
varios niveles de jerarquía, en los que participaban autoridades de alto nivel, 
como regidores, directores generales y gerentes de nivel medio y burócratas de 
nivel calle (street-level bureaucrats).

Otro tipo de redes pueden ser de cuello blanco. Este tipo de redes se 
organizan generalmente en torno a procesos de adquisiciones, obras públicas 
y desarrollo urbano, por ejemplo. Estas redes son conformadas por las élites 
del sector privado que se relacionan con funcionarios públicos de alto nivel. 
Naturalmente, estas operaciones son menos visibles. En lugar de apuntar a 
una extorsión, como en el caso de las transacciones municipales, se manipulan 
los procedimientos formales para beneficiar a una persona o una empresa. 

Investigaciones recientes ofrecen evidencia sobre redes que se forman 
de manera intermitente incluso tras haber cambiado el gobierno. Se trata de 
procesos de creación y re-creación que obedecen a un contexto que de manera 
sistemática permite su existencia (De León y Guajardo, 2024). 

Subhipótesis 1a. Las redes incluyen el tipo y el número de actores necesarios 
para llevar a cabo el plan ilegal o de beneficio privativo, y guardar el secreto.

Algunas redes cuentan con una larga lista de actores, que pueden abarcar 
múltiples niveles jerárquicos dentro de la administración municipal o una 
combinación de actores municipales y externos. Por ejemplo, aquellas redes 
dedicadas al clientelismo en los programas de desarrollo social pueden incluir una 
combinación de actores externos e internos, así como intermediarios de partidos 
políticos que ayuden a conectar los posibles beneficiarios con los programas 
gubernamentales. Estas redes pueden incluir a funcionarios de los 
programas, incluidos los de baja y media gerencia, y autoridades municipales 
de alto nivel o personas cercanas al alcalde. Como en otros tipos de corrupción 
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con múltiples actores, “con todos ellos participando, pueden garantizar su 
silencio” (Entrevista 19A1994), (ver también Auyero, 2000; Della Porta y 
Vannucci, 1999; Stokes, 2005). 

Las prácticas clientelistas como la compra de votos y el patronazgo son muy 
comunes. Las oficinas de recursos humanos tienen un papel muy importante. 
Es a través de estas oficinas y sus procesos que la contratación del personal 
pone al funcionariado en una situación muy vulnerable y a disposición de 
las redes de corrupción. Pero también la participación de entidades privadas, 
como empresas comerciales, es común en las redes. Esta observación se aplica 
especialmente a las empresas que han contribuido a las campañas y que, por 
lo tanto, pueden acceder a los recursos públicos mediante adquisiciones, 
obras públicas o procesos de desarrollo urbano. 

De ahí que todo estudio enfocado en la consolidación de la corrupción no 
podría dejar fuera estas relaciones, muchas veces sutiles, legales y formales, 
pero cuyo fondo trastoca el sentido público de la acción del gobierno. El 
estudioso perspicaz podrá entender que este tipo de redes es compatible con 
las organizaciones criminales. En el caso mexicano, los organismos del crimen 
organizado capturan cada vez más organismos públicos municipales. Este es 
uno de los campos más vistos en periodismo, pero menos estudiado en el 
ámbito académico y resulta una línea muy interesante de investigación.

Subhipótesis 1b. La lógica operativa en la red depende en gran medida del 
entorno de la red.

Se define como lógica operativa al racionamiento que hacen los actores para 
responder preguntas, tales como ¿cuáles son las motivaciones para participar 
en la red?, ¿cuáles son sus beneficios y qué funciona como elemento cohesivo 
dentro de la red? El analista debe mostrar: ¿cuáles son las lógicas que operan 
en la red? ¿qué mantiene la cohesión dados los diversos factores contextuales? 
Por ejemplo, cierta ciudad “A” ha crecido exponencialmente debido a su 
boyante sector turístico en las últimas décadas. La lógica predominante es 
la búsqueda de las ganancias. La ciudad “A”, con este tipo de crecimiento se 
ha vuelto una oportunidad para convertir el crecimiento en negocio. Estos 
negocios son tanto legales como ilegales. Este tipo de contexto se presta para 
una corrupción extorsiva, quizá incluso desordenada en el sentido que todo 
espacio con margen puede ser usado para extracción. Nuestros estudiantes de 
corrupción sistémica tendrán que entender cómo se relaciona el contexto con 
la lógica imperante de la red.

Existen otros espacios que, por el tipo de contexto, funcionan con lógicas 
distintas. Por ejemplo, lugares donde el tipo de corrupción es predominantemente 
elitista. Aquí podríamos ver menor “desorden”, aunque no por ello es menos 
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corrupto. Estas redes podrían proyectar incluso orden y coordinación. La lógica 
predominante podría ser más elitista y partidista. Podríamos pensar en una 
lógica de dominio entre grupos sociales. La estructura se asemeja a un club: 
son pocos los burócratas de bajo nivel o gente en la política que participan en 
acuerdos corruptos de forma directa y a sabiendas. Sin embargo, la lógica de 
mantenimiento del poder de la operación está orientada a las élites, sujeta solo 
a los funcionarios de alto nivel, los jefes de partido y las empresas conectadas. 
La red predominante buscaba mantener el poder, a toda costa. En estos clubs 
se ejerce un control casi total sobre los procesos municipales, desactivando 
los controles internos municipales (balances y contrapesos), utilizando estos 
controles contra los opositores, llenando los comités de ciudadanos con 
personas leales y relacionadas al partido, y dotando la oficina de la contraloría 
municipal con militantes del partido.

Para recapitular, algunas de las preguntas importantes para guiar el análisis 
de redes, incluye pensar en qué actores participan, qué une a estas redes, 
cómo las personas entran a ellas, cuál es su rol específico, qué las une y qué las 
mantiene participando. Este es un paso esencial de caracterización de la red, 
que va más allá de identificar dónde se están manifestando sus operaciones 
(por ejemplo, corrupción a nivel de calle). Además, hay que explorar cuál es el 
modo de operación de la red, identificar los beneficios tangibles e intangibles 
que se reciben, así como la lógica que permea a la red.
 

Mecanismos de integración organizativa

Los mecanismos de integración organizativa se definen como instituciones 
que promueven, inculcan o provocan ciertos modos de conducta o 
comportamiento de sus miembros, incorporando las acciones individuales 
a los patrones de grupo. Si las organizaciones se conciben como patrones de 
comportamiento grupal, estas instituciones deben permitir “la formación de 
expectativas estables en el grupo [...] tales expectativas son una condición 
previa esencial para la consideración racional de las consecuencias de las 
acciones en los grupos sociales” (Simon, 1997, p. 110). 

Hipótesis 2. La organización puede fomentar un conjunto de mecanismos 
para inducir el funcionamiento de redes con fines ilícitos o, por lo menos, 
inhibir a los denunciantes que puedan obstaculizar los procedimientos ilegales 
de las redes informales incorporadas que participan en esquemas de corrupción.

En la literatura se ha estudiado la forma en que las características 
organizativas pueden fomentar u obstaculizar los esquemas de corrupción por 
medios relacionados con la cultura, la jerarquía y la preparación profesional de 



42

Oliver Meza Canales ◆ Elizabeth Pérez-Chiqués ◆ Fabiola Perales-Fernández

los funcionarios públicos (Kwon, 2014; Meyer-Sahling, Mikkelsen y Schuster, 
2018; Yu, Kang y Rhodes, 2018). Los investigadores que utilicen el mcc 
deberán ser hábiles para identificar este tipo de mecanismos organizacionales. 
Estos pasan por el tipo de cultura organizacional. Por ejemplo, hay lugares 
donde no se promueve una cultura para cuidar el interés público o el 
bienestar ciudadano. En lugar de eso, se desarrollan culturas particularistas, 
con relaciones clientelares que favorecen la lealtad basada en el interés propio. 
Existen contextos organizacionales que también podrían afectar la confianza 
en el gobierno. Ante poca confianza hacia el gobierno, surgen las confianzas 
particulares, tal y como lo describimos en trabajos previos (Pérez-Chiqués y 
Meza, 2021). En este tipo de contextos es probable que los denunciantes no 
sean tomados en serio (véase, Jancsics, 2019).

Subhipótesis 2a. Las organizaciones crean esquemas para conseguir 
la participación de los funcionarios públicos e inhibir la denuncia de 
irregularidades o la deserción.

Hay varias formas de generar lealtad. Por ejemplo, una se basa en 
beneficios o ganancias personales o motivaciones electorales que pueden 
operar más fácilmente de forma legal, bajo el disfraz de la transparencia; y 
otra se basa en la complicidad o la coparticipación en actividades ilícitas. 
El segundo tipo de lealtad podría ser más preocupante, en el sentido de 
que podría haberse producido una complicidad al obligar a los empleados a 
participar en planes corruptos. Esto puede ocasionar que las personas sientan 
impotencia y participen sin otra alternativa ante la posibilidad de enfrentar 
duras consecuencias.

Subhipótesis 2b. Las organizaciones crean planes de beneficios y sanciones 
para inducir la participación de los funcionarios públicos o inhibir la denuncia 
de irregularidades o la deserción.

Los miembros de una red pueden beneficiarse de muchas maneras, por 
ejemplo, ascendiendo a niveles más altos en la jerarquía de la organización. 
También se pueden beneficiar directamente de la extracción que se haga. El 
tipo de beneficios está asociado con la lógica de organización. Sin embargo, el 
dinero no es la única moneda. Se pueden pedir beneficios en especie o pedir 
favores sexuales para mantener la red funcionando. Este último, por ejemplo, 
produce un efecto de complicidad que luego es difícil de romper, pues dejar el 
silencio implica poner luz sobre un acto que podría traer graves consecuencias 
para la víctima.

Subhipótesis 2c. Las organizaciones permiten la presión de los compañeros 
para inducir la participación de los funcionarios públicos o inhibir la denuncia 
de irregularidades o la deserción. 
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La cultura de la corrupción puede estar tan arraigada en las prácticas cotidianas 
que se convierte en el modo de funcionamiento usual. Es la regla y por lo tanto 
existe la expectativa de que otros cumplan con el nuevo régimen o de lo contrario 
sean vistos como un mal actor (Jávor y Jancsics, 2016). La presión también podría 
provenir de compañeros fuera del gobierno que ejercen una presión basada en 
reglas de reciprocidad (véase también, Bukuluki, 2013; Gupta, 2005).

Para recapitular, algunas de las preguntas clave para guiar el análisis de 
los mecanismos organizativos incluyen determinar las bases de la lealtad y la 
importancia de esta –o su ausencia– en la participación en actos de corrupción. 
Por ejemplo, en ausencia de lealtad, otros factores como el miedo, la complicidad 
u otras motivaciones pueden establecer un sistema informal de incentivos 
que influye en los comportamientos. Asimismo, es importante analizar los 
beneficios que se derivan de estos mecanismos, considerando si son tangibles o 
intangibles, de corto plazo o implican un quid pro quo a largo plazo. También 
es fundamental examinar las dinámicas entre pares, donde a menudo surgen 
dinámicas de control o inhibición de la denuncia, por ejemplo.

Opacidad 

La opacidad es una condición clave para que los planes de corrupción 
permanezcan discretos (Berkovich, 2016; Grossi y Pianezzi, 2018; Sancino, 
Sicilia, y Grossi, 2018). Se define como la falta de transparencia en los 
procedimientos, que se refleja en la ambigüedad y la incertidumbre. Se asocia 
con un bajo nivel de responsabilidad y el uso de la discreción para obrar de 
forma contraria al interés público.

Hipótesis 3. Una condición necesaria para que una red corrupta actúe 
con impunidad y extraiga rentas es actuar bajo altos niveles de opacidad o 
conseguir el control del aparato municipal, de tal manera que la extracción 
de rentas se legalice o se considere legítima.

Investigaciones recientes señalan las múltiples formas que existen para 
cooptar el aparato de transparencia en los gobiernos municipales (Rentería, 
2024, 2024a); la principal razón por la que se vuelve necesario tener varias 
instancias que obliguen a los gobiernos subnacionales a ser transparentes. 
Sin dudas, la eliminación del inai será un gran golpe para la ciudadanía, 
especialmente para aquella que día a día sufre de abusos del poder provenientes 
de autoridades poco transparentes. 

Subhipótesis 3a. La ambigüedad e incertidumbre jurídica sobre 
los procedimientos generan altos niveles de opacidad en los procesos 
gubernamentales.
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La ambigüedad jurídica se asocia con la opacidad porque somete las acciones 
del gobierno a la discreción de los individuos. Esto es compatible con ambientes 
de regulación excesiva que con una base legal pero inestable se vuelve un caldo de 
cultivo para la corrupción. La incertidumbre en los procedimientos es también 
una forma de opacidad que puede conducir a la corrupción. La incertidumbre 
puede ser inducida por los funcionarios en formas que obligan a los ciudadanos 
a participar en la corrupción. Se trata de modelos que llevan a los empresarios 
y a los ciudadanos comunes a concluir que “a veces el costo de no ceder a una 
extorsión es simplemente demasiado alto”.

Subhipótesis 3b. La oportunidad de los funcionarios públicos de incurrir en 
actos discrecionales corruptos se basa en altos niveles de opacidad en los procesos 
gubernamentales.

Debido a la opacidad, agravada por la debilidad de los balances y contrapesos 
(B&C), a los que se refiere el análisis en una sección posterior, los procedimientos 
en las licitaciones públicas, las adquisiciones y las aprobaciones de proyectos 
pueden ser fácilmente manipulados. La discreción dentro de la opacidad se presta 
a una serie de abusos de autoridad.

Subhipótesis A. La falta de transparencia en los procedimientos gubernamentales 
genera altos niveles de opacidad en los procesos gubernamentales.

Cuando se trata de la transparencia, lo que el gobierno tiende a evitar a toda 
costa es la producción de información pertinente, por lo que cuando alguien pide 
datos, los funcionarios gubernamentales dicen que no generan dicha información, 
entre muchas otras formas. El análisis de los registros administrativos demostró 
que este era el caso de las obras públicas, los recursos humanos, las adquisiciones 
y los servicios municipales. En ocasiones los funcionarios pueden hablar de 
lo transparente que es su gobierno y de cómo se vigila cuidadosamente a los 
empleados (por ejemplo, mediante auditorías internas) en el desempeño de sus 
funciones. En el fondo es una simulación.

Para recapitular, algunas de las preguntas clave para guiar el análisis de los 
niveles de opacidad incluyen determinar la presencia de opacidad inducida en los 
procesos, los niveles de discrecionalidad y su uso para favorecer intereses privados, 
la aplicación de incertidumbre inducida en los procedimientos, así como la 
relación entre los procesos oficiales de transparencia y las prácticas de facto.

Balances y contrapesos

Los Balances y Contrapesos (B&C) se definen regularmente en términos 
de instituciones formales como las organizaciones destinadas a supervisar el 
cumplimiento de los funcionarios públicos, asegurando el uso legal de los 
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recursos y el desempeño legítimo del personal. Algunas de estas instituciones 
formales son internas del gobierno, como las contralorías, los procedimientos 
de compra, los servicios civiles, entre otras normas legalmente establecidas. 
Pero un investigador agudo debería también poner el ojo en otro tipo de 
instituciones externas a la organización como lo son las auditorías, los jueces 
y tribunales, las leyes generales, etc.

Pero en un sentido más amplio, los B&C incluyen también instituciones 
informales que se caracterizan por el entorno social, incluidas las creencias, las 
actitudes y los conocimientos de las personas sobre el gobierno y los asuntos 
públicos.

Hipótesis 4. Una condición necesaria para que una red corrupta actúe con 
impunidad es enfrentarse a balances y contrapesos débiles o controlables.

Lo que un investigador debe estudiar es el entorno general que refuerza 
los procesos de corrupción que operan en los gobiernos. Este entorno está 
compuesto por normas, organizaciones e instituciones informales que 
permiten consolidar la corrupción y hacer de ella el modo de funcionamiento 
válido. Los balances y contrapesos débiles son un problema persistente 
para combatir la corrupción, incluso en los países bien desarrollados, como 
lo han comprobado Erlingsson, Bergh y Sjölin, (2008) en los municipios 
suecos, donde algunos actores hacen posible que la corrupción continúe sin 
perturbaciones y que se mantenga la impunidad. 

Subhipótesis 4a. Los balances y contrapesos son reglas de práctica, son 
formales e informales.

El analista debe demostrar cómo se debilitan los B&C. Ello se puede 
realizar mostrando cómo las redes de corrupción incorporan como aliados 
precisamente a supervisores, contralores, jueces y políticos. Esto no es tarea 
fácil, pero es parte de una investigación multimétodo que permita por lo 
menos calificar las hipótesis de este marco conceptual.

Aunque poco mencionado, el papel de las oficinas de recursos humanos 
constituye un área importante, pues ciertas pautas de contratación y gestión 
de personal están estrechamente relacionadas con la consolidación de la 
corrupción, debido a su enfoque de clientela y a los niveles discrecionales 
que se otorgan a los directivos de alto nivel y a las autoridades políticas para 
obligar a los niveles inferiores de la burocracia a participar en esquemas de 
corrupción.

Aquí también se puede hacer conexión con las diferentes lógicas de 
operación de redes. Por ejemplo, en una ciudad “B”, donde el estilo 
dominante es el patronazgo controlado por el partido dominante podemos 
observar orden dentro de mucha corrupción. En una ciudad “A”, aunque 
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existe un patronazgo generalizado, en lugar de estar controlado por un 
partido dominante, la función del personal se utiliza para pagar las deudas de 
quien esté en el poder en ese momento o para responder a intereses externos 
específicos, como la delincuencia organizada.

Subhipótesis 4b. Los balances y contrapesos son organizaciones; estas son 
internas y externas.

La unidad de la contraloría es un B&C interno y formal dentro del 
gobierno municipal. El reglamento estipula que los contralores municipales 
supervisan, controlan y evalúan las acciones preventivas y correctivas de los 
organismos e instrumentos municipales (Meza, Pérez-Chiquésy Martínez-
Hernandez, 2025). Estas características funcionan para detener la corrupción 
solo suponiendo que las autoridades políticas no tienen participación o 
interés personal en todas o parte de las redes que actúan dentro del gobierno 
(Persson, Rothstein y Teorell). 

Por ejemplo, otro B&C a nivel político se produce con la presencia de 
los regidores, que por ley participan en las decisiones estratégicas de los 
municipios, pero también mantienen el contrapeso político a las decisiones 
de los alcaldes. En los municipios mexicanos, las normas electorales tienden 
a asignar la presidencia y la mayoría de los escaños de regidores al partido 
con más votos (Meza, 2015), lo que debilita las funciones de los B&C del 
ayuntamiento municipal. Las autoridades de nivel estatal y federal que 
funcionan como B&C externos también podrían formar parte de redes de 
corrupción, lo que aumenta la impunidad.

Subhipótesis 4c. Los controles y equilibrios son actitudes, creencias y 
conocimientos.

Hay B&C más sutiles e informales. Estos forman parte de la cultura que 
permea en la ciudadanía y su relación con el gobierno o el Estado en su 
conjunto. Aquí se puede incorporar el conocimiento de las personas sobre 
la regulación, su disposición y expectativa en el contacto con gobierno 
y funcionarios. Existen varias formas de conocer esta situación a través de 
encuestas, entre otros elementos.

Por consiguiente, preguntas importantes para guiar el análisis de la calidad 
de los balances y contrapesos incluyen determinar el nivel de funcionamiento 
de los contrapesos formales internos en la organización y si estos están 
siendo inhibidos de alguna manera. Por otro lado, es esencial evaluar si los 
contrapesos externos, tanto formales como informales, son deficientes o están 
siendo obstaculizados de algún modo.
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Aspectos metodológicos

Esta sección final tiene como propósito ofrecer una idea de lo que implicó 
elaborar una versión inicial del Marco de Consolidación de la Corrupción 
(ccf, por sus siglas en inglés). El ccf surgió de un estudio abductivo en el cual 
la metodología tuvo varias etapas para desarrollar una manera de evaluar la 
corrupción sistémica, la corrupción como institución social, que fuera acotada 
y a la vez flexible (Meza y Pérez-Chiqués, 2021). Fue necesario emplear 
diversos métodos, pues como todo concepto en ciencias sociales, nuestros 
conceptos necesitan ser construidos a la luz del contexto. Los conceptos desde 
una perspectiva postpositivista requieren de trabajo para lograr el mayor 
nivel de intersubjetividad posible. En otras palabras, el consenso sobre su 
definición no es tan sencillo como la tarea de identificar una silla donde hay 
poca controversia. 

La consolidación de la corrupción no corre con la misma suerte; su 
identificación requiere múltiples niveles de observación y evidencia para 
verificar su existencia y para que pueda ser representada empíricamente. Al 
momento, la obra mejor acabada en cuanto a la multiplicidad de métodos 
de investigación empleados para entender la corrupción consolidada es The 
Structure of Systemic Corruption (2024). En esta sección explicaremos los 
pasos iniciales que llevaron a idear ccf. 

Para conocer la consolidación de la corrupción fue necesario emplear 
métodos mixtos. Dado que se trata de un fenómeno en proceso de teorización 
(Mele y Belardinelli, 2019), se utilizaron aproximaciones tanto inductivas 
como deductivas a los datos (Ashworth, McDermott y Currie, 2019; Saz-
Carranza y Ospina, 2011), muestreo teórico (Eisenhardt y Martin, 2000) y 
selección de casos guiados o propositivos. Primero se empleó una aproximación 
inductiva. Esto significa verificar primero en campo, acompañado de una 
pregunta general o de una idea amplia, aquello que podría estar asociado con 
nuestra pregunta de investigación. En este caso muy particular empleamos 
entrevistas abiertas. 

Tomando como base los espacios donde se tiene registro de la existencia 
de corrupción en gobiernos locales, contactamos a estos actores, tanto de 
gobierno como fuera del mismo para conocer sus historias personales al 
momento de hacer contacto con las contrapartes. Esta solicitud de historias 
permitió, sin poner sobre la lupa o el foco el tema de la corrupción, conocer 
cómo es que naturalmente se relacionan y el tipo de relación que ocurre. A 
partir de esta información surgida a través de varias entrevistas, logramos 
cierta saturación en algunos conceptos. 
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Realizamos un total de 50 entrevistas exhaustivas con antiguos y 
actuales empleados y funcionarios municipales, empresarios que habían 
participado en licitaciones de compras públicas, miembros de organizaciones 
profesionales, periodistas locales, miembros u organizaciones de la sociedad 
civil, y representantes del sistema estatal local anticorrupción en dos ciudades 
mexicanas: ciudad “A” y ciudad “B”. Tanto la ciudad “A” como la “B” son 
consideradas grandes ciudades, con una población de aproximadamente 
1’000,000. Según la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental 
(inegi, 2017), los encuestados del estado de la ciudad “A” reportaron 
mayores niveles de percepción de corrupción en los últimos 12 meses que 
los encuestados del estado de la ciudad “B”; una diferencia de 13 puntos 
porcentuales. 

Nuestros entrevistados fueron identificados a través de dos muestreos de 
bola de nieve. Comenzamos con entrevistas a expertos en ambos sitios, que 
luego nos conectaron con una variedad de personas con experiencia directa 
con el municipio y empleados municipales. El trabajo de campo inicial en 
la ciudad “A” consistió en 18 entrevistas a fondo y no estructuradas, con 
una duración promedio de una hora y media. Se obtuvieron las bases para 
identificar los factores que preliminarmente identificamos como elementos 
en la consolidación de la corrupción. Estos eran: presencia y cualidades de 
redes de actores, mecanismos de organización, niveles de opacidad y calidad 
de los balances y contrapesos. 

A esta fase de inducción teórica le siguió una revisión de la literatura para 
complementar e informar los pasos deductivos que se llevaron a cabo en la 
segunda fase de la investigación. Se elaboró una cuadrícula analítica (De Graaf 
y Huberts, 2008), con el propósito de parear los conocimientos teóricos con 
los hallazgos exploratorios de los patrones de corrupción en la gobernanza 
municipal. La selección se hizo con fines teóricos (Glaser y Strauss, 1967). 
Se hizo un muestreo para observar con mayor transparencia los componentes 
teóricos y, además, para replicar y ampliar la teoría emergente (Eisenhardt, 
1989). 
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Imagen 2. Etapas del diseño de la investigación de análisis de métodos mixtos

Fuente: Elaboración propia.

En la segunda etapa, la construcción de la teoría, desarrollamos los 
instrumentos de encuesta y entrevista semiestructurada (para empleados en 
funciones). El objetivo era descubrir historias y mecanismos por medio de la 
triangulación, utilizando datos de diversas fuentes (Hendren, Luo y Pandey, 
2018) para cada uno de los elementos identificados. Las entrevistas a fondo 
continuaron en la ciudad “A” (N=15) y luego en la ciudad “B” (N=17). Se 
aplicó una encuesta a los funcionarios públicos municipales (pos) en la ciudad 
B (N=946), y una encuesta (soc) a la población general en la ciudad “A” 
(N=1500) (véase el apéndice para más detalles). Por último, se analizaron las 
fuentes documentales oficiales (informes, resultados de auditorías) así como 
los artículos de los periódicos locales. 

Propuesta metodológica para usar el ccf en el futuro

Estudiar la corrupción en los gobiernos locales de México es sumamente 
difícil: hay limitaciones de datos, adquirir acceso es difícil, y la realización 
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de entrevistas y la administración de encuestas en un contexto en que la 
corrupción puede ser sumamente peligrosa hace que el trabajo de campo 
sea muy complejo. A pesar de las dificultades, en ambas ciudades surgieron 
tendencias claras de corrupción consolidada que permiten la comparación y 
el análisis de la corrupción en ambos sitios: ciudad “A” exhibe una corrupción 
burda y desordenada, y ciudad “B”, con una red dominante de larga data, ha 
podido obtener el control de todas las funciones municipales, “apagando” con 
éxito los mecanismos de control municipal (Jávor y Jancsics, 2016, p. 547) o 
utilizando los controles para promover sus objetivos particularistas. 

En contextos de corrupción consolidada las políticas anticorrupción 
tienden a fallar (por ejemplo, Johnston, 2018; Marquette y Peiffer, 2018, 
2019; Persson, Rothstein y Teorell, 2013), porque las políticas tienden a no 
diferenciar entre los diferentes fenómenos que agrupamos bajo la sombrilla 
de corrupción (Jancsics, 2019) y no necesariamente atienden los intereses 
envueltos (Jancsics, Pérez-Chiqués y Meza, en prensa; Karklins, 2016; Meza, 
Pérez-Chiqués y Martínez-Hernández, 2023). 

La corrupción ha mostrado ser altamente maleable, adaptándose a las 
condiciones cambiantes formales (por ejemplo, Meza y Pérez-Chiqués, 2021; 
Strach y Sullivan, 2023); las medidas anticorrupción han resultado ser muy 
propensas a la implementación fallida, superficial o simulación; y las prácticas 
que clasificamos como corruptas están altamente arraigadas, sustentadas por 
dinámicas en las relaciones humanas que son difíciles de interrumpir, y por 
lógicas que hacen que los participantes reconozcan sus acciones como las 
apropiadas o las necesarias (Ashforth y Anand, 2003; Granovetter, 2007; 
Karklins, 2016; Zizumbo Colunga y Meza, 2023). 
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Introducción 

La corrupción es un fenómeno multidimensional que se manifiesta en distintos 
ámbitos de competencia de la administración pública. Dada esta complejidad y a 
fin de atender con mayor precisión este flagelo, es necesario contar con esquemas 
de medición que permitan su mejor comprensión y su análisis mediante tendencias 
de mediano y largo plazo. Contar con mediciones transparentes, rigurosas y de 
carácter público reduce espacios para la opacidad y la arbitrariedad en el gobierno, 
y fortalece el impacto potencial de las políticas y estrategias anticorrupción.

Al respecto, la adaptación de un concepto complejo como la corrupción a 
una realidad medible implica necesariamente simplificación, segmentación 
y selección de rasgos concretos que identifiquen el concepto. Es decir, se trata 
de una aproximación indirecta. Al igual que sucede con las mediciones sobre el 
espacio que incluye la longitud, anchura y profundidad, este esquema se traduce 
en los conceptos y aproximaciones asociadas a la corrupción. 

Debido a lo anterior, las ciencias sociales han realizado diversos aportes para 
alcanzar el objetivo de medir la corrupción. Entre los estudios realizados con este 
propósito se identifica que, por lo general, se simplifica el concepto de corrupción, 
con la finalidad de medir alguna característica que pueda ser percibida u observada 
indirectamente. 

En un esfuerzo por simplificar los distintos tipos de abordajes de las mediciones 
de la corrupción, se pueden clasificar desde tres aproximaciones: 1) percepción, 
2) experiencia y 3) riesgos de corrupción. El presente capítulo se centrará en 
analizar esta última aproximación, la cual puede entenderse como el análisis de 
factores asociados (o correlacionados) a la ocurrencia de actos de corrupción 
(observados a través de la experiencia o la investigación), y cuya presencia en 
contextos determinados aumentan la probabilidad de ocurrencia de un hecho de 
este tipo. Estos factores asociados pueden ser organizacionales, normativos o de 
comportamiento. 

La medición desde el enfoque de riesgos es un enfoque frecuentemente 
utilizado en las áreas de salud para identificar factores que propician ciertos 
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padecimientos en las personas y cuyas conclusiones se derivan de la 
observación, la investigación o la experimentación. Uno de los ejemplos 
comúnmente utilizados es el riesgo de padecer cáncer de pulmón debido 
al consumo de cigarrillo por una persona, lo que significa que existe 
cierta probabilidad de que el padecimiento se presente, ya que existe un 
comportamiento que se relaciona con dicha condición, el cual ha sido 
analizado desde la investigación médica. 

Sin embargo, y continuando con el ejemplo, fumar no está causalmente 
relacionado en toda ocasión y circunstancia con padecer cáncer de pulmón. 
A pesar de que existan estudios que demuestran que el fumar puede causar 
cáncer, no se trata de una aseveración, sino más bien de que existe una 
posibilidad mayor de que el cáncer se materialice en la persona fumadora 
que en una persona no fumadora. Incluso, existirán casos en los que se 
desarrolla la enfermedad y no se cuenta con antecedentes de consumo de 
tabaco. Es aquí donde el concepto de riesgos adquiere valor: son factores 
que, a partir de la evidencia empírica, se reconocen correlacionados con 
un hecho posterior, con una determinada probabilidad y un determinado 
impacto.

En esa línea, en este capítulo se busca aproximar a la medición de 
la corrupción desde el enfoque de riesgos mediante un símil con una 
enfermedad y, en ese sentido, existen varias características que se relacionan 
con la existencia de posibles actos de corrupción que se han relacionado 
previamente, por ejemplo, la falta de transparencia, contrataciones públicas 
de tipo adjudicación directa, inexistencia de manuales de procedimientos, 
entre otras. Bajo esa analogía, los riesgos de corrupción se utilizan como una 
medida de niveles de corrupción, por el vínculo que existe entre los factores 
de propensión a la corrupción, la probabilidad de ocurrencia y el impacto 
negativo que podría tener en las acciones o el patrimonio del Estado.

El presente capítulo, entonces, busca hacer un aporte sobre la medición 
de la corrupción mediante el concepto utilizado en las ciencias de la salud 
del riesgo o propensión de padecer alguna enfermedad, a través del uso de 
diseños de investigación experimental y cuasiexperimental. El contenido 
del capítulo es, en primer lugar, exponer la revisión del estado del arte sobre 
las mediciones de la corrupción que se han desarrollado; posteriormente, 
señalar el concepto de riesgos para las ciencias de la salud; en tercer lugar, se 
propone una aproximación para medir la corrupción mediante el concepto 
de riesgos en la salud y diseños cuasiexperimentales y, finalmente, se presenta 
el caso práctico del “algoritmo de programas sociales” como aplicación de 
la medición propuesta.
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Estado del arte de la medición de la corrupción

Existen dos principales problemas relacionados con la medición de la 
corrupción. El primero se relaciona con la naturaleza de la corrupción, pues 
se trata de un fenómeno que no es legal, provocando que se desarrolle en la 
opacidad y de manera consensuada entre los actores que toman parte en el 
acto de corrupción (Graycar y Prenzler, 2013). Este hecho impide que existan 
datos reales y confiables –por ejemplo, registros administrativos– sobre los 
sucesos ocurridos en las relaciones público-privadas. 

El segundo problema se basa en que el concepto de la corrupción puede 
ser tan amplio o concreto como el investigador lo defina. Existen cuatro 
escuelas del pensamiento que han definido el concepto de corrupción: 
moralista, legalista, centrada en el mercado y enfocada en el interés público 
(Cover y Mustafa, 2014). Cada una de ellas se enfoca en un aspecto de la 
corrupción distinto que, al tratar de ser medido, provoca que los indicadores 
de corrupción no sean comparables ni en el tiempo ni entre países. 

Como consecuencia de la existencia de estos problemas, se vuelve 
primordial analizar qué es lo que realmente mide un indicador, es decir, cuál 
es el concepto de corrupción utilizado para la generación de metodologías. 
Con dicha perspectiva en mente, se identificaron tres tipos de mediciones de 
corrupción en la literatura revisada.

Por un lado, se encuentran las mediciones que se basaron en el concepto 
de percepción que implica la manera en la que las personas entienden como 
corrupción y cómo la observan en sus contextos. 

En este grupo se encuentra la medida más popular a nivel internacional 
para entender la corrupción: el Índice de Percepción de la Corrupción (ipc), 
de Transparencia Internacional. A pesar de ser la medida más utilizada, suele 
ser muy criticada porque la metodología de medición se basa en la manera 
en que la ciudadanía mira los actos de corrupción, lo que está afectado de 
manera indirecta por los contextos políticos, sociales y económicos, y no debe 
suponerse que la percepción es corrupción en sí misma (Johnston, 2000). 
Aunado a lo anterior, tampoco es un buen indicador para medir el cambio 
de los niveles de corrupción en periodos de tiempo muy reducidos (Mungiu-
Pippidi y Dadašov, 2016).

En el caso de México, se puede trabajar con medidas de percepción a 
través del uso de encuestas oficiales como la Encuesta Nacional de Calidad 
e Impacto Gubernamental, del Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(inegi). Sin embargo, como se mencionó, la percepción de la corrupción 
tiene la debilidad de ser subjetiva.
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En segundo lugar, se encuentran las medidas de corrupción sobre la 
experiencia de corrupción y las sanciones administrativas por actos de 
corrupción. Los indicadores basados en las experiencias de corrupción que las 
personas reportan haber sufrido son mediciones que, a nivel general, reflejan 
de mejor manera los niveles de corrupción. No obstante, el atributo negativo 
que conlleva la corrupción impide que las personas respondan libremente 
sobre el hecho de haber dado sobornos, por lo que negarse a responder una 
pregunta sobre estos temas se consideraría como una manifestación positiva 
al hecho de haber experimentado corrupción, lo que puede generar ruido en 
los datos obtenidos (Gutmann Padovano y Voigt, 2020).

A las medidas basadas solo en sanciones se le denomina medidas 
de integridad, debido a que, a través de variables relacionadas con el 
comportamiento de las personas servidoras públicas como las sanciones, se 
puede acercar al concepto de corrupción (pnud, 2015). Dichas medidas 
surgen del estricto cumplimiento a la normatividad nacional e interna de 
cada institución. 

Sin embargo, las mediciones basadas en sancionados tienen algunas 
restricciones. La primera restricción es que estas no miden directamente la 
corrupción, sino que miden a cuántas personas se sanciona por cometer actos 
de dicho fenómeno, lo que significaría que, en realidad, mide la no impunidad. 
Por otro lado, no se trata de medidas comparables, porque las sanciones y la 
experiencia de corrupción, al igual que las observaciones en las auditorías, 
dependen en gran medida de la habilidad de la persona investigadora para 
poder establecer que se cometieron ciertos actos, así como de las denuncias 
ciudadanas.

El tercer enfoque de las mediciones de la corrupción es el de riesgos de 
corrupción, que busca establecer la probabilidad de ocurrencia de un acto 
de corrupción a partir de la identificación de factores que, desde la investigación 
aplicada, se reconocen como asociados o correlacionados para su concreción. 

Un ejemplo de ello puede observarse en los procedimientos de 
contrataciones públicas; entre los factores de riesgo más comunes que 
aumentan la probabilidad de ocurrencia de un acto de corrupción, como el 
desvío de recursos públicos, se encuentran: la existencia de un solo participante 
en procesos de contratación; participante ganador en una gran cantidad de 
procesos con la misma institución; falta de publicación de convocatoria 
en diario oficial; número de días entre la convocatoria y la fecha límite de 
participación; número de días del periodo de decisión; modificaciones de 
contrato; aumento del valor de contrato (Fazekas y Kocsis, 2017; Fazekas, 
Tóth, y King 2016).
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Otro ejemplo acerca de factores asociados cuya presencia incrementa el 
riesgo de corrupción en las contrataciones públicas son los expuestos por 
Gnaldi y Del Sarto (2024) donde, después de la emergencia sanitaria por 
la pandemia del virus sars-Cov-2, se propuso una medida de corrupción 
en periodos de emergencia, que permitiría identificar la existencia de actos 
del fenómeno mencionado aún en contextos en los que se deba actuar con 
premura y en situaciones imprevistas. Las banderas rojas seleccionadas 
fueron: tasa de ganancia del proveedor; cantidad económica ganada durante 
la crisis; modificaciones a contrato; modificación del tamaño del contrato; 
exceso de concentración en la distribución de los ganadores; comunicación de 
las convocatorias; número de compañías oportunistas; contratos preexistentes 
modificados después de la crisis, y duración del contrato.

Esta aproximación de riesgos de corrupción como medición también 
puede integrar el análisis de controles que tiene el objetivo identificar las 
acciones gubernamentales para impactar en el problema de la corrupción. 
Como muestra de las mediciones de controles se encuentra la medida 
propuesta por Mungiu-Pippidi y Dadašov (2016), definen al control de la 
corrupción como un índice que mide el grado de independencia judicial, los 
espacios de discrecionalidad en la administración, el nivel de apertura en el 
comercio, la transparencia del presupuesto, el empoderamiento ciudadano 
mediante medios electrónicos y la libertad de los medios de comunicación. 
Dichas variables constituyen el Índice de Integridad Pública y pretende medir 
la capacidad de la sociedad para desarrollar frenos a los diversos poderes de 
la administración pública, siendo esto último una aproximación para el nivel 
de corrupción.

La perspectiva tradicional de la identificación de riesgos implica identificar 
funciones de alto riesgo y, posteriormente, analizar si dichas funciones forman 
parte de una institución e identificar en qué área administrativa se llevan 
a cabo. Las funciones que generalmente se clasifican como de “alto riesgo” 
son: inspecciones, regulación o monitoreo de negocios o productos; proveer 
servicios a migrantes; emitir licencias o permisos; contacto con la ciudadanía; 
otorgamiento de becas o fondos públicos; sanciones; recibir pagos en efectivo; 
proveer asistencia a población vulnerable; proveer subsidios o concesiones; 
realizar determinaciones o juicios; hacer pruebas médicas a personas o 
animales; vender boletos; obras públicas; tener contacto regular con sector 
privado (Gorta, cit. en Graycar y Prenzler, 2013).

Ahora bien, las mediciones analizadas en este apartado tienen todas 
algo en común: están construidas con base en variables que forman parte 
de la operativización del concepto de corrupción. Este proceso parte de la 
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identificación de un concepto base de corrupción y, con dicha definición, se 
determinan los factores que pueden ser medidos. Para el caso particular de los 
riesgos, es esencial identificar los elementos que generan el problema (factores 
correlacionados). 

Los vínculos de asociación y los elementos que están relacionados con 
el origen de cierto fenómeno pueden obtenerse por medio de diversas 
metodologías, entre las que se encuentran, por ejemplo, el rastreo de procesos1 
y los análisis de causa-raíz.2 En el caso particular de los riesgos de corrupción, 
al tratarse de un problema que afecta la vida pública, existe una gran 
multiplicidad de estudios y buenas prácticas de la academia, sector público y 
organismos internacionales que ya se han parametrizado con antelación.

Una vez identificado el concepto cimiento, así como los factores y 
dimensiones observables, es importante construir y elegir los indicadores 
correspondientes para, después, elaborar una medida resumen que sintetice 
en un solo índice. Por ejemplo, si se trata de medir los riesgos de corrupción 
en las contrataciones públicas, el diagrama de operativización quedaría como 
se muestra en la imagen 1.

En primer lugar, se sintetiza el concepto de corrupción en un área 
específica que, en este caso, es contrataciones públicas. Posteriormente, 
se eligen las dimensiones que conforman el concepto y cada uno de estos 
contendrá cierto número de indicadores que ayuden a identificar el riesgo de 
corrupción para las dimensiones. Por último, se genera una medida resumen 
que se denominará índice de riesgos de corrupción, que pretende enmarcar 
las dimensiones, a través de los indicadores construidos, para obtener una 
mejor aproximación a la medición de riesgo de corrupción.

La operativización es un proceso que sucede en todas las ciencias, sin 
embargo, la salud es un área que ha producido una mayor cantidad de evidencia 
relacionada con la detección de factores que generan ciertas dolencias y que 
forman las medidas de riesgos a la salud. En ese sentido, en el siguiente 
apartado se realizará una extrapolación de los diseños de investigación de 
riesgo de la salud para medir el fenómeno de la corrupción.

1	 El análisis de rastreo de procesos es una herramienta que tiene como finalidad realizar 
inferencias descriptivas y causales derivadas de evidencias parciales y diagnósticas –a veces 
entendidas como parte de una secuencia temporal de eventos o fenómenos (Colier, 2011).

2	 El análisis causa-raíz describe lo que sucedió en un suceso adverso particular, determina 
cómo pasó y explica y entiende por qué ocurrió, y las medidas preventivas solo se pueden 
identificar/diseñar hasta que las y los investigadores entienden por qué se llegó hasta el evento 
adverso (Armstrong et al., 1988).
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Imagen 1. Operativización del concepto de corrupción en contrataciones públicas 

Fuente: Elaboración propia.
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de sancionados, 
inhabilitados o 
con actividades 
inexistentes

◆ Indicador 1a 
Adjudicaciones directas 
que no cumplen con la 
publicación del contrato 

◆ Indicador 1b 
Licitaciones abiertas o 
de invitación restringida 
que no cuentan con 
la publicación de la 
convocatoria 

◆ Indicador 1c 
Licitacitaciones abiertas o 
de invitación restringida 
que no cuentan con la 
publicación del fallo

◆ Indicador 2a 
Contratos asignados por 
adjudicación directa 

◆ Indicador 2b 
Prodecimientos abiertos 
e invitación a tres con 
solo un participante 

◆ Indicador 2c 
Periodo de apertura de 
proposiciones inferior al 
esperado

◆ Indicador 3a 
Proveedor en lista 
de contribuyentes 
con operaciones 
presuntamente 
inexistentes 

◆ Indicador 3b 
Proveedor sancionado o 
inhabilitado 

◆ Indicador 3c 
Proveedor con 
información de la 
dirección incompleta
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Extrapolación de los diseños de investigación de riesgo 
de la salud para medir el fenómeno de la corrupción

Generalmente, el concepto de medición hace referencia a la comparación entre 
un conjunto de objetos para identificar si cuentan con cierta característica 
que está siendo estudiada, lo que implica que, mediante un proceso de 
abstracción, el análisis se focaliza en una característica en particular respecto 
de otras propiedades existentes, sin necesariamente estudiar al individuo 
u objeto que tiene la característica (Moreno-Altamirano, López-Moreno y 
Corcho-Berdugo, 2000).

En las ciencias biológicas, las discusiones conceptuales sobre la medición 
de la salud son primordiales para identificar la ausencia o presencia de 
ciertas características relacionadas con la ocurrencia de una enfermedad. Sin 
embargo, las mediciones resultan ser más sencillas puesto que se compara algo 
que existe con una escala aceptada, por ejemplo, la temperatura de un cuerpo 
humano puede medirse con un termómetro que hace uso grados Fahrenheit 
o Celsius, mundialmente estandarizados. 

No obstante, cuando se trata de la identificación de aspectos correlacionados 
con ciertas enfermedades, los estudios clínicos buscan cuantificar la magnitud 
de exceso de riesgo, y tienen como objetivo medir la fuerza de la asociación entre 
exposición y enfermedad en términos de probabilidad, lo que se denomina 
riesgo relativo (ops, 2002). Para analizar el riesgo relativo, las ciencias de la 
salud y la epidemiología utilizan diseños de investigación para conocer si existe 
una asociación entre la exposición a un factor y el desarrollo subsecuente de 
una enfermedad, mediante comparaciones entre dos grupos –metodología 
caso-control– o en el mismo grupo a través del tiempo –estudios de cohortes– 
(Moreno-Altamirano, López-Moreno y Corcho-Berdugo, 2000).

Para alcanzar los objetivos de los diseños de investigación mencionados, 
suelen utilizarse técnicas de experimentación. El significado de experimento 
refiere a la manipulación de ciertas variables y la observación de los efectos de 
ellas unas sobre otras (Campbell y Stanley, 1995). Con base en lo anterior, es 
relevante comparar las dos formas más utilizadas de realizar investigación: la 
experimentación y la cuasiexperimentación. 

Por un lado, la experimentación se define como aquellas investigaciones que 
cuentan con grupos de comparación en los que se pueda manipular la variable 
dependiente y que cuente con equivalencia de grupos (Hernández, Fernández y 
Baptista, 2014). En los experimentos de este tipo se suele tener un grupo en el 
que se manipulan las condiciones y el grupo control, en el que no se manipula 
ninguna variable, a fin de aislar los efectos de la variable estudiada.
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La experimentación, en ese sentido, se convierte en un diseño de investigación 
valioso para retomar la analogía de la enfermedad con el fenómeno de corrupción. 
Pese a ello, para analizar fenómenos sociales se vuelve más complicado por los 
altos costos y la dificultad de aislar el fenómeno para observar el efecto real de 
las variables independientes respecto de la dependiente, lo que también genera 
resultados sesgados o, incluso, espurios.

A pesar de lo anterior, existen algunos análisis de la corrupción basados en 
el diseño de experimentación. Un grupo de investigadores realizó un estudio 
experimental de la corrupción en la India, en el que se analizaron tres grupos 
de personas3 –uno de ellos de control– para identificar si los servidores públicos 
que emitían licencias de conducir recibían sobornos (Bertrand et al., 2007). Los 
resultados del estudio fueron reveladores, pues el primer grupo pagó 2.5 veces 
más el valor de la licencia y el segundo grupo pagó casi 40% más que el costo 
del trámite. 

Es importante resaltar que, de acuerdo con los investigadores, el estudio 
no permitió identificar evidencia directa de que los funcionarios públicos 
recibieran sobornos, pero se logró inferir que reprobaban a aquellas personas 
que no habían contratado agentes intermediarios, quienes eran capaces de 
conseguir licencias incluso a aquellos quienes no sabían conducir. Estos 
resultados, en ese sentido, identificaron riesgos potenciales de corrupción en 
la emisión de licencias de conducir en la India, más no identificaron hechos 
de corrupción.

Ahora bien, para los fenómenos más complejos existe la cuasiexperimentación, 
que también tiene el objetivo de manipular una variable para observar su 
efecto en otras variables, empero cuenta con la salvedad de que los sujetos de 
los grupos no se asignan de manera aleatoria, sino que se trata de grupos ya 
conformados (Hernández, Fernández y Baptista, 2014). Un claro ejemplo de 
un grupo ya conformado son los habitantes de una región geográfica. Esto, 
adicionalmente, supone un gasto menor en el desarrollo de la investigación.

La cuasiexperimentación en el estudio de la corrupción se ejemplifica en 
Reinikka y Svensson (2004), quienes utilizaron datos del presupuesto público 
de Uganda para identificar si los recursos destinados a un programa social del 
sector educativo, de la década de los noventa, realmente llegaron a las escuelas 
públicas de dicho país. Su estrategia se basó en la comparación de los recursos 
que egresaron respecto a los recursos que realmente se recibieron en los centros 
educativos. 

3	 Al primer grupo se le indicó que se le daría una recompensa financiera si obtenía su licencia 
en 32 días (dos días más que el tiempo establecido legalmente de 30 días); al segundo grupo 
se le ofrecieron lecciones de conducir gratuitas después de reclutamiento en el experimento. 
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Los resultados arrojados fueron que, en promedio, las escuelas recibieron 
solamente 13% del presupuesto destinado al programa y muchas escuelas no 
recibieron nada. El principal problema identificado en su análisis fue que los 
recursos se transmitían del gobierno nacional a los gobiernos locales, quienes 
fungían como intermediarios con las escuelas, por lo que los investigadores 
infieren que: a) los políticos locales pudieron haber retenido esos recursos para 
beneficio personal o, b) los gobiernos locales identificaron otras áreas prioritarias 
a las cuales destinar esos recursos. Independientemente de la causa real, el estudio 
mencionado provee una medida para identificar riesgos de corrupción en la 
implementación de programas sociales, al no contar con evidencia directa de los 
hechos de corrupción.

Con base en los dos casos mencionados, se puede analizar que la experimentación 
y la cuasiexperimentación logran identificar la “supuesta” existencia de corrupción 
mediante el reconocimiento de evidencia sobre sus riesgos, puesto que no existe 
información sólida en los registros administrativos que permitan afirmar si se 
materializó la corrupción (por ejemplo, una sanción impuesta en firme). 

El siguiente apartado pretende analizar la propuesta de medición de la 
corrupción a través del riesgo, desde una perspectiva de los microdatos.

Una aproximación a la identificación de riesgos 
de corrupción: análisis cuasiexperimental de escenarios 
en la implementación de programas sociales

Como se mencionó en la sección anterior, la propuesta de medición de la 
corrupción que se hace en este capítulo se basa en los diseños de investigación del 
área de la salud y pretende hacer un aporte a los estudios microempíricos4 para 
identificar riesgos de corrupción como un proxy de los niveles de corrupción. 

Para lo anterior, el primer paso es establecer la definición de corrupción. 
Así, desde la concepción que da origen a esta propuesta, la corrupción implica 
un desvío en el gasto de los recursos públicos para la implementación de 
una acción gubernamental (por ejemplo, de programas públicos). El posible 
desvío, analizado como un riesgo de corrupción, se visualiza comparando 
el destino real del recurso público respecto de las características de las 
poblaciones potenciales y objetivo de un programa social, así como de su 
impacto en la ciudadanía.

4	 Los estudios microempíricos se refieren a todas aquellas investigaciones que hacen uso de 
datos cuyas unidades de observación son individuos, hogares, agencias gubernamentales, 
y otro tipo de microactores, comparados con observaciones de gran tamaño como son los 
países (Rosenzweig, 2010). 
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El modelo de identificación del riesgo de corrupción propuesto sugiere 
hacer uso de datos que son públicos y abiertos, provenientes de estadísticas 
oficiales como censos, encuestas, registros administrativos, entre otros, así 
como bases originadas en la implementación del programa como información 
presupuestal, padrones de beneficiarios, etc. Una de las ventajas de esta 
propuesta es que disminuye los gastos del investigador, en comparación con 
una propuesta cuasiexperimental basada solo en el desarrollo de una encuesta. 

Ahora bien, los análisis derivados de la identificación de patrones o 
tendencias de los datos públicos permiten hallar potenciales distorsiones en la 
entrega de los beneficios, así como posibles riesgos de parcialidad o corrupción. 
Es, en este último punto, en el que se podrán observar las reglas establecidas, 
la manera en que se implementaron y los patrones de distribución para que, 
así, se identifiquen potenciales distorsiones.

Es primordial señalar que, tal como lo mencionan Reinikka y Svensson 
(2004), la identificación de sesgos y riesgos de corrupción no implica por sí 
misma que exista corrupción en la implementación del programa público, 
sino que existen indicios de áreas, funciones y procesos que tienen el potencial 
de ser fortalecidos mediante mejoras para prevenir que se materialicen actos 
de corrupción. Esto último implicaría que, para disminuir la corrupción, se 
necesitarían mejoras en el diseño y en la operación de los programas públicos.

De manera concreta, la idea de riesgo de corrupción parte, en un inicio, 
de la integridad del Estado en sus actividades, lo que significa que el accionar 
gubernamental sucede bajo los principios de imparcialidad, neutralidad y 
una visión universal respecto a la población general. Con base en ese actuar, 
las acciones del Estado no deberían contar con distorsiones discrecionales, 
particularmente cuando se refieren a aquellas que tienen como objetivo 
proteger y beneficiar a las poblaciones en situación de vulnerabilidad.

Una acción estatal concreta con la que se puede aplicar este enfoque son 
las políticas públicas, que se definen como “una intervención deliberada del 
Estado para corregir o modificar una situación social o económica que ha sido 
reconocida como problema público” (Merino, 2013, p. 17). La materialización 
de las políticas públicas se da mediante los programas públicos, que son el 
“cómo” para alcanzar el momento orientador de la finalidad de la política 
(Arias y Herrera, 2012, p. 47). En ese sentido, los programas sociales forman 
parte de los programas públicos y cuentan con el objetivo de mejorar el nivel 
de vida de las personas, reducir la desigualdad social, y fortalecer áreas como 
la educación, salud, vivienda, seguridad social y mercado laboral, con un 
enfoque a poblaciones vulnerables con un alto índice de pobreza (Moyado, 
1996).
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El actuar íntegro del Estado en los programas sociales, en ese sentido, 
debería favorecer lógicas redistributivas para beneficiar a las poblaciones que 
se encuentran en las condiciones más vulnerables, por ejemplo, con el caso de 
programas sociales de alimentación y, en algunos casos, las lógicas igualitarias 
deberían activarse cuando el programa público tenga una intención universal, 
como sería el caso de programas de promoción del deporte. 

Bajo dicha perspectiva, la propuesta de aproximación de medición de la 
corrupción se basa en la identificación de los riesgos que podrían derivar 
de la implementación sesgada de los programas públicos. Dichos sesgos 
no son observados a simple vista, sino que, mediante un análisis de datos 
estadísticos sobre las características de la población beneficiada, respecto a las 
características de la población potencial, se puede identificar si el programa 
pudo haber sido implementado de manera que beneficiara a una mayor 
cantidad de personas en situación de vulnerabilidad.

Por lo anterior, los pasos para identificar dichos posibles riesgos de 
corrupción, desde la aproximación sugerida en el presente texto, son los 
siguientes:

Primero: Realizar un análisis exploratorio del programa público, con la finalidad 
de identificar las variables relacionadas con la población objetivo y la población 
potencial, así como variables adicionales que se relacionen con el objetivo general 
del programa.
Segundo: Con base en los padrones de beneficiarios, reconocer las características 
socioeconómicas, demográficas y relacionadas con el territorio de la ubicación 
donde se encuentran. 
Tercero: Identificar bases de datos que contengan variables comparables de grupos 
de la población que pudieron haber formado parte del programa (es decir, de la 
población potencial y objetivo) por sus características inherentes a la zona donde 
habitan, como grado de marginación, nivel educativo, promedio de ingresos por 
hogar, entre otras. Al extraer las características de la población potencial y objetivo 
de estadísticas oficiales como censos, encuestas o registros administrativos, la 
identificación de variables comparables será un trabajo más sencillo que aquel 
de buscar variables comparables sobre corrupción. Este paso, al final, permitirá 
identificar las características del total de la población que pudo haber recibido un 
beneficio público respecto de la población beneficiaria.
Cuarto: Formulación de hipótesis a partir de las estadísticas identificadas mediante 
la definición, identificación y modelación de la población potencial y beneficiaria.
Quinto: Construcción de diversos escenarios a partir de las variables claves 
seleccionadas como parte de la población potencial y observar distintas lógicas de 
asignación del recurso tomando en cuenta otras variables.
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Como producto final del proceso anterior, se obtiene un proxy de riesgo de 
corrupción: al relacionar y comparar las características de las poblaciones 
objetivo y potencial con aquellas del grupo de beneficiarios, se puede observar 
una distorsión del objetivo general del programa social. A partir del hallazgo, 
se puede profundizar en el análisis de riesgo, por ejemplo, mediante la 
ubicación de áreas de riesgo, el papel de los intermediarios, y evidencia atípica 
de la implementación del programa. 

Para ejemplificar la propuesta metodológica, el siguiente apartado presenta 
un caso práctico del uso de la aproximación al riesgo de corrupción con base 
en un programa social de México.

Caso práctico: Algoritmo de programas sociales 
desarrollado  desde la Secretaría Ejecutiva 
del Sistema Nacional Anticorrupción

Ahora bien, el algoritmo de programas sociales se basa en el enfoque de 
investigación cuasiexperimental. Por un lado, las unidades de observación no 
son aleatorias, puesto que se trata de dos grupos previamente definidos que 
son los beneficiarios del programa y la población potencial que pudo haber 
sido beneficiada por el programa social, dadas sus características demográficas 
y socioeconómicas.

El algoritmo de programas sociales pretende constituirse como un 
instrumento que busca realizar procesos semiautomatizados de exploración y 
análisis de datos para detectar sesgos en la implementación de los programas 
que puedan ser traducidos como riesgos de corrupción. El pilotaje del 
algoritmo se realizó mediante el análisis de un programa social que busca 
alentar la autosuficiencia alimentaria del país, denominado Programa Precios 
de Garantía, a cargo de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural a través 
del organismo descentralizado Seguridad Alimentaria Mexicana (Segalmex). 

Para contextualizar los resultados del análisis, es importante identificar que el 
objetivo del programa es contribuir a la mitigación y resolución, en el mediano y 
largo plazo, de deficiencias productivas en productores de granos básicos y leche, 
en particular los pequeños y medianos, mediante la compra a dichos productores 
de los bienes generados a un valor superior al precio del medio rural.

Asimismo, el programa cuenta con las respectivas Reglas de Operación, 
que fueron analizadas para cada tipo de producto participante y para cada 
ejercicio fiscal, debido a que estas han ido cambiando a lo largo del tiempo que 
el programa ha sido implementado. Bajo dichas condiciones, se plantearon 
diversos escenarios con base en datos censales (de población y agropecuarios) 
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y estadísticas sociodemográficas, que permitieron visualizar a la población 
potencial respecto a diversas variables.

Dentro de los resultados preliminares del algoritmo, aplicado al programa 
de precios de garantía a productos alimentarios básicos, se observa que:

◆	 Los apoyos se concentraron en municipios con baja o muy baja 
marginación. Dicho comportamiento del programa se podría considerar 
contrario al objetivo del programa social, pues la focalización debería 
estar en población productora que se encuentre en zonas con grados de 
marginación alto y muy alto.

◆	 Una alta concentración de productores beneficiarios fue apoyada por 
volúmenes cercanos a las 20 toneladas (producción máxima incentivada). 
Este hecho podría estar alejado del uso de las lógicas igualitaria o 
redistributiva, puesto que se está beneficiando a productores que producen 
mayores volúmenes, cuando supuestamente el programa debería beneficiar, 
en mayor medida, a pequeños productores.

Esos dos principales hallazgos permiten identificar que existen potenciales 
riesgos de corrupción en la implementación del programa, desde un punto 
de vista de cuasiexperimentación, mediante el cual se compararon las 
características de dos grupos previamente establecidos y en los que se pudo 
analizar la variable “ser beneficiarios del programa”. 

Una vez más, se insiste en el hecho de que, a pesar de identificar 
sesgos en la implementación que pueden ser considerados como riesgos 
de corrupción, esto no significa que se hayan identificado hechos o actos de 
corrupción. Más bien, los resultados sugieren una revisión al diseño 
del programa, a las Reglas de Operación y supervisión a los centros de 
acopio de los municipios participantes, con la finalidad de mejorar en la 
implementación, mitigar los riesgos de corrupción y, consecuentemente, 
mejorar la calidad de vida de las personas mediante el programa social.

Es relevante adicionar que el desarrollo del algoritmo permite el análisis 
de grandes volúmenes de datos, lo que facilita la identificación de patrones de 
comportamiento y posibles sesgos en la distribución de recursos, promoviendo 
así una mayor transparencia y eficiencia en estos programas. 

Conclusiones

Como se pudo analizar a lo largo del texto, existen diversos tipos de medición 
de la corrupción y cada uno de estos se basa en una definición propia del 
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concepto. Si bien existen algunas medidas de la existencia de la corrupción, 
como aquellas que se relacionan con la experiencia de la ciudadanía y se 
acercan bastante a los niveles reales de corrupción, también existen algunos 
enfoques que hacen uso de conceptos aproximados a la corrupción, como lo 
son el soborno, las contrataciones públicas o el control de la corrupción. 

Asimismo, el capítulo presenta la manera en que se construyen los 
indicadores e índices mediante la operativización de los conceptos utilizados 
para corrupción. Específicamente, para los indicadores de riesgo es necesaria 
la identificación de factores causales que, en el caso de la corrupción, pueden 
identificarse en buenas prácticas y artículos científicos. Desde una perspectiva 
de las ciencias de la salud, que se trata de un área especializada en la detección 
de factores causales de enfermedades, el riesgo se observa como la probabilidad 
de padecer cierta condición y, en estas ciencias, este tipo de riesgos pueden 
analizarse mediante diseños de experimentación y cuasiexperimentación.

Bajo ambos argumentos, el capítulo provee una propuesta de medición 
de la corrupción bajo el concepto de riesgos y mediante el análisis 
cuasiexperimental. Se expone que los sesgos en la implementación de 
las acciones gubernamentales, como lo son las políticas públicas, tienen 
impregnada una esencia de riesgo de corrupción, que se traduce a que existe 
una mayor probabilidad de que haya corrupción, sin que necesariamente se 
afirme la existencia de dicho fenómeno.

Los sesgos se identifican mediante la comparación de las características de 
la población beneficiaria respecto a los rasgos de la población potencial, y esto 
se puede llamar cuasiexperimentación, por el diseño de comparación entre 
dos grupos para analizar la variable deseada que, en este caso, es el hecho de 
recibir (o no) un apoyo financiero por parte del gobierno. 

Como uno de los aportes de la aproximación de la corrupción aquí 
desarrollada, en primer lugar, resalta que favorece la mejora de los programas 
públicos, ya que permite identificar áreas de oportunidad que pueden 
fortalecerse, a fin de eficientar la implementación de dichas acciones. En 
segundo lugar, a pesar de que se trata de una aproximación, esta está basada 
en datos reales de censos oficiales, lo que elimina la subjetividad de medidas 
como la percepción de la corrupción. Y, finalmente, si bien no se trata de 
un indicador comparable a nivel país, se trata de una medida que analiza 
unidades de observación micro, lo que permite tener mejor control de los 
datos y se puede comparar a lo largo del tiempo.

No obstante, una discusión que queda abierta es si el riesgo como una 
medida de corrupción, puede ser clasificado como indicador del nivel de 
corrupción, o si fuera necesario reclasificarla en otro tipo de mediciones. 



72

Dionisio Zabaleta Solís ◆ Catalina Reyes Sánchez ◆ Itzel Vázquez Sánchez 

Referencias

Libros y artículos

Arias, D. y Herrera, H. (2012). Entre Políticas Gubernamentales y Políticas Públicas. 
Análisis del Ciclo de las Políticas de Desarrollo de Gobierno del Estado de Michoacán, 
2033-2020. México: Instituto Nacional de Administración Pública, A.C.

Armstrong, M. E., Cecil, W. L., y Taylor, K. (1988). Root cause analysis handbook.. 
Du Pont de Nemours (EI) and Co., Aiken, SC. Estados Unidos: Savannah River 
Lab.

Bertrand, M., et al. (2007). “Obtaining a driver’s license in India: An experimental 
approach to studying corruption”. The Quarterly Journal of Economics, 122(4), 
pp. 1639-1676.

Campbell, D. y Stanley, J. (1995). Diseños Experimentales y Cuasiexperimentales en la 
Investigación Social. Buenos Aires: Amorrortu Editores.

Collier, D. (2011). “Understanding process tracing”. Political Science & Politics, 
44(4), pp. 823-830.

Cover, O. y Mustafa, S. (2014). “Identifying corruption risks in the defense and 
security sector: empirical evidence using the government defense anti-corruption 
index”. The Economics of Peace and Security Journal, 9(2), pp. 27-33.

Fazekas, M. y Kocsis, G. (2017). “Uncovering High-Level Corruption: Cross-
National Objective Corruption Risk Indicators Using Public Procurement Data”. 
British Journal of Political Science, 50(1), pp. 155-164.

Fazekas, M., Tóth, I. J., y King, L. P. (2016). “An Objective Corruption Risk Index 
Using Public Procurement Data”. European Journal on Criminal Policy and 
Research, 22, pp. 369-397.

Gnaldi, M. y Sarto, S., del. (2024). “Measuring Corruption Risk in Public Procurement 
over Emergency Periods”. Social Indicators Research, 172, pp. 859-877.

Graycar, A. y Prenzler, T. (2013). “Measuring Corruption”. A. Graycar y T. Prenzler 
(eds.). Understanding and Preventing Corruption. Crime Prevention and Security 
Management (pp. 33-48). Londres: Palgrave Pivot.

Gutmann, J., Padovano, F. y Voigt, S. (2020). “Perception vs. experience: Explaining 
differences in corruption measures using microdata”. European Journal of Political 
Economy, 65, pp. 1-14.

Hernández, R., Fernández, C., y Baptista, P. (2014). Metodología de la Investigación. 
México: McGraw Hill.

Johnston, M. (2000). The New Corruption Rankings: Implications for Analysis and 
Reform. Estados Unidos: International Political Science Association.

Merino, M. (2013). Políticas Públicas. Ensayo sobre la Intervención del Estado en la 
Solución de Problemas Públicos. México: cide.

Moreno-Altamirano, A., López-Moreno, S. y Corcho-Berdugo, A. (2000). 
“Principales medidas en epidemiología”. Revista Salud Pública de México, 42(4), 
pp. 337-348.



73

El riesgo como una medición aproximada...

Moyado, F. (1996). “La política social en México: un enfoque descentralizador con 
fines de adaptación”. Estudios Políticos, cuarta época, 12, julio-septiembre, pp. 
131-150.

Mungiu-Pippidi, A. y Dadašov, R. (2016). “Measuring Control of Corruption by a 
New Index of Public Integrity”. European Journal on Criminal Policy and Research, 
22, pp. 415-438.

Organización Panamericana de la Salud. (ops). (2002). Módulo de Principios de 
Epidemiología para el Control de Enfermedades (mopece). Medición de las 
Condiciones de Salud y Enfermedad en la Población (2ª. ed. revisada). Estados 
Unidos: Organización Panamericana de la Salud.

Reinikka, R., y Svensson, J. (2004). “Local Capture: Evidence from a Central 
Government Transfer Program in Uganda”. The Quarterly Journal of Economics, 
119(2), pp. 679-705.

Rosenzweig, M. (2010). “Microeconomic Approaches to Development: Schooling, 
Learning, and Growth”. Journal of Economic Perspectives, 24(3), pp. 81-96.

Fuentes electrónicas

Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. (pnud). (2015). User’s Guide to 
Measuring Corruption and Anti-Corruption. Consultada el 14 de diciembre de 
2022 en https://www.undp.org/sites/g/files/zskgke326/files/publications/Users-
Guide-Measuring-Corruption-Anticorruption.pdf





75

Aportaciones de los estudios de política pública 
para abordar el fenómeno de la corrupción 

María Azucena Salcido Ledezma ◆ Nayely Ojeda Camacho

Introducción 

El fenómeno de la corrupción es sumamente complejo, desde las distintas 
definiciones que se le pueden otorgar, sus múltiples causas y efectos, los 
actores e instituciones involucradas. Se trata de un problema complejo que 
enfrenta la sociedad actual, pero que no es nuevo y que requiere de distintas 
teorías, modelos y metodologías que permitan entender sus dinámicas, 
comportamientos, variables, para mejorar su análisis y medición, así como 
para proponer políticas anticorrupción efectivas.

Este documento se propone explorar las aportaciones que los estudios de 
política pública han realizado para abordar el fenómeno de la corrupción, con 
un enfoque particular en las metodologías y marcos teóricos utilizados, tanto 
para el análisis como para el diseño de políticas anticorrupción.

Este trabajo busca ofrecer una visión panorámica de los diversos enfoques 
teóricos y metodológicos que se han desarrollado en el campo de las políticas 
públicas para entender y combatir la corrupción. Desde los marcos clásicos 
como el ciclo de políticas públicas, hasta enfoques más recientes como el 
análisis de redes o el Marco de Coaliciones Promotoras (mcp), se examinará 
cómo estas perspectivas contribuyen a una comprensión más profunda de las 
dinámicas de la corrupción y las respuestas políticas a este fenómeno.

Además, se prestará especial atención a las propuestas y recomendaciones 
de organismos internacionales, reconociendo el carácter global del fenómeno de 
la corrupción y la importancia de la cooperación internacional en materia 
de anticorrupción. Al integrar perspectivas teóricas, metodológicas y prácticas, 
este documento proporciona una base para futuros estudios y para el diseño de 
políticas anticorrupción más efectivas y adaptadas a los diversos contextos en 
los que este fenómeno se manifiesta.
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Marco teórico de política pública para el estudio 
de la corrupción y las políticas públicas anticorrupción

Las metodologías que los teóricos de las políticas públicas han desarrollado 
a lo largo de la historia de la disciplina son vastas, estas se enmarcan en 
distintas teorías o marcos de referencia que buscan dar sentido tanto al diseño 
de políticas públicas como a su análisis. Las estrategias, planes de acción o 
proyectos que se desarrollan para combatir, prevenir o disminuir el problema 
público de la corrupción pueden ser estudiadas bajo los lentes de algunas 
de estas metodologías y teorías, asimismo, el diseño de tales prácticas o 
propuestas lleva implícito algún proceso y marco referencial que le da sentido 
a lo que proponen. 

El análisis de las políticas públicas anticorrupción parte de revisar los 
marcos teóricos y conceptuales aplicados que nos permiten comprender la 
complejidad del proceso de formulación, implementación y evaluación de 
estas políticas. Dichos marcos van desde la elección racional institucional, 
corrientes múltiples, marco del equilibrio interrumpido, marco de las 
coaliciones promotoras, marco de la difusión de políticas, embudo de la 
causalidad y hasta otros marcos en estudios comparativos. 

Sabatier (2010) hizo grandes aportaciones sobre estos marcos teóricos para 
el análisis de políticas públicas, basándose en cuatro criterios principales, de 
los cuales se destaca que sus conceptos y proposiciones sean relativamente 
claras y coherentes, que identifiquen los factores causales, que el marco debe 
haber sido estudiado y ser considerado viable por un número significado 
de académicos, que explique gran parte del proceso de políticas públicas y 
que haga referencia al amplio conjunto de factores que los científicos han 
estudiado. La siguiente imagen describe a grandes rasgos cada uno de ellos. 
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Imagen 1. Marcos teóricos del proceso de políticas públicas 

Fuente: Elaboración propia con base en Sabatier, 2010. 

La heurística por etapas, también conocida como el enfoque del ciclo 
de políticas, divide el complejo proceso de las políticas públicas en etapas 
separadas para facilitar su análisis. Este enfoque, desarrollado en la década de 
1980 en Estados Unidos, identifica las siguientes etapas principales: definición 
de la agenda, formulación y legitimación de políticas, implementación y 
evaluación. 

Este modelo ha estimulado excelentes investigaciones dentro de etapas 
específicas, particularmente en la definición de la agenda y la implementación 
de las políticas públicas, sin embargo, es importante reconocer que, en la 
práctica, estas etapas no siempre siguen un orden secuencial y pueden 
superponerse o retroalimentarse.
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Desarrollada por Kingdon (1984), la Teoría de las Corrientes Múltiples 
(tcm)1 es un enfoque para explicar cómo los gobiernos diseñan políticas 
en condiciones de ambigüedad. Este marco consta de cinco elementos 
estructurales: los problemas, las políticas, la política, las ventanas de 
oportunidad política y los emprendedores de políticas.

Según esta teoría, las políticas se forman cuando estas tres corrientes 
(problemas, políticas y política) se acoplan en momentos críticos, creando 
ventanas de oportunidad política. Este enfoque es particularmente útil para 
entender cómo surgen y se implementan las políticas anticorrupción en 
contextos complejos y cambiantes. 

La Teoría del Equilibrio Interrumpido (tei), desarrollada por Baumgartner 
y Jones (1993), buscan explicar por qué los procesos políticos se caracterizan 
generalmente por la estabilidad y el incrementalismo, pero ocasionalmente 
experimentan cambios drásticos. Esta teoría se basa en dos elementos 
fundamentales: la definición del problema y la definición de la agenda. 

Según esta teoría, las políticas públicas, incluidas las anticorrupción, 
pueden experimentar largos períodos de estabilidad seguidos de cambios 
rápidos y significativos. Estos cambios suelen ocurrir cuando una nueva 
imagen política gana prominencia, desafiando el monopolio de políticas 
existente. Esta teoría nos ayudar a entender cómo y por qué las políticas 
anticorrupción pueden permanecer estables durante largos períodos y luego 
experimentar cambios repentinos. 

El Marco de Coaliciones Promotoras (mcp) es un marco teórico diseñado 
para explicar cambios importantes en las políticas dentro de subsistemas 
que abordan temas ideológicamente divisivos y técnicamente complejos, 
como es el caso de las políticas anticorrupción. El mcp se basa en la idea 
de que las creencias relevantes para las políticas son altamente resistentes al 
cambio, lo que lleva a la formación de coaliciones de actores políticos con 
ideas afines. Explica, además, cómo el cambio de políticas públicas depende 
tanto de la competencia dentro del subsistema como de los eventos fuera de 
él, considerando las interacciones entre actores clave que tienen creencias y 
valores diferentes. El enfoque pone énfasis en cómo las coaliciones de actores, 
cada una con sus propios intereses y creencias sobre los problemas y las 
soluciones, influyen en el proceso de toma de decisiones (Sabatier y Jenkins-
Smith, 1988). 

El mcp identifica tres niveles de creencias: núcleo profundo, núcleo de 
políticas y aspectos secundarios. Este marco es útil para entender cómo se 

1	 A partir de esa sección, se emplean abreviaturas de todas las teorías que aquí se revisan. Ello 
con el propósito de simplificar la redacción de las mismas. 
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forman y persisten las coaliciones en torno a políticas anticorrupción, y cómo 
estas coaliciones influyen en el proceso de formulación de políticas.

Imagen 2. Coaliciones promotoras 

Fuente: Elaboración propia con base en Sabatier, 2010. 

Por otro lado, algunos teóricos apuntan a otros marcos de referencia, como 
el análisis de redes, que ha ganado importancia en el estudio de las políticas 
públicas, incluyendo las políticas anticorrupción. Este enfoque es relevante 
en el estudio de las políticas anticorrupción, ya que permite analizar las 
interacciones entre diferentes actores y cómo estas influyen en la formulación 
e implementación de políticas. Los estudios de redes pueden incluir: estudios 
observacionales, estudios de simulación, experimentos naturales, experimentos 
de campo y experimentos de laboratorio. Cada uno de estos enfoques ofrece 
diferentes perspectivas sobre cómo las redes de actores influyen en las políticas 
anticorrupción.

El concepto de policy network se refiere a los patrones de interacción 
entre actores organizacionales dentro de un dominio de políticas. Estos 
networks o redes, se consideran herramientas para que los actores transmitan 
información, posturas políticas preferidas, apoyo o recursos de un actor a 
otro. En el contexto de las políticas anticorrupción, las redes de políticas 
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pueden incluir a tomadores de decisiones políticas (actores públicos) y actores 
que intentan influir en las decisiones (actores privados). El análisis de estos 
networks puede revelar cómo se forman las coaliciones, cómo se intercambia 
la información y cómo se ejerce la influencia en el proceso de formulación de 
políticas anticorrupción

Las redes de políticas, se refieren a los patrones de interacción entre actores 
organizacionales dentro de un dominio o sistema de políticas (Mattila, s.f.), 
en ellas se transmite información, posturas, creencias de algún dominio de 
política por parte de distintos actores, tales como gobiernos, organizaciones 
no gubernamentales (ongs), empresas, grupos de interés, actores políticos, 
expertos académicos y medios de comunicación, entre otros. Los miembros 
buscan influir activamente en el proceso, diseño y toma de decisiones de un 
subsistema de político particular (Henry, 2011). 

Existen también las arenas de acción, utilizadas para analizar, predecir y 
explicar el comportamiento dentro de los arreglos institucionales (Sabatier, 
2010), son un espacio social donde se desarrollan las interacciones de diversos 
actores que de alguna u otra manera se encuentran involucrados en la toma 
de decisiones políticas. La mayor parte de la realidad social se compone de 
varias arenas conectadas en forma secuencial o simultáneas (Ostrom, 2010), 
las cuales se rigen por reglas de acción, que son entendimientos compartidos 
por los mismos actores, con el fin de lograr un orden y sentido; sin embargo, 
cuando los individuos desean cambiar la estructura de incentivos y elementos 
para guiar, o bien, controlar a los participantes hacia un patrón diferente 
de resultados, cambian entonces las reglas que usan los participantes para 
interactuar dentro de la arena de acción (Ostrom, 2010). 

Las arenas de acción serían los espacios donde esas corrientes se encuentran 
y donde los actores tienen la oportunidad de influir en las decisiones políticas 
(Kingdon, 1984). Como puede observarse en la siguiente imagen, es 
importante comprender las arenas de acción y entender que los procesos de 
toma de decisión política no ocurren solo entre instituciones o a nivel formal, 
sino que participan actores diversos guiados por sus propios intereses. 
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Imagen 3. Tipos de arenas de acción 

Fuente: Elaboración propia con base en Ostrom, 2010.

La Teoría de la Dependencia de Recursos (rdt, por sus siglas en inglés) postula 
que los actores políticos están en una búsqueda constante de los recursos que 
necesitan para cumplir con su misión y competir eficazmente en el subsistema 
de políticas. En el contexto de las políticas anticorrupción, esta teoría sugiere 
que los actores buscarán formar alianzas y colaboraciones para maximizar su 
acceso a recursos críticos como información, tecnología, personal o influencia 
política. Nos permite entender cómo se forman las coaliciones en torno a las 
políticas anticorrupción y cómo los diferentes actores intentan influir en el 
proceso de formulación de políticas. 

El Análisis Neoinstitucional de Políticas Públicas (anpp) se centra en 
explicar cómo se institucionalizan las políticas públicas a través de procesos 
causales concretos. Este enfoque conceptualiza las instituciones como 
colecciones relativamente duraderas de reglas y prácticas organizadas, 
incrustadas en estructuras de significado y recursos. Nos permite comprender 
cómo las políticas anticorrupción se institucionalizan y cómo las estructuras 
institucionales influyen en su implementación y efectividad. 

El Análisis Narrativo de Políticas (anar), formulado Roe (1994), se 
centra en el estudio de las narrativas dominantes y no dominantes sobre un 
problema de política. Nos muestra cómo se construyen y compiten diferentes 
narrativas sobre la corrupción y las políticas anticorrupción. En el contexto 
de las políticas anticorrupción, este enfoque implica:
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◆	 Identificar las narrativas dominantes sobre la corrupción y las políticas 
para combatirla

◆	 Identificar narrativas no dominantes o contrahistorias
◆	 Comparar los dos tipos de narrativas
◆	 Generar una metanarrativa que ayude a reformular el problema

La Sociología de la Acción Pública (sap) ve a las políticas públicas como el 
producto de la acción colectiva que participa en la creación de un determinado 
orden social y político. Este enfoque es particularmente relevante para el 
estudio de las políticas anticorrupción, ya que enfatiza cómo los actores 
públicos y privados desarrollan estrategias conjuntas desde abajo. La sap 
utiliza el concepto de “modelo referencial”, que incluye:

◆	 Referencial global: visiones generales que organizan las percepciones 
sociales

◆	 Referencial sectorial: normas y valores específicos de un sector de 
políticas

◆	 La relación entre ambos referenciales

El enfoque sap puede mostrarnos cómo se construyen y negocian los 
significados en torno a la corrupción y las políticas para combatirla.

Por otro lado, el Análisis Deliberativo de Políticas (adp) se basa en la 
premisa de que la política está hecha de palabras y se centra en la interpretación 
de los discursos. Este enfoque es particularmente relevante para las políticas 
anticorrupción, que a menudo implican conflictos entre discursos científicos, 
técnicos y políticos. El adp busca comprender todos los discursos en disputa 
y producir evidencias y argumentos que ayuden a la deliberación en el debate 
público sobre las políticas anticorrupción.

El Marco del Análisis y Desarrollo Institucional (adi) es una especie de 
mapa conceptual de varios niveles que se centra en la identificación de una 
arena de acción y los patrones resultantes de las interacciones y resultados. Este 
marco es particularmente útil para analizar problemas a diferentes niveles:

1.	 Nivel operacional: donde los actores interactúan directamente con el 
mundo.

2.	 Nivel de política o elección colectiva: donde se toman decisiones que 
afectan las estructuras operacionales.

3.	 Nivel constitucional: donde se decide quién participa en la formulación 
de políticas y las reglas para hacerlo.
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El adi utiliza el concepto de “arena de acción” para analizar, predecir y explicar 
el comportamiento dentro de los arreglos institucionales. Esta arena incluye 
una situación de acción y los actores involucrados, considerando variables 
como participantes, posiciones, resultados, conexiones acción-resultado, 
control, información, y costos y beneficios.

Imagen 4. Marco de Análisis y Desarrollo Institucional (adi)

Fuente: Elaboración propia con base en Ostrom, 2010. 

Análisis de metodologías de política pública para el estudio 
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influir en la formulación y el cambio de políticas a través del tiempo y estos, a 
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cómo las instituciones sociales afectan el desarrollo de los actores. 

Esta investigación, por medio de un análisis documental, identificó 
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problema de la corrupción. En total se enlistan 15 teorías de referencia; la mayor 
parte de ellas aborden el análisis de las instituciones, así como los actores y 
las redes sociales; estas teorías contribuyen al entendimiento del fenómeno 
de la corrupción y de las políticas anticorrupción desde una perspectiva más 
amplia. 

Como puede observarse en la tabla 1, se enlistaron, a manera de resumen, 
cada una estas teorías o marcos de referencia. Esta síntesis puede contribuir 
a quienes busquen profundizar en el estudio y análisis del fenómeno de la 
corrupción y las políticas anticorrupción desde una perspectiva teórica o 
metodológica.

Tabla 1. Teorías y marcos de referencias de políticas públicas 
para el estudio de la corrupción y las políticas anticorrupción

Núm. Teoría Autores Fecha Enfoque Actores 
involucrados

Variables 
importantes

1
Teoría de 
la elección 
racional

Anthony 
Downs, 
Mancur 
Olson, 
William 
Riker

Década 
de 1950

Indivi-
dualismo, 
maximi-
zación de 
beneficios

Individuos, 
organizacio-
nes

Preferencias 
individuales, 
incentivos, 
costos y bene-
ficios, raciona-
lidad limitada, 
estrategias 
para alcanzar 
objetivos in-
dividuales o 
colectivos

2

Teoría del 
ciclo de las 
políticas 
(heurística 
por etapas)

Harold 
Lasswell, 
más tarde 
desarro-
llada por 
Sabatier y 
Nakamura 
(1987)

Déca-
da de 
1950-
1970 
(forma-
lización 
en 
1980)

Secuencial, 
análisis por 
etapas, 
orientado a 
procesos

Responsables 
políticos, 
administra-
dores públi-
cos, actores 
sociales.

Fases del pro-
ceso: definición 
de agenda, for-
mulación, im-
plementación, 
evaluación

3
Teoría del 
pacto

John 
Rawls

Década 
de 1970

Justicia 
como equi-
dad

Ciudadanos, 
gobiernos

Principios de 
justicia, con-
trato social, 
distribución de 
recursos, posi-
ciones origina-
les, igualdad y 
libertad básicas
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Núm. Teoría Autores Fecha Enfoque Actores 
involucrados

Variables 
importantes

4

Marco del 
Análisis y 
Desarrollo 
Institucio-
nal (adi)

Elinor 
Ostrom

1982

Institucio-
nalismo, 
centrado 
en arenas 
de acción

Individuos, 
grupos or-
ganizados, 
adminis-
tradores, 
comunidades 
locales

Reglas, recur-
sos, incentivos, 
estructura 
comunitaria, 
resultados

5
Teoría de 
la elección 
social

Amart-
ya Sen, 
Kenneth 
Arrow

Década 
de 1980

Análisis de 
decisiones 
colectivas

Grupos so-
ciales, go-
biernos

Preferencias 
sociales, bien-
estar colectivo, 
paradojas de 
elección, teore-
mas de impo-
sibilidad, equi-
dad y eficiencia 
en resultados

6
Corrientes 
múltiples

Kingdon 
(1984)

Feldman 
(1989)

Década 
de 1980

Sistémico, 
considera 
ambigüe-
dad, uso 
de metá-
foras

Formula-
dores de 
políticas, 
ciudadanos, 
emprende-
dores de 
políticas, 
medios de 
comunica-
ción

Problemas, 
soluciones, po-
líticas, ventanas 
de oportunidad

7

Marco de 
Coalicio-
nes Pro-
motoras 
(mcp)

Paul Saba-
tier, Hank 
Jen-
kins-Smith

1988

Interac-
ciones 
sociales, 
ideología y 
resistencia 
al cambio

Coaliciones 
promotoras, 
responsables 
políticos, 
grupos de 
interés, co-
munidades 
políticas

Creencias nú-
cleo (profundas 
y secundarias), 
coaliciones, 
factores exter-
nos

8

Teoría del 
equilibrio 
interrum-
pido

Frank R. 
Baumgart-
ner, Bryan 
D. Jones

1993

Procesa-
miento de 
información 
organi-
zacional, 
cambio 
incremental 
o disruptivo

Actores 
guberna-
mentales, 
especialistas, 
medios, 
público en 
general

Retroalimenta-
ción (positiva/
negativa), imá-
genes políticas, 
estabilidad vs. 
interrupciones
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Núm. Teoría Autores Fecha Enfoque Actores 
involucrados

Variables 
importantes

9

Análisis 
Narrativo 
de Políti-
cas (anar) 

Emery 
Roe

1994

Construc-
tivista, 
basado en 
narrativas

Actores en-
trevistados, 
analistas de 
políticas, 
narradores 
principales y 
secundarios

Narrativas 
dominantes 
y contrarias, 
elementos de 
incertidumbre, 
metanarrativas

10
Policy 
Networks

David 
Marsh, 
Rod Rho-
des y, más 
tarde, 
Henry 
(2011)

Déca-
das de 
1990 y 
2010

Análisis 
estructural 
de redes 
sociales, 
colabora-
ción inte-
rorganiza-
cional

Actores 
públicos y 
privados, 
legisladores, 
grupos de 
presión, 
ciudadanos

Recursos, vín-
culos, recipro-
cidad, poder, 
densidad y 
centralidad de 
la red

11

Análisis 
crítico de 
políticas 
públicas

Frank Fis-
cher, John 
Forester

1993
Reflexivo, 
argumenta-
tivo

Analistas de 
políticas, 
actores afec-
tados, ciuda-
danos

Discurso, deli-
beración, con-
flictos sociales, 
construcción 
de narrativas, 
participación 
ciudadana, 
análisis de 
valores y mar-
cos de sentido 
en políticas 
públicas

12
Enfoque 
institucio-
nalista

March 
y Olsen 
(1984), 
Hall y 
Taylor 
(1996)

1984, 
1996

Institucio-
nalismo 
normativo y 
sociológico

Organizacio-
nes públicas, 
instituciones, 
actores co-
lectivos

Reglas forma-
les e informa-
les, normas 
culturales, 
marcos cogni-
tivos, capaci-
dades de las 
instituciones 
para moldear 
el comporta-
miento de los 
actores
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Núm. Teoría Autores Fecha Enfoque Actores 
involucrados

Variables 
importantes

13

Teoría de 
depen-
dencia de 
recursos

Pfeffer y 
Salancik

1978

Institu-
cionalista 
estratégi-
co-relacio-
nal

Gobiernos, 
partidos 
políticos, 
organizacio-
nes públicas, 
actores priva-
dos y actores 
colaborativos 

Acceso y con-
trol de recur-
sos, vínculos 
colaborativos, 
ideología 
compartida, 
subsistema 
de políticas, 
disponibilidad 
de recursos, 
dinámicas de 
poder

14

Enfoque 
de gober-
nanza (Go-
vernance 
Approach)

Rhodes 
(1996), 
Pierre y 
Peters 
(2000)

1996, 
2000

Gobernan-
za, redes 
de colabo-
ración

Gobiernos, 
sector priva-
do, sociedad 
civil

Redes de 
actores, des-
centralización, 
interacción 
entre sectores 
público y priva-
do, políticas de 
coordinación, 
estructuras 
horizontales

15

Metodo-
logías de 
redes en 
políticas 
públicas

Whetsell 
y Siciliano 
(2024)

Déca-
da de 
2010-
2020

Redes, 
análisis 
estructural 
y causal

Organizacio-
nes públicas, 
actores polí-
ticos, redes 
sociales

Conexiones 
entre nodos, 
colaboración 
interorganiza-
cional, análisis 
causal en re-
des, influencia 
mutua, densi-
dad, recipro-
cidad

Fuente: Elaboración propia. 

Se llevó a cabo un análisis documental de tipo cualitativo, de documentos 
que comprenden investigaciones académicas, informes de organizaciones 
internacionales y estudios de caso sobre políticas públicas anticorrupción. De estas 
investigaciones se seleccionaron nueve metodologías que estuvieran relacionadas 
con las teorías y marcos de referencias de políticas públicas para el estudio de la 
corrupción y las políticas anticorrupción, que se observan en la tabla 1. 
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Dicha selección se llevó a cabo por medio de búsquedas en repositorios 
académicos, utilizando palabras clave como: corrupción, medición de la 
corrupción, redes, estudio de la corrupción, metodologías. Se identificaron 
las metodologías empleadas en cada uno de ellos para el análisis y medición 
de la corrupción o sobre políticas anticorrupción. 

A continuación, se presenta el análisis de las metodologías seleccionadas, 
el objetivo no es precisar al instrumento más pertinente para el estudio 
y/o la medición de la corrupción o para las políticas anticorrupción, sino 
conocerlos. Dado que el fenómeno de la corrupción es tan complejo e implica 
distintas variables, resulta imposible contar solo con un par de metodologías 
para estudiarlo y/o medirlo, por ello es importante conocer aquellas que 
se han implementado para este fin y definir, con base en los objetivos que 
persigamos, aquellas que resulten más pertinentes. 

Tabla 2. Metodologías utilizadas para el estudio 
de la corrupción y las políticas anticorrupción 

Metodología Descripción 

Rastreo de procesos

El análisis de rastreo de procesos es una herramienta que 
tiene como finalidad realizar inferencias descriptivas y causales 
derivadas de evidencias parciales y diagnósticas, a veces 
entendidas como parte de una secuencia temporal de eventos 
o fenómenos. Esta herramienta permite evaluar hipótesis 
explicativas previas, así como descubrir nuevas hipótesis y 
evaluar las nuevas relaciones causales identificadas. 

Análisis de causa-raíz

El análisis causa-raíz es el proceso mediante el cual se identifican 
las causas de eventos adversos o negativos y tiene como finalidad 
prevenir que esas causas “raíz” vuelvan a ocurrir en el futuro. 

El análisis causa-raíz describe lo que sucedió en un suceso 
adverso particular, determina cómo pasó y explica y entiende por 
qué ocurrió, y las medidas preventivas solo se pueden identificar/
diseñar hasta que las y los investigadores entienden por qué se 
llegó hasta el evento adverso. 
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Metodología Descripción 

Encuestas

Particularmente destacan preguntas relacionadas con el nivel y 
tendencia de la corrupción (si aumentará o disminuirá) o qué tan 
corrupto se percibe un gobierno o instituciones específicas. 

En otras palabras, las encuestas de corrupción son un instrumento 
que permite no solo medir la extensión del fenómeno, sino 
también caracterizarlo. Un primer reto consiste en definir qué 
actos serán sujetos a medición. Una segunda consideración es 
definir cuál será la población objeto de estudio. Un ejemplo son 
las encuestas de clima de inversión, desarrolladas recientemente 
por el Banco Mundial, recogen la opinión de los empresarios, 
sean estos grandes, medianos o pequeños, y permiten identificar 
las áreas o sectores especialmente vulnerables a la corrupción, 
por lo menos en lo referido al desarrollo del sector privado. 

Una variante de esta metodología son las encuestas ciudadanas 
que se realizan para medir los niveles de satisfacción con 
los servicios públicos, las que se pueden aplicar en ciudades, 
provincias, regiones o países. 

Diagnósticos 
institucionales

El Índice de Integridad Pública de Global Integrity, que es, 
quizá, la herramienta más completa y sofisticada para medir 
las fortalezas y debilidades institucionales de los países para 
enfrentar la corrupción.

Cadena de valor de la 
seguridad ciudadana

El concepto de cadena de valor consiste en la identificación 
de los principales procesos que aportan más a la generación 
de valor en una organización o programa, de manera que, al 
revisarse todos los principales procesos de manera integral, es 
posible perfeccionar su desempeño. En este caso particular, 
la utilizaremos para diagnosticar los riesgos de corrupción a 
lo largo de las etapas necesarias para la provisión del servicio 
de seguridad ciudadana e identificar medidas prácticas que 
permitan reducir su incidencia. Es necesario definir un proceso 
sistemático de identificación, análisis y respuesta a los riesgos 
de corrupción en programas de seguridad ciudadana. La 
metodología propuesta, basada en la cadena de valor, permite 
esto, por lo que incrementa la probabilidad de éxito de estos 
programas, de alcanzar sus objetivos esperados de alcance, 
costo, tiempo y calidad. 



90

María Azucena Salcido Ledezma ◆ Nayely Ojeda Camacho

Metodología Descripción 

Metodología que 
combina un análisis de 
contenido cuantitativo-
cualitativo de enfoque 
comparado, focalizado 
en las cuentas digitales 
de los candidatos a las 

elecciones

Los objetivos del estudio son analizar el tratamiento político 
de la corrupción en X (antes Twitter), identificar las estrategias 
de los candidatos, y constatar la opinión ciudadana sobre 
la necesidad de incrementar políticas de transparencia que 
mitiguen los efectos de la corrupción y mejoren el acceso a la 
información de la ciudadanía.Se aplica la técnica mixta de análisis 
de contenido cuantitativo-cualitativo (Flick, 2004; Krippendorff, 
2004; Neuendorf, 2002; Perosanz, 2006; Silverman, 2013). Una 
segunda fase (F2) se centra en el análisis de la valoración de 
la opinión ciudadana sobre los contenidos publicados en los 
portales públicos de transparencia (Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno, 2019). Por último, la tercera fase (F3) contempla 
la realización de un Delphi (Gideon, 2012; Linstone y Turoff, 2002; 
Ritchie y Lewis, 2003) como método complementario indicado 
para recabar la opinión de expertos sobre las métricas obtenidas 
a partir del análisis de contenido y la encuesta, inicialmente 
referenciados.

Evaluaciones de 
expertos

Un grupo de expertos es seleccionado para evaluar las tendencias 
de corrupción en un conjunto de países. El objetivo es conocer la 
opinión de expertos y especialistas familiarizados con el contexto, 
las prácticas e instituciones de cada país. Por lo general, estos 
expertos reciben un cuestionario que incluye preguntas abiertas y 
cerradas que llenan con sus percepciones y conocimientos sobre 
el tema. Estos instrumentos no están exentos de dificultades. En 
primer lugar, los mecanismos de selección de expertos pueden 
sesgar la información obtenida. Otro tipo de sesgos tiene que 
ver con la orientación ideológica de los propios informantes y sus 
respectivas áreas de especialización. 

Índices compuestos

Estos índices combinan datos provenientes de distintas 
fuentes de información en un solo indicador para catalogar a 
los países en distintos bloques o grupos, y para compararlos 
entre sí. No obstante, dichos índices utilizan fuentes que no son 
necesariamente comparables, ya sea por su calidad estadística, 
estandarización, temporalidad o similitud conceptual. De manera 
sencilla, es difícil establecer cuáles son las prioridades de política 
pública, según el índice en cuestión.

Registros sobre 
casos reportados de 

corrupción

Por lo general, estos casos provienen de fuentes como burocracia, 
policías, fiscalías especializadas, agencias anticorrupción y 
observatorios ciudadanos. Al igual que otros delitos, los casos 
registrados por corrupción únicamente representarán un 
pequeño porcentaje del total de los casos ocurridos. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Las teorías de política pública analizadas son el marco de referencia para el 
diseño, implementación y evaluación de estrategias para estudiar y combatir 
la corrupción. El análisis presentado en la tabla 2 describe las metodologías 
encontradas, que a su vez se relacionan con algunas de las teorías y marcos 
de referencia descritos en este trabajo. 

Las teorías nos ayudan a identificar cómo los factores estructurales 
(instituciones y sistemas) influyen en la corrupción, así como entender 
la dinámica de los actores y sus intereses específicos para poder generar 
estrategias que ayuden a combatir la corrupción. Asimismo, nos ayudan a 
comprender cómo los contextos dentro de las instituciones determinan las 
oportunidades y limitaciones para medir y analizar fenómenos corruptos. 
Así es como estas metodologías están ligadas y responden a la misma 
lógica, ya que estudian por medio de técnicas cualitativas y cuantitativas 
el comportamiento de sistemas y actores que puedan estar involucrados en 
asuntos de corrupción. 

Propuestas de organismos internacionales y estudios globales 
sobre cómo abordar el estudio de la corrupción y las políticas 
anticorrupción

A nivel internacional se reconoce que la corrupción es un fenómeno complejo, 
opaco y frecuentemente rodeado de tabúes, vergüenza y avaricia. Es un desafío 
global que afecta tanto a países desarrollados como en vías de desarrollo. La 
pregunta central en el diseño de políticas anticorrupción, por organismos 
internacionales y estudios globales, es qué estrategias son más efectivas y cómo 
pueden formularse e implementarse para abordar este problema multifacético 
(Gong y Lau, 2024). Aunque se han propuesto numerosas medidas, desde 
la promoción de la transparencia hasta el fortalecimiento de la rendición de 
cuentas, la cuestión de cuándo y dónde estas estrategias son más efectivas es 
una agenda pendiente.

El diseño y la implementación de políticas anticorrupción efectivas 
requieren un enfoque integral que combine diferentes métodos y estrategias. 
Como lo sugieren estudios recientes, puede ser más efectivo centrarse en 
factores positivos, como la promoción de la transparencia y la ética pública, 
en lugar de limitarse a controles punitivos (Council of Europe, 2013). Al 
integrar valores, cumplimiento, gestión de riesgos y participación ciudadana, 
los gobiernos pueden desarrollar estrategias sostenibles y adaptadas a sus 
contextos específicos. 
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Clasificación de las políticas anticorrupción 

Las políticas anticorrupción pueden clasificarse de diversas maneras. 
Una tipología comúnmente utilizada las divide en enfoques basados en 
valores, basados en reglas y basados en tecnología. Estas categorías no son 
mutuamente excluyentes; al contrario, frecuentemente se complementan 
y pueden integrarse para generar estrategias más efectivas (Gong y Lau, 
2024). Sin embargo, los esfuerzos por clasificar estas políticas a menudo 
carecen de estandarización y perspectiva más amplia, como lo señalan De 
Simone y Koutouki (2017),  al destacar tres escuelas clave: intervencionismo, 
gerencialismo e integridad organizacional. 

Además, las estrategias anticorrupción tienden a materializarse en dos 
tipos de documentos principales: estrategias y planes de acción. Mientras 
que las estrategias formulan objetivos de manera general y abstracta, los 
planes de acción traducen estos objetivos en acciones concretas asignadas 
a instituciones responsables y dentro de plazos específicos (Council of 
Europe, 2013). 

Participación social en las políticas anticorrupción 

Un elemento fundamental en el diseño de políticas anticorrupción es la 
participación de actores sociales, incluidos organismos no gubernamentales 
(ong). Las ong pueden desempeñar un rol dual: como parte de los 
organismos de coordinación y monitoreo, o proporcionando insumos 
valiosos para la implementación de estas políticas (Council of Europe, 
2013). Asimismo, fomentar la participación ciudadana y crear conciencia 
sobre la corrupción no solo resalta la importancia del problema, sino que 
también puede generar mecanismos adicionales de control y rendición de 
cuentas. 

Crear conciencia y permitir que los miembros del público participen en 
la prevención de la corrupción no solo puede ayudar a resaltar la importancia 
del problema, sino que también puede llevar a la implementación de 
controles y equilibrios adicionales en el sistema. Los enfoques de este tema 
buscan aumentar la probabilidad de que se denuncie o detecte la corrupción, 
lo que, como demostraron Boly, Konte y Shimeles (2019), puede llevar a 
niveles más bajos de corrupción. Cinco métodos diferentes se incluyen en 
esta categoría: (1) campañas de concienciación pública; (2) procedimientos 
de denuncia de irregularidades; (3) libertad de información; (4) libertad de 
prensa, y (5) gobierno electrónico (Sauve, Woodley y Akhtari, 2023). 
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Políticas anticorrupción nacionales y locales 

Aunque la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
(Naciones Unidas, 2004) establece en su artículo 5 la necesidad de “políticas 
anticorrupción coordinadas”, no exige una única estrategia nacional. En su 
lugar, muchos países han adoptado estrategias regionales, locales o sectoriales, 
dependiendo de su grado de descentralización y las características específicas 
de cada región (Council of Europe, 2013). El tipo de políticas que se adoptan 
depende en gran medida de los contextos nacionales y locales de los países. 

Enfoques para prevenir la corrupción 

La investigación reciente identifica cuatro grandes enfoques para prevenir la 
corrupción, cada uno con métodos específicos que buscan abordar diferentes 
aspectos del problema (Sauve et al., 2023): 

◆	 Enfoques basados en valores: Estos enfoques buscan crear un entorno 
que promueva la ética, la rendición de cuentas y la integridad, partiendo 
de la premisa de que la corrupción puede prevenirse inculcando 
valores morales apropiados. Ejemplos incluyen el principio del “tono 
desde la cima”, programas de capacitación y cambios en la cultura 
organizacional. 

◆	 Enfoques basados en el cumplimiento: Estas estrategias se centran en la 
implementación de reglas y sanciones para disuadir comportamientos 
corruptos. Se basan en un análisis de costo-beneficio, buscando 
aumentar los costos asociados con actos corruptos mediante sanciones 
y castigos. 

◆	 Enfoques de gestión de riesgos: Este enfoque busca identificar áreas 
vulnerables y reducir las oportunidades de corrupción mediante 
auditorías, divulgación de activos y rotación de posiciones, entre otros. 

◆	 Enfoques basados en la concienciación y participación: Se centran 
en aumentar la probabilidad de que la corrupción sea denunciada o 
detectada. Esto incluye campañas de concienciación, procedimientos 
de denuncia y la promoción del gobierno electrónico. 

Conclusiones

El análisis presentado en este documento nos muestra la complejidad del estudio 
y prevención o combate de la corrupción, así como la diversidad de enfoques 
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teóricos y metodológicos que se han desarrollado para abordar este fenómeno 
desde la perspectiva de las políticas públicas. Los diferentes marcos teóricos 
revisados demuestran que no existe un único enfoque que pueda abordar todas 
las variables y dimensiones de la corrupción o proporcionar soluciones únicas 
para las políticas anticorrupción. 

La revisión de las metodologías utilizadas para el análisis de la corrupción 
y las políticas anticorrupción evidencia la importancia de combinar enfoques 
cuantitativos y cualitativos, así como de considerar tanto los factores estructurales 
como los comportamientos individuales en distintos contextos, tanto locales 
como nacionales. Por otro lado, las propuestas de organismos internacionales y 
los estudios globales refuerzan la necesidad de estrategias integrales que abarquen 
desde la promoción de valores éticos hasta la implementación de mecanismos de 
control y sanción.

Un hallazgo importante en la literatura, estudios y documentos revisados es 
la importancia que se le atribuye a la participación ciudadana y la transparencia 
en la lucha contra la corrupción, que se suman a las estrategias de cumplimiento 
y gestión de riesgos. 

El estudio y análisis del fenómeno de la corrupción, así como el diseño de 
políticas anticorrupción requiere ofrecer con mayor precisión métodos más 
contundentes que no solo evidencien la corrupción en sus distintas formas o 
variantes, sino que ofrezca elementos para combatirla de manera efectiva, ya que 
persiste la duda de si las políticas que se han implementado en diferentes contextos 
son realmente prácticas que puedan considerarse no solo exitosas sino replicables.
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Introducción 

Medir la corrupción ha sido un asunto inquietante. Bajo el argumento de que 
“lo que no se puede medir, no se puede mejorar”, se han intentado varias formas 
de medir el fenómeno de la corrupción. Los resultados obtenidos son diversos 
y actualmente existe un rico y variado arsenal de metodologías utilizadas 
(Baker y McKenzie, 2017; Mugellini, 2013). No existe una única forma de 
medir este fenómeno y, por tanto, se trata de una discusión aún inconclusa. 
Detrás de esta discusión existe una pregunta que también se quiere tratar en 
este capítulo: ¿para qué medir la corrupción? La respuesta parece obvia: para 
allegarse información acerca de procesos, prácticas, procedimientos y normas 
que no funcionan. Sin embargo, a partir de este conocimiento, ¿existe una 
intención real de corregir y, eventualmente, sancionar estos “desvíos”, o más 
bien promover las acciones correctivas como parte central de campañas de 
relaciones públicas que mejoren la imagen del sector ante la opinión pública?

Cabe decir que buena parte de los estudios que intentan medir a la 
corrupción los han desarrollado organizaciones civiles (por ejemplo, 
Transparencia Internacional), organismos internacionales (por ejemplo, el 
Banco Mundial), o bien, la academia (por ejemplo, el Christian Michelsen, 
Instituto de Noruega). No obstante, el propio sector privado también ha 
contribuido con diversos estudios que intentan medir aspectos relevantes de 
la corrupción para el ámbito empresarial.

Este capítulo se ocupa de los ejercicios de medición que se han realizado 
desde el sector privado. En este sentido, el objetivo de este capítulo es 
responder a cuatro preguntas clave:

1.	 ¿Por qué al sector privado le interesa medir la corrupción?
2.	 ¿Qué mide el sector privado de la corrupción y con qué metodologías 

lo está haciendo?
3.	 ¿Qué resultados se han obtenido? 
4.	 ¿Cómo suele usarlos el sector privado, para mejorar o para efectos de 

imagen?
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Al responder estas cuatro preguntas, el capítulo busca introducir en la 
discusión el tipo de experiencias metodológicas que se han ensayado desde 
el sector privado para medir la corrupción, basado en el análisis de ejemplos 
específicos de estudios sobre medición de corrupción realizados con diferentes 
metodologías, destacando sus principales fortalezas y debilidades para medir 
el fenómeno. A partir de aquí, se ofrece una reflexión acerca de si realmente 
el principal interés es ajustar quehaceres o fortalecer la imagen. Así, en este 
capítulo se discuten tanto los límites en las metodologías empleadas como 
algunas de sus contribuciones en el entendimiento del complejo fenómeno 
de la corrupción, sus alcances y su efectividad.

Antes de continuar, es necesario precisar qué se entiende por sector 
privado y cómo se debe concebir esta categoría a lo largo del capítulo. Medir 
el fenómeno de la corrupción, en el ámbito privado, ha interesado sobre todo 
a tres tipos de organizaciones, a saber: 1) publicaciones especializadas que, 
con diferentes grados de profundidad y análisis, tienen un marcado interés 
en el ámbito corporativo o empresarial (por ejemplo, revistas como Forbes, 
Harvard Business Review o Expansión), 2) organizaciones de profesionistas en 
ámbitos de interés corporativo (por ejemplo, la Asociación de Examinadores 
Certificados de Fraude, acfe), y 3) compañías consultoras globales o firmas 
de abogados especializados en gestión de riesgos (por ejemplo, Kroll, kpmg, 
PwC o Miler y Chevalier).

Este capítulo se centra en los estudios de medición de la corrupción 
que han aportado estos tres tipos de organizaciones. Es decir, en estudios 
realizados por el propio sector privado, no solo por sus efectos en la discusión 
y entendimiento del fenómeno de corrupción que genera, sino por valorar 
qué tanto de esto tiene la posibilidad de aplicarse o tan solo de utilizarse 
para incidir en la opinión pública y en la imagen del propio sector. Como 
se abordará más adelante, la mayor parte de los estudios de medición del 
sector privado se basan en: 1) encuestas a empresas, 2) casos atendidos por las 
compañías consultoras, y 3) análisis estadístico de datos agregados.

Dicho lo anterior, es importante señalar que en este capítulo no se aborda 
el fenómeno de la corrupción en el sector privado, como tal. La discusión que 
aquí interesa se circunscribe al tratamiento que le ha dado el sector privado 
al fenómeno para medirlo y la utilidad de sus resultados. En ese sentido, los 
estudios que se retoman en este análisis limitan el fenómeno de la corrupción, 
por razones operativas, al tema de pago de sobornos que las empresas pueden 
llegar a realizar en el contexto de sus operaciones o transacciones comerciales.

Por último, cabe señalar que este capítulo se basa en un número limitado 
de estudios de medición realizados por el sector privado. Al año, las empresas 
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de consultoría global suelen publicar entre dos y cuatro estudios, cada una, 
con distintos énfasis o alcances (Slager, 2017). Analizar todos estos estudios, 
más los aportados por las empresas de medios de comunicación o las 
organizaciones de profesionales, escapa por mucho a las posibilidades reales 
de este trabajo. Por tanto, en este capítulo no se presenta un análisis completo 
de todos los estudios publicados por el sector privado, sino más bien se 
basa en algunos estudios de medición que nos han parecido relevantes para 
destacar aquellos aspectos metodológicos y epistemológicos más importantes 
para esta discusión.

¿Por qué al sector privado le interesa medir la corrupción?

La corrupción es un asunto que, en principio y públicamente, le importa 
mucho al sector privado. Las razones que suelen esgrimirse no solo tienen que 
ver con que la corrupción puede tener efectos negativos en la tasa de retorno 
a las inversiones realizadas por las empresas, o bien, por las distorsiones que 
causan a los precios de mercado. La corrupción también preocupa al mundo 
corporativo por las consecuencias de incumplimiento regulatorio que se 
pueden enfrentar en caso de violar leyes transfronterizas anticorrupción como 
la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero (Foreign Corrupt Practices Act, 
fcpa), de los Estados Unidos, entre otras (Mendelsohn, 2021). 

En ese sentido, el sector privado ha tenido un creciente interés en medir 
cómo las empresas perciben y experimentan el pago de sobornos en sus 
operaciones (véanse ejemplos abajo). La intención con este tipo de ejercicios 
es básicamente generar diagnósticos, del más alto nivel, para conocer cómo las 
empresas, en general, enfrentan situaciones de pago de sobornos por regiones, 
industrias o tipo de operaciones. Así, este tipo de estudios buscan alertar a los 
tomadores de decisiones de las empresas sobre los riesgos de corrupción que 
pueden enfrentar y cómo estos riesgos han evolucionado en el tiempo, tanto 
en términos de frecuencia como de tipos de incidencia.

¿Por qué estos análisis interesan a las empresas? Para las grandes empresas, 
que son quienes más utilizan y publicitan este tipo de estudios, una razón 
principal tiene que ver con las regulaciones internacionales anticorrupción. 
Hoy día las multas y sanciones que puede enfrentar una empresa por violaciones 
a la fcpa, para hablar de la regulación internacional más importante en la 
materia, pueden tener repercusiones muy negativas. En los últimos veinte 
años, el número de investigaciones que ha realizado el Departamento de 
Justicia (doj, por sus siglas en inglés) y la Comisión de Bolsa y Valores de 
Estados Unidos (sec, por sus siglas en inglés), las dos agencias regulatorias 
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encargadas de vigilar el cumplimiento de la fcpa, suman más de 6,000, de las 
cuales ha recaudado aproximadamente más de 7 billones de dólares en multas, 
sin contar los más de 80 casos de penas corporales que se han decretado a 
personas físicas por violaciones a esta ley (u.s. sec, 2024). A partir de esto, 
sería posible señalar que el sector privado mide la incidencia en el pago de 
sobornos básicamente por alguna de las siguientes razones:

1.	 Como diagnósticos de riesgos de corrupción. Los estudios que se realizan 
por el sector privados son principalmente análisis que miden con qué 
frecuencia las empresas pagan sobornos (véase más adelante el estudio 
de Miller y Chevalier, 2024). En este sentido, la medición se centra 
en explorar si las empresas han pagado sobornos a algunos servidores 
públicos y en qué circunstancias se ha dado dicho pago, es decir, si se 
realizó para obtener algún beneficio, evitar alguna multa, obtener o 
retener contratos, o bien, tramitar permisos o licencias necesarias para su 
operación. En este sentido, los estudios son muy variados y con alcances 
igualmente distintos, pero en general tienen como interés principal la 
elaboración de diagnósticos de riesgos de corrupción a los que pueden 
enfrentarse las empresas. Al hacerlo de esta manera, los responsables de 
los estudios suelen acompañar sus mediciones con indicaciones sobre en 
dónde es más frecuente el pago de sobornos, con qué objeto, por qué 
cantidad y quién de la compañía usualmente está implicada en dichas 
acciones ilícitas (Del Castillo y Vahos, 2024).

2.	 Como estudios de mejores prácticas anticorrupción. Los estudios 
de medición, además, suelen tener como propósito el de obtener 
información sobre qué tipo de medidas de prevención, detección o 
respuesta las empresas han implantado para contrarrestar los riesgos de 
pago de sobornos (ti y PwC, 2013). Es usual que estos estudios no solo 
se centren en medir la frecuencia de la experiencia de corrupción, sino 
que además apliquen reactivos o algún tipo de análisis para conocer cómo 
las empresas enfrentan este tipo de situaciones y qué tipo de medidas han 
sido más efectivas a la hora de mitigar los riesgos de corrupción. Así, 
estos estudios no solo son de carácter descriptivo, sino también intentan 
brindar evidencia empírica de carácter prescriptivo para que las empresas 
adopten medidas percibidas como más idóneas (Kroll, 2019). 

Dicho lo anterior, también es importante señalar que los estudios de medición 
del sector privado también tendrían un propósito no explícito, que no está 
expresado en los documentos publicados sobre los análisis realizados, pero que 
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se hace visible en las campañas de mercadeo de los servicios de consultoría que se 
ofrecen (Katzarova, 2015; Slager, 2017). 

En este sentido, este otro propósito se puede resumir de la siguiente 
manera: los esfuerzos de medición también se utilizan como instrumentos para 
alimentar y perfeccionar lo que se podría llamar un “discurso anticorrupción” 
muy relevante para la industria de la consultoría corporativa (Arellano-Gault 
y Del Castillo, 2023). Este es un tema que se abordará con mayor detalle más 
adelante, pero que en definitiva es importante destacar al ser también una de 
las razones más importantes que subyacen bajo el interés del sector privado 
en medir la corrupción.

¿Qué mide el sector privado de la corrupción 
y con qué metodologías lo hace?

El sector privado ha intentado medir la corrupción con base en distintas 
metodologías. En general, el foco central de estos estudios es medir el impacto 
que tiene la corrupción en las empresas privadas, o bien, la medición del tipo 
de riesgos de pago de sobornos que se enfrentan (Hart, 2019). Usualmente 
son estudios internacionales, es decir, análisis que comparan datos por países 
–no siempre los mismos o con los mismos criterios– e incluso algunos han 
podido desagregar datos por industrias o sectores productivos (véase, por 
ejemplo, el Occupational Fraud 2024: A Report to the Nations de la Asociación 
de Examinadores Certificados de Fraude, acfe, analizado más adelante).

En este sentido, la diversidad de estudios es amplia y los alcances que 
tienen son igualmente distintos, como se ve en los ejemplos que se analizan 
a continuación. No obstante, en general son estudios cuyo destinatario 
principal son tomadores de decisiones de las empresas, o bien, personas 
interesadas en temas de inversión, cumplimiento o gestión de riesgos internos 
de las compañías. No se trata, por tanto, de estudios académicos, con meros 
propósitos científicos, o para diseñar o evaluar políticas públicas. Son más bien 
estudios ad hoc que el propio sector privado consume para efectos de valorar 
riesgos de corrupción en su toma de decisiones y, muy probablemente, también 
legitimar un discurso anticorrupción muy importante para la industria de la 
consultoría. Así, es posible distinguir tres tipos de metodologías utilizadas por 
este tipo de estudios de medición, a saber: 1) encuestas, 2) análisis de casos y 
3) estudios estadísticos con datos agregados. A continuación se describe cada 
una de estas tres metodologías, aprovechando algunos ejemplos para discutir 
tanto sus límites metodológicos como sus aportaciones en el entendimiento 
del fenómeno de la corrupción.
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Encuestas

Esta metodología es quizá la más ampliamente utilizada. En los estudios 
del sector privado las encuestas normalmente están dirigidas a compañías 
privadas y grandes corporaciones. En ese sentido, las encuestas normalmente 
se envían a algún responsable, de alto nivel (por ejemplo, directores generales, 
directores legales, oficiales de cumplimiento, entre otros) para responder 
las encuestas de manera anónima, como el estudio Latin America Survey 
de la consultora Miller y Chevalier (2024) o el reporte de kpmg titulado 
El Impacto de los delitos financieros (2023). La condición de anonimato es 
particularmente importante en este tipo de estudios. Las empresas son muy 
celosas de autoincriminarse en ilícitos, por tanto, es un tema particularmente 
sensible para los responsables de las mediciones garantizar al informante 
que sus respuestas serán utilizadas de manera anónima y que su información 
no será utilizada con fines judiciales. Esta misma preocupación explica 
por qué los estudios de medición de la corrupción en el sector privado 
suelen realizarse por firmas con gran prestigio en la industria, como 
Kroll, PwC, kpmg, etc. Las empresas encuestadas suelen sentir confianza 
de revelar sus percepciones o experiencia de corrupción a firmas avaladas 
por su reconocimiento en el mercado, por lo que estudios que no tengan 
este soporte no suelen tener mucho éxito en lograr la colaboración de las 
empresas (Laffitte, 2024).

Típicamente estas encuestas incluyen preguntas o reactivos para conocer 
tanto la percepción como la experiencia de las empresas encuestadas con 
casos particulares de pago de soborno. Las muestras que se utilizan son 
muy variadas y no en todos los casos se siguen parámetros estadísticos 
representativos. No obstante, son estudios que logran mostrar algún tipo 
de medición con respecto a la frecuencia de los pagos de soborno. Algunas 
incluso llegan a ahondar en aspectos más concretos de cómo sucedió el pago 
de sobornos: quién estuvo implicado, por qué motivo se pagó el soborno 
o qué área de la empresa estuvo involucrada –por ejemplo, los estudios de 
Miller y Chevalier (2024) y de Kroll (2023) que a continuación se revisan. 

Con este tipo de mediciones, el sector privado ha podido avanzar en 
el entendimiento de rasgos particulares de cómo y por qué pueden las 
empresas verse involucradas en casos de corrupción. Un conocimiento que, 
con todas sus limitaciones, no resulta despreciable. Sobre todo, porque 
este tipo entendimientos ha permitido diseñar medidas de prevención, 
detección y respuesta a riesgos de sobornos de una manera más eficaz (Hart, 
2024). Además, ha permitido ahondar en el alertamiento de los riesgos 
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de corrupción en empresas, aspecto fundamental para fortalecer culturas 
corporativas más robustas en materia de anticorrupción (Levine et al., 
2020).

Ahora bien, este tipo de ejercicios de medición también enfrentan 
importantes limitaciones que es importante señalar. En primer lugar, son 
mediciones autodirigidas, es decir, son estudios en el que las propias compañías 
encuestadas deciden qué tipo de respuestas dar y, por tanto, puede haber un 
sesgo autoinducido en los resultados que se entregan. Este no es un problema 
exclusivo de este tipo de estudios. De hecho, todo tipo de encuestas suelen 
tenerlo, pero las desviaciones estándar se pueden “mitigar” en la medida que 
se tenga una muestra estadísticamente representativa, algo difícil de lograr en 
este tipo de estudios.

En segundo lugar, son mediciones que se basan en encuestas cuyos 
resultados pueden presentar sesgos, debido justamente a que sus muestras no 
son estadísticamente representativas, sino que emplean algún tipo de censo de 
empresas a las que se tiene acceso. De la descripción metodológica que hacen 
varios de estos estudios se desprende que sea muy probable que muchas de 
las empresas encuestadas sean aquellas a las que las consultoras les han dado 
algún tipo de servicio, o bien, donde existe algún tipo de relación profesional 
entre ejecutivos, a quienes se les pide contestar el cuestionario (ti, 2012). 

Esta limitante no se debe a ningún ánimo de engaño, sino más bien a una 
realidad que se impone. Resultaría demasiado caro y técnicamente complejo 
para las empresas que han realizado este tipo de trabajos construir encuestas 
estadísticamente representativas. No olvidemos que, en muchos casos, son 
estudios que en general intentan comparar varios países de distintas regiones 
(Miller y Chevalier, 2024). Por tanto, una metodología rigurosa aumentaría 
la complejidad para llevar a cabo mediciones más robustas. 

La tercera limitante es que se trata de estudios que pueden cambiar su 
metodología en diferentes ediciones, por tanto, son trabajos que en general no 
permiten análisis longitudinales (véase, por ejemplo, el estudio Longitudinal 
Study on Bribery and Corruption as Faced by Seafarers, de BW LPG, 2022). 
Con frecuencia este problema obedece al cambio en el interés de medición. 
Recordemos que estos estudios no se hacen con propósitos académicos o para 
evaluar políticas públicas. Su origen es más bien comercial, normalmente 
para posicionar servicios de consultoría y, por tanto, el interés que les da origen 
puede cambiar en el tiempo. 

El problema es que los cambios metodológicos de una edición a otra 
impiden que los resultados sean comparables en el tiempo, pero esta variación 
con base en el interés del momento, puede ser un indicador muy claro de 
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un propósito movido también por razones de relaciones públicas que busca 
incidir en la opinión pública en aras de fortalecer un discurso anticorrupción 
que fortalezca la imagen del sector.

Por último, hay una cuarta limitante y es que se trata de estudios cuya 
validez metodológica puede ser muy débil. Metodológicamente es necesario 
que las mediciones de corrupción cumplan con criterios de validez, es decir, 
que el método utilizado mida con precisión aquello que busca medir. Como 
ya se mencionó, en el caso de los estudios realizados por el sector privado, 
la definición de corrupción se operacionaliza normalmente limitando 
el fenómeno al tema de pago de sobornos. Sin embargo, en ocasiones los 
reactivos que se utilizan en las encuestas emplean un lenguaje ambiguo para 
evitar la autoincriminación de las empresas informantes. 

Un ejemplo de lenguaje ambiguo es la Encuesta de Gobernabilidad y 
Desarrollo Empresarial, que el Centro de Estudios Estratégicos del Instituto 
Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey (itesm) desarrolló en 
2002 (cee, 2002). A pesar de su valía como trabajo pionero en el ámbito 
de la integridad corporativa, el extremo cuidado que se tuvo en el uso de los 
términos, terminó por restar validez porque queda en la interpretación de 
quien contesta la encuesta el significado que se le quiera dar a términos que 
se emplean en las preguntas de los reactivos, tales como “irregularidades”, 
“pagos facilitadores”, etc. El documento Manual de Encuestas de Corrupción, 
de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito establece una 
serie de lineamientos para evitar este tipo de ambigüedades en el diseño de 
encuestas (unodc, 2018).

Para resolver estas limitaciones, algunos estudios han optado por realizar 
encuestas no a una muestra de empresas, sino a grupos de informantes 
especializados o con conocimiento suficiente en sectores, industrias o 
condiciones de negocio en uno o varios países, como la encuesta de Kroll 
(2023) que se analiza a continuación. Esto es útil sobre todo para resolver 
el problema del muestreo estadísticamente representativo, además de 
aprovechar entendimientos comunes sobre el pago de sobornos que afecta a 
las organizaciones. El problema, sin embargo, es que la persona informante-
especialista seguramente podrá contestar desde una limitada experiencia de 
casos de corrupción, o bien, si carece de experiencia directa, basado más en 
percepciones. En ese sentido, estamos ante estudios que, si bien permiten 
una comprensión distinta del fenómeno, no resuelven del todo el problema 
de validez.

Otra estrategia de medición que se ha ensayado en el sector privado son 
las encuestas de tipo “autoevaluación”, por ejemplo, la que realiza el Grupo 
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Expansión, Transparencia Mexicana y Mexicanos Contra la Corrupción, Las 
500 Empresas contra la Corrupción (2024). En este tipo de ejercicios se le 
solicita a la persona informante que resuelva un cuestionario con base en la 
información que pueda compartir y con el que se evalúa “qué tan robustas” 
son las prácticas anticorrupción que han implantado en la organización a la 
que se pertenece. 

Este tipo de estudios en realidad tampoco resuelven el problema de validez, 
dado que no se aborda realmente el tema de los sobornos, y son poco precisos 
para medir niveles de corrupción o experiencia con los pagos ilícitos. No 
obstante, puede ser una estrategia de análisis importante de mencionar porque 
suelen ser estudios con una amplia difusión y eco mediático. A continuación, 
se reseñan brevemente tres ejemplos que utilizan alguna de las tres estrategias 
de medición reseñadas anteriormente. Estos ejemplos son:

a)	 2024 Latin America Survey, elaborada por Miller y Chevalier (2024). 
Este instrumento de medición representa un buen ejemplo de estudio 
que utiliza la encuesta para obtener mediciones de corrupción. El 
estudio se basa en una encuesta que involucró a 1,070 informantes. 
Todos ellos representantes de compañías de 19 diferentes países de 
Norte, Centro y Suramérica. La encuesta empleada se distribuyó 
mediante correo electrónico y para su distribución se aprovechó la 
amplia red de oficinas de representación de la firma de abogados Miller 
y Chevalier. El estudio presenta información agregada a nivel regional, 
pero también reporta resultados de manera desagregada por país. Este 
análisis además tiene la virtud de permitir análisis comparados entre sus 
distintas ediciones porque la metodología empleada en sus diferentes 
versiones no cambia. Este ejercicio de medición se ha realizado para los 
años 2008, 2012, 2016, 2020 y 2024. La encuesta mide la experiencia 
de corrupción de las empresas encuestadas, es decir, mide con qué 
frecuencia y para qué tipo de situaciones las empresas se han visto 
expuestas al riesgo de corrupción. De esta forma, este tipo de estudios 
sirven muy bien para calibrar la incidencia de corrupción en una 
región con contrastes institucionales muy grandes, pero que participan 
de más o menos los mismos problemas comerciales, jurídicos e incluso 
de inestabilidad política. Este es un aporte en absoluto banal porque sí 
que ofrece una calibración mucho más válida y precisa de los niveles de 
corrupción que enfrentan las empresas en los países objeto del análisis. 
La principal limitante es, como ya se explicó arriba, es que no se puede 
hablar de un estudio estadísticamente representativo. 
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b)	 2023 Fraud and Financial Crime Report, elaborado por Kroll (2023). 
Este estudio representa un buen ejemplo de ejercicio de medición con 
base en encuestas a un grupo relativamente limitado de informantes 
especializados. En este caso se encuestaron a 400 ejecutivos alrededor 
del mundo sobre sus percepciones de corrupción en ocho diferentes 
países (representativos de diferentes regiones comerciales): México, 
Brasil, Alemania, Francia, Inglaterra, Estados Unidos, Singapur 
y Emiratos Árabes. El estudio como tal no presenta un listado o 
ranking único de países por nivel de corrupción, sino que presenta sus 
resultados a manera de expectativas de riesgo de corrupción o crímenes 
económicos que los especialistas encuestados identificaron como de 
mayor riesgo para las empresas que operan en dichos países. En este 
sentido, el estudio resulta muy provechoso para entender dinámicas 
distintas del fenómeno de la corrupción, no solo sobre su nivel de 
frecuencia o incidencia relativa en las transacciones económicas de las 
empresas. Este es un punto importante porque al encuestar informantes 
especializados permite ahondar en aspectos cualitativos del fenómeno 
que muchas veces quedan por fuera en los estudios estrictamente 
cuantitativos de corrupción. A nuestra manera de ver, este es un aporte 
en absoluto despreciable y bien podría servir como ejemplo de cómo 
realizar estudios similares con otros alcances, por ejemplo, encuestando 
servidores públicos relacionados con servicios públicos específicos 
(seguridad social, pago de impuestos, trámite de licencias, etc.).

c)	 2024 Las 500 Empresas contra la Corrupción (2024), elaborada por 
la revista Expansión en colaboración con Transparencia Mexicana 
y Mexicanos Contra la Corrupción y la Impunidad. Este estudio es 
un buen ejemplo de encuesta de tipo “autoevaluación”. Este trabajo 
presenta un ranking que evalúa la existencia, calidad y divulgación de 
políticas de integridad de las 500 empresas más importantes de México. 
Como tal, el ranking se basa en el índice de Integridad Corporativa 
500 (IC500) (ti, 2023), que califica la existencia de códigos de 
ética y otras manifestaciones del compromiso anticorrupción de las 
empresas autoevaluadas. La escala de medición va de 0 a 100 puntos, 
en donde 100 significa la máxima calificación posible. Las empresas 
que obtienen mejores puntuaciones son aquellas que hacen públicas 
y accesibles sus normas anticorrupción, y que cuentan con programas 
de cumplimiento y control anticorrupción. Este es un estudio muy 
popular y atractivo entre las compañías, porque permite a las empresas 
mostrar su acercamiento a las mejores prácticas anticorrupción y 
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mejorar su reputación corporativa. Este estudio se ha realizado en cinco 
ediciones: de 2020 a 2024, y en la última edición solo 56 empresas, 
de 500 evaluadas, lograron la calificación de 100 puntos (Expansión, 
ti y mcc, 2024). El estudio se basa en la propia información que las 
compañías comparten y hacen pública y que, además, es revisada por el 
equipo que realiza el ranking. En ese sentido, el estudio pudiera parecer 
muy vulnerable a información poco veraz. No obstante, le metodología 
de revisión resulta importante para las empresas que de manera 
voluntaria se someten al escrutinio del equipo revisor, que puede incluir 
entrevistas con directivos de las empresas y corroboración anónima de 
información pública. Esta técnica de medición ha demostrado tener 
su validez. Sobre todo, porque ha contribuido a crear un instrumento 
de medición, si bien con límites metodológicos, respetado entre la 
comunidad empresarial y que está ayudando a la autorregulación y 
adopción de prácticas y controles antisoborno, dos asuntos de suma 
importancia en el combate a la corrupción. 

Análisis de casos

Desde el ámbito de negocios y de la política pública se desarrolló otro método 
de investigación que ha resultado muy útil para el análisis de la corrupción: 
el estudio de caso. No se trata de casos teóricos o hipotéticos, sino de 
situaciones reales, experimentadas por compañías, y que son analizados por 
los propios investigadores que participaron en dichos casos, o bien, que 
tienen un conocimiento directo de los mismos, como los que se analizan 
de acfe (2024) y kpmg (2013) a continuación. Para entender esta técnica 
de análisis quizá valga la pena hacer una rápida explicación de cómo ocurre 
normalmente una investigación de corrupción desde el sector privado, por 
motivos de una violación regulatoria. Cuando una compañía grande detecta o 
sospecha que posiblemente ha incurrido en una falta a una ley anticorrupción 
suelen dispararse algunos mecanismos de decisión interna. Entre ellos, muy 
probablemente la necesidad de investigar internamente qué pasó, cuándo 
y quiénes podrían estar implicados en los casos de posible cohecho.1 Para 
investigar este tipo de situaciones, las grandes empresas normalmente 

1	 El cohecho o soborno es un delito tipificado en el Código Penal Federal de México en su 
artículo 222 que se castiga con pena de dos a catorce años de prisión y multas hasta de 
doscientos días de salario mínimo. Por este delito, se entiende la acción de ofrecer, solicitar 
o aceptar regalos o retribuciones a o de un funcionario público para que este realice u omita 
alguna acción dentro de su ámbito de funciones y propia de su cargo. 
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contratan servicios especializados e independientes, que prestan compañías 
de consultoría (por ejemplo, kpmg, Kroll, PwC, etc.). 

Estas empresas, sin ser parte de una autoridad, acompañan a la organización 
en el proceso de investigación interna asegurando información, realizando 
entrevistas y revisando documentos de la propia empresa para determinar, 
con base en evidencia, si la situación que se enfrenta podría conformar un 
acto de cohecho y determinar su gravedad. Con base en el tipo de hallazgos 
que se obtengan, las compañías implicadas en estos casos deciden qué curso 
de acción legal adoptar. Estos casos, comúnmente denominados de auditoría 
forense, son lo que nutren los estudios de medición de corrupción que usa la 
técnica de estudio de casos.

En el ámbito de los estudios de corrupción, este método se perfeccionó 
como consecuencia de la acumulación de casos documentados por los 
servicios de auditoría forense. En este sentido, se trata de casos reales que 
las propias empresas han tenido y que contaron con el apoyo de algún 
investigador independiente para judicializarlos. Por ende, la profundidad 
en el entendimiento del fenómeno de la corrupción que se logra con esta 
metodología es muy grande, pues desentrañan las formas específicas en 
que se han presentado las situaciones, se ofrecen los datos y las evidencias 
y, por tanto, permiten un nivel de precisión en los detalles como ninguna 
otra herramienta de investigación. Este tipo de estudios permiten conocer 
aspectos muy particulares, como circunstancias en las que sucedió el cohecho, 
quién estuvo involucrado, qué perfil tenía el responsable del pago de soborno, 
los montos pagados, entre otras características que arrojan información 
muy relevante para ajustar procesos, prácticas y normativas que eviten estas 
situaciones a futuro.

El método de estudio de caso para el análisis de la corrupción (siempre 
entendida como situaciones de soborno) tiene dos aportaciones muy 
importantes para el entendimiento del fenómeno: en primer lugar, son 
estudios que se basan en situaciones y experiencias concretas. En ese sentido, 
es posible señalar que los informantes –los auditores forenses que participaron 
o dirigieron las investigaciones– resuelven cuestionarios que se les pide 
responder por cada uno de los casos de los que tuvieron conocimiento o 
participaron directamente a lo largo del periodo analizado (uno o dos años, 
por lo general). 

De esta forma, el informante suele revisar sus expedientes, anotaciones, 
minutas o papeles de trabajo para contestar los cuestionarios que se utilizan 
para estos ejercicios de medición. La información que se reúne es de muy 
alta calidad no solo porque los informantes tienen conocimiento directo de 
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los casos, sino también porque son personas entrenadas y preparadas para 
entregar información de manera ordenada y sistematizada. Esto es importante 
a la hora de valorar los hallazgos o resultados que aportan estos estudios.

En segundo lugar, el informante es un tercero independiente y, por tanto, 
la información que suministra mediante los cuestionarios que llena de los 
casos que atendió, suele no tener el mismo tipo de sesgo que existe cuando, 
por ejemplo, se entrevista o encuesta a un miembro de la propia organización 
implicada en el caso de corrupción. Dicho en otras palabras, hay una distancia 
profesional entre el informante y la organización que estuvo implicada en el 
caso y, por tanto, se puede asumir cierto grado de objetividad e independencia 
en los resultados obtenidos en este tipo de análisis.

No obstante, este método de investigación no está exento de limitaciones. 
Quizá la más importante sea que se trata de un tipo de aproximación que 
requiere de un volumen grande de casos analizados, en un periodo de tiempo 
determinado, para que puedan arrojar datos relevantes que puedan ser 
comparados para poder establecer criterios analíticos sólidos, e incluso para 
obtener parámetros de medición más allá de las anécdotas y particularidades 
específicas de un solo caso. Por tanto, se convierte en un método que, a pesar 
de su enorme utilidad para atender casos específicos, requiere de varios casos 
para poder establecer parámetros de medición confiables. Obtener estos datos 
no es sencillo, pues las empresas de consultoría que dan servicios de auditoría 
forense se ven sometidos a estrictas cláusulas de confidencialidad, por lo 
que sus archivos y expedientes son confidenciales y el acceso a ellos es muy 
limitado. 

Por tanto, los análisis de medición que se basan en estudios de caso 
son raros y usualmente requieren procesos muy diligentes de quienes son 
autorizados para responder los cuestionarios utilizados para construir los 
indicadores de medición. Para ahondar en esta explicación, a continuación 
se reseñan brevemente dos ejemplos de análisis que utilizan justamente el 
método de estudio de caso. Estos ejemplos son:

a)	 Occupational Fraud 2024. A Report to the Nations, elaborado por la 
Asociación de Examinadores de Fraude Certificados (acfe, 2024). Este 
estudio representa quizá el trabajo mejor realizado y con mayor rigor 
metodológico de su tipo en el campo del estudio del fraude. Además, 
se trata de un ejercicio que arroja datos de medición gracias a que se 
ha realizado de manera casi ininterrumpida desde hace más de veinte 
años. El conocido Report to the Nations de la acfe es un estudio que 
examina el impacto del fraude ocupacional en las organizaciones. En 
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la taxonomía de la acfe, la corrupción –y más precisamente el pago de 
sobornos a servidores públicos– se le considera como un tipo de fraude 
corporativo. 

Por tanto, este trabajo mide el pago de sobornos como una 
subcategoría del fraude. El informe incluye análisis de casos de fraude del 
mundo real, estadísticas sobre el impacto global del fraude ocupacional 
e información sobre los métodos utilizados por los estafadores. El 
informe se publica cada dos años y tiene como objetivo ayudar a educar 
al público y a los profesionales antifraude sobre las características 
intrínsecas de los casos de fraude (entre ellos cohecho). Para el estudio 
de 2024, se utilizaron 1,921 cuestionarios contestados por miembros 
de la acfe. Los cuestionarios se contestaron con base en los casos que 
los informantes atendieron entre enero de 2022 y septiembre de 2023. 
El cuestionario constó de 86 reactivos que debieron contestarse por 
casos individuales. Un mismo informante pudo responder más de 
un cuestionario. El resultado es información muy valiosa de distintas 
modalidades de fraude (entre ellos sobornos), en más de 132 países, 
agrupados en 8 regiones y 22 industrias. Este esfuerzo de medición 
es muy destacable porque a lo largo de las ediciones se mantenido la 
misma metodología, por lo que se facilitan los análisis longitudinales y 
es posible observar variaciones interesantes en modalidades de fraude, 
frecuencias, daños causados, perfiles de los defraudadores o pagadores 
de sobornos, entre otros muchos datos. Además, la desagregación 
por industria es muy relevante porque permite hacer algunos análisis 
cuantitativos por sectores económicos. 

El límite más importante del estudio es que no existe una 
distribución homogénea de los casos analizados por regiones. La zona 
delimitada como Norteamérica (que comprende Estados Unidos y 
Canadá) concentra casi 40% de los estudios analizados, eso obliga 
tomar con cierta precaución los resultados de otras regiones por ser 
muy pocos los casos incluidos. Por ejemplo, la zona de Europa Central 
solo se nutre con 4% de los casos analizados. Esto conlleva a un posible 
sesgo o sobrerrepresentación de una zona geográfica en detrimento de 
otras. 

b)	 Global Profiles of the Fraudster 2013, elaborado por kpmg (2013). Este 
estudio representa quizá uno de los más interesantes que se han hecho 
en materia de medición de fraude con base en la técnica de análisis de 
casos. El objetivo explícito de este estudio es develar las características 
del perfil del defraudador; dicho de otra forma, se intenta ahondar 
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en quién es típicamente la persona que se ve involucrada en los casos 
de crímenes económicos que ha atendido esta firma de auditoría y 
consultoría. 

En el estudio de 2013, se revisaron los expedientes de 596 
defraudadores, investigados en casos atendidos por kpmg entre 2011 y 
2013. Además de analizar los casos, la metodología incluyó entrevistas 
con los líderes de investigación de las firmas miembro de kpmg para 
obtener información complementaria. Así, se logró proporcionar 
información sobre las características de los defraudadores, sus 
motivaciones y el entorno en el que han actuado. Cabe destacar, 
que este trabajo además ofrece una proyección de cómo se piensa 
que evolucionaría el perfil del defraudador. Lamentablemente este 
esfuerzo solo tuvo tres ediciones: 2007, 2011 y 2013. Se desconocen 
las razones de porque se interrumpió, aunque es muy probable que 
haya sido consecuencia del costo tan alto que implica un estudio de 
estas características, incluso para una firma global. En todo caso, es 
importante destacar dos atributos de este estudio: en primer lugar, fue 
un estudio pionero en la proyección de cómo se preveía que cambiara 
el perfil del defraudador. 

Un aporte en absoluto despreciable, desde el punto de vista de 
ingeniería social y estudios más recientes de predictibilidad de datos. 
En segundo término, se trató de un estudio que combinó tanto 
técnicas cuantitativas como cualitativas, lo que permitió tener un 
estudio descriptivo muy robusto de un aspecto hasta ese momento 
poco explorado: quién se ve involucrado en los delitos económicos del 
lado del sector privado. Este estudio, en particular, tuvo una honda 
repercusión en la discusión práctica de medidas anticorrupción y de 
fraude. 

Estudios estadísticos con datos agregados

A inicios del presente siglo, parte del debate sobre la medición de la corrupción 
se centró en la discusión sobre qué tipo de indicadores eran los más adecuados 
para estos propósitos. La construcción de índices de corrupción con base en 
percepciones (como el ipc de Transparencia Internacional) tuvo un profundo 
eco entre la comunidad académica del momento, quien se dio a la tarea de 
idear nuevos indicadores. Resultado de esa exploración, surgieron los índices 
que se construyeron orientados hacia la medición de la experiencia, más que 
de la percepción. 
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Por ejemplo, el Índice de Corrupción y Buen Gobierno de Transparencia 
Mexicana, elaborado por primera vez en 2003, fue un índice resultado de 
esas discusiones. No obstante, inmediatamente aparecieron cuestionamientos 
–que no han desaparecido, por cierto– tanto para los indicadores basados en 
percepciones como para los basados en experiencias, a partir de que se trata 
de índices que a fin de cuentas son subjetivos, pues se construyen a partir de 
información individual (opiniones y actitudes), que por definición siempre 
será sesgada e incompleta.

En ese contexto, algunos académicos se dieron a la tarea de idear 
indicadores de carácter más “objetivo” que respondieran a las críticas 
señaladas. El indicador objetivo pretende basarse en información constatable 
o verificable de una manera independiente a la subjetividad de los individuos. 
En ese sentido, los indicadores objetivos se basan principalmente en datos 
estadísticos que reportan algún tipo de aspecto utilizado como proxy en la 
construcción de indicadores de medición de la corrupción. 

Esta aproximación metodológica tiene la ventaja de basarse en información 
no directamente relacionada con aspectos de corrupción, sino que es generada 
con otros fines, pero que se puede usar para mapear el tema de la corrupción. 
En consecuencia, son datos que pueden emplearse con un grado importante 
de “objetividad”. Además, si se cuenta con una serie larga de datos, se pueden 
construir indicadores longitudinales.

El problema con esta aproximación para medir la corrupción es que las 
fuentes de datos pueden ser muy heterogéneas y no necesariamente con la 
amplitud de tiempo que se desea utilizar. Además, es un tipo de técnica 
que requiere un proceso meticuloso de estandarización, ponderación y 
normalización de datos. Los datos que se logran obtener no necesariamente 
fueron generados para el tipo de análisis que se quiere realizar y, por tanto, 
es necesario dar un tratamiento a la fuente misma de los datos para que la 
información resultante sea realmente utilizable y válida para el propósito que 
se desea. Un ejemplo de estudio estadístico con datos agregados es el siguiente:

The Opacity Index elaborado por PwC (2001). Este es un índice que se elaboró 
para medir el nivel de opacidad en varias economías. La categoría “opacidad” 
se operacionaliza aquí como “la ausencia de procedimientos claros, aceptados, 
estandarizados y formales” en procesos necesarios para la gestión de las 
empresas, por ejemplo, el pago de impuestos. Para construir este índice se 
recabó información estadística sobre aspectos esenciales para valorar el nivel de 
opacidad de procedimientos administrativos. Así, por ejemplo, se revisó qué 
tanto tiempo demora (en días) una empresa o individuo en su declaración de 
impuestos, cuántos trámites se deben realizar o cuántas veces se tiene que acudir 
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a una oficina de gobierno a realizar el trámite. Estos datos se analizaron para un 
conjunto de 35 países, distribuidos por diferentes niveles de ingreso per cápita. 
Adicionalmente, la información estadística se complementó con entrevistas 
a profundidad con especialistas o académicos enterados de aspectos técnicos, 
jurídicos y administrativos de las economías evaluadas. 

De esta manera se consiguió un efecto de “ponderación” de la información que 
permitió agregar datos estadísticos, de tal manera que la dispersión se normalizara 
en los datos internos de cada país. El resultado fue un índice bastante robusto 
que, al medir la opacidad administrativa, permitía análisis interesantes sobre 
la opacidad como un “impuesto regresivo” que afectaba la tasa de retornos de 
inversión de las empresas que operaban en las economías analizadas. Este índice 
tuvo dos ediciones: 2001 con el sello de PwC y 2003 bajo el auspicio de la firma 
de consultoría AT Kearny. 

Lamentablemente, el cambio de la firma encargada de elaborar el índice 
también implicó modificaciones en la metodología, por lo que no es posible 
comparar los resultados de los dos estudios. PriceWaterhouseCoopers ha elaborado 
un reporte anual de transparencia, enfocándose en otras dimensiones que ya no se 
fijan solo en corrupción (PwC, 2024). El índice de opacidad original representó, 
en su momento, un avance importante en la medición de la corrupción con 
indicadores “objetivos”. Además, abrió una perspectiva novedosa de análisis con 
base en proxies de la corrupción. 

¿Qué resultados se han obtenido? 

Para empezar, los resultados que se han obtenido con los distintos métodos de 
medición por parte del sector privado son muy variados. En términos generales, 
se puede señalar que los hallazgos varían desde aspectos fundamentalmente 
descriptivos hasta aproximaciones prescriptivas con modelos de datos sofisticados.

Gracias a todo el conjunto de estos estudios hoy día se conoce un poco 
mejor cómo experimentan la corrupción las grandes compañías. Por ejemplo, 
es posible saber con qué frecuencia ocurren los pagos de sobornos, quién los 
paga e incluso para qué tipo de fines se realizan (Kroll, 2023). Desde una 
perspectiva meramente descriptiva estos datos son muy valiosos y se debe 
reconocer que hasta hace apenas veinte años simplemente no se contaba con 
ellos. Más aún, pareciera que ahora se tiene el problema inverso: los estudios 
que analizan la corrupción se cuentan por varias decenas, muchos de ellos con 
resultados distintos e incluso contradictorios (González, 2014). 

En todo caso, estos estudios han incidido de forma importante en políticas 
de sensibilidad de las empresas hacia sus propios empleados y ejecutivos 
sobre los riesgos de corrupción a los que se pueden ver expuestos y el tipo de 
brechas de control que pueden llegar a tener las compañías (Chestnut, 2020). 
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En este sentido, se busca que los resultados obtenidos se utilicen para generar 
estrategias de mitigación de pago de sobornos y robustecer controles internos 
en las organizaciones. 

Y aquí cabe la pregunta, ¿estas medidas realmente han ayudado a reducir 
los niveles de corrupción en el sector privado? Con base en la información 
disponible, es difícil dar una respuesta contundente. Aunque, partir de los 
reportes que se siguen publicando anual o bianualmente se podría decir 
que no necesariamente. Lo que sí han contribuido es a permitir una mejor 
comprensión de los contextos de riesgo en los que se opera y, sobre todo, 
han permitido visibilizar un problema que hasta hace poco no se veía, ni se 
consideraba como un problema en el sector privado.

Uno de los desafíos de la corrupción en las empresas es que las prácticas 
corruptas se tienden a normalizar e institucionalizarse. Al ocurrir este 
fenómeno, los propios participantes de las organizaciones pudieran estar 
cegados a las prácticas corruptas y, por tanto, incurrir en riesgos operativos y 
regulatorios serios como parte de las prácticas, usos y costumbres aceptables. 
Todos los diferentes tipos de estudios para medir la corrupción en el 
sector privado, a pesar de todas sus limitaciones, han permitido conocer y 
entender mejor estos riesgos y, además, han contribuido, al menos, a generar 
conocimiento como para tener la capacidad potencial de desarrollar estrategias 
de mitigación de riesgos cada vez más sofisticadas.

Está claro que la posibilidad de construir e impulsar planes y programas 
anticorrupción efectivos depende, en buena medida, del entendimiento que 
se tenga del fenómeno y en este punto en particular los estudios de medición 
de la corrupción han aportado valor. En este sentido, es posible considerar 
que los estudios de medición realizados por el sector privado han contribuido 
en cierta forma a reflexionar y contar con mejor información para conocer en 
qué situaciones ocurre la corrupción, cómo ocurren estos fenómenos dentro 
de una corporación y qué tipos de niveles de responsabilidad y funciones 
normalmente aparecen involucrados (Del Castillo y Vahos, 2024). 

¿Ajustar mecanismos anticorrupción o estrategia de relaciones 
públicas? Los usos de los estudios anticorrupción

En los últimos veinte años, se ha gestado lo que podemos denominar un 
“discurso anticorrupción”, que se puede definir como un conjunto de 
conceptos y razonamientos en torno a los riesgos de corrupción para las 
empresas y sobre cómo dichos riesgos pueden afectar la reputación y operación 
misma de las compañías (Arellano-Gault y Del Castillo, 2023). 



115

Mediciones de la corrupción desde el sector privado...

Este es un tema importante porque en torno al discurso anticorrupción 
se ha creado toda una industria anticorrupción en la que no solo se incide en 
las investigaciones de casos, mediante auditorías forenses, sino que también 
hay una influencia importante en cómo se construye el entendimiento social 
más amplio de la corrupción y que, además, desde luego sirve para publicitar 
las acciones que se desarrollan para identificar la corrupción y, en el mejor de 
los casos, combatirla.

Lo que es claro es que los estudios para tratar de medir la corrupción 
en el sector privado, como se ha discutido, ofrecen un amplio espectro de 
lecciones útiles que potencialmente pueden servir para impulsar programas 
anticorrupción en las empresas. Pero, ¿es así? Cuando se publica y se distribuye 
un estudio de medición de la corrupción en los medios de comunicación no 
solo puede existir el objetivo de incidir en los tomadores de decisiones dentro 
de las empresas, sino que también se busca tener efectos en la percepción y 
entendimiento de un público más amplio. 

Teóricamente es posible suponer dos situaciones potencialmente 
problemáticas: por un lado, que los datos o resultados de los estudios 
de medición no necesariamente se acompañan de explicaciones y 
contextualización adecuadas, lo que generaría lecturas inadecuadas o 
expectativas incorrectas sobre los resultados de diagnósticos y acciones. Por el 
otro, también podría suceder que los estudios de medición de la corrupción 
del sector privado pudieran incidir en la generación de “necesidades” que se 
alimenten artificialmente para que las empresas busquen asesorías o inviertan 
en proyectos que quizá no sean tan necesarios, o bien, que las empresas 
pudieran gestionar internamente. Con base en la disponibilidad de los datos, 
solo podemos suponer estas situaciones problemáticas. Sin embargo, lo que sí 
es posible afirmar es que cuando se publicita la realización acciones de combate 
a corrupción tanto en el sector público como en el privado, las campañas 
que se asocian con estas acciones suelen tener como uno de sus objetivos 
principales mejorar la imagen pública (Anatusi, Nnabuko y Asemah, 2014; 
Katzarova, 2015; Slager, 2017).

En el caso específico del sector privado, es necesario decir que los 
resultados de los estudios de la medición de la corrupción pueden tener, 
sin duda, un uso estratégico que implica fines comerciales, de mejora 
reputacional, de incidencia positiva en la opinión pública y de creación de 
nuevas oportunidades de mercado (Blomgren y Sundén, 2008; Gillies, 2010). 

Asimismo, aspectos como la confianza y la credibilidad han adquirido una gran 
relevancia en la lógica de la economía global, al grado que las grandes empresas, al 
menos públicamente, buscan resaltar sus valores reputacionales corporativos. Por 
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ello, promocionar y dar a conocer estudios anticorrupción (que pueden incluir o 
no acciones concretas y correspondientes de parte de las empresas) es una forma 
de impulsar tanto la imagen del sector, como la rentabilidad a mediano y largo 
plazos. En este sentido, habría, al menos cinco razones por las que el sector privado 
podría beneficiarse, tanto financiera como reputacionalmente, de la promoción 
activa de estudios de medición y combate a la corrupción:

a)	 Mejora de la reputación y el valor de la marca. Una de las razones 
más convincentes para dar publicidad a las iniciativas de transparencia 
es la mejora de la reputación que experimentan las empresas. En una 
época en la que tanto consumidores como inversionistas parecen estar 
más conscientes de la importancia de una ética corporativa, mostrar un 
compromiso activo en señalar la corrupción puede ayudar a mejorar la 
credibilidad de la marca. Para las empresas particulares, incluso puede 
ser un diferenciador de marca frente a sus competidores, tendiente a 
fortalecer la lealtad del consumidor y la preferencia de marca. 

La gestión de la reputación a través de la transparencia puede tener 
un impacto tangible en el valor de mercado, ya que, como lo muestra 
la encuesta sobre reputación corporativa de ipsos (2020), las empresas 
con una reputación positiva se recuperan más rápidamente de las crisis.

b)	 Atracción y retención talento. La publicidad de la transparencia 
corporativa puede favorecer una cultura de trabajo más atractiva, atraer 
personal que valora estas prácticas e, incluso, reducir los niveles de 
rotación en el personal. De acuerdo con el estudio de la compañía 
McKinsey (Higgins et al., 2020), sobre algunas razones para fortalecer 
la cultura de integridad en las empresas, esta no solo mejora la moral 
de los empleados, sino que también reduce las tasas de rotación. 

c)	 Confianza para inversionistas y acceso a capital. En las grandes 
empresas, los inversionistas examinan cada vez más las prácticas éticas 
de las posibles oportunidades de inversión. Las empresas que se perciben 
como transparentes y libres de corrupción tienen más probabilidades 
de atraer capital de fondos de inversión éticos y obtener condiciones de 
préstamo favorables de las instituciones financieras (Tharwat, 2024). 
Por ejemplo, la tendencia al alza de las inversiones medioambientales, 
sociales y de gobernanza (esg) pone de relieve la demanda de prácticas 
empresariales éticas. En este sentido, dar a conocer los esfuerzos 
anticorrupción tranquiliza a los inversores, en el sentido de que su 
capital se gestiona de forma responsable, lo que puede dar lugar a una 
mayor afluencia de inversiones.
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d)	 Reducción de riesgos de multas y escrutinio. Al hacer públicos sus 
esfuerzos anticorrupción, las empresas pueden estar mejor posicionadas 
para navegar por los entornos normativos. La transparencia proactiva 
puede llegar a reducir el escrutinio de los reguladores y mitigar el riesgo 
de fuertes multas y costes legales asociados a la corrupción. Además, 
ser transparente sobre las prácticas de cumplimiento puede ayudar a 
las empresas a evitar los daños financieros y de reputación que pueden 
derivarse de los escándalos de corrupción (Deloitte, 2024). Este 
enfoque preventivo de la gestión de riesgos puede traducirse en un 
importante ahorro de costes.

e)	 Fortalecimiento de la confianza y la lealtad de los consumidores. Hoy 
en día, muchos consumidores exigen transparencia y están dispuestos 
a recompensar a las empresas que se alinean con sus valores (Cambier 
y Poncier, 2020). Una empresa que muestra sus esfuerzos por luchar 
contra la corrupción y operar de forma ética genera confianza en el 
consumidor y fomenta la lealtad a largo plazo. La transparencia en los 
tratos comerciales también puede hacer que los consumidores se sientan 
más seguros en sus transacciones, aumentando la retención de clientes 
e impulsando las ventas. En un mercado cada vez más competitivo, la 
confianza del cliente es un motor de rentabilidad sostenida.

Así, la publicidad de los estudios de medición de corrupción y de las acciones 
para su eventual combate, es una estrategia orientada hacia la búsqueda de la 
rentabilidad empresarial, tanto por los beneficios corporativos que se enlistan 
en los cinco aspectos señalados, como por la mejora reputacional ante la 
opinión pública, los clientes y actores interesados. Por tanto, la respuesta a la 
pregunta inicial acerca de si el uso central de estos estudios es buscar mejorar 
y corregir prácticas desviadas, o bien, si se trata de estrategias reputacionales 
de relaciones públicas, es que se trata de atender ambos objetivos en aras de la 
rentabilidad y de obtener ventajas empresariales estratégicas. 

Consideraciones finales

El propósito de este capítulo ha sido exponer las contribuciones que se han 
hecho desde el sector privado para medir el fenómeno de la corrupción, 
plantear sus ventajas y límites metodológicos, y discutir los objetivos de sus 
alcances y usos. 

Como se puede observar, las aportaciones tanto técnicas como de 
resultados son muy variadas y resulta muy importante destacar que sin este 
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tipo de estudios posiblemente nuestro entendimiento seguiría siendo parcial 
y limitado, especialmente entre uno de los principales actores de todo acto de 
corrupción: el pagador de sobornos (Kroll, 2023). 

Por tanto, resulta importante comprender lo que se ha hecho y lo que 
se está discutiendo en esa otra esfera de conocimiento. Al hacerlo de esta 
manera, consideramos que las aportaciones del sector privado, con todas 
sus limitaciones señaladas, no son menores y, por el contrario, en muchos 
aspectos complementa los estudios de medición que se han hecho desde 
otros ámbitos, como la academia, las organizaciones gubernamentales e 
instituciones internacionales.

Asimismo, la divulgación de estudios sobre la corrupción y las acciones 
emprendidas para combatirla constituyen una estrategia empresarial que 
busca rentabilidad, no solo a través de beneficios corporativos inmediatos, sino 
también mediante la mejora de la reputación y de la imagen ante los públicos 
interesados. De este modo, es posible afirmar que los estudios de medición 
de la corrupción del sector privado tienen como propósito simultáneo tanto 
identificar las prácticas indebidas, como fortalecer la imagen corporativa.

Queda, no obstante, el deseo de que pronto surja un estudio que realice 
un catálogo completo de todos estudios de medición realizados por el sector 
privado, destacando sus puntos de conexión y contradicción, pues de esa 
manera también se podrá ayudar en el autoanálisis de lo que ya se sabe y de 
lo que falta por explorar.

Se cierran estas consideraciones finales con una reflexión sobre dos 
ideas sobre este capítulo: en primer lugar, insistir que el nivel de detalle de 
conocimiento que se ha adquirido del fenómeno de la corrupción en el sector 
privado es muy importante y que, posiblemente, muy poco de todo este 
conocimiento haya sido debidamente utilizado para el diseño de políticas 
públicas anticorrupción más eficaces o con mayor foco de atención en 
aspectos concretos. 

En segundo lugar, que, a pesar de tratarse de estudios con varias limitaciones 
metodológicas, resultan evidentes las contribuciones que han hecho en 
la construcción de un discurso anticorrupción socialmente legitimado 
y, por tanto, también en mayor atención pública al fenómeno (a pesar de 
la impunidad y falta de sanciones efectivas). Quizá en ese sentido resulta 
alentador saber que un fenómeno del que hace veinte o veinticinco años se 
sabía tan poco hoy es campo de múltiples exploraciones interdisciplinarias, lo 
que eventualmente podría conducir a fortalecer acciones, desde lo público y 
lo privado, realmente efectivas y eficaces para reducir la corrupción.
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Introducción 

Abordar el tema de la corrupción, en cualquiera de sus dimensiones o 
manifestaciones, representa un enorme desafío. Casar (2020) ubica esta 
dificultad en aspectos inherentes a la propia naturaleza del fenómeno, como 
la opacidad y la discrecionalidad, que no solo complican la construcción de 
definiciones, sino también el combate de la corrupción desde el interior de 
las instituciones y el diseño de políticas públicas o programas para inhibir y 
erradicar prácticas corruptas, al no contar con datos fiables y diagnósticos 
certeros que sirvan como fundamento para tomar decisiones. Aunado a lo 
anterior, no debe olvidarse que la complejidad en el abordaje y análisis de este 
fenómeno radica también en que se trata de un delito en el que las propias 
instituciones y sus representantes, juegan un rol central (Lederman, Loayza 
y Soares, 2006), por lo que pueden ser pocos los incentivos para implicarse 
realmente en su exploración y prevención.

La corrupción en México es un problema endémico y con un gran arraigo 
histórico (Morris y Klesner 2010). Según datos del Índice de Percepción de 
Corrupción del año 2024, elaborado por Transparencia Internacional, nuestro 
país obtuvo una puntuación de 26 (en una escala del 0 al 100, en la que 0 
significa altamente corrupto y 100 libre de corrupción) ocupando el lugar 
140 de 180 países que fueron evaluados en torno a este fenómeno. Asimismo, 
en términos de control de corrupción, el Banco Mundial en sus indicadores 
de gobernanza mundial, coloca a México en el rango percentil 17.45 en 
comparación con todos los países a nivel mundial, lo que muestra la ineficacia 
de las medidas que se han implementado hasta ahora para combatirla. 

Por otro lado, se ha reconocido ampliamente que la corrupción se encuentra 
vinculada, y que incluso, es el núcleo de muchos otros problemas sociales y 
económicos. Así, existe evidencia de que la corrupción obstaculiza la seguridad 
de los ciudadanos (Sabet, 2012), que es la causa y consecuencia de otros delitos 
(Brooks, 2016), que impide el acceso a la justicia (Pedersen y Johannsen, 
2023), que afecta la legitimidad de las instituciones (Seligson, 2006), que 
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disminuye la confianza interpersonal e institucional (Morris y Klesner, 2010; 
Richey, 2010), que genera exclusión social (Warren, 2004) y aumenta la 
desigualdad (Flores, Neme y Ríos, 2023) y que, en general, obstaculiza 
el desarrollo económico (Lederman, Loayza y Soares, 2006). En suma, la 
corrupción extendida en un país es un claro reflejo de la existencia de un 
déficit democrático (Warren, 2004).

A pesar de que todos los problemas antes mencionados se observan de 
manera general en México, lo cierto es que, como ya se venía mencionando, 
no se han desarrollado estrategias eficientes para avanzar en términos de 
prevención y combate a la corrupción. Una de las principales medidas 
adoptadas por el gobierno mexicano, el Sistema Nacional Anticorrupción, 
se ha centrado en modificaciones normativas, estructurales e institucionales, 
pero existen aún obstáculos en su implementación y consolidación (Gutiérrez, 
2024) que no permiten tener un panorama optimista en torno a la reducción 
de la corrupción –y de todas sus consecuencias– en nuestro país.

Uno de los primeros pasos para diseñar estrategias de prevención efectivas 
ante cualquier delito, es el tener información fidedigna que permita comprender 
el problema que se quiere atender y prevenir. Precisamente, desde este aspecto 
seminal, en México no existen datos suficientes para elaborar diagnósticos 
serios y profundos sobre las dinámicas en las que este fenómeno se desarrolla, y 
menos aún se cuenta con información que permita analizar científicamente la 
corrupción real, y no solo la percibida por los ciudadanos, para comprender sus 
causas y consecuencias. De igual forma, el no contar con información oportuna 
sobre un delito, como es la corrupción, impide desarrollar una adecuada 
evaluación de las estrategias y las medidas que se implementan para combatirlo.

Partiendo de todo lo expuesto, con el presente trabajo se pretende hacer 
un análisis crítico sobre la información disponible para conocer el fenómeno 
de la corrupción en México, centrándonos en aquella que deriva de encuestas 
desarrolladas a nivel internacional y nacional, y que son de libre acceso a la 
ciudadanía. La intención es hacer una revisión de los instrumentos que abordan 
el fenómeno de la corrupción, ya sea de manera directa o indirecta, y que aportan 
datos que permiten caracterizarla en nuestro país, con el fin de reconocer las 
virtudes de la información que ya existe y difundir su existencia en el ámbito 
académico para promover y potenciar el desarrollo de trabajos de investigación 
que las utilicen, así como sugerir vías de mejora de dicha información, desde el 
punto de vista del análisis científico y de la política pública basada en evidencia.

Cabe aclarar que los criterios de selección de los instrumentos analizados 
fueron: que aportara datos de México con representatividad nacional, que 
hubiera acceso libre a la base de datos y al cuestionario empleado para obtener 
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la información, que abordara la corrupción experimentada y/o la corrupción 
percibida, y que su última aplicación no fuera hace más de diez años desde 
la elaboración de este trabajo. En cada instrumento revisado se proporcionan 
la temporalidad de la información disponible, las variables relacionadas con 
la corrupción que derivan de cada uno de ellos, el lugar en el que se puede 
acceder a la información, así como un balance de las ventajas y carencias de 
cada instrumento. El cuestionario analizado en todos los casos fue el del último 
año aplicado.

Antes de comenzar la revisión de las encuestas es prudente mencionar que 
se incluyó un apartado de información complementaria en el que se hace una 
revisión general de algunos censos gubernamentales en los que se aborda el 
tema de la corrupción. 

Aunque en la literatura metodológica se suelen contrastar y presentar las 
encuestas y los censos como métodos distintos de recolección de información, 
la realidad es que tienen más puntos en común que diferencias. En ambos casos 
se utiliza un cuestionario para recolectar información, en los dos se requiere 
editar y procesar los datos recolectados, y en ambos también hay susceptibilidad 
al error (Lavrakas, 2008). La diferencia principal radica en que mientras el 
censo busca recolectar información de toda la población, la encuesta lo hace en 
relación con una muestra de la población que, por lo general, es representativa 
de ella, esto es, tiene el mismo perfil que la población general, lo cual permite 
hacer inferencias. Por ello, consideramos importante mencionar algunas de las 
ventajas que se pueden encontrar en este tipo de fuentes.

Las encuestas que miden la corrupción en México

Los instrumentos que se revisan a continuación se han clasificado en dos 
grupos, los que provienen de encuestas internacionales, que tienen la gran 
ventaja de posibilitar la comparación internacional, y los que son desarrollados 
al interior del país, que permiten realizar análisis en mayor profundidad y 
comparabilidad entre estados y/o regiones. En este último caso, se incluyen 
los que provienen de ejercicios realizados por organismos de la sociedad civil 
y los que son desarrollados por el propio gobierno mexicano. 

Encuestas internacionales

Como puede observarse en la información resumida en la tabla 1, se 
identificaron tres encuestas aplicadas por organismos internacionales 
que cuentan con datos disponibles en torno a la corrupción en México. 
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Es importante revisar estos instrumentos porque este tipo de ejercicios 
aportan información que permite la realización de análisis comparado, que 
es sumamente útil y valioso en la ciencia social porque ayuda a identificar 
patrones que son generales entre culturas (Neuman, 2007) y a generalizar 
hipótesis que derivan de teorías sociales que se mantienen incluso entre 
sociedades (Grijalva, 2023). A continuación, se describen las principales 
características de estas encuestas.

Tabla 1. Encuestas a nivel internacional que abordan el tema de la corrupción en México

Nombre de la 
encuesta

Periodici-
dad

Años de 
información

Población 
objetivo

Enlace

Latino-
barómetro

Anual* 1995-2023 Personas de 
18 años y más 

https://latinobarometro.
org/lat.jsp

Barómetro de 
las Américas

Bienal** 2004-2023 Personas de 
18 años y más

https://www.vanderbilt.
edu/lapop/about-ameri-
casbarometer.php

Encuesta 
Mundial de 
Valores

Quinquenal 1981-2018 Personas de 
18 años y más

https://www.worldvalues-
survey.org/wvs.jsp

*El instrumento no se aplicó en los años 1999, 2012, 2014, 2019, 2021 y 2022.
**En 2020 no se aplicó la encuesta, por lo que pasaron tres años para su aplicación.

Fuente: Elaboración propia.

1) Latinobarómetro

Este instrumento, dirigido por la Corporación Latinobarómetro, se aplica desde 
el año 1995 y existen veintitrés rondas desde su primera aplicación, lo que 
permite el análisis de tendencias y longitudinal. En general, la implementación 
de esta encuesta ha sido anual, aunque en algunas ocasiones ha sido cada dos 
años y entre el penúltimo y último pase, en 2023, pasaron tres años. El objetivo 
del instrumento es aportar información sobre la opinión de los ciudadanos 
de América Latina en torno al desarrollo de la democracia, la economía y la 
sociedad en su conjunto, usando indicadores de opinión pública que miden 
actitudes, valores y comportamientos alrededor de estos temas.

En relación con la corrupción, en el instrumento se indaga sobre la 
percepción ciudadana. En concreto, en la encuesta se pregunta sobre cuál se 
considera que es el problema más importante en el país, incluyéndose como 
una opción de respuesta la corrupción. Asimismo, se pregunta si se considera 
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que en los últimos cinco años el problema ha aumentado, permanecido igual 
o disminuido. Además, en el último pase de 2023, se incluyó una pregunta 
sobre la percepción de si ha progresado la reducción de corrupción en las 
instituciones en los últimos dos años.

2) Barómetro de las Américas

Esta encuesta, alojada en la Universidad de Vanderbilt, se aplica cada dos 
años desde 2004. La última ronda de 2023 corresponde al décimo pase 
del instrumento. El objetivo principal del instrumento es medir los valores 
democráticos y los comportamientos ciudadanos de América (norte, centro 
y sur) en relación con cuestiones como la economía, el Estado de derecho, la 
confianza en las instituciones y la seguridad ciudadana.

En este caso, al igual que ocurre con el Latinobarómetro, se pregunta sobre 
el problema más grave que se percibe que existe en el país, incluyendo dentro 
de las opciones de respuesta a la corrupción, pero también se indaga qué 
tan tolerable sería, para los encuestados, un golpe de Estado para combatir 
la corrupción. Asimismo, en el cuestionario se incluye una pregunta que 
indaga sobre qué tan involucrados se considera que los políticos están en 
la corrupción. De igual forma, en el instrumento se pregunta qué tanto se 
considera que el resultado de una investigación policial está afectado por la 
corrupción y sobre cuál es la razón más importante de quienes han pensado 
en emigrar, y dentro de las opciones de respuesta también se encuentra la 
corrupción.

3) Encuesta Mundial de Valores

El instrumento se aplica aproximadamente cada cinco años desde 1981, 
aunque la periodicidad es variable, ya que el año de aplicación entre los 
países varía. Hasta ahora existen siete rondas de aplicación. El objetivo de la 
encuesta es estudiar y explorar, desde sus distintas dimensiones, los valores, 
creencias y actitudes que conforman las sociedades en el mundo, así como 
estimar su impacto en el desarrollo social, económico y político en los países 
en los que se aplica.

En este estudio, la mayoría de preguntas se refiere a la corrupción 
percibida, al igual que en otros instrumentos. Sin embargo, es interesante que 
algunas preguntas se centran en valorar la evaluación que hacen los mexicanos 
sobre las prácticas corruptas. También se pide señalar, de diferentes grupos de 
personas, qué tanto se cree que están involucrados en corrupción, siendo las 
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opciones no únicamente funcionarios, sino también profesionales, medios 
de comunicación y empresarios. De igual forma, se solicita que se dé una 
estimación de qué tan frecuentemente las personas tienen que pagar un 
soborno para obtener servicios que les son necesarios. Y algo que también 
es novedoso es que se indaga sobre si se considera que las mujeres son 
menos corruptas y qué tanto se cree que existe un riesgo de ser castigado 
por dar o recibir un castigo y qué tan justificado es aceptar un soborno en el 
cumplimiento de los deberes.

Encuestas nacionales

Como ya se ha establecido, en México no existen muchas instituciones y 
organizaciones que, por sí mismas, generen e implementen instrumentos 
para medir la corrupción; no obstante, el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía (inegi) emprende un esfuerzo importante para cubrir este vacío. 
Si bien el inegi no implementa un instrumento aplicado de forma regular y 
estructurado completamente en torno al abordaje de la corrupción, se han 
incorporado en algunos instrumentos distintas preguntas y temas que hacen 
alusión a la forma en cómo se materializa esta, ya sea como experiencia 
ciudadana, como problema público y, desde las instituciones del Estado, 
como un tema a combatir y erradicar. 

De tal manera, año con año y a partir de diferentes procesos de recopilación 
de información, el inegi se encarga de medir la corrupción a través de 
las experiencias, percepciones y situaciones asociadas con actos corruptos, 
desde la perspectiva tanto de los ciudadanos como de los operadores de 
distintas instancias gubernamentales. De ahí que sea de suma relevancia 
conocer y entender las ventajas y limitaciones que, en términos analíticos y 
empíricos, traen consigo las diferentes formas de medir el fenómeno de la 
corrupción.

Asimismo, únicamente se encontró una encuesta de una organización 
civil, Mexicanos Contra la Corrupción y la Impunidad, que proporciona 
datos a nivel nacional sobre este fenómeno. En este caso, el instrumento sí se 
encuentra diseñado para abordar este fenómeno explícita y específicamente, 
pero es el único ejercicio a nivel nacional del que tenemos conocimiento, 
que aporta datos relevantes para abordar la corrupción.

En total se encontraron doce encuestas que de alguna manera abordan 
el tema de corrupción bajo los criterios señalados en la introducción. En la 
tabla 2 se resume la información sobre todos los instrumentos seleccionados, 
pero la información sobre cada uno se desglosa a continuación.
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Tabla 2. Encuestas a nivel nacional que abordan el tema de la corrupción en México

Nombre 
de la 
encuesta

Periodicidad Años de 
información

Población objetivo Enlace

encig Bienal 2011-2023 Personas de 
18 años y más, 
residentes en 
viviendas ubicadas 
en ciudades de 
100,000 y más 
habitantes

https://www.inegi.
org.mx/programas/
encig/2023/

ensu Trimestral Diciembre 
2014-septiembre 
de 2024*

Personas de 
18 años y más, 
residentes en 
viviendas ubicadas 
en ciudades de 
100,000 y más 
habitantes

https://www.inegi.
org.mx/programas/
ensu/

enve Bienal 2012-2024 Unidades 
económicas 
con actividad 
económica en 
México (excepto 
agricultura, sector 
público y gobierno)

https://www.inegi.
org.mx/programas/
enve/2024/

envipe Anual 2011-2024 Personas de 
18 años y más, 
residentes 
en viviendas 
particulares

https://www.inegi.
org.mx/programas/
envipe/2024/

ecopred Aplicación 
única

2014 Jefe de hogar y 
población de 12 a 
29 años residente 
en 47 ciudades

https://www.inegi.
org.mx/programas/
ecopred/2014/

enaid Dos 
aplicaciones

2016 y 2019 Personas de 
18 años y más, 
residentes en 
viviendas ubicadas 
en ciudades de 
100,000 y más 
habitantes

https://www.inegi.
org.mx/programas/
enaid/2019/
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enasjup Dos 
aplicaciones

2017 y 2022 Adolescentes de 
entre 12 y 17 años 
con proceso en el 
Sistema Integral de 
Justicia Penal para 
Adolescentes

https://www.inegi.
org.mx/programas/
enasjup/2022/

encrige Dos 
aplicaciones

2016 y 2020 Empresas del país 
con instalaciones 
fijas que realizan 
actividades de 
industria, comercio 
y/o servicios

https://www.inegi.
org.mx/programas/
encrige/2020/

encuci Aplicación 
única

2020 Personas de 
15 años y más, 
residentes 
en viviendas 
particulares

https://www.inegi.
org.mx/programas/
encuci/2020/

enecap Aplicación 
única

2017 Agentes policiales 
de las instituciones 
de seguridad 
pública del país 

https://www.inegi.
org.mx/programas/
enecap/2017/

enpol Dos 
aplicaciones

2016 y 2021 Personas de 
18 años y más, 
procesadas o 
sentenciadas por 
algún delito

https://www.inegi.
org.mx/programas/
enpol/2021/

Encuesta 
mcci

Anual 2019-2024 Personas de 18 
años y más

https://
contralacorrupcion.
mx/encuesta-
nacional-mcci-
corrupcion-e-
impunidad/**

*En el año 2020 no se aplicó la encuesta correspondiente al segundo trimestre.
**En este caso la base de datos es pública, pero el cuestionario y el descriptor de datos 
debe ser solicitado a la organización.

Fuente: Elaboración propia. 

1) Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental (encig)

Se trata de una encuesta regular, aplicada cada dos años desde 2011, lo que 
implica que se cuentan con datos de siete pases del instrumento, siendo el último 
el del año 2023. Su objetivo es proporcionar información sobre las experiencias 
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y percepciones de la población de 18 años y más sobre los servicios prestados en 
diferentes ámbitos de gobierno, así como la prevalencia de víctimas de actos de 
corrupción al realizar trámites o tener contacto con diversos tipos de autoridad. 
La cobertura geográfica comprende las ciudades de 100,000 habitantes o más 
en el país, siendo la unidad de muestreo la vivienda.

En relación con la corrupción, el cuestionario indaga sobre la percepción 
ciudadana de este fenómeno como problema nacional, sobre la percepción 
de frecuencia en distintas instituciones y sectores gubernamentales, sobre su 
experiencia (directa o vicaria) al realizar trámites de un listado predeterminado, 
que incluye los servicios y contactos más frecuentes por los ciudadanos, 
así como el monto que estima gastó en actos de corrupción, y si decidió 
denunciar y el motivo de hacerlo o no hacerlo.

La información proporcionada permite realizar análisis de tendencia global 
o específica por autoridad, así como realizar comparaciones entre entidades, 
ciudades y diversos trámites, con el fin de evaluar si existen cambios en las 
dinámicas generales de corrupción reportadas por los ciudadanos. Además, 
los datos permiten establecer la incidencia y prevalencia de la corrupción en 
áreas urbanas de más de 100,000 habitantes por entidad federativa de actos 
de corrupción en los diversos trámites realizados por los ciudadanos.

2) Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana (ensu)

Se aplica de manera trimestral desde diciembre de 2014. El objetivo es obtener 
información sobre la percepción de la población de 18 años y más sobre la 
seguridad pública en su ciudad (desde 2013 se cuenta con información de 
90 áreas urbanas, incluyendo al menos una por entidad federativa y las 16 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México), así como su evaluación 
del desempeño de las autoridades encargadas de la seguridad pública. También 
aporta información sobre el atestiguamiento de conductas antisociales y 
delictivas, y la percepción de inseguridad en la ciudad de residencia.

Las preguntas sobre corrupción solo se aplican en los trimestres segundo y 
cuarto (junio y diciembre), en los que se indaga sobre experiencias directas de 
corrupción en los últimos seis meses, al tener contacto con servidores públicos 
en general y autoridades encargadas de la seguridad pública. Esta información 
permite realizar estimaciones generales de incidencia y prevalencia de actos de 
corrupción propiciados por la autoridad, pero no permite conocer sobre qué 
autoridad específica se refiere el encuestado porque la pregunta es general. 
Asimismo, las opciones de respuesta son dicotómicas, por lo que no permite 
establecer la frecuencia de estas prácticas.



132

Áurea E. Grijalva Eternod ◆ Arturo Camacho Balderas

3) Encuesta Nacional de Victimización de Empresas (enve)

Este instrumento se aplica de manera bienal desde el año 2012, siendo el 
último año con información disponible el 2024, por lo que se cuentan con 
datos de siete años. Su objetivo principal es conocer la incidencia y prevalencia 
delictiva sufrida por las empresas, definidas como las unidades que realizan 
alguna actividad económica en todo país (excepto agricultura, sector público y 
gobierno), así como aportar información sobre el impacto económico y social 
de los delitos sufridos, y la evaluación del desempeño y las experiencias con 
las instituciones a cargo de la seguridad y la justicia. La cobertura geográfica 
es a nivel nacional y por las 32 entidades federativas.

En esta encuesta, la corrupción es abordada dentro de la percepción de 
los principales problemas que afectan el establecimiento, pero principalmente 
se pregunta sobre las experiencias de corrupción en la realización de distintos 
trámites relacionados con la actividad de la empresa. En consecuencia, con 
esta información se podrían analizar tendencias, realizar comparaciones de la 
corrupción sufrida por sector y zona geográfica, así como estimar la incidencia 
y prevalencia de este delito en función de las empresas en el país.

4) Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad  
    Pública (envipe)

Se trata de una encuesta regular que se aplica anualmente desde el año 
2011, por lo que se tienen 14 años de información. Su objetivo es obtener 
información de las personas de 18 años y más sobre la prevalencia delictiva, la 
incidencia delictiva y la cifra negra, así como la percepción ciudadana sobre 
su seguridad y el desempeño de las instituciones encargadas de la seguridad 
y la justicia penal. Asimismo, se recaba información sobre las características 
del delito, el contexto de la victimización y el impacto económico y social del 
delito. Su cobertura geográfica es nacional (en el ámbito rural y urbano), las 
entidades federativas y 34 áreas urbanas de interés.

El cuestionario contiene preguntas sobre la percepción de corrupción en 
las distintas autoridades de seguridad y justicia: Policía Municipal, Policía 
Estatal, Guardia Nacional, Policía Ministerial, Ministerio Público y fiscalías 
estatales, Fiscalía General de la República, Ejército, Marina y jueces. En este 
caso, las opciones de respuesta son dicotómicas, lo que implica que no hay 
mucha opción de variabilidad entre los respondientes.
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5) Encuesta de Cohesión Social para la Prevención de la Violencia
    y la Delincuencia (ecopred)

Este instrumento, clasificado como encuesta especial, se aplicó únicamente 
en el año 2014. Su objetivo era medir los factores de riesgo y exposición a 
situaciones de violencia y delincuencia de los jóvenes de entre 12 y 29 años, 
residentes en zonas urbanas. La encuesta fue diseñada para dar resultados en 
47 ciudades de interés.

En este caso únicamente se contaba con una pregunta relacionada con 
la razón de desconfianza en la policía de la colonia, siendo una opción de 
respuesta la corrupción. En consecuencia, lo único que esta encuesta permite 
indagar sobre este tema es relacionado con la percepción general que tienen 
los jóvenes sobre esta institución.

6) Encuesta Nacional de Acceso a la Información Pública y Protección    
    de Datos Personales (enaid)

Hasta ahora esta encuesta especial ha sido aplicada solo en los años 2016 y 
2019. Busca conocer las experiencias, actitudes y percepciones que afectan el 
derecho de acceso a la información y protección de datos personales, así como 
el conocimiento ciudadano sobre la legislación y las instituciones encargadas 
de garantizar este derecho. La población objetivo son personas de 18 años y 
más que son residentes en zonas urbanas de al menos 100,000 habitantes.

En torno a la corrupción, este instrumento tiene una pregunta sobre el 
conocimiento que tiene el ciudadano para reportar o denunciar hechos de 
corrupción cometidos por un servidor público, y si ha intentado obtener 
información al respecto y qué tan satisfecho se encuentra con la información 
obtenida. Por ello, aunque la información que deriva de esta encuesta es 
limitada, permite establecer el nivel de conocimiento y, en cierta forma, el grado 
de empoderamiento que tiene la ciudadanía en torno a la corrupción pública.

7) Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal 
    (enasjup)

Esta encuesta se ha aplicado en dos ocasiones, en 2017 y 2022, y al ser especial, 
su periodicidad es indeterminada. El objetivo de este instrumento es generar 
información con representatividad nacional y estatal sobre los adolescentes 
que se encuentran con un proceso dentro del Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes. La información permite generar estimaciones 
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relacionadas con sus características socioeconómicas, el delito cometido y las 
consecuencias derivadas del proceso al que se encuentran sujetos.

En este caso, las preguntas sobre corrupción se refieren a la experiencia 
directa de los jóvenes en su interacción con cuatro autoridades: policía, 
Ministerio Público, juzgados y centros de internamiento. En todos los casos se 
pregunta si se le pidió al adolescente o a sus familiares algo a cambio de liberarlo, 
así como la cantidad que se pidió. En el caso del centro de internamiento, las 
preguntas se enfocan a la solicitud de dádivas o favores a cambio de acceso a 
servicios o permisos, como por ejemplo la visita de familiares.

8) Encuesta Nacional de Calidad Regulatoria e Impacto
    Gubernamental en Empresas (encrige)

Se trata de una encuesta especial que solo se ha aplicado en dos ocasiones a 
nivel nacional, en los años 2016 y 2020. Su objetivo es recopilar información 
proveniente de las empresas nacionales de los sectores industrial, comercio y 
servicios en relación con los marcos regulatorios que los rigen y su percepción 
sobre la calidad de los servicios públicos y la satisfacción como usuarios de 
los mismos.

Con respecto a la corrupción, este instrumento indaga sobre los principales 
problemas que representan un obstáculo para el crecimiento de la empresa, 
encontrándose como una opción de respuesta la corrupción. También se pregunta 
sobre la percepción de la corrupción y las causas que orillan a las empresas a 
participar en ella. Además, se incluyen algunas preguntas sobre las experiencias de 
corrupción de manera vicaria o directa y, en el caso de esta última, se indaga sobre 
el monto solicitado y si hubo alguna denuncia al respecto. Con este instrumento 
se obtiene una visión del abordaje de este fenómeno desde la perspectiva de las 
unidades económicas y los obstáculos para la competitividad.

9) Encuesta Nacional de Cultura Cívica (encuci)

Se trata de otra encuesta especial que solo ha sido aplicada en el año 
2020. Su objetivo es conocer las prácticas y valores de los ciudadanos y su 
involucramiento en los asuntos públicos; en otras palabras, conocer el grado 
de ejercicio de su ciudadanía. La encuesta se administró a población de 15 
años y más que reside en viviendas particulares y cuenta con representatividad 
nacional. 

En este instrumento se indaga tanto por percepción como por experiencias 
de corrupción. En concreto, se pregunta sobre la percepción de los principales 
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problemas del país (incluyendo como posibilidad de respuesta la corrupción), 
así como por la opinión sobre los niveles de la corrupción. De igual forma, se 
indaga sobre el contacto y las experiencias de corrupción con diversas figuras 
de autoridad. En este caso, un aspecto interesante es que se tiene la visión de 
la población de menos de 18 años, pero desafortunadamente su aplicación 
hasta ahora ha sido solo en el año 2020.

10) Encuesta Nacional de Estándares y Capacitación Profesional
      Policial (enecap)

Es un instrumento que se aplica a los agentes policiales de las instituciones de 
seguridad pública del país (Policía Ministerial federal y estatal, Policía Federal, 
Policía Preventiva estatal y municipal) a nivel nacional, con el fin de generar 
información estadística útil para el desarrollo de estándares profesionales 
policiales, y conocer los hábitos y actividades cotidianas en el desempeño de 
su profesión.

Sobre la corrupción, esta encuesta indaga si existió algún acto de esta 
naturaleza durante el proceso de ingreso, promoción o ascenso, y si fue así, el 
monto correspondiente a dicho suceso. Asimismo, se pregunta si se conoce el 
proceso para denunciar sobre faltas o abusos de sus compañeros o superiores, 
así como la percepción sobre la utilidad y funcionamiento de los mecanismos 
de denuncia interna. Finalmente, se indaga si en el último año, durante 
el desempeño de sus funciones, algún ciudadano promovió algún acto de 
corrupción y las características de esta situación.

En específico, la importancia del instrumento recae en que aborda la 
corrupción en las distintas etapas de la carrera policial: proceso de ingreso, 
mecanismos para la promoción y ascenso, así como en el ejercicio de la 
función. Estas tres fases se integran en diferentes secciones del instrumento, 
siguiendo la misma estructura. Las preguntas, principalmente, indagan si 
algún funcionario, compañero o superior intentó, insinuó o pidió algo a 
cambio de un beneficio, si existen y si son efectivas las instancias internas para 
denunciar actos de corrupción en la corporación, la cantidad de dinero que 
se apropió la autoridad y, de manera poco común, si algún ciudadano le ha 
ofrecido un intercambio para que dejara de hacer su trabajo. En este caso, el 
instrumento aporta información relevante desde la óptica de los funcionarios 
que tienen el mayor contacto con la ciudadanía, la policía, quienes a su vez 
pertenecen a la institución que históricamente se asocia más con la corrupción 
en la visión de los mexicanos.
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11) Encuesta Nacional de Población Privada de su Libertad (enpol)

Hasta ahora esta encuesta especial lleva dos pases, en 2016 y 2021. Su objetivo 
es conocer las características demográficas y socioeconómicas de la población 
de 18 años y más que se encuentra en un proceso penal o con sentencia 
dictada por delitos de fuero común o federal, ya sea en centros penitenciarios 
estatales o federales, así como identificar las características de los delitos por 
los que se encuentran bajo un proceso.

En este caso, las preguntas son fundamentalmente sobre corrupción 
experimentada. En específico, se cuestiona sobre las experiencias tenidas 
en las distintas etapas del proceso penal, con la policía, con el Ministerio 
Público, con la autoridad judicial y durante el internamiento. En todos los 
casos se pregunta por experiencias directas o vividas por familiares, así como 
por el monto que derivó del acto de corrupción, en caso de haber existido. 
Asimismo, se pregunta sobre si se denunció la corrupción y el motivo, en caso 
de no haber denunciado.

12) Encuesta Nacional sobre Corrupción e Impunidad de Mexicanos
      Contra la Corrupción y la Impunidad (Encuesta mcci)

En este instrumento la intención es conocer y medir las opiniones y 
experiencias de los ciudadanos sobre los fenómenos de la corrupción y la 
impunidad, especialmente desde la perspectiva de su vida cotidiana, con 
el fin de aportar información pública sobre la forma en que la ciudadanía 
enfrenta estos problemas y poder evaluar los resultados de políticas públicas 
que buscan combatir este problema.

Las preguntas sobre corrupción indagan sobre la percepción y la 
experiencia. En el caso de la percepción, se cuestiona sobre si la corrupción 
aumentará o disminuirá, sobre la causa de la misma y sobre la frecuencia de 
la corrupción en distintas autoridades, así como el nivel de impunidad de 
este delito. Sobre la experiencia de corrupción, se pregunta si en los últimos 
12 meses le solicitaron alguna dádiva al realizar algún trámite o recibir algún 
servicio público y gratuito. En caso de ser afirmativo, se pregunta el monto 
correspondiente, así como si se realizó alguna denuncia al respecto y en caso 
afirmativo, el resultado de la misma. También se pregunta sobre la percepción 
de las medidas del gobierno federal contra la corrupción y el nivel de tolerancia 
hacia este tipo de prácticas.
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Información complementaria: 
censos en el abordaje de la corrupción

La mayor parte de la información que sirve como insumo para explicar el 
fenómeno de la corrupción en México, como se ha venido desarrollando, está 
contenida en las encuestas implementadas por el inegi y por Organizaciones 
No Gubernamentales. No obstante, existen censos, diseñados e implementados 
por el inegi, que proveen información valiosa sobre cómo los gobiernos e 
instituciones del Estado coexisten, desde diferentes ámbitos, con la corrupción. 
Los censos que incluyen o integran temas asociados, directa o indirectamente, con 
la corrupción son los siguientes: el Censo Nacional del Gobierno Federal (2023) 
y de los gobiernos estatales (2024)1; el Censo Nacional de Seguridad Pública, 
en sus ámbitos federal y estatal (2024); el Censo Nacional de Procuración de 
Justicia, federal y estatal (2024); el Censo Nacional de Impartición de Justicia, 
federal y estatal (2023); el Censo Nacional del Sistema Penitenciario, federal 
y estatal (2024); el Censo Nacional de Derechos Humanos, federal y estatal 
(2023); el Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales, en sus niveles federal y estatal (2023); así como 
el Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Demarcaciones Territoriales de 
la Ciudad de México (2023).

Pese a que los censos, por la naturaleza de su diseño, solo buscan 
contabilizar, estos permiten conocer una perspectiva poco explorada de lo que 
pasa y se hace desde el ámbito interno de las instituciones sobre la corrupción. 
La principal ventaja de los censos, entonces, es que la información generada 
no busca dar cuenta de la percepción que se tiene sobre la corrupción, sino 
que, por el contrario, se concentra en las acciones, mecanismos y acciones 
implementadas por los agentes estatales para atender, procesar, combatir 
y erradicar actos de corrupción al interior de los gobiernos e instituciones 
creadas para cumplir con tareas exclusivas del Estado. Incluso, las personas 
encargadas de responder y/o avalar la información de los censos son 
funcionarios públicos de un nivel jerárquico alto (segundo o tercer nivel), lo 
que abona a la objetividad y validez de los datos generados.

Los censos antes mencionados recolectan información sobre una amplia 
variedad de temas, que puede variar de acuerdo con la institución o nivel 

1	 Desde el año 2011 y hasta el año 2020, se aplicaba el Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistemas Penitenciarios Estatales. A partir de este año y hasta la fecha, este ejercicio 
estadístico se dividió en tres censos, generándose información de manera independiente, es 
decir, se crearon el Censo Nacional de Gobiernos Estatales, el Censo Nacional de Seguridad 
Pública Estatal y el Censo del Sistema Penitenciario Estatal.
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de gobierno al cual se aplique el cuestionario. Pese a estas variaciones, 
los censos siguen una estructura general, en donde la mayor parte de las 
preguntas o formulaciones que indagan sobre corrupción se concentran en la 
sección “Control Interno y Anticorrupción” dentro del Módulo “Estructura 
Organizacional y Recursos”. Así, las primeras preguntas que generalmente 
se formulan indagan sobre las instituciones que participan en el ejercicio de 
la función de control interno y las capacidades de estas para llevar a cabo 
su labor, incluyendo la Secretaría Ejecutiva del Sistema Federal o Estatal 
Anticorrupción. Por ejemplo, se pregunta sobre el número de funcionarios 
que trabajan en los órganos de control, así como por los mecanismos con los 
que cuentan las instituciones para la protección de servidores públicos que 
denuncien actos de corrupción. Los censos profundizan sobre las denuncias 
internas de corrupción al preguntar sobre la cantidad de querellas, medios 
empleados para hacerlas y su estatus procesal.

La segunda tanda de cuestionamientos generales está dirigida a conocer 
si los gobiernos, instituciones y organismos autónomos han implementado 
acciones o programas alineados con los objetivos de las políticas nacionales 
anticorrupción. En este renglón, se pregunta si estas instituciones han 
impulsado acciones formativas referentes a la prevención, sanción, disuasión 
y combate a la corrupción. Los censos, a su vez, indagan sobre el número de 
cursos impartidos, de acuerdo con la forma de presentación y la cantidad 
de funcionarios, por género, que recibieron dichas capacitaciones. Entre las 
opciones de acciones formativas, sobresalen las referentes a la implementación 
del sistema anticorrupción, mecanismos de combate a la corrupción y 
programas formativos, en donde se den a conocer las consecuencias de 
infringir leyes o normas anticorrupción.

Si bien lo descrito forma parte de la estructura general de los censos, es 
pertinente puntualizar algunos aspectos de los instrumentos dirigidos a las 
instituciones de seguridad pública, las fiscalías (Censo de Procuración de 
Justicia), poder judicial (Censo de Impartición de Justicia) y cárceles (Censo 
de Sistemas Penitenciarios). En estos casos, se realizan formulaciones que 
buscan conocer si las instituciones registraron protestas motivadas por actos 
de corrupción o abuso de autoridad por parte del personal, indagando, 
además, sobre la existencia de mecanismos para prevenir e identificar actos de 
corrupción, como protocolos de actuación, sistemas de intervención temprana 
y medios de evaluación de ciudadana. Se cuestiona, de igual forma, por la 
cantidad de funcionarios que fueron sancionados por recibir sobornos, así 
como por el castigo o amonestación recibida por cometer estos actos. Incluso, 
el cuestionario pide información sobre la cantidad de servidores públicos que 
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fueron presentados ante el Ministerio Público por estas prácticas. Por su parte, 
en los censos de procuración de justicia estatal y federal, se hacen preguntas 
referentes a la implementación de espacios para la participación ciudadana 
en, por ejemplo, el combate a la corrupción, solicitando información sobre la 
temporalidad, nivel de incidencia y tipo de participantes en estos mecanismos 
de involucramiento ciudadano. De manera particular, en los censos del sistema 
penitenciario estatal y federal, se explora por actos específicos de corrupción, 
es decir, se investiga si los operadores de los centros de reclusión han sido 
sancionados por incurrir en cobros indebidos a los internos para, por ejemplo, 
acceder a bienes y servicios básicos, o por establecer áreas de privilegio.

Ahora bien, como parte de la información adicional que se genera sobre 
corrupción desde México, en los censos poblacionales y censos y encuestas 
de temáticas económicas también se integra el tema de la corrupción, pero 
de manera superficial, pues son mínimas las preguntas que se formulan y 
porque están presentes de manera aislada en dichos ejercicios. En el ámbito 
poblacional, únicamente, en la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 
se pregunta si la corrupción fue el factor que orilló al encuestado a cerrar su 
negocio. Siguiendo la misma línea, ya sean censos o encuestas económicas, 
la formulación se hace en los mismos términos, es decir, se indaga sobre las 
principales problemáticas a las que se enfrenta la empresa, incluyendo como 
posible respuesta la corrupción.

Aunque la información expuesta es relevante, esta debe ser tomada con 
cierta precaución. De entrada, los datos recolectados por los censos pueden 
estar influidos por las capacidades de las instituciones y gobiernos, así como 
por la profesionalización de las burocracias, para implementar mecanismos 
confiables de procesamiento, recolección y almacenamiento de información. 
Estos aspectos son determinantes, si consideramos las marcadas diferencias, 
entre otras cosas, en los recursos con los que cuentan gobiernos municipales 
y estatales. Lo anterior se replica en la variabilidad que existe en la asignación 
de recursos y responsabilidades atribuidas a las instituciones de seguridad 
pública y procuración e impartición de justicia. Finalmente, los censos 
ofrecen pocas alternativas para el modelado estadístico, pues la construcción 
de variables y agregación de información es poco factible, dado el diseño y 
organización de los instrumentos.

Discusión y reflexiones finales

En la descripción realizada en el apartado anterior se fueron mencionando 
algunas de las ventajas que tienen cada uno de los instrumentos revisados. Sin 
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embargo, es importante hacer una valoración integral de todas estas encuestas 
para identificar y sugerir algunos aspectos que podrían mejorar la medición 
de este fenómeno en nuestro país.

En primer lugar, es razonable comenzar hablando del concepto de 
corrupción. Si bien es difícil establecer claramente a qué nos referimos 
cuando hablamos de corrupción pues el término es bastante ambiguo 
(Cárdenas y Mijangos, 2006), la mayoría de los instrumentos revisados en 
este trabajo se centran en la percepción de corrupción y no en la experiencia 
de corrupción, lo cual puede proporcionar un panorama limitado sobre 
este fenómeno. Establecer un diagnóstico a partir únicamente de la visión 
subjetiva proporcionada por las personas puede generar una sobreestimación 
o subestimación del fenómeno, ya que lo que se considera corrupción es muy 
relativo y se encuentra enraizado en los sistemas culturales, sociales y políticos 
(Brooks, 2016). Por ello, sería conveniente tener el mismo grado información 
sobre las experiencias ciudadanas que permita complementar y contrastar la 
información que deriva de opiniones y percepciones.

En el caso de los instrumentos internacionales, todos ellos se enfocan 
en la percepción de la corrupción y, en el caso nacional, sí existen algunos 
instrumentos que permiten aproximarse a las experiencias, pero aun así el 
abordaje es bastante superficial. Por ejemplo, la encig, la ensu, la enve, la 
encrige, la encuci y la enecap realizan preguntas generales a los encuestados 
sobre si han tenido algún contacto con algunas instituciones en concreto y si se 
les ha pedido algún soborno para realizar un trámite o solicitar algún servicio, 
pero el interés central de los instrumentos de medición parece ser el establecer 
el monto que han sufrido los ciudadanos por ese tipo de prácticas y no el 
conocer las dinámicas que promueven la corrupción. En estos instrumentos, 
especialmente, se pregunta por aquellos actos en los que fue el funcionario 
quien solicitó el soborno, pero no por aquellos que fueron promovidos por el 
propio ciudadano, perpetuando en cierta forma la idea de que es únicamente 
desde el lado del funcionario del que se originan esas prácticas y olvidando 
que se trata de dinámicas arraigadas en todos los grupos sociales que deben 
conocerse en mayor profundidad. Asimismo, no se conoce mucho más de 
las características del contacto ciudadano en los que se promovió el acto de 
corrupción, lo cual sería útil para caracterizar y prevenir en qué momento es 
más factible que se den las prácticas corruptas. Por ejemplo, sería oportuno 
conocer la fecha del evento de corrupción, el sexo del funcionario que recibió 
el soborno, el propósito del soborno y si este funcionó, el momento en que 
se realizó, etc. (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 
2018).
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En este sentido, cabe hacer una mención especial de dos encuestas, la 
enpol y la enasjup, las cuales aportan información relevante en términos 
de prevención de la corrupción específicamente en el sistema de justicia 
penal, pues se aplican a la población que ha pasado por todo el proceso 
penal (adolescentes y adultos), lo cual permite dar una perspectiva más real 
de lo que ocurre en el sistema, en comparación con la opinión que tienen 
los ciudadanos en general, que no necesariamente ha tenido contacto 
directo con las instituciones, pero que basan sus opiniones en expectativas o 
información generalizada y no en la interacción con la autoridad (Fernández 
y Grijalva, 2024; Grijalva y Fernández, 2017). Esta información generada 
por el inegi es sumamente relevante, además, porque en estos espacios en 
los que se encuentran los encuestados, los centros de internamiento, se ha 
documentado una baja presencia del Estado y, por ende, altos niveles de 
autogobierno (Azaola, 2022; Azaola y Hubert, 2017; Bergman et al., 2014; 
Fondevila y Vilalta, 2024). 

Sin embargo, es importante resaltar que, de nuevo, el enfoque central de 
estas encuestas es el de establecer si existió o no la corrupción en las distintas 
etapas del proceso, así como el monto, en caso de haber ocurrido, y no existen 
preguntas que permitan conocer la dinámica específica en la que suceden los 
actos de corrupción.

Continuando con el tema de la conceptualización, vale la pena destacar 
otros dos aspectos. Por un lado, es muy poco lo que se puede saber de la 
corrupción desde el punto de vista sistémico a partir de los instrumentos 
revisados, pues las preguntas utilizadas, en su mayoría, parecen asumir que la 
corrupción es una práctica individualizada, es decir, que ocurre únicamente 
con algunos funcionarios y no como una característica generalizada y propia 
de las instituciones mexicanas. La distinción entre la corrupción sistémica e 
individualizada (Ceva y Bagnoli, 2023; Gofen, Meza y Pérez, 2022) es crucial 
en términos de prevención, pues precisamente la instauración estructural de 
la corrupción puede ser uno de los principales promotores de la corrupción 
de los individuos y pensar en el fenómeno como una decisión puramente 
individual implica un enorme sesgo conceptual. 

En este sentido, algunas preguntas de la enecap permiten aproximarse 
a las dinámicas internas institucionales de corrupción en procesos internos, 
como el ingreso a la institución o los mecanismos de promoción interna, pero 
esto es limitado únicamente a la institución policial y se trata de una encuesta 
especial que solo se ha aplicado en el año 2017. Esta encuesta en particular es 
sumamente valiosa pues todas las demás se centran en la visión proporcionada 
por los ciudadanos, pero no se preocupan por conocer la óptica de quienes 
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están del otro lado de las prácticas, los funcionarios, aspecto que sí cubre la 
enecap, aunque con las limitaciones ya señaladas. Los censos mencionados, 
por su parte, pueden ayudar a realizar una aproximación a las dinámicas 
institucionales, pero como se indicó en su momento, la información no se 
encuentra diseñada para hacer análisis estadístico.

En segundo lugar, la corrupción en el sector privado se encuentra 
prácticamente olvidada en estas encuestas, siendo que la corrupción también 
puede presentarse en este ámbito (Jaakson et al., 2019; Vázquez, 2011) y 
tener las mismas consecuencias negativas para las relaciones sociales. Además, 
tener información al respecto puede ser muy relevante, de cara a conocer la 
efectividad de las regulaciones, en todos los ámbitos, a las que deben someterse 
las empresas nacionales y trasnacionales en nuestro país. Si bien, se revisaron 
dos instrumentos que aportan información de la corrupción sufrida por las 
empresas en México, la enve y la encrige, lo cierto es que estos instrumentos 
muestran la perspectiva de estas unidades económicas como víctimas de 
la corrupción, pero no permiten conocer datos sobre aquella corrupción 
promovida por grandes empresas, nacionales y extranjeras, en México, que 
tiene una incidencia directa en el bienestar de los ciudadanos. En este sentido, 
sería conveniente incluir preguntas sobre experiencias de corrupción en el 
sector privado, tal y como se sugiere en el Manual de Encuestas de Corrupción 
de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (2018). 

Otro aspecto que vale la pena señalar en torno a las encuestas revisadas 
tiene que ver con el diseño de los instrumentos. Al respecto, si el diseño de las 
encuestas incluye, mayoritariamente, reactivos con respuestas dicotomizadas 
sería pertinente que los cuestionarios integrarán un gran número de 
situaciones particulares, dependiendo el tema y la institución, en las que sea 
altamente probable la existencia de prácticas o comportamiento vinculados 
con la corrupción, sin que se condicione la formulación de las preguntas 
a respuestas anteriores. Asimismo, crear baterías de preguntas amplias y 
significativamente relacionadas entre sí, permitiría crear medidas agregadas 
que, en cierto punto, podrían emplearse para hacer comparaciones y hacer 
evaluaciones en función de qué tan extendidas están las prácticas corruptas 
y no solo en función de si se presenta o no. En otras palabras, el contar 
con respuestas que permitan construir escalas de medición, puede ayudar a 
establecer de una mejor forma la variabilidad del fenómeno entre personas y 
entre otras unidades de medición, como los estados o las regiones.

En relación con este último aspecto, a pesar de que la enpol y la enasjup, 
como ya se ha mencionado, contemplan las experiencias de corrupción en 
todas las etapas del proceso penal, las preguntas se plantean, principalmente, 
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de manera dicotómica, restando profundidad en el acercamiento al fenómeno 
de la corrupción. Sin embargo, especialmente en las preguntas sobre la 
corrupción al interior de los centros, es posible amplificar el análisis, ya que 
aquí se presentan muchas situaciones y elementos en los que, potencialmente, 
se puede materializar la corrupción. Esto brinda la oportunidad de construir 
índices aditivos que incluyan las situaciones, permitiendo una aproximación 
más detallada.

Otro aspecto que vale la pena enfatizar es en torno a la periodicidad de 
los instrumentos revisados. Si bien en el caso de algunas de las encuestas 
hay bastante uniformidad en su aplicación, como ocurre con las encuestas 
internacionales revisadas, así como con la encig, la ensu, la enve y la envipe, 
el resto de las encuestas tiene una periodicidad indeterminada, e incluso, se 
encuentran catalogadas por el propio inegi como encuestas especiales. Esto es 
algo que no debe dejarse de lado pues, si de por sí es limitada la información 
relacionada con la corrupción, algunos de los instrumentos que aportan 
mayor profundidad en torno a la corrupción, como la enpol, la enasjup o la 
enecap no tienen garantía de que se continuarán aplicando.

En este sentido, siendo la corrupción –y todos los fenómenos asociados a 
ella– uno de los principales problemas en el país, se requiere un compromiso 
del gobierno no solo de mejorar la calidad de los cuestionarios empleados 
para medir la corrupción, sino también de aplicar periódicamente estos 
instrumentos y convertir el acceso al conocimiento de la corrupción en sus 
distintas facetas, en una garantía para los ciudadanos, pues precisamente, 
como ha señalado Warren (2004), la información es una herramienta 
poderosa para empoderar a los más afectados por la corrupción. Así, sería 
conveniente que además de tener módulos sobre la corrupción en las distintas 
encuestas generadas por el gobierno, como ya ocurre con los instrumentos 
implementados por inegi, se pensara en una encuesta dedicada únicamente 
al fenómeno de la corrupción en sus distintas aristas, dada la incrustación de 
este fenómeno en todos los sectores y dinámicas sociales en México.

En este punto vale la pena mencionar la necesidad de concientizar a todos 
los sectores sociales sobre la relevancia de involucrarse en la prevención de 
la corrupción en todas sus etapas, incluso en la generación de instrumentos 
que ayuden a la medición y el diagnóstico de este fenómeno pues, como se 
mencionó en la introducción, el primer paso para la atención de un problema 
social es tener información fidedigna que permita caracterizarlo. De todos 
los instrumentos revisados en el ámbito nacional, solo se encontró uno que 
es aplicado por una organización civil, Mexicanos Contra la Corrupción y la 
Impunidad, lo cual es un indicador del desinterés y del grado de tolerancia en 
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el país a la corrupción, pues no existe disposición por otras organizaciones, 
e incluso por el sector empresarial, de contribuir al conocimiento de este 
fenómeno y de servir como un contrapeso a la información generada por el 
gobierno, lo cual ya ha sido sugerido por organismos internacionales (Oficina 
de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 2018). 

En suma, después de la revisión elaborada en este trabajo, puede decirse que 
existen instrumentos que aportan información valiosa y útil para la medición 
de la corrupción en nuestro país, que deberían ser más aprovechados en las 
investigaciones científicas, ya sea por académicos consolidados o, incluso, 
en trabajos de tesis en los que se desarrollan investigaciones seminales para 
obtener el grado en los diferentes niveles académicos, pues como se ha dicho 
a lo largo de este documento, la corrupción es el núcleo de muchos problemas 
sociales en México, y el uso de estos instrumentos puede ser central, pero 
también transversal a muchos otros temas de investigación.

No obstante, aunque la información que ya existe y se sigue generando 
es oportuna, proponemos algunas recomendaciones que derivan del análisis 
efectuado en estas líneas. En este sentido, sería conveniente contar con 
encuestas gubernamentales dedicadas exclusivamente al tema de la corrupción, 
que permitieran profundizar más sobre las dinámicas en las que se genera este 
delito, con el fin de proponer estrategias más certeras de prevención. Así, 
sería idóneo el ampliar la perspectiva de la corrupción como un fenómeno 
individual a entenderlo como un fenómeno sistémico, en el que se requieren 
comprender los incentivos institucionales y el arraigo estructural de este 
fenómeno en nuestro país. Aunado a lo anterior, valdría la pena voltear el 
foco hacia la corrupción privada y, por un lado, incluir en los distintos 
instrumentos algunas preguntas sobre este tipo de corrupción y, por el otro, 
concientizar al sector empresarial de lo provechoso que sería el contar con 
información desde su perspectiva sobre este problema. Finalmente, generar 
información periódica sobre las encuestas ya aplicadas y sobre algunas más 
especializadas que se espera puedan inspirarse en este trabajo, es uno de los 
principales retos por los que se podría comenzar en el diseño de políticas de 
combate a la corrupción. Este compromiso ayudaría a generar análisis más 
profundos sobre este fenómeno que permitirían comprender la corrupción y 
evaluar las estrategias de política pública para su prevención, lo cual, sin lugar 
a dudas, representa un acercamiento a una sociedad democrática, informada 
y empoderada. 
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Introducción 

La corrupción es un problema global generalizado que plantea desafíos 
importantes para el desarrollo económico, la estabilidad política, y la justicia 
social. El Foro Económico Mundial ha estimado que los actos de corrupción 
a nivel global representan, cada año, aproximadamente 5% del Producto 
Interno Bruto (pib) mundial, esto es, cerca de 2.6 billones de dólares anuales. 
De este monto, las empresas e individuos pagan más de un billón de dólares 
en sobornos anualmente (Foro Económico Mundial, 2016).

En México, por su parte, el inegi estimó que durante el 2023 el costo total 
de la corrupción fue aproximadamente de 11,910.6 millones de pesos (encig, 
2023) lo que representa 0.04% del Producto Interno Bruto del país. Estos 
datos nos obligan a reflexionar y preguntarnos muchas cosas, por ejemplo: 
¿qué es la corrupción? ¿La corrupción existe en el sector privado o solamente 
en el gobierno? ¿Hay un consenso académico sobre qué es la corrupción? 
¿Dónde se define qué es un acto de corrupción? ¿Es posible clasificar los actos 
de corrupción? ¿Qué determina los niveles de corrupción en un país o región? 
¿Cómo se mide la corrupción? ¿Cuáles son sus consecuencias? ¿Qué medidas 
o indicadores de corrupción existen? 

La cantidad de preguntas en torno a este tema son muchas, tantas que no 
es posible contestarlas todas en este capítulo, por lo que nos enfocaremos en 
las que considero las más importantes, resaltando la importancia que en la 
literatura económica se le ha dado al uso de los indicadores de corrupción 
en temas de crecimiento económico, inversión extranjera directa, empleo, 
desigualdad y distribución del ingreso y finanzas públicas. En la sección 
I se analiza qué es la corrupción y sus clasificaciones; en la sección II se 
presentan las diferentes generaciones de indicadores empleados para medir 
la corrupción; en la sección III se describen los diferentes indicadores de 
corrupción a nivel internacional más empleados en la literatura, así como los 
diferentes indicadores de corrupción en México; en la sección IV se analiza el 
uso de los indicadores para medir los efectos de la corrupción en el crecimiento 
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económico, desigualdad y pobreza, finanzas y gasto público, y variables del 
mercado laboral; en la sección VI se revisa la literatura económica sobre causas 
y consecuencias de la corrupción en el caso de México.

¿Qué es la corrupción?

La corrupción es un fenómeno complejo que está presente en todos los países, tanto 
en el sector público como en el sector privado y es independiente de las formas de 
gobierno. Se puede interpretar de diversas maneras y estas interpretaciones pueden 
variar tanto en el tiempo como de un lugar a otro (Farrales, 2005; Huntington, 
1968; Rose-Ackerman y Palifka, 2016), inclusive dentro de un mismo país, entre 
hombres y mujeres (Gutmann, Padovano y Voigt, 2020; Lambsdorff y Fink, 
2006; Martínez-Sidón y Morones-Carrillo, 2019; Swamy et al., 2001), entre ricos 
y pobres (González Lara y Sánchez Carrera, 2019) y entre personas con distintos 
niveles de educación (Ades y Di Tella, 1999). 

Se dice que la corrupción es la imagen de las instituciones legales, 
económicas, políticas y culturales con las que cuenta un país (Svensson, 
2005). Además, en un tema tan complejo como este, sus mediciones 
empíricas solo pueden ser aproximaciones del fenómeno real, ya que aún 
no se ha desarrollado una fuente única que combine un marco muestral 
perfecto, una cobertura satisfactoria por país, región, estado o ciudad, y una 
metodología válida para realizar evaluaciones comparativas (Johnston, 2000; 
Lambsdorff, 2016, p. 81). Martinsson (2021) ha sido más drástico al afirmar 
que encontrar una definición de corrupción que abarque todos sus aspectos 
sería, para los investigadores del tema, como encontrar el Santo Grial, esto 
es, se ha buscado, se sigue buscando, aún no se ha encontrado, y seguramente 
nunca se encontrará. Pero ¿qué es la corrupción?

En la literatura se ha adoptado una definición genérica de corrupción que 
abarca tanto al sector público como al sector privado: el abuso del poder 
confiado para beneficio personal. Una definición más específica para la 
corrupción en el sector público se refiere al abuso o mal uso de las oficinas 
gubernamentales para beneficio privado o en favor de un tercero. El abuso 
del poder puede tomar varias formas, situación que nos permite clasificar los 
actos de corrupción, como pueden ser los sobornos, la extorsión, la colusión, 
el intercambio de favores, el nepotismo, el amiguismo, el fraude financiero 
o contable, el desvío de recursos, la cleptocracia, el conflicto de intereses, el 
tráfico de influencias, la intimidación, los fraudes de cuello blanco, el uso 
de información confidencial y el robo de identidad, entre otros (Bussell, 
2015; Otusanya, 2011; Rose-Ackerman y Palifka, 2016). De acuerdo con la 
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legislación mexicana, también podemos incluir como actos de corrupción la 
participación ilícita en procedimientos administrativos, abuso de funciones, 
contratación indebida, cohecho, peculado y encubrimiento1.

Medición de la corrupción

Hay dos enfoques generales para medir la corrupción, uno es el de la percepción 
(lo que las personas creen), el otro es el de las experiencias (lo que las personas 
han vivido en torno a actos de corrupción). Sin embargo, independientemente 
del enfoque empleado, hay que enfatizar que la corrupción es difícil de 
medir porque se manifiesta en una gran variedad de formas, desde pequeños 
sobornos (corrupción administrativa), malversaciones de fondos a gran escala, 
y distorsión de políticas públicas. 

En las ciencias políticas y económicas, la corrupción en el sector público 
a menudo se clasifica en diferentes categorías, según los actores involucrados 
y la escala de los actos corruptos. Para Transparencia Internacional (s. f.) 
la corrupción puede clasificarse en tres grandes grupos: i) Corrupción 
administrativa, también llamada Petty Corruption, ii) Corrupción mayor o 
Grand Corruption, y iii) Corrupción política. 

Aidt (2003) y Rose-Ackerman y Palifka (2016), señalan que la corrupción 
administrativa hace referencia al abuso de poder cotidiano de los servidores 
públicos de niveles bajo y medio en sus interacciones con ciudadanos comunes 
o empresas que a menudo realizan trámites o intentan acceder a bienes o 
servicios básicos en instituciones públicas como en oficinas de servicios de luz 
y agua, hospitales, escuelas e instituciones de seguridad pública, y generalmente 
involucran sobornos para acelerar procesos administrativos2, mientras que 
la corrupción a gran escala abarca grandes sumas de dinero y funcionarios de 
alto nivel que participan en malversaciones de fondos o en acuerdos ilícitos, 
generalmente para enriquecimiento personal. La corrupción política es aquella 
en la que se manipulan políticas públicas, instituciones, y procedimientos en la 
asignación de recursos por parte de quienes toman decisiones; también engloba la 
compra de votos, violaciones al financiamiento de campañas, y la manipulación 
de leyes o políticas para obtener beneficios políticos (Johnston, 2000).

1	 La Ley General de Responsabilidades Administrativas clasifica las faltas administrativas en 
graves y no graves. Si revisamos las faltas administrativas graves, se puede concluir que la gran 
mayoría corresponden a actos de corrupción.

2	 Para el inegi (2021), la corrupción administrativa es la corrupción más visible y es la que 
viven los ciudadanos en su vida diaria cuando interaccionan con funcionarios de rango 
medio o bajo; la corrupción a gran escala o política involucra grandes sumas de dinero y 
afecta al país en su conjunto, a la legitimidad del gobierno y a las élites del país.
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De igual manera, los actos de corrupción involucran prácticas más sutiles 
y difíciles de medir, como por ejemplo el favoritismo, el clientelismo y el 
nepotismo, las cuales, aunque en algunos países no podrían considerarse un 
delito, sí distorsionan la integridad de las instituciones y crean ambigüedad 
sobre lo que realmente constituye actos de corrupción (Tanzi, 1998). Esta 
mezcla de actividades legales e ilegales de lo que podría considerarse un 
acto corrupto, complica la tarea de definir la corrupción de una manera que 
sea lo suficientemente amplia como para cubrir sus diversas formas, pero 
lo suficientemente específica como para ser operativamente útil, es decir, 
medible de manera objetiva. 

Las diferencias culturales y contextuales dificultan aún más la labor de 
encontrar una definición amplia de corrupción que permita hacer comparaciones 
entre países o entre regiones y estados de un país, ya que prácticas que serían 
etiquetadas como corruptas en un contexto pueden considerarse aceptables o 
necesarias en otro3. Newell (2018) afirma que en los países de Asia del Este, 
otorgar regalos a funcionarios públicos es una tradición socialmente aceptada, 
por lo que es difícil distinguir entre un regalo y un soborno, mientras que 
Johnston (2000) señala que en algunos otros países otorgar regalos a los 
funcionarios públicos puede ser considerado un acto de soborno y sancionado 
por la ley4. Las diferencias culturales también se ven reflejadas en los marcos 
legales e institucionales de los países, lo que necesariamente nos lleva a diferentes 
marcos legislativos y actos corruptos punibles. 

Aun suponiendo que lográramos establecer una definición integral de 
corrupción, su medición mediante percepciones o experiencias únicamente 
sería una aproximación de su verdadera dimensión, ya que esta suele ser evasiva 
y clandestina porque las personas involucradas en actos corruptos suelen 
disimularlos u ocultarlos de manera intencional (Heath, Richards y Graaf, 
2016; Heinrich y Hodess, 2011; Kaufmann, Kraay y Mastruzzi, 2012; Mauro 
y Driscoll, 1997), porque generalmente implican intercambios mutuamente 
beneficiosos entre funcionarios públicos y personas o empresas privadas, por 
lo que ambas partes tienen fuertes incentivos para mantener la transacción 
oculta, ya que además de ser ilegal suele ser cuestionable moralmente. El 
secretismo que rodea a las actividades corruptas crea importantes desafíos 
a la hora de recopilar datos confiables, lo que a su vez hace aún más difícil 
medirlas adecuadamente (Svensson, 2005).

3	 Yam Chalé y Clairgue Caizero (2020) han encontrado que el soborno a autoridades policiales 
de seguridad y tránsito es una práctica común en algunas ciudades de México.

4	 En México, la Ley General de Responsabilidades Administrativas prohíbe de manera expresa 
a los servidores públicos aceptar dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona.
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Aún con todas las dificultades mencionadas, se han realizado mediciones de la 
corrupción a lo largo del tiempo a través de indicadores que han sido clasificados 
en “generaciones”. Cada una de estas generaciones agrupa las diferentes medidas 
de la corrupción según su evolución en el tiempo y de la objetividad de lo que 
miden (Chabova, 2017; Heinrich y Hodess, 2011; Johnston, 2000; Knack, 
Kugler y Manning, 2003; Spyromitros y Panagiotidis, 2022). 

A la fecha existen tres generaciones de indicadores para medir la 
corrupción. Los indicadores de primera generación aparecieron en la década 
de los noventa; son medidas subjetivas centradas en la percepción; sus 
índices agregan indicadores provenientes de diversas fuentes de información, 
especialmente de encuestas a expertos y personas de negocios; su principal 
objetivo fue despertar el interés sobre este fenómeno proporcionando una 
radiografía para diversos países sobre el tema (Johnston, 2000; Heinrich 
y Hodess, 2011). Los índices más importantes de esta generación son el 
Índice de Negocios Internacionales, (Business International, bi), el Índice de 
Percepción de la Corrupción (cpi) elaborado por Transparencia Internacional 
y los Indicadores de Gobernanza del Banco Mundial (wbgi), específicamente 
el Índice de Control de la Corrupción (cci). 

La principal limitación de los indicadores de primera generación es, 
precisamente, que se basan en medidas subjetivas que dependen de las 
opiniones de los expertos y empresarios, lo que puede generar sesgos de 
medición y podrían no reflejar la realidad de un país (Heywood y Rose, 
2014; Olken, 2009; Treisman, 2007), ya que lo que para un experto puede ser 
corrupción moderada o baja, para otro puede ser considerada como alta o muy 
alta (Lambsdorff, 2016)5, y la percepción puede verse alterada por la libertad 
de prensa de cada país (Brunetti y Weder, 2003; Chowdhury 2004; Lindstedt 
y Naurin, 2010; Svensson 2005). Por otra parte, estos índices no permiten la 
comparabilidad en el tiempo, lo que dificulta su uso para analizar tendencias 
a largo plazo (Arndt y Oman, 2006), ya que además presentan dificultades en 
su interpretación cuando un país sube o baja en el índice (Pinková y Jusko, 
2021), y su representatividad es limitada porque dejan fuera la percepción 
de los ciudadanos (Lambsdorff, 2006). También se han formulado críticas 
relacionadas con la agregación de distintos índices para construir un solo 
indicador (Galtung, 2006), lo que impide que proporcionen información 
específica sobre sectores o niveles de gobierno donde la corrupción suele ser 
más frecuente (Kaufmann, Kraay y Mastruzzi, 2009). Una revisión exhaustiva 

5	 Las preguntas de estos cuestionarios suelen emplear escalas de Likert en preguntas como: 
¿En qué grado considera que la corrupción es un problema en su país?, ¿con qué frecuencia 
considera que ocurren actos de corrupción?



154

Oscar Javier Cárdenas Rodríguez

de los problemas relacionados con estos indicadores puede consultarse en 
Pinková y Jusko (2021), Charron (2021), y Heinrich y Hodess (2011).

Los indicadores de segunda generación se construyeron a partir de las 
limitaciones exhibidas por los indicadores de la primera generación. De 
acuerdo Heinrich y Hodess (2011), estos se pueden dividir en dos grandes 
grupos: los que se enfocan en las experiencias reales de la ciudadanía y/o de 
las empresas expuestas a actos de corrupción, y que permiten estimar el nivel 
de sobornos y sus costos a nivel nacional, de acuerdo con el sector en el que 
ocurren y el nivel educativo y el sexo de quienes los pagan; ejemplos de estos 
indicadores son la Encuesta Internacional de Víctimas del Crimen (eivc), 
(Véase en Van Dijk, Van Kesteren y Smit, 2007) y el Barómetro Global de 
la Corrupción (gcb) elaborado por Transparencia Internacional (2019). 
El segundo grupo se enfoca en aspectos de integridad, transparencia, y 
responsabilidad, y examina el marco legal y cómo este es implementado; entre 
estos indicadores se encuentran el Índice de Integridad Global (gii), el Índice 
de Presupuesto Abierto (opi), el Marco de Gasto Público y Responsabilidad 
Financiera (pefa), y la Guía Internacional de Riesgo País (icrg).

Los indicadores de tercera generación proveen información amplia sobre 
experiencias reales de corrupción en contextos específicos dentro de un país 
o países (Heinrich y Hodess, 2011), lo que permite establecer políticas de 
combate a la corrupción (Perumal, 2022). Se basan en encuestas a ciudadanos 
y/o empresas sobre experiencias de actos de soborno o extorsión para acceder 
a servicios públicos, licitaciones fraudulentas, auditorías gubernamentales y 
denuncias de corrupción, entre otros6. Ejemplos de este tipo de indicadores 
los podemos encontrar en Charron et al. (2015), quienes utilizan microdatos 
para identificar si los riesgos en las contrataciones públicas de gran valor7 (gran 
corrupción) están asociados con las carreras de los burócratas que intervienen 
en ellas8. Coviello et al., 2016 emplean como medidas de corrupción en las 
contrataciones públicas, el sobrecosto de las obras, el retraso en los tiempos de 
entrega y el tipo de proveedor seleccionado (local y no local). Olken (2007) 
utiliza la diferencia entre la cantidad pagada por las obras públicas vs. el valor 
estimado, un ingeniero independiente, de la obra realizada. Ferraz y Finan 
(2007) construyen una medida de corrupción política utilizando información 
de auditorías, estimando el porcentaje de recursos auditados asociados con 

6	 La principal desventaja de estos indicadores es su especificidad, lo que en muchas ocasiones 
impide comparación entre países y, en algunos casos, son costosos de recopilar (Spyromitros 
y Panagiotidis, 2022).

7	 Identifican un monto de 125,000 euros para contratación de servicios y de 4’000,000 de 
euros para obra pública.

8	 Esto es, si las carreras de los funcionarios públicos dependen o no de conexiones políticas.
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fraude en contrataciones públicas, desvío de recursos y sobrecostos en bienes 
y servicios. Dincer y Gunalp (2008) utilizan la tasa de servidores públicos 
sentenciados por crímenes relacionados con corrupción. Castro y García (2019) 
usan la tasa de personas condenadas por crímenes relacionados con la corrupción 
por cada 100,000 habitantes. Spyromitros y Panagiotidis (2022) argumentan 
que si bien los indicadores de tercera generación muestran ciertas ventajas, los 
indicadores compuestos ofrecen más ventajas que los indicadores simples al 
momento de realizar análisis empíricos, ya que capturan más dimensiones de 
este fenómeno complejo de la corrupción, especialmente cuando se desea hacer 
estudios comparativos entre países (Kesteren, Dijk y Mayhew, 2014).

Índices e indicadores de la corrupción internacionales	

Como hemos visto, existe una gran cantidad de indicadores o mediciones 
relacionadas con la corrupción. Sin embargo, no todos son ampliamente utilizados 
en la literatura económica, por lo que a continuación se analizan los más empleados 
y que, en muchas ocasiones, cuando se requiere realizar estudios con horizontes 
de temporales amplios, es práctica común combinarlos con mediciones realizadas 
con anterioridad por universidades o empresas de consultoría. 

Índice de Negocios Internacionales (bi)

El bi incluye 68 países y mide la calidad institucional y los niveles de 
corrupción, fue desarrollado por Business International Corporation y fue 
ampliamente utilizado en los años ochenta y noventa (Treisman, 2000). Este 
índice ordena a los países de acuerdo con las opiniones de expertos, según el 
grado en que las transacciones de negocios involucran corrupción o pagos 
cuestionables (Wei, 2000); los valores de este índice tienen un rango de 1 (más 
corrupto) a 10 (menos corrupto). Aunque el índice ya no se publica, tiene 
una relevancia histórica como uno de los primeros intentos de cuantificar la 
corrupción y sus efectos, y fue uno de los primeros empleados en la literatura 
económica. Además, muchos índices de corrupción modernos, como el 
Índice de Percepción de la Corrupción (ipc) de Transparencia Internacional, 
se inspiraron en conjuntos de datos como los capturados por el bi.

Índice de Percepción de la Corrupción (cpi)

Este índice actualmente ordena cerca de 180 países en una escala de 0 
(nada corrupto) a 100 (muy corrupto), en función de la percepción de la 
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corrupción que se tiene sobre el sector público, con base en encuestas a 
expertos y personas de negocios, sin considerar la opinión de la ciudadanía. El 
índice agrega 13 fuentes de información provenientes del Banco Mundial, del 
Foro Económico Mundial, del Banco Africano de Desarrollo y de compañías 
privadas de consultoría, entre otros (Transparencia Internacional, 2023). 
Dado que las diferentes fuentes de información utilizan escalas diferentes, 
éstas se estandarizan con el fin de hacerlas comparables, para después elaborar 
un promedio simple de todas las fuentes de información, con independencia 
de si se tienen o no todas las fuentes de información para todos los países9. 

Los actos de corrupción captados en este índice van desde soborno hasta 
desvío de recursos públicos, y las condenas por actos de corrupción; también 
considera el marco legal, el acceso a la información pública y la protección a 
denunciantes de actos de corrupción. No mide actividades como fraude fiscal, 
lavado de dinero o enriquecimiento ilícito. De acuerdo con Transparencia 
Internacional, el índice se correlaciona con medidas objetivas de corrupción 
como las experiencias de actos de sobornos reportados por los ciudadanos. A 
pesar de que el índice se publica desde 1995, sus resultados solo son comparables 
en el tiempo a partir de 2012, año en que se modificó su metodología.

Indicador de Gobernanza (wbgi)

El Indicador de Gobernanza Mundial ordena a más de 200 países desde 
1996 en una escala de -2.5 (peor gobernanza) a 2.5 (mejor gobernanza) en 
función de un indicador compuesto por seis subíndices: 1) Voces y rendición 
de cuentas, 2) Estabilidad política y ausencia de violencia o terrorismo, 
3) Efectividad del gobierno, 4) Calidad regulatoria, 5) Estado de derecho 
y 6) Control de la corrupción. La información proviene de particulares, 
empresarios, investigadores y especialistas del sector público de los sectores 
empresarial y no gubernamental. 

En el caso particular del Índice de Control de la Corrupción (cci) se integra 
la prevalencia de corrupción a pequeña y gran escala; el efecto de la corrupción 
para hacer negocios en el país; la frecuencia de pagos irregulares asociados con 
permisos de importaciones y exportaciones, con contratos y servicios públicos, 
contribución de impuestos y decisiones judiciales, así como nepotismo y 
amiguismo en el servicio público; el costo estimado de los sobornos como 
porcentaje de las ventas de las empresas; el nivel percibido del involucramiento 
de los servidores públicos, jueces y magistrados en actos de corrupción, y la 
eficiencia y efectividad de las leyes anticorrupción y de las instituciones.

9	 Para elaborar el índice se consideran como mínimo tres fuentes de información por país.
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Guía Internacional de Riesgo País (icrg)

De acuerdo con Howell (2011), el icrg comprende 22 variables en tres 
subcategorías de riesgo: i) riesgo político, ii) riesgo financiero y, iii) riesgo 
económico. Se crea un índice independiente para cada una de las subcategorías 
con diferente puntaje. El índice de riesgo político se basa en 100 puntos, el de 
riesgo financiero y el de riesgo económico en 50 puntos cada uno. La suma 
total de los puntos de los tres índices se divide por dos para generar los pesos 
que se incluirán en la puntuación compuesta de riesgo país. Las puntuaciones 
compuestas, que van de cero a 100, se dividen luego en categorías que van desde 
riesgo muy bajo (80 a 100 puntos) hasta riesgo muy alto (0 a 49.9 puntos).

Es importante hacer notar que el cpi y el icrg tienen una gran semejanza y 
que en trabajos empíricos generalmente se emplean ambos para hacer pruebas 
de robustez de las estimaciones. Generalmente cualquiera de los indicadores 
genera los mismos resultados, ya que tienen una alta correlación. La siguiente 
imagen muestra el cpi y el icc para el año 2022. Como ahí se observa, casi se 
encuentran sobre una línea recta; su coeficiente de correlación es de 0.9919.

Imagen 1. Correlación entre el cpi y el icc, 2022

Fuente: Elaboración propia. 

Encuesta Internacional de Víctimas del Crimen (icvs)

La primera encuesta se elaboró por primera vez en 1989 en 12 países. Desde 
1992 se ha aplicado cada cuatro o cinco años; la última se realizó en el período 
2010-2016 en 14 países (Van Kesteren, 2016). La encuesta se creó para 
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generar estimaciones de victimización que se puedan utilizar para realizar 
comparaciones internacionales. La encuesta se ha convertido en el principal 
programa mundial de encuestas estandarizadas que analizan la experiencia de 
los jefes de hogar con respecto a la delincuencia común en diferentes países. 
Esta encuesta no incluye preguntas sobre corrupción a gran escala, pero sí 
incluye índices de victimización por soborno, ya que es más común entre 
el público de los países en desarrollo, por lo que al comparar los índices de 
los países desarrollados y en desarrollo basados ​​en la icvs, se debe tomar en 
cuenta que la encuesta se limita a los delitos más comunes y frecuentes.

Barómetro Global de la Corrupción (gcb)

El Barómetro Global de la Corrupción es una encuesta mundial de opinión para 
establecer tendencias a lo largo del tiempo, que se aplica al público en general 
para evaluar las percepciones de la corrupción y la experiencia con actos de 
soborno. Se aplica a más de 114,000 participantes de 107 países (Amparo, 2020). 
Proporciona información sobre el alcance de la corrupción en las instituciones 
gubernamentales y del sector privado basándose en las respuestas de la gente 
común, complementándose con las opiniones de expertos presentadas en otras 
encuestas. Este índice puede mostrar la credibilidad de los esfuerzos anticorrupción 
vistos a través de la ciudadanía; no clasifica a los países, pero ofrece resultados 
comparativos de países, regiones e instituciones, así como información sobre las 
tendencias en las percepciones públicas de la corrupción (Barometer, 2019). 

Indicadores de la corrupción en México

El inegi realiza encuestas que recopilan información sobre la corrupción en 
México, tanto a nivel de percepción como de experiencias directas de los 
ciudadanos y empresas con actos corruptos, generalmente sobornos. Estas 
encuestas las podemos dividir en dos grandes categorías: las que se aplican 
a las personas y las que van dirigidas a las unidades económicas del sector 
público. En las primeras están la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto 
Gubernamental (encig), la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción 
sobre Seguridad Pública (envipe) y la Encuesta Nacional de Seguridad Pública 
Urbana (ensu). En las segundas están la Encuesta Nacional de Calidad 
Regulatoria e Impacto Gubernamental en Empresas (encrige) y la Encuesta 
Nacional de Victimización a Empresas (enve).

La encig se publica de manera bianual desde el año 2011, se aplica a la 
población de 18 años y más, en ciudades con 100,000 habitantes o más, para 
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recopilar información sobre las experiencias, las percepciones y la evaluación 
de los ciudadanos sobre los trámites y servicios que proporcionan los diferentes 
ámbitos de gobierno, para estimar la prevalencia de víctimas de actos de 
corrupción y su incidencia en la realización de trámites, pagos, solicitudes 
de servicios públicos y otro tipo de contacto con las autoridades. Cuenta 
con un módulo de corrupción en el que se genera información relacionada con 
la percepción sobre la frecuencia de corrupción general, y por instituciones y 
sectores, y publica tasas por cada 100,000 habitantes, de usuarios que: i) creen 
o han escuchado que existe corrupción en los trámites que realizaron, ii) tienen 
algún conocido que les refirió actos de corrupción en los trámites que realizaron, 
iii) experimentaron algún acto de corrupción en al menos uno de los trámites 
que realizaron, cuando tuvo contacto con algún servidor público al realizar 
un trámite o con autoridades de seguridad pública y, iv) realizaron trámites, 
pagos, solicitudes de servicios y contactos en los que existió experiencia 
de corrupción. También genera información de los costos asociados a la 
corrupción y la condición de denuncia de los actos de corrupción.

La envipe se publica de manera anual desde 2011, se aplica a la población 
de 18 y más años para obtener información sobre la percepción de la seguridad 
pública, el desempeño de las instituciones a cargo de la seguridad pública 
y la justicia, las características del delito, el contexto de la victimización y 
el impacto económico y social del delito, y permite obtener indicadores de 
prevalencia e incidencia delictiva así como la cifra negra del delito. Aunque su 
enfoque es primordialmente en la victimización del crimen, incluye preguntas 
relacionadas con experiencias de corrupción, especialmente en interacciones 
con las autoridades policiales y de justicia. Genera información sobre la 
percepción de la corrupción en distintas autoridades de seguridad pública, 
y conocimiento sobre acciones realizadas para combatir la corrupción. Estos 
indicadores son desagregados por sexo, edad y escolaridad.

La ensu se publica de manera trimestral desde el año 2016, se aplica a 
la población de 18 años y más, con el propósito de obtener información 
relacionada las percepciones y las experiencias sobre la seguridad pública en 
zonas urbanas. Su representatividad es a nivel nacional, y en el contexto de 
corrupción genera información de las experiencias de las personas víctimas 
de actos de corrupción durante el contacto con algún servidor público o con 
autoridades de seguridad pública.

La encrige se ha publicado, hasta ahora, para los años 2016 y 2020, 
se aplica a las Unidades Económicas del sector privado con el objetivo de 
generar información referente a sus experiencias y percepciones al realizar 
trámites y solicitar servicios públicos, así como la percepción de los marcos 
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regulatorios bajo los cuales se rigen las unidades económicas establecidas y 
las que pretender establecerse. Incluye un apartado que estima el número de 
actos de corrupción que sufren las unidades económicas en la realización de 
pagos, trámites, solicitudes de servicios públicos y otro tipo de contacto con 
las autoridades. Genera información de percepción de la corrupción y sus 
causas, la tasa de unidades económicas víctimas de la corrupción, la tasa de 
incidencia de corrupción al realizar trámites, el costo de la corrupción y las 
experiencias de corrupción por tipo de trámite. 

La enve se publica de manera bianual desde 2012 y se aplica a las Unidades 
Económicas del sector privado con el propósito de estimar la incidencia y 
prevalencia del delito, así como su cifra negra. Asimismo, permite medir la 
percepción y confianza en las instituciones de seguridad pública, identificar 
cambios en las actividades empresariales derivados del temor al delito y 
estimar los costos ocasionados por la delincuencia. La encuesta incluye un 
módulo específico sobre corrupción, en el que se mide la tasa de incidencia 
delictiva, los costos y la cifra negra de los actos de corrupción y fraude, así 
como los niveles de percepción de la corrupción en distintas autoridades.

Aplicación de los índices de corrupción 
en la literatura económica

Los diferentes índices de corrupción se han aplicado para analizar sus 
impactos en diversos fenómenos socioeconómicos como el crecimiento, la 
desigualdad, la pobreza, las finanzas y el gasto público, la inversión extranjera 
y el desempleo, entre otros. A continuación se presenta un análisis de diversos 
artículos sobre estos temas.

Crecimiento económico

Existen dos artículos que quizás fueron los pioneros en investigar de manera 
empírica la relación existente entre crecimiento económico10 como variable 
independiente, y la corrupción como variable explicativa. Mauro (1995) analizó 
la relación entre crecimiento económico y corrupción e inversión para un total 
de 67 países industrializados y no industrializados; utilizó como medida de 
corrupción el Índice de Corrupción desarrollado en la década de 1980 por 
de Business International, una de las primeras medidas internacionales de 
corrupción y que se considera fue el precursor del Índice de Percepción de la 

10	 Como medida de crecimiento económico se emplea el pib real per cápita.
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Corrupción11. Sus resultados muestran que un incremento de una desviación 
estándar en el nivel percibido de corrupción está asociado con un incremento 
de 2.9% en el nivel de la inversión medida como como porcentaje del pib12 y 
que un incremento de una desviación estándar en la percepción de corrupción 
incrementa el pib per cápita en 1.3 puntos porcentuales. 

Tanzi y Davoodi (1998) analizan la relación que existe entre la Gran 
Corrupción y el crecimiento económico, identificando como mecanismo 
de transmisión el tamaño de la inversión pública como porcentaje del pib13. 
Sus resultados muestran que la corrupción está asociada con altos niveles de 
inversión, bajos niveles de ingresos públicos, bajos niveles de gasto en operación 
y mantenimiento de la infraestructura, así como con infraestructura de baja 
calidad y bajos niveles de crecimiento económico14. 

A partir de los trabajos anteriores, el análisis del impacto de la corrupción en 
el crecimiento económico de los países creció de manera exponencial, generando 
una gran cantidad de investigaciones empíricas que varían en función de 
los índices empleados, el período de estudio, el tipo de países analizados, las 
variables de control empleadas y los métodos econométricos utilizados. La tabla 
1 muestra los artículos que se analizan a continuación.

Tabla 1. Corrupción y crecimiento económico

Autor(es) Año
Período de 
estudio/
Países

Índice(s) 
empleado(s)

Relación entre 
crecimiento y corrupción

Mauro 1995
1980-1983/  
67 países

bi -

Tanzi & Davoodi 1997
1980-1995/  
68 países

bi, icrg -

11	 El Índice de Corrupción de Business International medía los niveles de percepción de la 
corrupción en el entorno empresarial de varios países mediante encuestas a empresarios y 
expertos nacionales e internacionales.

12	 Dado que la percepción de la corrupción está medida en términos positivos, una mejora en 
los niveles de corrupción está asociada a una disminución de esta, la relación entre corrupción 
e inversión es negativa.

13	 Dado que los proyectos de inversión frecuentemente están asociados con corrupción, mayores 
niveles de corrupción llevarían a incrementos de la inversión y a una baja en su productividad 
y dadas las restricciones presupuestarias, es probable que se reduzca el gasto público en otras 
áreas, como operación y mantenimiento de la infraestructura, educación y salud, afectando 
negativamente el crecimiento económico.

14	 Un resumen de artículos publicados en esta área se puede consultar en Campos (2016), 
Spyromitros y Panagiotidis (2022) y Ugur, M. (2014).
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Autor(es) Año
Período de 
estudio/
Países

Índice(s) 
empleado(s)

Relación entre 
crecimiento y corrupción

Mo 2001
1970-1985/  
46 países

cpi -

Méon & Sekkat 2005
1970- 1998/  
63-71 países

cpi, cci, icrg -

Méndez, F. & 
Sepúlveda

2006
1960-2000/  
40-85 países

icrg, cpi “U”

Ahmad, Ullah & 
Arfeen

2012
1984-2009/ 
71 países

icrg -

Huagng 2015
1997-2013/ 
13 países

cpi -

d’Agostino, Dunne & 
Pieroni

2016
1996-2007/ 
22 países

cci -

Mallik & Saha 2016
1984-2009/ 
146 países

icrg, cpi “U”

Haw, T. J.; Kueh & 
Ling

2020
1996-2018/ 
10 países

cpi “U”

Spyromitros & 
Panagiotidis

2022
2012-2018/ 
83 países

cpi, cci, icrg -

Densumite 2024
1995-2020/ 
12 países

cpi -

Fuente: Elaboración propia.

Mo (2001) analiza una muestra de 46 países pertenecientes al Este asiático, 
África subsahariana, América Latina y miembros de la ocde, encontrando que 
la corrupción reduce el crecimiento económico porque afecta la estabilidad 
política, reduce el nivel de capital humano y afecta la inversión privada. Un 
incremento de una unidad en el índice de corrupción disminuye el crecimiento 
económico en 0.72%15. Méon y Sekkat (2005) analizan una muestra de entre 
63 y 71 países desarrollados y en desarrollo, y señalan que la corrupción reduce 
el crecimiento económico al disminuir la acumulación de capital; asimismo, que 
un menor crecimiento económico afecta más a aquellos países que cuentan con 
un sistema legal débil. Ahmad, Ullah y Arfeen (2012) usan una muestra de 71 
países desarrollados y no desarrollados, emplean un modelo no lineal y muestran 

15	 Este artículo emplea de manera parcial el cpi, de 1960 a 1979 emplea la “International 
Historical Comparisons Table, 1999”. (Véase Transparencia Internacional, 1999).
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que niveles bajos de corrupción afectan positivamente el pib por trabajador, 
mientras que niveles altos de corrupción lo reducen. Agostino, Dunne y Pieroni 
(2016) emplean el cci para estimar sus efectos en el crecimiento económico 
per cápita en una muestra de 22 países africanos, sus resultados indican que un 
incremento de 1% en el nivel de corrupción puede disminuir el pib per cápita 
en 0.8% y que el probable mecanismo de transmisión es el gasto que se realiza 
en el sector militar, ya que es demasiado propenso a actos de corrupción. 

Huang (2016), en una muestra de 13 países de Asia Pacífico encuentra 
un efecto negativo de la corrupción sobre el crecimiento económico, pero 
positivo para Corea del Sur, también encuentra que en China el crecimiento 
económico incrementa los niveles de corrupción. Spyromitros y Panagiotidis 
(2022) analizan una muestra de 83 países de Europa, Asia Central, América 
Latina y el Caribe, Este de Asia y del Pacífico países subsaharianos en desarrollo, 
emplean diversos índices de corrupción y encuentran resultados robustos 
sobre los efectos negativos de la corrupción sobre el crecimiento económico, 
determinando que un incremento de 1% en el nivel de corrupción disminuye 
el crecimiento económico per cápita en 4.0%. 

Sin embargo, cuando reducen la muestra para países de Latinoamérica los 
resultados se revierten, la corrupción fomenta el crecimiento económico, un 
incremento de 1% en el nivel de corrupción puede incrementar el crecimiento 
del pib per cápita en hasta 2%. Densumite (2024) estudia los impactos de 
la corrupción en una muestra de 12 países desarrollados y en desarrollo para 
el período 1995-2020; sus resultados muestran que la corrupción genera un 
efecto negativo en el crecimiento económico, que un aumento del 1% en el 
nivel de transparencia (baja en la corrupción) aumenta el crecimiento del pib 
real en un 0.20% en el largo plazo, y que la causalidad de corto y largo plazo 
va de la corrupción al pib, por lo que la reducción de la tasa de corrupción es la 
condición previa para un crecimiento continuo.

Existe una serie de artículos que han encontrado que el crecimiento 
económico y la corrupción no tienen una relación lineal, disputando la idea de 
que la corrupción es perjudicial para el crecimiento económico. Mallik y Saha 
(2016), con una muestra de 146 países para el período 1984-2009 encuentran 
que la relación entre estas dos variables es cuadrática y que para los países menos 
corruptos la corrupción impide el crecimiento económico, niveles intermedios 
de corrupción incrementan el crecimiento y que niveles altos de corrupción lo 
reducen de manera sustancial. 

Méndez y Sepúlveda (2006) utilizan un modelo cuadrático en el término de 
corrupción para capturar un punto de inflexión que muestre un nivel “óptimo 
de corrupción” que maximice el crecimiento económico, utilizan una muestra 
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de entre 40 y 85 países para el período 1960-2000 y encuentran que bajos 
niveles de incidencia de corrupción incrementan el crecimiento económico y 
viceversa. Un resultado similar es encontrado por Haw, Kueh y Ling (2020), 
al analizar los diez países miembros de la Asociación de Naciones del Sudeste 
Asiático para el periodo 1996-2018, además encuentran que en el largo plazo 
hay una causalidad unidireccional de la corrupción al crecimiento económico.

Los efectos de la corrupción en el crecimiento económico encuentran 
resultados mixtos, desde efectos negativos a efectos positivos, pasando por 
relaciones de “U” invertida, argumentando que diferentes niveles de corrupción 
tienen efectos diferenciados en el crecimiento económico. ¿Cuál es el efecto real 
y de qué depende? Existen dos metaanálisis sobre este tema, Ugur (2014) y 
Campos, Dimova y Saleh (2016). 

En el primero se examinan 29 estudios que en total presentan 327 coeficientes 
de regresión de los efectos directos la corrupción en el crecimiento económico, 
encontrando una relación negativa entre corrupción y crecimiento económico, 
destacando que el efecto negativo es mayor en el largo plazo (cuando se utilizan 
períodos de cinco años o más), también cuando se utilizan muestras solo para 
países de bajos ingresos y cuando se publican en artículos revisados por pares 
académicos16. 

De igual manera se encuentra que el efecto negativo es menor cuando el 
índice de corrupción utilizado es el icgr, y no el cpi o el wgi, y cuando se 
utiliza el método de estimación de mínimos cuadrados de dos etapas. En el 
segundo trabajo se analizan 41 artículos académicos que en total contienen 460 
coeficiente de regresión de los efectos de la corrupción; los resultados muestran 
que los investigadores académicos, en comparación con los no académicos, 
reportan efectos negativos de la corrupción en el crecimiento económico más 
pequeños; que controlar por la endogeneidad causada por la corrupción tiende 
a reducir los efectos; que el uso de modelos de efectos fijos tiende a incrementar 
el efecto negativo17; que el índice de corrupción empleado18, la presencia de 
países del Medio Oriente y de África del Norte tienden a incrementar el efecto 
negativo, mientras que incluir variables de control como comercio internacional, 
apertura comercial, calidad institucional, capital humano, inversión y gasto 
público permiten medir el efecto directo de la corrupción en el crecimiento 
económico, mientras que su exclusión mide el efecto total de la corrupción. Por 

16	 En los trabajos publicados en capítulos de libros o papeles de trabajo el efecto negativo de la 
corrupción sobre el crecimiento económico persiste, pero sus efectos son menores.

17	 Este hecho posiblemente se debe a que los modelos de efectos fijos eliminan la heterogeneidad 
entre países.

18	 Los autores sostienen que el índice más empleado es el cpi, seguido por el International 
Conutry Risk Guide y del Índice de Control de la Corrupción.
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otra parte, se argumenta que si el coeficiente de las variables de control tiene 
signo positivo, el efecto directo de la corrupción en el crecimiento será mayor. 

Desigualdad y pobreza

Probablemente el trabajo más influyente en este tema es el de Gupta, Davoodi 
y Alonso-Terme (2002), el cual señala que la corrupción puede incrementar la 
pobreza y desigualdad a través de varios canales como el crecimiento económico, 
sistemas fiscales sesgados, mal enfoque de los programas sociales, formación 
de capital humano y desigualdades en educación. Empleando datos para 38 
países para el período 1980-1997 encuentra que la corrupción afecta negativa 
y severamente la distribución del ingreso y la pobreza, un incremento de una 
desviación estándar en el índice de corrupción se asocia con un incremento de 
11 puntos del coeficiente de Gini, y reduce la tasa de crecimiento del ingreso 
del segundo decil con menos ingresos en 4.7 puntos porcentuales. 

Gyimah-Brempong (2002) utiliza una muestra de 21 países africanos para 
el período 1993-1999 y encuentra que un incremento de una desviación 
estándar en el índice de corrupción incrementa la desigualdad entre 4 y 7 
puntos. Jong-Sung y Khagram (2005) analizan una muestra de 129 países 
para el período 1972-1996, encontrando que la corrupción incrementa la 
desigualdad y que existe evidencia de causalidad recíproca entre la desigualdad 
y la corrupción, mayor (menor) desigualdad mayor (menor) corrupción. 
Andres y Ramlogan-Dobson (2011) estudian una muestra de 19 países de 
América Latina, encuentran que la corrupción mejora la distribución del 
ingreso y argumentan que esta relación probablemente se deba a que, en estos 
países, el sector informal provee trabajo y fuentes de ingreso para los más 
pobres de la sociedad, quienes no tienen las características necesarias para 
encontrar un empleo en el sector formal de la economía y que a medida en 
que la corrupción se reduce, los negocios se vuelven formales. 

Ullah y Ahmad (2016) revisan 71 países desarrollados y no desarrollados 
para el período 1984-2012, también encuentran que la desigualdad está 
correlacionada de manera negativa con la corrupción. Policardo y Carrera 
(2018) encuentran que la corrupción no tiene relación con la desigualdad, 
pero sin embargo, estudiando la relación de causalidad entre estas dos 
variables encuentran que la desigualdad incrementa la corrupción, pero 
no de manera inversa. Khan y Naeem (2020) utilizan una muestra de 38 
países no desarrollados para el período 2000-2015, empleando un modelo 
de tres ecuaciones simultáneas encuentran que la corrupción incrementa la 
desigualdad, pero que la desigualdad también incrementa la corrupción, lo 
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que genera un círculo vicioso entre ambas variables. Hartwig y Sturm (2024) 
utilizan datos para 150 países para el periodo 1980-2021; encuentran que la 
corrupción no tiene efectos de largo plazo en la desigualdad, y que de tenerlo 
probablemente sea en el muy corto plazo. McDonald (2024) analiza los 
efectos de la corrupción en la desigualdad y la pobreza en 11 países de América 
Latina para el período 2012-2021, encuentra que, si bien la corrupción no 
tiene efectos sobre la desigualdad, sí los tiene en la pobreza, esto es, altos 
niveles de corrupción están asociados a altos niveles de pobreza.

Tabla 2. Corrupción, desigualdad y pobreza

Autor(es) Año Período de 
estudio/Países

Índice(s) 
empleado(s)

Relación entre 
crecimiento y 
corrupción

Gupta, Davoodi & 
Alonso-Te

2002
1980-1997/ 
38 países

icrg, bi, cpi +

Gyimah-Brempong 2002
1993-1999/ 
21 países

CPI y World 
Development 
Indicators Dataset

+

Jong-Sung & Khagram 2005
1972-1996/ 
129 países

cpi, cci, icrg +

Dincer & Gunlap 2008
1981-1997/ 
50 estados de 
usa

Tasa de condenados 
por delitos de 
corrupción

+

Andres & Ramlogan-
Dobson

2011
1982-2002/ 
19 países

icrg -

Ullah & Ahmad 2016
1984-2012/ 
71 países

icrg +

Policardo & Carrera 2018
1995-2015/ 
50 países

cpi 0

Castro & González 2019
2008-2017/ 24 
departamentos 
de Colombia

Tasa de condenados 
por delitos de 
corrupción

+

Khan & Naeem 2020
2000-2015/ 
38 países

cci +

Hartwig & Sturm 2024
1980-2021/  
150 países

cpi, cirg 0

McDonald 2024
2012-2021/ 
11 países

cpi +

Fuente: Elaboración propia.
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Existen trabajos sobre corrupción y desigualdad que emplean 
indicadores de tercera generación. Por ejemplo, Dincer y Gunalp (2008) 
emplean como medida de corrupción la tasa de servidores públicos 
sentenciados en los 50 estados de los Estados Unidos de América por 
crímenes relacionados con corrupción para el periodo 1981-1997. 
Encuentran que la corrupción incrementa tanto la desigualdad como la 
pobreza. Castro y González (2019) analizan 24 de los 32 departamentos 
de Colombia durante el periodo 2008-2017, empleando como medida de 
corrupción la tasa por cada 100,000 habitantes de personas condenadas 
por crímenes relacionados con la corrupción. Sus resultados muestran que 
la corrupción incrementa la desigualdad. 

Finanzas y gasto público

Probablemente el primer trabajo en analizar los efectos de la corrupción en 
el sector público fue el de Tanzi y Davoodi (1997), quienes analizando una 
muestra de 68 países para los años 1980 a 1995 encontraron que la corrupción 
incrementa la inversión pública pero la vuelve menos productiva, además de 
que reduce los ingresos públicos; ello probablemente se debe a un sistema fiscal 
débil. 

Mauro (1997) analizando 106 países durante el período 1960-1985, 
encuentra que la corrupción disminuye la inversión y el gasto en educación, y 
que afecta negativamente la deuda pública, es decir, mayor corrupción mayor 
deuda pública, resultado también encontrado por Cooray, Dzhumashev y 
Schneider (2017), Monte y Pennacci (2020) y Benfratello, Monte y Pennacchio 
(2018). 

Estos autores señalan que, contrariamente a lo que generalmente se piensa, el 
efecto de la corrupción en la deuda pública es mayor en los países de alto ingreso, 
y más débil y estadísticamente menos robusto en los menos desarrollados, 
donde factores externos como la ayuda extranjera también pueden afectar la 
deuda pública. Por otra parte Apergis y Apergis (2019) analizan 120 países 
para el período 1999-2015, encontrando que no existe una relación lineal 
entre la deuda pública y la corrupción, independientemente de los niveles de 
corrupción o tipos de países (de ingresos altos y bajos); en los países de altos 
niveles de corrupción, en comparación donde los niveles son bajos, la deuda 
pública se incrementa de manera más rápida. 

En la tabla 3 se presenta un resumen de los trabajos revisados en las finanzas 
y el gasto público.
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Tabla 3. Corrupción, finanzas y gasto público

Autor(es) Año
Período de 
estudio/Países

Índice(s) 
empleado(s)

Relación entre 
crecimiento y corrupción

Tanzi & Davoodi 1997
1980-1995/ 
68 países

bi, icrg (-) Ingresos Públicos

Mauro 1997
1960-1985/ 
106 países

icrg, bi
(-) Gasto en educación 
(+) Deuda pública

Monte & 
Pennaccio

2020
1995-2015/ 
162 países

cpi (+) Deuda pública

Cooray 2017
1996-2012/ 
106 países

cpi (+) Deuda pública

Benfratello 2017
1995-2015/ 
164 países

cpi (+) Deuda pública

Apergis & Apergis 2019
1999-2015/ 
120 países

cpi (+) Deuda pública

Abebe & Fikre 2020
2002-2017/ 
33 países

cci (-) Ingresos Públicos

Hwang 2022
1980-1995/ 
66 países

bi, cpi (-) Ingresos Públicos

Bogetié & Naeher 2024a
1996-2019/ 
194 países

bi, cci (-) Ingresos Públicos

Bogetié & Naeher 2024b
1996-2020/ 
194 países

bi, cci (-) Ingresos Públicos

Fuente: Elaboración propia.

Se ha encontrado que la corrupción reduce los ingresos fiscales, así como los 
ingresos totales del gobierno. Los resultados de Hwang (2002) para una muestra 
de 66 países para el período 1980 a 1995, muestran que la reducción de los 
ingresos totales del sector público es mayor en países con gobiernos autocráticos 
así como en estados frágiles19. Por su parte, Bogetić y Naeher (2024a) para una 
muestra de 194 países estudiados durante el período 1996-2019, encuentran 
que la relación entre la corrupción y los ingresos públicos es menos negativa, 
o incluso positiva, cuando la gobernanza es débil20 y que la relación es más 

19	 Por estado frágil se hace referencia a aquellos países en los que el Indicador de Gobernanza 
Mundial del Banco Mundial se encuentra por debajo del percentil 25.

20	 Se refiere a la puntuación del indicador “Estado de derecho”, cuyos valores varían de –2,5 
(gobernanza débil) a +2,5 (buena gobernanza), y que forma parte de los Indicadores de 
Gobernanza Mundial.
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negativa en estados frágiles21, y que en períodos de crisis la relación entre 
ingresos y corrupción se intensifica (Bogetić y Naeher, 2024b). Abebe y Fikre 
(2020) analizan una muestra de 33 países desarrollados y no desarrollados 
para el período 2002-2017, los dividen de acuerdo con sus niveles de ingreso 
(bajo, medio y alto) encuentran que la corrupción reduce los ingresos de 
los países y que este efecto es mayor en países con ingresos altos y es más 
moderada en países de bajos ingresos. 

Mercado laboral

No existen muchos trabajos empíricos que aborden los efectos de la 
corrupción en el mercado laboral. La mayoría de la literatura existente se 
enfoca a los efectos que esta tiene en el empleo/desempleo y pocos se enfocan 
en estudiar la tasa de participación laboral, los salarios y la economía informal. 
Entre los trabajos existentes, Nnaemeka (2021) investiga los efectos de la 
corrupción en Nigeria para el período 1980-2018, sus resultados muestran 
que la corrupción tiene efectos positivos en la tasa de desempleo y que la 
causalidad entre ambas variables es bidireccional, esto es, la corrupción causa 
desempleo pero el desempleo también causa corrupción. Zumba et al. (2021) 
analizan 33 países del África subsahariana para el periodo 2005-2019, sus 
resultados muestran que mientras el desempleo es persistente en estos países, 
la corrupción no es estadísticamente significativa para explicar el desempleo. 

Por otra parte, Kırşanlı (2023) investiga si la corrupción y el desempleo 
tienen algún tipo de relación en 38 países de la Organización y Cooperación 
para el Desarrollo Económico (ocde) durante el período 1996-2020; sus 
resultados muestran que a mayor corrupción, mayor desempleo, sin embargo 
la magnitud del efecto de la corrupción depende del tipo de modelo empleado 
y medida de corrupción utilizada. Muhammad y Arif (2024) investigan 
los efectos de la corrupción en el desempleo de 11 países miembros de la 
Asociación de Naciones del Sudeste Asiático durante el período 2018-2022, 
encuentran que la corrupción incrementa el desempleo. pero que sus efectos 
son mayores en entre la comunidad joven (personas entre 15 y 24 años de 
edad).

21	 Variable dummy construida a partir de la puntuación del indicador de “Estabilidad” que 
varía de −2,5 (muy inestable) a +2,5 (muy estable), y que forma parte de los Indicadores 
de Gobernanza Mundial. Toma valor de 1 para los valores por debajo del percentil 25 
(aproximadamente 0,7) del Indicador de Estabilidad.
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Tabla 4. Corrupción y mercado laboral

Autor(es) Año Período de estudio/
Países

Índice(s) 
empleado(s)

Relación entre 
crecimiento y 
corrupción

Cooray & 
Dzhumashey

2018
1996-2013/  
132 países

cpi, cci
(-) Empleo
(-) Tasa de participación

Nnaemeka 2021
1980-2018/  
Nigeria

cpi (+) Desempleo

Zumba et al. 2021
2005-2019/  
33 países

(0) Desempleo

Kırşanlı 2023
1996-2020/  
38 países

cpi, cci (+) Desempleo

Muhammad & Arif 2024
2018-2022/  
11 países

cpi (+) Desempleo

Ouédraogo 2017
1999-2007/ 
23 países

icrg (+) Economía informal

Bayar et al. 2019
2003-2015/ 
11 países

cci (+) Economía informal

Gokcekus et al. 2023
2000-2017/  
7 países

cpi (+) Economía informal

Fuente: Elaboración propia.

Con relación a la tasa de participación laboral, Cooray y Dzhumashev (2018) 
estudian 132 países durante el período 1996-2012; sus resultados muestran 
que la corrupción afecta negativamente tanto a la tasa de participación laboral 
como al nivel de empleo. En lo que toca a la relación entre la corrupción 
y la economía informal, Ouédraogo (2017), en una muestra de 23 países 
subsaharianos durante el período 1999-2007 encuentra que la corrupción 
está asociada positivamente con el tamaño de la economía informal. Bayar 
et al. (2018) analizan una muestra de 11 países de Europa Central y del 
Este durante los años 2003 a 2015 y encuentran que existe una relación 
positiva de largo plazo entre corrupción y el tamaño del sector informal, así 
como una causalidad bidireccional entre estas dos variables. Por su parte, 
Gokcekus, Bağırzade y Scrıbner (2023) analizan siete países pertenecientes 
a la Organización de Cooperación Económica (eco) para los años 2007 a 
2017, y también encuentran una asociación positiva entre corrupción y el 
tamaño del sector informal de la economía.
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Investigación sobre corrupción en México

En México la investigación sobre las causas y los efectos de la corrupción 
en variables socioeconómicas es limitada, por lo que hay una gran área de 
oportunidad para su investigación. Entre los escasos trabajos que investigan las 
causas de la corrupción se tiene el estudio de Sour Vargas (2017), que emplea el 
Índice Nacional de Corrupción y Buen Gobierno (incbg) para los años 2005 
y 2010 como variable dependiente, y encuentra que el gobierno electrónico22 
constituye una buena manera de reducir los actos de corrupción. Márquez 
y Gómez (2024) argumentan que además de herramientas tecnológicas que 
incrementen la eficiencia de gobierno y mejoren los controles anticorrupción, 
el desarrollo democrático, el fortalecimiento del Estado de derecho y el nivel 
educativo de la población están correlacionados con la corrupción. 

Soto y Cortez (2015) emplean el incbg para el período 2001 a 2010 para 
estudiar los determinantes de la corrupción. Sus resultados muestran que la 
alternancia política y congresos locales con mayoría opositora contribuyen a reducir 
la corrupción, mientras que los niveles de escolaridad juegan un papel interesante, 
ya que su relación con la corrupción no es lineal y sigue una forma de “U”, 
mientras que la desigualdad se asocia con la corrupción en una forma de 
“U invertida”. Un resultado interesante es que la corrupción y el nivel de 
desarrollo de las entidades federativas es positivo, esto es, a mayor nivel de ingreso 
estatal, mayores son los niveles de corrupción.

En lo que atañe a los costos de la corrupción, Ramírez (2016) encuentra 
que la corrupción incrementa los costos de transacción en el sector público, 
ya que incrementa su ineficiencia debido a la introducción de demoras y 
requisitos innecesarios para forzar el pago sobornos; también señala que 
“se producen desviaciones de recursos generando desigualdad en términos 
redistributivos y restringiendo las posibilidades de ciudadanos para alcanzar 
niveles de vida superiores, al impedir que el uso de los recursos públicos sea 
óptimo en beneficio de la sociedad” (p. 9). Por otra parte López y Juárez 
(2013) emplean el incbg para los años 2001, 2003, 2005, 2007 y 2010, y 
muestran que la corrupción y el pib per cápita no tienen ninguna relación, 
incluso si esta se interactúa con la calidad de las instituciones estatales. 

El trabajo de Flores Márquez, Neme Castillo y Ríos Bolívar (2023) analiza 
los efectos que la corrupción ha tenido sobre la desigualdad del ingreso para 
el período 2010-2020; utilizando datos de la encig encuentran que a mayor 

22	 Gobierno electrónico se refiere a aquellas herramientas que facilitan las transacciones 
y el intercambio de información de manera digital entre la administración pública y los 
ciudadanos.
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corrupción mayor desigualdad del ingreso. En un trabajo posterior, Flores 
Márquez y Neme Castillo (2024), con datos de 2016 al 2022 corroboran 
la relación positiva entre corrupción y desigualdad del ingreso. Por último, 
Lozano-Cortés, Tun González y Aguilar Martínez (2023) investigan los efectos 
de la corrupción en el crecimiento económico de las entidades federativas 
durante el período 2017-2019, empleando diferentes medidas de corrupción 
encuentra que a pesar de que la relación entre estas dos variables es negativa, 
no es estadísticamente significativa.

Conclusiones

En este trabajo se han enfatizado algunos de los principales índices e 
indicadores utilizados en los estudios de carácter económico. Como ya se 
señaló, de la revisión de la literatura se observa que existen una variedad 
de métricas complementarias. Por ejemplo, el pionero Índice de Negocios 
Internacionales (bi), sentó las bases metodológicas. Hoy el más popular 
es el Índice de Percepción de la Corrupción (cpi), que actualmente evalúa 
180 países con 13 fuentes de información especializadas. El Indicador de 
Gobernanza Mundial (wbgi) califica más de 200 países desde 1996; la Guía 
Internacional de Riesgo País (icrg) analiza 22 variables en tres subcategorías 
de riesgo político, financiero y económico; mientras que instrumentos como la 
Encuesta Internacional de Víctimas del Crimen (icvs) y el Barómetro Global 
de la Corrupción (gcb) complementan estas métricas con experiencias directas 
de ciudadanos sobre sobornos y percepciones públicas. Notablemente, existe 
alta correlación (0.9919) entre índices como el cpi y el icc, lo que valida su 
uso indistinto en estudios empíricos.

Respecto a los indicadores de corrupción en México, estos revelan un sistema 
integral de medición implementado por el inegi mediante cinco encuestas 
especializadas: la encig (bianual desde 2011) documenta percepciones, 
experiencias y costos de corrupción en trámites gubernamentales; la envipe 
(anual desde 2011) enfocada primariamente en victimización delictiva pero 
incluye experiencias de corrupción con autoridades policiales y de justicia; 
la ensu (trimestral desde 2016), que genera información sobre experiencias 
de corrupción durante contactos con servidores públicos en zonas urbanas; 
mientras que para el sector empresarial, la encrige (publicada en 2016 y 2020) 
mide experiencias y percepciones de corrupción que afectan a las unidades 
económicas en trámites y servicios públicos, incluyendo costos y tasas de 
incidencia; y la enve (bianual desde 2012) complementa con datos sobre 
incidencia delictiva, costos y percepciones de corrupción entre las empresas. 
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Con respecto a la aplicación de índices de corrupción en la literatura económica se 
puede concluir que hay un rico panorama investigativo en cuatro áreas principales: 
crecimiento económico con los estudios pioneros de Mauro (1995) y Tanzi y 
Davoodi (1998), quienes establecieron metodologías para evaluar esta relación, 
encontrándose posteriormente resultados mixtos con predominio de efectos 
negativos (Campos, Dimova y Saleh 2016; Ugur, 2014), pero también relaciones 
no lineales donde niveles bajos de corrupción pueden incrementar el crecimiento 
(Mallik y Saha, 2016); en cuanto a desigualdad y pobreza, mientras Gupta, 
Davoodi y Alonso-Terme (2002) documentan que la corrupción aumenta ambas 
variables, otros investigadores encuentran relaciones contradictorias dependiendo 
de la región analizada, existiendo un posible círculo vicioso bidireccional (Khan 
y Naeem, 2020); respecto a finanzas públicas, la corrupción generalmente reduce 
ingresos fiscales y aumenta la deuda pública (Cooray, Dzhumashev y Schneider, 
2017; Mauro, 1997), aunque esta relación varía según el nivel de gobernanza y 
desarrollo del país (Bogetić y Naeher, 2024); finalmente, en el mercado laboral la 
evidencia muestra que la corrupción tiende a aumentar el desempleo (Muhammad 
y Arif, 2024), reducir la participación laboral (Cooray y Dzhumashev, 2018) y 
expandir la economía informal (Bayar et al., 2018), aunque la significancia 
estadística y la causalidad varían según las regiones estudiadas.

Por último, en la investigación de corrupción en México evidencian un 
campo de estudio aún limitado pero con resultados significativos: respecto a 
las causas de la corrupción, Sour Vargas (2017) demuestra que el gobierno 
electrónico constituye una herramienta efectiva para reducir actos corruptos, 
mientras Márquez y Gómez (2024) añaden que el desarrollo democrático, 
el fortalecimiento del Estado de derecho y la educación son factores 
complementarios; Soto y Cortez (2015) utilizando el incbg (2001-2010) 
encuentran que la alternancia política y congresos opositores reducen la 
corrupción, revelando relaciones no lineales con variables como escolaridad 
(forma de “U”) y desigualdad (forma de “U invertida”), y sorprendentemente 
una correlación positiva entre desarrollo estatal y corrupción. En cuanto a los 
efectos, Ramírez (2016) documenta que la corrupción incrementa los costos 
de transacción en el sector público generando ineficiencias y desigualdad; 
López y Juárez (2013) no encuentran relación significativa entre corrupción 
y pib per cápita; mientras que Flores Márquez y Neme Castillo (2024) y 
Flores Márquez, Neme Castillo y Ríos Bolívar (2023) confirman una 
relación positiva entre corrupción y desigualdad del ingreso durante 2010-
2022; finalmente, Lozano Cortés, Tun González y Aguilar Martínez (2023) 
identifican una relación negativa pero estadísticamente no significativa entre 
corrupción y crecimiento económico estatal.
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Introducción 

Este capítulo tiene como propósito analizar la literatura que aborda la corrupción 
pública en México. La orientación metodológica de esta investigación es focalizar 
la literatura hacia los estudios cuantitativos. Esta orientación obedece a que esa 
índole de estudios ofrece una perspectiva de largo plazo sobre este fenómeno en 
México, por lo que hacen contribuciones importantes para explicar cuáles son 
sus causas, efectos y, por supuesto, perspectivas a futuro. 

El trabajo ofrece una amplia revisión de 59 estudios que usan estas técnicas. 
Los estudios provienen de la base de datos Web of Science. En una primera 
revisión se obtienen 402 artículos en revistas indexadas, pero la muestra 
disminuye al enfocarse en México y, en particular, en la corrupción pública. 
Esto en sí ya es un hallazgo relevante, pues solo el 14.5 por ciento de la literatura 
registrada por las principales revistas indexadas se refiere a la corrupción pública 
y, más específicamente, al caso mexicano. 

Cabe señalar que en la muestra depurada –los 59 artículos–, se consideran 
aquellos trabajos que abordan al país o que lo incorporan dentro de un análisis 
comparado más grande. El periodo de estudio de las publicaciones inicia en 
1998 y termina en 2024; es decir, 26 años de investigaciones, en su mayoría 
econométricas.

La pertinencia de los análisis sobre la literatura se justifica por razones que 
trascienden el avance del conocimiento científico. En primer lugar, la corrupción 
tiene un costo económico significativo, que puede oscilar entre del 0.4% y el 
10% del Producto Interno Bruto (Silerio, 2024) según diversas estimaciones. Este 
alto impacto, promueve que el trabajo científico explique su lógica causal, pero 
también que proponga estrategias para mitigar su impacto. Por ello, los estudios 
que muestran los efectos de la corrupción en el crecimiento y desarrollo económico 
son fundamentales en países como México, con economías no consolidadas.1

1	 Algunos autores subrayan que la corrupción puede tener efectos positivos en la economía 
(Méon y Sekkat, 2005) porque es una especie de “engrasante” de las transacciones económicas; 
en alguna de la literatura aquí revisada esto no sucede para México. 
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En segundo lugar, en lo social, la corrupción sistémica trastoca las normas 
de confianza cotidiana, así como el funcionamiento de las instituciones 
democráticas; incluso puede repercutir sobre el bienestar de las personas. 
En México, donde la percepción de corrupción es alta, estos estudios 
permiten identificar las formas específicas en que se manifiesta (electoral, 
burocrática, policial, etc.). La investigación cuantitativa también ayuda a 
explicar los factores estructurales que la producen: las fallas institucionales, 
las condiciones socioeconómicas de la población, las dinámicas políticas o 
incluso las transacciones entre los sectores privado y público. En tercer lugar, 
la pertinencia de los estudios tiene que ver con la generación de evidencia 
empírica útil para la formulación de políticas públicas efectivas.

Precisamente una de las aportaciones del presente capítulo es observar el 
contenido y las principales tendencias de los estudios sobre corrupción para 
el caso mexicano. De hecho, este trabajo es inédito en la literatura acerca de 
la corrupción. 

Además de estar en el Web of Science, los 26 años de estudios cuantitativos 
tienen como características comunes:

a)	 El ser una muestra internacional (los autores y las publicaciones son de diferentes 
nacionalidades).

b)	 Los textos se escriben durante y después de la democratización mexicana.
c)	 En el periodo de estudio hay un incremento en la percepción de corrupción en 

el país.
d)	 En el periodo de estudio también hay una mayor presencia de mecanismos 

formales para controlar la corrupción (organismos constitucionalmente 
autónomos, organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales 
especializados, entre otros). 

En este contexto de modernización pública, se hace necesario conocer 
las tendencias sobre la investigación en México por varias razones. A nivel 
estrictamente científico, el análisis nos permite ver cuáles son las áreas temáticas que 
son dominantes o emergentes (por ejemplo, un enfoque excesivo en corrupción 
administrativa y poco en la corrupción estructural o sistémica). También nos 
permite identificar las metodologías y técnicas dominantes o sesgos en las agendas 
metodológicas. Asimismo, permite observar la interacción entre las disciplinas, 
así como entre los grupos de investigación. Los estudios longitudinales hacen 
posible explicar las transformaciones en los modos de operación de la corrupción. 

Complementariamente, el estudio de las tendencias epistemológicas 
tiene una utilidad también práctica. Por ejemplo, la experimentación de 
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supuestos puede abordar nuevos paradigmas o estándares promovidos por 
las organizaciones internacionales (Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico, el Banco Mundial, la Alianza para el Gobierno Abierto, 
etc.). Adicionalmente, los hallazgos de investigación se pueden compartir con 
las universidades, observatorios ciudadanos y organismos de control. Además, 
es una fuente directa de información para mejorar el diseño de políticas públicas 
anticorrupción. La evidencia puede estimular el desarrollo de instrumentos más 
efectivos, dirigidos a los niveles reales de corrupción (por ejemplo, reformas 
institucionales vs. campañas de valores). Las investigaciones publicadas con 
rigurosidad deben estar en la agenda pública y el debate político. 

Precisamente, el capítulo muestra el avance en el análisis de la corrupción 
de México. Para ello se desarrolla una estrategia de investigación mixta. En 
primer lugar, se lleva a cabo un análisis de contenido que examina la manera 
en que se define y/o conceptualiza la corrupción. En segundo lugar, se elabora 
un análisis cuantitativo con varios indicadores: la evolución histórica, la 
segmentación geográfica (nacional/internacional), las áreas temáticas (político-
electoral, debilidad normativa, anticorrupción y gobernanza), los enfoques 
metodológicos (encuestas y experimentos, evaluación de impacto, panel de 
datos, registros administrativos y otros), así como las técnicas econométricas 
empleadas. 

El capítulo muestra que, conceptualmente, en México las investigaciones 
trascienden la definición de corrupción como la apropiación de lo público 
para beneficio privado, hacia explicaciones sistémicas que problematizan acerca 
de la naturaleza contextual y dinámica de la corrupción; muchas de estas 
investigaciones incorporan la transversalización del fenómeno con factores 
económicos, institucionales, políticos y sociales.

Por lo que se refiere a la revisión cuantitativa en México, hay que destacar que 
hay una evolución histórica muy marcada entre los años 2010 y 2017, cuando se 
consolidan instituciones de vigilancia y control. Aquí se discutirán los alcances de 
este enfoque. Respecto a los métodos y técnicas para abordar el fenómeno en el 
contexto mexicano, se observa que los estudios sobre percepción de la corrupción 
usan modelos simples; solo recientemente se han formulado modelaciones más 
robustas que incorporan múltiples dimensiones de las prácticas corruptas y sus 
determinantes. Metodológicamente, los artículos también han ido más allá del 
uso de encuestas de percepción y cada vez más incorporan diferentes métodos de 
datos de panel, análisis basados en algoritmos y el uso de big data, lo que mejora 
las pruebas de causalidad en el contexto del país. 

El capítulo se estructura en cuatro secciones adicionales. En la siguiente 
sección se presenta la metodología con la que se diseña la selección de los 
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estudios cuantitativos sobre la corrupción en México. En una sección posterior 
se presentan los hallazgos del análisis de contenido. En la cuarta, se presentan 
las tendencias del análisis cuantitativo. Un último apartado está dedicado a las 
conclusiones. 

Selección de la muestra y diseño de la investigación 

En esta sección se comparten los criterios de selección y clasificación de los 
estudios cuantitativos que abordan la corrupción en México. Para el análisis 
bibliométrico se elige al Web of Science (WoS), una de las plataformas de 
búsqueda de artículos científicos más reconocida a nivel mundial. Quienes 
operan esta plataforma son Clarivate Analytics (antes Thomson Reuters).2 
WoS contiene artículos científicos indexados, con análisis de citas, con 
índices de impacto y con vinculación con identificadores únicos (orcid o 
ResearcherID, por ejemplo).

La búsqueda y selección de los artículos se hace en español e inglés. En 
particular se usan palabras como “Corrupción” and “México” en el título, 
resumen y las palabras clave de los artículos publicados en revistas hasta el año 
2024. El resultado de esta consulta genera 402 documentos. Sin embargo, 
dado que el propósito del análisis es concentrarse en la corrupción pública en 
México, se hace una selección manual de los mismos, dando como resultado 
los 59 textos que se pueden consultar en el anexo 1.

El análisis tiene dos dimensiones. Una primera dimensión es un análisis de 
contenido. Para esta, se revisa artículo por artículo si existe una definición de 
corrupción propia o basada en literatura previa. En muchos artículos no existe 
una definición, sino que es un trabajo directamente empírico que prueba 
diferentes relaciones o que indaga sobre los determinantes de la corrupción. 
El análisis de contenido separa aquella literatura que sí tiene una definición y 
registra las principales tendencias. 

El hecho de que las investigaciones utilicen definiciones específicas permite 
observar cómo se delimita el fenómeno, la coherencia en las variables que 
son posibles de medir y construir para el caso mexicano; también mejora la 
replicabilidad y validez de los resultados, evitando sesgos derivados de supuestos 

2	 Clarivate Analytics es fundamental en el ámbito académico y científico porque proporciona 
herramientas clave para la evaluación y gestión del conocimiento, siendo responsable de 
la Web of Science y del Journal Citation Reports, que incluyen métricas como el factor de 
impacto. Estas plataformas permiten analizar la producción científica, medir la influencia 
de revistas y autores, y orientar decisiones en políticas científicas. Por supuesto, hay otras 
plataformas de búsqueda, pero el estudio considera que, para la elección de artículos, en WoS 
hay una mayor cantidad de artículos con un buen factor de impacto. 
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implícitos (lo que podría pasar en los artículos que carecen de definición). 
Además, guía la selección de indicadores y permite construir modelos robustos 
en términos de las relaciones causales que se quieren evaluar. En un país donde 
83.1% de la población percibe corrupción frecuentemente (inegi, 2024), esta 
claridad alinea los estudios con prioridades de política pública. 

Una segunda dimensión del estudio es un análisis cuantitativo en el que se 
distinguen los siguientes aspectos: 

a)	 Año de las publicaciones. Este es un indicador para observar si hay un 
crecimiento en los estudios sobre corrupción. El supuesto esperado es que, 
en la medida en que México avance en la construcción de sistemas de pesos, 
contrapesos, vigilancia y control, esto se refleja en un mayor interés académico. 
La observación de este indicador es anual. 

b)	 Segmentación geográfica de los artículos. Los artículos se dividen en dos 
categorías: estudios comparativos (México y otros países) y solamente para 
México (estos abarcan la dimensión nacional, subnacional y municipal). 

c)	 Artículos por área temática. Para la clasificación de los textos, el punto de 
partida es el libro de Rose-Ackerman (2007) con estudios desde la perspectiva 
de la economía de la corrupción. El libro de Rose-Ackerman refiere la relación 
de la corrupción con la gobernanza, con la estructura institucional, la transición 
al socialismo, las encuestas y experimentos y las políticas anticorrupción.3 
Para efectos de adaptar estos criterios al contexto mexicano, se propone la 
clasificación de la tabla 1. 

Tabla 1. Áreas temáticas estudiadas

Categoría Definición Descripción

Político-electoral Estudios que relacionan la 
corrupción con variables 
políticas

Se incorporan variables relacionadas 
con procesos democráticos, electorales, 
participación política, rendición de 
cuentas horizontal, actores políticos, 
partidos políticos

Gobernanza Estudios que usan 
indicadores de 
gobernanza o que 
emplean variables de 
confianza institucional

Se incorporan variables de gobernanza, 
confianza institucional, gobierno 
abierto, crecimiento económico

3	 La clasificación de Rose-Ackerman no es completamente compatible para México, por esa 
razón aquí se propone una adecuación en las áreas temáticas de estudio. Particularmente, no 
se corresponde la clasificación acerca de experiencias socialistas; tampoco la clasificación de 
encuestas y experimentos, que más bien aquí forman parte de los métodos. 
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Categoría Definición Descripción

Faltas a las normas/
instituciones

Estudios que usan 
variables relativas a 
delitos o casos de 
corrupción

Se incorporan variables sobre delitos 
como el fraude malversión de fondos, 
corrupción sistémica, etc.

Anticorrupción Estudios que usan 
variables sobre el control 
del gobierno y un mejor 
desempeño

Se incorporan variables sobre medidas 
para el control de la corrupción 
(auditorias, contralorías, acceso a la 
información, transparencia, etc.).

Fuente: Elaboración propia.

d)	 Enfoques metodológicos empleados. Para esta clasificación, también se toman 
los criterios de Rose-Ackerman (2007). Así, el enfoque metodológico sigue la 
misma lógica e incluye “Encuestas y experimentos”, “Evaluaciones de impacto”, 
“Panel de datos (comparativa internacional)”, “Registros administrativos” y 
“Otros”. No obstante, la definición y las técnicas que utilizan se recuperan 
a partir de los estudios de la muestra mexicana de artículos. Esto se puede 
observar también en la tabla 2.4

e)	 Técnicas econométricas empleadas. El último indicador corresponde a la 
diversidad de herramientas cuantitativas que se han utilizado en los análisis sobre 
México (tercera columna de la tabla 2). Por practicidad, el análisis identifica 
estas técnicas econométricas con el propósito de observar el alcance explicativo 
y, en ocasiones, predictivo de los trabajos publicados. 

Las dos valoraciones propuestas permitirán identificar la evolución, 
contribuciones y alcances de estos trabajos que, como se indica, enfrentan el 
reto de generar modelos explicativos sobre un fenómeno muy complejo de 
medir, dadas las limitaciones de información para nuestro país.

4	 La clasificación de Rose-Ackerman solo es temática. Para efectos de un análisis más específico 
acerca de los métodos y las técnicas que han utilizado los artículos de la muestra, se propone 
este desarrollo en la tabla 2. De modo que se proponen categorías para los métodos y una 
descripción respecto a todas las técnicas. 
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Tabla 2. Enfoques metodológicos

Categoría Definición Descripción de las técnicas que usan

Encuestas y 
experimentos

Estudios que 
utilizan encuestas 
para explicar la 
corrupción; estudios 
que proponen 
modelos con variables 
experimentales

Encuestas y experimentos. Regresión lineal, 
panel de datos: mínimos cuadrados ordinarios, 
modelo logit, modelo multinominal logístico 
con efectos aleatorios, análisis exploratorio 
de factores y modelo de probabilidad lineal, 
Modelo miltinominal, Modelo de simulación 
computacional, Regresión Logística y modelos 
ols, Árboles de decisión, Crosswise model, 
Correlación Bivariada, Modelo de ecuaciones 
simultáneas

Evaluación de 
impacto

Estudios que miden 
el impacto de la 
corrupción en relación 
a otras variables

Panel de datos, modelos de probabilidad, 
regresión lineal, Modelo con efectos fijos; 
Modelo Logit ordenado, Modelo de diferencias 
en diferencias, Análisis de incertidumbre, 
Mínimos cuadrados ordinarios, Modelo de 
Márkov, Modelo Multinivel, Modelo Logit, 
Análisis estadístico (Construcción de indicadores), 
Análisis de regresión jerárquica lineal y local, 
Mínimos cuadrados ordinarios, Modelo gmm 
con variables instrumentales, Diferencias en 
diferencias; Latent Dirichlet Allocation (lda)

Panel de datos Estudios que emplean 
paneles datos

Correlación bivariada, pvar, Modelo con efectos 
fijos aleatorios, Modelo dinámico gmm y pruebas 
de causalidad de Granger y Modelo Pooled con 
efectos aleatorios

Registros 
administrativos

Estudios construyen 
variables o indicadores 
a partir de registros 
gubernamentales

Modelo con efectos fijos, Modelo de regresión 
logística multinivel, Modelo dinámico gmm, 
Modelo multinivel; Modelo Pooled y con efectos 
fijos, Modelo multinomial logístico

Otros Estudios que 
analizan la relación 
entre corrupción y 
fenómenos naturales

Análisis de redes, Mínimos cuadrados ordinarios

Fuente: Elaboración propia.

Para concluir esta sección, hay que señalar que no existen antecedentes previos 
de estudios sobre la corrupción pública en México, desde la perspectiva de las 
investigaciones científicas de corte cuantitativo.5

5	 Hay un trabajo de Del Castillo (2003) acerca de la medición de la corrupción en México a 
través de diferentes índices internacionales, pero más bien como un ejercicio de métrica. 
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Análisis de contenido de los estudios de corrupción

En esta sección se presenta el análisis de contenido de la muestra de artículos. 
La sección se divide en dos apartados, uno sobre los artículos que contienen 
una definición; el otro apartado es sobre aquellos que carecen de esta, pero 
elaboran un texto más empírico. En ambos casos, se muestran las principales 
orientaciones conceptuales y empíricas. 

Los autores que analizan la corrupción en México 1) hacen uso de 
conceptos ya establecidos o 2) elaboran problematizaciones con variables 
políticas, económicas y sociales de manera empírica. Un primer aspecto 
a resaltar es que, de los 59 artículos, 26 de ellos (44%) proporcionan una 
definición explícita de corrupción, mientras que 33 (56%) se marcan como 
“na”, indicando que no se define en el documento. A continuación, se analizan 
por separado los artículos con o sin definición.

a) Artículos con definiciones acerca de la corrupción 

Los estudios de corrupción en México presentan definiciones que van desde 
un enfoque individual hasta fenómenos sistémicos y sociales (con un enfoque 
notable en los ámbitos electoral, policial e institucional). Para efecto de 
sistematizar los enfoques temáticos, aquí se enlistan siete tipos de definiciones 
complementarias sobre el tipo de corrupción observable en México. La 
existencia de estas siete definiciones muestra la diversidad de abordajes de la 
misma. 

1.	 Abuso de poder para beneficio privado. Autores como Morris y Klesner 
(2010), y Petersen (2021) comparten esta definición clásica. Morris 
y Klesner la aplican en el contexto de los factores que erosionan la 
confianza pública en las instituciones, mientras que Petersen lo asocia 
a información de los votantes sobre el desempeño de los políticos. 
Tyburski (2012) amplía esta noción al uso indebido del poder 
público para beneficio personal, centrado en sobornos y extorsión, 
con un enfoque sistémico. Meza y Pérez (2021) también adoptan esta 
perspectiva. Para ellos la corrupción es el uso y abuso de la autoridad y 
el poder del Estado para desviar recursos públicos de cualquier tipo, a 
fin de satisfacer intereses privados o de grupos.

2.	 Corrupción político-electoral en contextos democráticos. Fundamentalmente 
la línea de investigación más recurrente tiene que ver con prácticas del 
sistema de partidos mexicano; aquí se construyen variables relacionadas 
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con el fraude, la compra de votos, el clientelismo, entre otras. Esta es 
una de las líneas más antiguas de investigación. Autores como McCann 
y Domínguez (1998) y Cantú y García (2015) se centran en el ámbito 
electoral. McCann y Domínguez sostienen que la corrupción se 
manifiesta en prácticas que socavan la integridad democrática, como 
el fraude electoral y la compra de votos. Por su parte, Cantú y García-
Ponce advierten que la corrupción electoral son prácticas que afectan 
la integridad de los comicios y que conllevan a la manipulación de 
resultados. Castro Cornejo (2023) ofrece una definición más amplia 
en este contexto, describiendo la corrupción como un conjunto 
diverso de actividades: fraude electoral, clientelismo, soborno, compra 
de votos, extorsión, nepotismo, malversación de fondos, intercambio 
de donaciones de campañas políticas por favores políticos y lavado 
de dinero; ellos se enfocan en la mala conducta de políticos electos. 
En una perspectiva más compleja, Soto y Cortez (2015) vinculan la 
corrupción a la alternancia política, particularmente como abuso de 
poder en ausencia de competencia política; los autores relacionan este 
fenómeno con variables como la educación y la desigualdad.

3.	 La corrupción burocrática y administrativa. Esta también es una de las 
líneas de investigación más antiguas. Halim (2008) se concentra en 
las prácticas corruptas en la burocracia que varían según controles 
formales e informales. Arvate et al. (2010) señalan una correlación entre 
el tamaño del gobierno y la propensión a la corrupción, implicando 
una relación estructural. Nieto-Morales y Ríos (2022) observan el 
desplazamiento y la posible malversación de fondos públicos de los 
fideicomiso o transferencias asignadas a los gobiernos municipales. 
Este es un enfoque muy directo que evita valoraciones subjetivas.

4.	 La corrupción como un fenómeno sistémico e institucional. Este es un 
enfoque más reciente. Autores como Meza y Pérez (2021) introducen 
el concepto de consolidación de la corrupción. Este se refiere a 
prácticas corruptas arraigadas en estructuras gubernamentales locales 
(clientelismo, patronazgo). Gofen, Meza y Pérez (2022) profundizan 
en este enfoque señalando que la corrupción sistémica se observa a través 
de prácticas corruptas en niveles organizacionales (formal e informal), 
enfatizando su interconexión entre niveles burocráticos. Martínez-
Hernández (2024) también aborda la consolidación de la corrupción, 
vinculándola a estructuras organizativas de la administración pública, la 
opacidad de las agencias y los deficientes pesos y contrapesos, sugiriendo 
que la corrupción influye en la calidad de las políticas públicas.
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5.	 La corrupción como fenómeno social y normativo. En esta línea, los autores 
enfatizan la relación entre las fallas a las normas y la reproducción 
social de la corrupción. Autores como Bohara, Mitchell y Mittendorff 
(2004) advierten que se trata de percepciones sobre la corrupción y las 
instituciones que inducen sentimientos y creencias sociales extendidas. 
Agerberg (2022) señala que la corrupción se observa a través de prácticas 
aceptadas o toleradas por normas permisivas. González y Monsiváis 
(2022) destacan su impacto social. Para estos autores, la corrupción 
es un mecanismo de duplicidad que vulnera las normas básicas de 
una sociedad democrática, que se apropia de los bienes públicos y que 
provoca desigualdades y exclusión. Moreno (2022) también subraya 
su naturaleza sociocultural, sugiriendo que las estrategias punitivas 
deben complementarse con cambios en la percepción social. González 
y Sánchez (2019) observan el comportamiento que se desvía de las 
normas de conducta (definidas por las instituciones), implícitas o 
explícitas, con o sin connotaciones éticas y legales. 

6.	 La corrupción policial y sectorial. Esta es una de las líneas de investigación 
más complejas de medir. Gutierrez y Rodríguez (2016), así como 
Esparza y Ugues (2020) se enfocan en la corrupción policial. Ellos 
miden los sobornos y otras prácticas corruptas dentro de las fuerzas 
policiales, con raíces sociales y las relaciona con prácticas corruptas 
dentro de las fuerzas policiales que afectan la confianza pública. Ponce 
et al. (2022) también abordan este sector, destacando que la corrupción 
policial puede afectar directamente la seguridad personal o la propiedad 
de las personas, a diferencia de la corrupción de altos funcionarios.

7.	 La relación entre género y corrupción. Algunos estudios destacan el rol 
del género. Grimes y Wängnerud (2010) miden el empoderamiento 
femenino como variable que mitiga la corrupción. Guajardo y Schwindt-
Bayer (2024) exploran la representación femenina (porcentaje de 
alcaldesas) en contextos corruptos, basándose en estereotipos de que las 
mujeres son menos corruptas. Esto sugiere una línea de investigación 
emergente sobre la intersección entre género y corrupción. 

En el balance general, se pueden señalar algunos aspectos clave 
de la literatura seleccionada. Respecto a los estudios que tienen una 
definición, los autores refuerzan los conceptos (y supuestos), del 
abuso de autoridad, la amenaza a la democracia y a las libertades 
democráticas; también que es un fenómeno condicionado por las 
normas sociales; asimismo, que los trabajos se centran en actos 
individuales (por ejemplo, soborno) y otras en el arraigo sistémico (por 
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ejemplo, clientelismo). Su enfoque varía entre la especificidad sectorial 
(por ejemplo, corrupción electoral y policial) y la aplicabilidad general, 
atendiendo a diferentes objetivos de investigación. Debe señalarse que 
para el caso de México hay un énfasis en las dimensiones políticas y 
económicas como determinantes de la corrupción. 

b) Artículos sin definiciones acerca de la corrupción 

Los estudios sin definición explícita de corrupción proceden al análisis 
empírico. Utilizan indicadores estándar (por ejemplo, encuestas de 
percepción), variables proxy (por ejemplo sobornos, malversación), y 
enfoques sectoriales o comparativos para capturar la corrupción. En el 
contexto mexicano, donde la corrupción es un problema estructural que 
se presenta en diferentes ámbitos públicos (elecciones, gobierno, policía, 
etc.), el análisis empírico permite encontrar especificidades concretas. A 
continuación, se exponen cinco tendencias en estos trabajos. 

Relación con indicadores estándar o supuestos implícitos. Muchos de estos 
estudios se apoyan en indicadores estándar y/o asumen implícitamente la 
definición de la corrupción como abuso de poder para beneficio privado. 
Varios de estos estudios refieren definiciones como opacidad o malversación, 
conceptos ampliamente aceptados en la literatura (Transparency 
International, s.f.), pero no los definen explícitamente; esto es, tienen un 
enfoque más operativo pero menos teórico. Por ejemplo, Berliner, Bagozzi 
y Palmer-Rubin (2018) miden la corrupción indirectamente a través de 
solicitudes de información, los temas de estas solicitudes (en categorías 
como seguridad, presupuestos, etc.), sugiriendo que la falta de transparencia 
es un proxy de prácticas corruptas. De manera similar, Briano (2019) utiliza 
la manera en que la composición de género en los parlamentos nacionales y 
en los gobiernos municipales incide en las decisiones de gasto público y en 
los niveles de buen gobierno, incluida la corrupción.

Uso de variables proxy para capturar la corrupción. Estos trabajos se 
enfocan en medidas utilitarias. Por ejemplo, Altamirano y Ley (2020) 
emplean variables de percepción de corrupción y de preferencias electorales 
(votación) para analizar cómo la corrupción percibida influye en el 
comportamiento electoral. De manera similar, Silverio-Murillo, Prudencio 
y Balmori (2024) miden el riesgo de corrupción y lo relacionan con las 
adquisiciones públicas, sugiriendo que las irregularidades en contratos 
públicos son un indicador de corrupción. 
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Efectos o consecuencias. Este es uno de los enfoques más recurrentes. Este 
enfoque se concentra en los impactos sociales, económicos o políticos de 
la corrupción en México, como la desconfianza en las instituciones o la 
desigualdad. Por ejemplo, Armesto (2021) examina cómo la corrupción 
afecta las actitudes hacia la redistribución económica. De manera similar, 
Shadabi y Adkisson (2021) exploran el impacto de la cantidad de recursos 
naturales con la percepción de corrupción. 

Contextualización implícita a través de sectores o escenarios específicos.  
Kerevel (2015) analiza las posiciones de patronazgo (con datos de carreras 
legislativas) y partidismo compartido (con presidente o gobernador), 
indicando que la corrupción se manifiesta en prácticas clientelistas dentro 
de la política legislativa mexicana. Stanig (2015) se centra en la cobertura de 
corrupción en prensa (análisis de contenido) con la regulación de la libertad 
de expresión (leyes de difamación por estado), sugiriendo que la corrupción 
está vinculada a la censura mediática. Este enfoque sectorial permite a los 
investigadores abordar aspectos específicos de la corrupción en México, 
como el clientelismo político o la falta de transparencia, sin necesidad de una 
definición general, ya que el contexto proporciona un marco implícito.

Uso de enfoques comparativos o temporales para inferir corrupción. 
Algunos estudios hacen análisis comparativos o de panel y utilizan datos 
longitudinales o diferencias entre regiones para identificar la presencia o 
impacto de la corrupción. Por ejemplo, Mendoza (2019) emplea variables 
de esfuerzo fiscal (ingresos propios) y transferencias federales para analizar 
cómo la corrupción afecta la capacidad fiscal de los municipios, asumiendo 
que las discrepancias en los ingresos son indicativas de prácticas corruptas. 
Petersen (2022) usa los escándalos de corrupción (datos estatales) y el 
desempeño electoral de los partidos. Dicha perspectiva permite a los estudios 
capturar la dinámica de la corrupción en México sin definirla, enfocándose 
en sus efectos observables a lo largo del tiempo o entre contextos.

Debe señalarse que la ausencia de definiciones explícitas genera varios 
retos que afectan la calidad, utilidad y aplicación de las investigaciones. En 
primer lugar, la falta de una definición clara dificulta la estandarización 
de las variables de medición, lo que potencialmente puede implicar 
inconsistencias en los indicadores utilizados. Esto afecta la capacidad para 
replicar estudios o validar resultados. 

En segundo lugar, la ambigüedad conceptual complica la generalización 
de hallazgos basados en la evidencia. Sin una definición unificada, los datos 
recolectados, por ejemplo, el monto de sobornos o el total de auditorías, 
pueden inducir a interpretaciones subjetivas.
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De modo que, sin definiciones claras, las investigaciones pueden caer en 
sesgos como problemas mal delimitados o limitar la capacidad explicativa 
de los estudios y las propuestas de intervención pública. 

En resumen, los estudios sin definición explícita de corrupción tratan de 
maximizar la información empírica disponible. Por esta razón, incorporan 
variables sociales, económicas y políticas. Sin embargo, la causalidad no 
es siempre clara. En algunos casos, estas variables explican la corrupción, 
mientras que en otras son efecto de la misma. No obstante, en el caso 
mexicano la falta de mayor información, de mediciones más constantes y 
sistemáticas puede eventualmente ser la principal limitante para que haya 
más trabajos con teorías contundentes. 

Por todo lo anterior, la ausencia de definiciones explícitas en la 
investigación o las limitaciones en cuanto a la disponibilidad de datos 
generan ambigüedad en la explicación cuantitativa del fenómeno. Así, 
la inconsistencia en la medición de variables, la poca replicabilidad de 
los estudios y la escasa posibilidad de validar los hallazgos, son factores 
que deben ser más tomados en cuenta por quienes hacer investigación 
cuantitativa. 

Análisis cuantitativo de los estudios sobre corrupción 

En esta sección se presentan las principales tendencias de los 59 artículos 
seleccionados. Se muestran aspectos como la evolución histórica, la 
segmentación geográfica de los artículos, las áreas temáticas, los enfoques 
metodológicos empleados y las técnicas econométricas empleadas. Estos 
aspectos ofrecen una panorámica de su evolución y desarrollo. 

Como puede observarse, en la imagen 1, los artículos de la muestra 
comienzan en el año 1998 y terminan en el año 2024. En la imagen se aprecia 
una tendencia creciente al estudiar la corrupción. Los artículos de los años 
1990 y 2000, se centran en aspectos electorales y percepciones generales 
(Bohara, Mitchell y Mittendorff, 2004; McCann y Domínguez, 1998), 
mientras que los más recientes (2020-2024) abordan temas más específicos 
como corrupción policial (Ponce et al., 2022), malversación de recursos 
(Nieto-Morales y Ríos, 2022) y el impacto de la pandemia (Silverio-Murillo, 
Prudencio y Balmori, 2024). 
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Imagen 1. Evolución histórica de la investigación cuantitativa en México 1998-2024

Fuente: Elaboración propia.

Esto sugiere una evolución hacia análisis más detallados. Ello puede deberse 
a varios factores. Particularmente, no debe perderse de vista que a partir del 
año 2000 comienza en el país la consolidación de instituciones de control y 
contrapeso (los órganos de transparencia nacionales y locales, las entidades 
de fiscalización superior, entre otros). A la par, surgen más proyectos de 
investigación para estudiar a estas entidades; también hay organizaciones 
civiles que miden la corrupción y las estrategias para combatirlas.6 
Asimismo, a través del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) 
se producen la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental 
(encig) y la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre 
Seguridad Pública (envipe). 

En la imagen 2, se observa otro dato relevante. Como ya se expuso, 
hay una serie de artículos que analizan la corrupción en México como 
un estudio de caso; otros de manera comparada. La imagen 2, muestra 
que la mayoría son estudios de caso que tienden a explorar las dinámicas 
locales, las instituciones específicas y las manifestaciones contextuales de la 
corrupción, con base en datos nacionales o subnacionales

En general, los autores usan datos producidos en México, como encuestas 
nacionales (Meza y Pérez, 2021; Moreno, 2022; Soto y Cortez, 2015), 
auditorías locales (Larreguy, Marshall y Snyder Jr., 2020). La mayoría 
incorpora variables cuantitativas como la incidencia de sobornos (Morris y 

6	 Red por la Rendición de Cuentas, Transparencia Mexicana, Mexicanos Contra la 
Corrupción, Fundar, Centro de Análisis e Investigación, artículo 19, Instituto Mexicano 
para la Competitividad, entre muchas otras.

Total de artículos
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Klesner, 2010), el desvío de fondos públicos (Nieto-Morales y Ríos, 2022), 
y la confianza en la policía (Esparza y Ugues, 2020). Algunos también 
como focus groups (Guerrero y Rodríguez-Oreggia, 2008). Estos estudios 
destacan la diversidad de la corrupción en México: clientelismo político 
(Kerevel, 2015), malversación de recursos en municipios (Nieto-Morales 
y Ríos, 2022), soborno (Morris y Klesner, 2010). Algunos otros tratan de 
encontrar determinantes como la alternancia política (Soto y Cortez, 2015) 
y las normas sociales (Agerberg, 2022).

Por lo que se refiere trabajos que comparan a México con otros países, estos 
suelen emplear índices globales como el Índice de Percepción de Corrupción 
(cpi) o indicadores de gobernanza global (por ejemplo, World Bank 
Governance Indicators). Por ejemplo, Halim (2008) compara la corrupción 
burocrática en México con otros países en desarrollo usando el cpi y medidas 
de democracia; Arvate et al. (2010) exploran la relación entre el tamaño del 
gobierno y la corrupción en un contexto internacional, incluyendo México, 
con datos de gasto público como porcentaje del pib. Bohara, Mitchell y 
Mittendorff (2004) examinan cómo las fallas institucionales afectan la 
corrupción en México y otros países, usando indicadores de niveles percibidos 
de corrupción (índices compuestos) e indicadores de democracia (medidas 
compuestas). 

Imagen 2. Segmentación geográfica de los artículos

Fuente: Elaboración propia con base en los registros de la base de datos Web of Science.

Nota: Los porcentajes se estiman con base en los 59 artículos analizados.

La imagen 3, muestra las tendencias por área temática. Las categorías reflejan 
los enfoques principales de los estudios y permiten identificar tendencias en 
la investigación de la corrupción en México. El área temática dominante es 
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el enfoque político-electoral (20 artículos). McCann y Domínguez (1998) 
se concentran en las prácticas como el fraude electoral y la compra de 
votos; Cantú y García-Ponce (2015) también respaldan esta tendencia con 
la percepción de integridad electoral. Estos estudios son relevantes tras la 
transición democrática, donde el fraude electoral y el clientelismo han sido 
temas centrales. La alta proporción sugiere que los investigadores ven la 
corrupción electoral como un área crítica para la estabilidad política.

La segunda área de importancia es la de falta a las normas (18 artículos) 
indicando un interés significativo en las violaciones normativas. González-
Ramírez y Monsiváis-Carrillo (2022) son representativos de esta línea 
midiendo la tolerancia a los sobornos y la victimización por corrupción. 
La alta proporción de estudios evidencia el esfuerzo para identificar y 
cuantificar las desviaciones éticas o legales, alineado con la percepción de 
corrupción como un problema estructural en México.

La tercera área en incidencia es la de anticorrupción (11 artículos), 
que se centra en los esfuerzos por controlar este fenómeno. El 19% de 
los artículos en anticorrupción posiblemente está impulsado por reformas 
recientes como la creación del Sistema Nacional Anticorrupción. Agerberg 
(2022), explora las actitudes hacia la corrupción y su cambio mediante 
mensajes sociales. 

El área menos recurrente es la gobernanza (10 artículos). Autores 
como Turcott Cervantes, Venegas y Lobo García (2022), usan indicadores 
de gobernanza (marco institucional, efectividad, transparencia, redes, 
participación, control de corrupción); otros emplean variables que miden 
opacidad institucional (Meza y Pérez, 2021). Si bien en estos trabajos se 
reconoce que la gobernanza es un factor clave en la corrupción, los estudios 
tienden a enfocarse más en sus manifestaciones (electorales, normativas) 
que en las estructuras subyacentes. Sin embargo, el interés en la gobernanza 
podría estar creciendo, especialmente con el uso de tecnologías digitales 
(Wang, Luo y Jurkat, 2022).
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Imagen 3. Artículos por área temática

Fuente: Elaboración propia con base en los registros de la base de datos Web of Science.

Nota: Los porcentajes se estiman con base en los 59 artículos analizados.

La imagen 4 contiene los métodos empleados. Estas categorías reflejan las 
principales estrategias metodológicas utilizadas para investigar la corrupción, 
permitiendo identificar tendencias en la recolección y análisis de datos. 
La tendencia dominante es la de encuestas y experimentos (24 artículos). 
Esto indica una fuerte dependencia en la recolección de datos subjetivos 
y experimentales para estudiar la corrupción en México. Estos trabajos a 
menudo usan fuentes como Latinobarómetro, Americas Barometer, World 
Values Survey y encuestas nacionales del inegi.

Por ejemplo, Morris y Klesner (2010) utilizan el Barómetro de las Américas 
para medir la incidencia de sobornos y confianza en instituciones; Agerberg 
(2022), emplea encuestas experimentales para evaluar actitudes hacia la 
corrupción. La prevalencia de encuestas refleja la necesidad de capturar 
experiencias de la corrupción; este enfoque prevalece porque la corrupción 
es ampliamente percibida por la población, pero como fenómeno es difícil 
de medir con datos fehacientes. También existen algunos experimentos que 
sugieren un interés por probar intervenciones o actitudes (por ejemplo, 
Agerberg, 2022).
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Imagen 4. Enfoques metodológicos empleados

Fuente: Elaboración propia con base en los registros de la base de datos Web of Science.

Notas: Los porcentajes se estiman con base en los 59 artículos analizados.
La categoría “Otros” incluye estudios basados en análisis de discurso, simulaciones 
computacionales y modelos de aprendizaje automático

La segunda categoría más común es evaluación de impacto que representa 
32% de los artículos de la muestra (aproximadamente 19); esto indica 
un interés en analizar las consecuencias de la corrupción. Estudios como 
Larreguy, Marshall y Snyder Jr. (2020) evalúan el impacto de la exposición 
mediática en la malversación de recursos; Silverio-Murillo, Prudencio 
y Balmori (2024), analizan el impacto de la pandemia en el riesgo de 
corrupción. Los investigadores buscan medir la corrupción y comprender 
sus efectos en variables económicas, sociales y políticas (por ejemplo, 
elecciones, gasto público), reflejando un interés en la causalidad y las 
políticas públicas en México.

En la tercera y cuarta categoría están los registros administrativos (7 
artículos) y los paneles de datos (5 artículos). Ambos son métodos menos 
utilizados, debido a la dificultad para tener medidas directas. Soto y Cortez 
(2015) analizan la alternancia política y los niveles de corrupción; Nieto-
Morales y Ríos (2022) usan los registros administrativos. 

En la última categoría están “Otros” (4 artículos). Por ejemplo, Tovar-
Cabanas, Márquez-Roa y Herrera-Meza (2023), que usan flujos financieros 
offshore (Panama Papers) y el análisis de redes socioespaciales. La baja 
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proporción sugiere que los enfoques innovadores o mixtos (por ejemplo, 
análisis de redes, experimentos cualitativos) son menos frecuentes. 

Por último, está la imagen 5, que muestra las técnicas econométricas 
empleadas. Sorprendentemente, no hay una técnica dominante. La categoría 
de “Otros”, que corresponde a métodos no clasificados o que implica la 
combinación de múltiples enfoques, advierte que la corrupción se analiza a 
través de modelos no convencionales. Trabajos como el de Tovar-Cabanas, 
Márquez-Roa y Herrera-Meza (2023), con redes socioespaciales, o el de 
Teodocio y Morales (2024), que usa experimentos con funcionarios, 
corresponden a esta categoría. 

Una segunda tendencia incluye trabajo con modelos Logit o de mco 
(aproximadamente 14 artículos por categoría), mostrando un equilibrio 
entre estos dos métodos estadísticos comunes para analizar datos de 
corrupción. Esta tendencia muestra el uso de modelos que manejan datos 
categóricos (Logit) y continuos (mco), adecuados para analizar percepciones 
(por ejemplo, Morris y Klesner, 2010) y correlaciones (por ejemplo, Arvate 
et al., 2010). 

Imagen 5. Técnicas econométricas empleadas

Fuente: Elaboración propia con base en los registros de la base de datos Web of Science.

Nota: Los porcentajes se estiman con base en los 59 artículos analizados.
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Una tercera tendencia muestra un escaso desarrollo en los Modelo gmm 
(aproximadamente 4 artículos), los Modelo multinivel (también 4 artículos), 
el Análisis factorial (1 artículo), en Varios (2 artículos), y en el Modelo Probit 
(también 2 artículos). La baja adopción de modelos avanzados sugiere que 
los investigadores priorizan métodos más simples y accesibles (Logit, mco) 
sobre técnicas complejas (gmm, multinivel), posiblemente debido a la 
disponibilidad de datos o la necesidad de resultados interpretables. Algunos 
trabajos que pueden citarse en esta línea son los de Mendoza (2019), con 
un panel var y el esfuerzo fiscal con un modelo gmm para datos dinámicos; 
también Halim (2008), que usa las variables de índices compuestos y eficacia 
judicial en un modelo multinivel. 

Finalmente, una cuarta tendencia es la ausencia de datos en panel con 
efectos fijos y datos agrupados, lo que indica una limitación en el uso de datos 
longitudinales o jerárquicos, un área potencial para futuras investigaciones. 
La relación entre la investigación econométrica de tipo panel y los estudios 
científicos sobre la corrupción es complementaria y sinérgica. Los modelos 
econométricos de tipo panel son especialmente adecuados para estudiar la 
corrupción debido a su capacidad de analizar fenómenos complejos a lo 
largo del tiempo, pero sobre todo, entre diversas unidades de medición (por 
ejemplo, países, regiones, empresas o individuos). 

La econometría de panel complementa los estudios sobre la corrupción, 
al proporcionar herramientas para un análisis riguroso. Las técnicas 
econométricas de panel pueden complementar la investigación cualitativa, al 
cuantificar las relaciones, probar hipótesis y validar teorías no solo de manera 
descriptiva sino también explicativa a partir de evidencia empírica.

Por último, en el balance general de esta sección los principales hallazgos revelan 
una creciente tendencia en el estudio de la corrupción en México entre 1998 y 2024, 
evolucionando desde temas generales como aspectos electorales y percepciones, 
hacia análisis más específicos como corrupción policial y malversación de recursos. 
Esta evolución coincide con la consolidación de instituciones de control, pero 
también con una mayor disponibilidad con fuentes continuas. 

La mayoría de los artículos son estudios de caso; estos utilizan datos nacionales 
o subnacionales; hay una menor incidencia de las comparaciones internacionales 
(índices globales). En cuanto a las áreas temáticas, el enfoque político-electoral 
es dominante, seguido por la falta a las normas, el anticorrupción y, en 
menor medida, la gobernanza. Metodológicamente, prevalecen las encuestas 
y experimentos, seguidos por la evaluación de impacto, mientras que los 
registros administrativos y paneles de datos son menos comunes. Como ya se 
ha señalado, no hay una técnica econométrica dominante. Hay un desarrollo 
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escaso en modelos más avanzados como gmm y multinivel, y una ausencia 
notable de datos de panel con efectos fijos y datos agrupados.

Conclusiones 

Los estudios de corrupción en México han experimentado una evolución 
significativa a lo largo de las últimas décadas. Los avances en las herramientas 
y enfoques metodológicos de la investigación académica que abordan la 
corrupción son consistentes con las transformaciones políticas, sociales y 
económicas del país.

Respecto a la primera sección, en la que se expone la propuesta metodológica 
para clasificar y valorar la estructura y aportaciones de los artículos, debe 
señalarse que los análisis propuestos son necesarios para tener una revisión a 
profundidad. 

En la segunda sección, por lo que se refiere al análisis de contenido, debe 
señalarse que la falta de definición explícita en el 56% de los artículos puede 
obstaculizar la comparabilidad teórica, ya que los supuestos implícitos sobre 
qué constituye corrupción varían entre investigaciones, dependiendo de 
indicadores como el cpi o encuestas de percepción. Asimismo, dentro del 
grupo de análisis que emplean un concepto o definición, destaca el trabajo 
de (Meza y Pérez, 2021) por su aplicabilidad al contexto mexicano. Debe 
insistirse en que el hecho de que no haya definiciones explícitas puede limitar 
la aplicabilidad de los hallazgos en el ámbito de las políticas públicas. 

En la tercera sección, al observar en el análisis cuantitativo la periodicidad 
de los trabajos y los temas que abordan, hay varios puntos a resaltar. Uno 
de ellos es que durante las décadas de los años 1990 y principios del siglo 
xxi, los estudios se centran en marcos teóricos y comparativos que exploran 
dos grandes temas. El primero de ellos corresponde a las instituciones 
democráticas, particularmente, el sufragio y su incidencia en el control de 
la corrupción (política y gubernamental). El segundo tema tiene que ver con 
las fallas institucionales y las percepciones globales de la corrupción; por 
ejemplo, Bohara, Mitchell y Mittendorff (2004) analizan la relación entre 
democracia y corrupción en un contexto internacional. 

Respecto a la segmentación geográfica, se observa que predominan los análisis 
estrictamente enfocados en México como un caso, por encima de los estudios 
comparados con otros países. Esto tiene la ventaja de que se profundiza y se 
conocen más a detalle las distintas manifestaciones de la corrupción en el país. 
Estos estudios ofrecen una visión profunda de las dinámicas locales, destacando 
la diversidad de la corrupción (electoral, policial, institucional, etc.). Asimismo, 
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permiten la identificación de temas comunes como el abuso de poder, la 
erosión democrática o la distorsión de las normas sociales. Estas aportaciones 
facilitan la integración de hallazgos y crean un marco conceptual compartido 
que enriquece la investigación.

Sin embargo, debe reconocerse que los enfoques comparativos permiten 
conocer las fallas institucionales compartidas con otros países (Bohara, 
Mitchell y Mittendorff, 2004). Además, las variables proxy (por ejemplo los 
sobornos o la malversación), los informes independientes o las evaluaciones de 
impacto contribuyen con la literatura global sobre corrupción. En todos estos 
documentos, la diversidad metodológica de instrumentos como las encuestas, 
auditorías y análisis experimentales amplían los alcances, al permitir un 
enfoque que abarca percepciones, comportamientos y resultados.

En cuanto a las áreas temáticas, como ya se ha referido, los artículos se 
centran principalmente en el enfoque político-electoral, luego en las faltas a 
las normas, anticorrupción y gobernanza. Esta distribución refleja un interés 
predominante en las dinámicas electorales y las violaciones normativas. 
Esto puede explicarse dado que, con la transición democrática de México 
y la implementación de reformas institucionales, especialmente a partir de 
los años 2000, la investigación se interesa por un enfoque más empírico, 
priorizando el análisis de datos locales y específicos. 

Sin embargo, con la creación del Sistema Nacional Anticorrupción (2015), 
se impulsa el estudio de estrategias preventivas, evaluaciones de impacto y 
el uso de tecnologías digitales para controlar la corrupción. También se ha 
desarrollado la línea en gobernanza, preocupada por observar el efecto de 
largo plazo de la corrupción con variables más relacionadas al desarrollo y 
crecimiento económicos. Aquí hay una incorporación de métodos analíticos 
como experimentos y modelos estadísticos avanzados; todo lo anterior ilustra 
un campo que se adapta a las necesidades cambiantes del contexto mexicano 
y a los estándares internacionales de investigación.

La evolución temática de los estudios es consistente con la implementación 
de metodologías. Por ello, los métodos predominantes son las encuestas y 
experimentos, y las evaluaciones de impacto, ambas permiten capturar 
percepciones y analizar consecuencias. En general, el resto de los métodos 
panel de datos, registros administrativos y otros, se orientan a análisis más 
diversos y con diferentes grados de robustez estadística. En estos trabajos 
hay que destacar aquellos que intentan experimentar, a fin de probar los 
determinantes de la corrupción. 

Por lo que se refiere a las técnicas de investigación econométrica, hay 
que señalar que las diferentes herramientas oscilan entre aquellas parten 
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de datos subjetivos o de percepción, los que permiten validar relaciones de 
causalidad o hacer proyecciones en el largo plazo. Como se ha señalado, hay 
una diversidad muy amplia de técnicas (modelos de tipo Logit, Probit, mco 
o gmm). En ese sentido, la principal observación que hay que hacer es que 
mientras no existan un conjunto de variables consolidadas en su medición y 
validadas de manera rigurosa, la investigación econométrica estará limitada. 

Si bien los alcances de estos estudios son amplios y valiosos, la 
dependencia de datos como encuestas, la baja disponibilidad de mediciones 
de largo plazo sugieren la presencia de fuentes de información accesibles pero 
potencialmente sesgadas, así como una falta de interés gubernamental por 
mejorar los instrumentos para documentar el fenómeno de la corrupción en 
la población y al interior de la administración pública. 

En ese sentido, la escasa disponibilidad de registros administrativos 
consistentes y la limitada adopción de modelos complejos como gmm o 
multinivel también reflejan desafíos en la obtención y procesamiento de datos, 
un área crítica que podría mejorar con mayor colaboración institucional 
y acceso a bases de datos de largo plazo. Estas limitaciones subrayan la 
necesidad de integrar enfoques cualitativos y cuantitativos de manera más 
equilibrada, así como de invertir en la generación de datos para superar las 
barreras actuales y avanzar en la identificación de relaciones causales, explicar 
las formas en cómo se reproduce y prevenir sus efectos transversales. 
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Esta obra tiene como propósito ofrecer una diversidad de métodos y abordajes 
científicos para medir la corrupción. Quienes coordinamos esta publicación, 
así como las y los autores que participan en cada capítulo, tenemos la intención 
de compartir, desde múltiples aproximaciones, un acervo metodológico para 
el estudio de la corrupción. Por ello, en los distintos apartados que integran 
la obra se presentan enfoques cualitativos y cuantitativos, necesarios para 
capturar la complejidad de un fenómeno que es difícil de medir. 

La obra abre líneas de reflexión y discusión sobre la práctica metodológica de 
la comunidad científica frente al reto de generar evidencia empírica respecto al 
fenómeno de corrupción. Consecuentemente, en cada uno de los capítulos se 
procura que quien consulte este libro tenga un panorama amplio en términos 
instrumentales. Inicialmente, la “Apostilla introductoria”, escrita por Roberto 
Arias de la Mora y Nancy García Vázquez hace un ejercicio epistemológico 
para fundamentar cómo las tradiciones cualitativa y cuantitativa de las 
ciencias sociales (fenomenología vs. positivismo), también están presentes y 
reconfiguran los alcances metodológicos de las investigaciones en materia de 
corrupción

Precisamente, los autores enfatizan que el estudio de la corrupción 
ha avanzado de manera sustantiva gracias a la articulación de métodos 
cualitativos y cuantitativos. Desde los enfoques cualitativos, la investigación 
ha permitido situar la corrupción en contextos sociales e institucionales 
específicos, mostrando que las prácticas consideradas corruptas responden 
a normas informales, racionalidades locales y arreglos institucionales que no 
siempre son captados por definiciones universales o modelos explicativos 
simplificados. 

Al revelar las experiencias, significados y justificaciones de los actores, 
estos estudios han cuestionado dicotomías rígidas y han contribuido al 
desarrollo de marcos teóricos más complejos que explican la persistencia de la 
corrupción más allá del incumplimiento individual de reglas.

Por su parte, los métodos cuantitativos han fortalecido la capacidad 
explicativa y comparativa del campo al permitir la medición sistemática de 
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la corrupción, el análisis de sus causas y consecuencias, y la identificación de 
patrones y tendencias a lo largo del tiempo y entre distintos contextos. El 
uso de herramientas estadísticas y de indicadores estandarizados ha facilitado 
la elaboración de generalizaciones empíricamente sustentadas y ha reforzado 
la vinculación entre la investigación académica y las políticas públicas 
anticorrupción.

“Corrupción sistémica. ¿Cómo medir la corrupción cuando esta se ha 
vuelto la regla?”, de Oliver Meza Canales, Elizabeth Pérez-Chiqués y Fabiola 
Perales Fernández tiene dos aportaciones que nos gustaría subrayar. La 
primera de ellas es mostrar cómo las mediciones tradicionales de corrupción 
resultan insuficientes cuando el fenómeno se ha vuelto sistémico. Una 
segunda aportación se desprende del marco de consolidación de la corrupción 
y su aplicación empírica en los gobiernos locales. El denominado ccf integra 
evidencia para identificar los mecanismos, redes de actores y condiciones 
institucionales que permiten la persistencia y adaptación de la corrupción 
en contextos locales. Al mostrar cómo distintos patrones de corrupción 
consolidada operan incluso bajo marcos formales anticorrupción, el estudio 
no solo aporta un instrumento flexible y contextualizado para el análisis 
comparado, sino que también ofrece una base explicativa para entender por 
qué las políticas anticorrupción tienden a fallar cuando no distinguen entre 
tipos y grados de consolidación de la corrupción.

Por su parte, Dionisio Zabaleta Solís, Catalina Reyes Sánchez e Itzel 
Vázquez Sánchez, en “El riesgo como una medición aproximada del nivel 
de corrupción”, muestran cómo factores de riesgo identificables pueden 
servir como proxys para medir niveles de corrupción, especialmente cuando 
los datos directos son escasos o poco confiables. El desarrollo y aplicación 
del “algoritmo de programas sociales” para el análisis del Programa Precios 
de Garantía operado por Segalmex resulta particularmente relevante debido 
a su carácter estratégico para la política de autosuficiencia alimentaria y al 
volumen de recursos públicos que concentra, lo que lo convierte en un caso 
crítico para evaluar riesgos de corrupción en la implementación de programas 
sociales de alcance nacional. 

Sobre esta base, los autores desarrollan una metodología cuasiexperimental 
innovadora, materializada en el algoritmo, que permite comparar de manera 
sistemática a la población beneficiaria con la población potencial mediante 
procesos semiautomatizados de análisis de grandes volúmenes de datos. A 
partir de la integración de información censal, sociodemográfica y normativa, 
el algoritmo identifica sesgos en la focalización territorial y productiva del 
programa, que pueden ser interpretados como riesgos de corrupción, sin asumir 
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la existencia de actos ilícitos. Esta propuesta metodológica constituye una 
aportación relevante, al ofrecer una herramienta replicable para la detección 
temprana de desviaciones en el diseño y la operación de programas sociales. 

Una contribución de “Aportaciones de los estudios de política pública 
para abordar el fenómeno de la corrupción”, de María Azucena Salcido 
Ledezma y Nayely Ojeda Camacho, es la importante labor de sistematización 
de múltiples marcos teóricos (coaliciones promotoras, corrientes múltiples, 
equilibrio interrumpido, análisis de redes) y su aplicabilidad al fenómeno de 
la corrupción. A través de este análisis, las autoras muestras cómo diferentes 
lentes analíticos evidencian distintos aspectos del problema: formación de 
coaliciones, ventanas de oportunidad para reformas, cambios abruptos 
versus incrementales y redes de actores. Esta pluralidad teórica enriquece 
significativamente las posibilidades de desarrollar metodologías que permitan 
validar los supuestos. 

El trabajo de Manuel Alejandro Guerrero y Arturo del Castillo en 
“Mediciones de la corrupción desde el sector privado: entre el diagnóstico 
de riesgos y las relaciones públicas”, dirige la discusión hacia la corrupción 
privada. En particular, es interesante cómo los autores señalan que los 
estudios cumplen una doble función: diagnóstico de riesgos y herramienta 
de relaciones públicas. La revisión de diferentes metodologías empleadas por 
consultoras (encuestas, análisis de casos, estudios estadísticos) y su evaluación 
crítica ayuda a comprender mejor las motivaciones corporativas detrás de estos 
esfuerzos de medición. El capítulo también identifica las ventajas estratégicas 
que obtienen las empresas al publicitar sus esfuerzos anticorrupción, 
incluyendo mejora reputacional, atracción de talento e inversión y reducción 
de riesgos regulatorios. 

Si bien estos estudios han contribuido a mejorar la gestión de riesgos 
y a fortalecer prácticas corporativas de prevención, su alcance analítico es 
limitado debido a problemas de validez, muestras no representativas, cambios 
metodológicos frecuentes y objetivos eminentemente comerciales, lo que 
restringe su utilidad para análisis longitudinales y para el diseño de políticas 
públicas.

Los tres últimos capítulos de la obra tienen en común el hacer una revisión 
no solo de las metodologías sino también de las fuentes de información, sobre 
todo en los estudios cuantitativos. En “Un balance crítico de la medición de la 
corrupción en México a través de las encuestas nacionales e internacionales”, 
Áurea E. Grijalva Eternod y Arturo Camacho Balderas logran conjuntar una 
guía comprehensiva de las encuestas disponibles para medir la corrupción en 
México, tanto internacionales como nacionales (Latinobarómetro, Barómetro 
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de las Américas, la encig y la envipe), identificando sus fortalezas, limitaciones 
y adecuación para diferentes tipos de investigación. Particularmente valioso 
es el análisis de la enpol y enasjup, que proporcionan información sobre 
corrupción en el sistema de justicia penal desde la perspectiva de quienes 
la han experimentado directamente. El capítulo también destaca vacíos 
importantes, como la escasa información sobre corrupción privada y la 
necesidad de instrumentos más especializados.

Por su parte, en “Uso de los índices para medir la corrupción”, Oscar 
Javier Cárdenas Rodríguez muestra empíricamente cómo diferentes índices 
(cpi, icrg, wgi) se han utilizado para estudiar las relaciones entre corrupción 
y variables económicas como crecimiento, desigualdad, finanzas públicas 
y mercado laboral. El análisis de metaestudios revela resultados mixtos 
que dependen de factores metodológicos: tipo de índice usado, período de 
estudio, países incluidos, variables de control y técnicas econométricas. Esta 
sistematización ayuda a comprender por qué existe tanta variación en los 
hallazgos empíricos sobre los efectos de la corrupción y debe ser tomada en 
cuenta en futuras investigaciones. 

Finalmente, en el capítulo “Mexico en los estudios cuantitativos de la 
corrupción pública”, Nancy García Vázquez, Antonio Ruíz Porras y Javier 
Emmanuel Anguiano Pita hacen un metaanálisis de los estudios cuantitativos 
sobre corrupción en México publicados en revistas indexadas. El texto 
tiene dos contribuciones: por un lado, los autores identifican tendencias 
en conceptualización, áreas temáticas, enfoques metodológicos y técnicas 
econométricas empleadas. Revelan que la mayoría de estudios se centran en 
aspectos político-electorales y faltas a normas, utilizando predominantemente 
encuestas y experimentos. Por otro lado, la otra contribución es la identificación 
de vacíos importantes: escaso uso de datos de panel, limitada adopción de 
técnicas econométricas avanzadas y ausencia de definiciones explícitas de 
corrupción en más de la mitad de los estudios revisados.

Hasta aquí podrían señalarse diversas coincidencias entre las y los autores. 
Probablemente, la coincidencia más transversal es el reconocimiento de que la 
corrupción constituye un fenómeno extraordinariamente complejo de medir 
debido a su naturaleza y a la escasez de información. Desde la “Apostilla 
introductoria”, de Arias y García, que establece que “no existe una teoría o 
definición única para estudiar la corrupción”, hasta las conclusiones de Meza, 
Pérez-Chiqués y Perales sobre la insuficiencia de los indicadores tradicionales 
cuando la corrupción se vuelve sistémica, todos los autores convergen en la 
idea de que ningún instrumento de medición captura completamente este 
fenómeno multidimensional. 
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Zabaleta, Reyes y Vázquez lo expresan con claridad al afirmar que “ninguno 
de los métodos de medición que usamos logran captar plenamente el 
fenómeno de la corrupción, derivado de las fallas ontológicas, epistemológicas 
y metodológicas propias del fenómeno”, mientras que Grijalva y Camacho 
reconocen que “no existen datos suficientes para elaborar diagnósticos serios 
y profundos sobre las dinámicas en las que este fenómeno se desarrolla”.

Una segunda coincidencia fundamental radica en el consenso metodológico 
sobre la necesidad imperativa de complementariedad entre enfoques 
cualitativos, cuantitativos y mixtos. Por ejemplo, Salcido y Ojeda demuestran 
esta complementariedad al revisar múltiples marcos teóricos de política pública. 

Una tercera coincidencia reside en la distinción metodológica para diferenciar 
conductas individuales de fenómenos sistémicos. Meza, Pérez-Chiqués y Perales 
desarrollan esta distinción de manera más explícita y sistemática, argumentando 
que cuando la corrupción es la excepción, los métodos tradicionales de medición 
pueden ser adecuados, pero cuando se convierte en la regla y se institucionaliza 
en las estructuras de gobernanza, se requieren enfoques radicalmente diferentes. 
Esta perspectiva encuentra eco en otros autores: Zabaleta y colaboradores 
proponen medir “riesgos sistémicos” más que actos individuales aislados.

Una cuarta área de convergencia significativa se refiere a las limitaciones 
inherentes de las mediciones basadas exclusivamente en percepciones de 
corrupción. Si bien todos los autores reconocen la utilidad de estos instrumentos 
–especialmente el Índice de Percepción de la Corrupción de Transparencia 
Internacional– para generar comparaciones internacionales y llamar la atención 
sobre el problema, también coinciden en sus sesgos significativos. Cárdenas 
proporciona evidencia histórica de estas limitaciones al revisar la evolución 
de los índices de primera generación, y Grijalva y Camacho subrayan la 
importancia de distinguir claramente entre “corrupción experimentada” y 
“corrupción percibida”. 

Los autores también convergen en la necesidad de datos longitudinales, 
sistemáticos y de calidad para mejorar sustancialmente la medición de la 
corrupción en México. Cárdenas identifica como logro importante que “hoy 
hay mediciones más extensas temporal y espacialmente”, pero reconoce “el reto 
de realizar indicadores más precisos y no solo aquellos basados en la percepción”. 
García, Ruíz y Anguiano sintetizan esta tensión al identificar como limitación 
estructural la escasez de series que permitan análisis longitudinales robustos. 

Muchas encuestas especializadas tienen periodicidad indeterminada 
o irregular, los registros administrativos no siempre son accesibles o 
confiables, y los cambios metodológicos en índices internacionales impiden 
la comparabilidad temporal. El desarrollo de esta infraestructura de datos 
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representa quizás el desafío más importante para la siguiente generación de 
estudios sobre corrupción en México.

Finalmente, una coincidencia fundamental que atraviesa toda la obra 
es la orientación aplicada de la investigación. Las y los autores reconocen –
explícita o implícitamente– que el propósito último de medir la corrupción 
debe incidir en políticas públicas más efectivas. Arias y García afirman que las 
mediciones “mejoran el diseño de políticas públicas anticorrupción”, mientras 
que Zabaleta, Reyes y Vázquez desarrollan su algoritmo para “orientar las 
acciones gubernamentales”. Salcido y Ojeda argumentan que “generar 
evidencia empírica útil para la formulación de políticas públicas efectivas” 
constituye una justificación central para estos estudios. 

Sin embargo, Guerrero y Del Castillo introducen una nota de cautela al 
señalar que en los estudios del sector privado puede haber “poco conocimiento 
de cómo este tipo de información podría realmente aplicarse” a políticas 
públicas. 

Estas observaciones sugieren que persiste una brecha entre la generación de 
conocimiento sobre corrupción y su traducción efectiva en políticas basadas 
en evidencia. Cerrar esta brecha requiere mayor diálogo entre investigadores, 
diseñadores de políticas públicas e implementadores, así como el desarrollo 
de evaluaciones de impacto rigurosas que determinen qué estrategias 
anticorrupción realmente funcionan en el contexto mexicano.

Por supuesto, la obra también enfatiza las limitaciones en las metodologías 
discutidas a lo largo de los capítulos. Una limitación recurrente es la ausencia 
de información sistemática de largo plazo. Muchos índices no son comparables 
debido a cambios metodológicos. Esto limita la capacidad para estudiar 
tendencias de largo plazo y evaluar el impacto de reformas institucionales. 
Se requiere el desarrollo de métricas estandarizadas que se mantengan 
consistentes a lo largo del tiempo.

Otra limitación que es coincidente en varios de las reflexiones de este 
libro es que las mediciones de la corrupción son indirectas: percepciones, 
experiencias autorreportadas o indicadores proxy. La naturaleza clandestina 
de la corrupción hace difícil obtener mediciones directas. Se necesita mayor 
innovación metodológica para desarrollar indicadores “duros” de corrupción, 
posiblemente mediante el análisis de registros administrativos, auditorías 
forenses sistemáticas, o técnicas de big data y machine learning aplicadas a 
transacciones gubernamentales.

En esa misma línea, algunos autores también observan la escasez de indicadores 
subnacionales desagregados. Hace falta mayor desarrollo de indicadores que 
permitan comparaciones sistemáticas entre estados y municipios. 
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De manera implícita también el balance de los capítulos advierte la falta 
de un mayor desarrollo de diseños de investigación genuinamente mixtos que 
integren ambas aproximaciones. Por ejemplo, estudios que combinen análisis 
etnográfico profundo de redes de corrupción con modelación estadística de 
sus determinantes y efectos.

El texto de Guerrero y Del Castillo hace énfasis en la necesidad de mayores 
análisis sobre la relación del sector privado (corrupción corporativa) y las 
formas transnacionales de corrupción (lavado de dinero, flujos financieros 
ilícitos, paraísos fiscales). Estudios futuros deberían expandir el análisis para 
capturar estas dimensiones, especialmente importantes en una economía 
globalizada.

Finalmente, la obra también llama la atención de la limitada conexión con 
evaluación de políticas anticorrupción. Si bien el libro ofrece herramientas 
para diagnosticar y medir corrupción, todavía es muy escaso el conocimiento 
acerca de cómo estas mediciones pueden emplearse para evaluar la efectividad 
de políticas e intervenciones anticorrupción. Se requieren más estudios de 
evaluación de impacto rigurosos que utilicen estas métricas para determinar 
qué funciona y qué no en el combate a la corrupción.

Consecuentemente, en las líneas de investigación, pero, sobre todo, de 
desarrollo metodológico futuro, se desprenden diversas áreas de trabajo:

1.	 Desarrollo de índices de corrupción sistémica. Crear mediciones 
específicamente diseñadas para capturar corrupción consolidada vs. 
corrupción ocasional, aplicando el marco conceptual del mcc.

2.	 Estudios experimentales y cuasiexperimentales. Expandir el uso 
de diseños experimentales (experimentos de campo, experimentos 
naturales) para identificar relaciones causales entre factores estructurales 
e incidencia de corrupción.

3.	 Análisis de redes de corrupción. Aplicar análisis de redes sociales para 
mapear y cuantificar estructuras de corrupción, identificando actores 
clave, patrones de conexión y vulnerabilidades sistémicas.

4.	 Inteligencia artificial y big data. Explotar nuevas fuentes de 
datos (registros administrativos digitalizados, contratos públicos, 
declaraciones patrimoniales) mediante técnicas de machine learning 
para detectar patrones anómalos indicativos de corrupción.

5.	 Estudios sectoriales especializados. Desarrollar mediciones específicas 
para sectores de alto riesgo (salud, educación, seguridad, infraestructura) 
que capturen las particularidades de cómo se manifiesta la corrupción 
en cada ámbito.
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6.	 Evaluaciones de impacto de reformas anticorrupción. Diseñar 
estudios rigurosos que evalúen el impacto causal del Sistema Nacional 
Anticorrupción y otras reformas institucionales sobre niveles efectivos 
de corrupción.

7.	 Investigación sobre determinantes culturales y normativos. Profundizar 
en cómo normas sociales, capital social y cultura cívica influyen 
en tolerancia y participación en corrupción, utilizando métodos 
experimentales y encuestas especializadas.

Finalmente, una reflexión pertinente tiene que ver con el futuro de los 
estudios sobre la corrupción en México, en un contexto en que la autonomía 
e independencia de instituciones de control y vigilancia –como los órganos 
constitucionales autónomos y los organismos reguladores– está siendo 
debilitada, y en que buena parte de las organizaciones civiles promotoras 
de la rendición de cuentas, la transparencia y la fiscalización están siendo 
minimizadas. 

En ese contexto, marcos analíticos como el propuesto por Meza y Pérez-
Chiqués pueden evidenciar cómo la ausencia de contrapesos acelera procesos 
de corrupción institucional. Otra segunda orientación de la investigación 
puede evidenciar cómo las estrategias gubernamentales de ocultamiento 
de información y los mecanismos que generan opacidad como problema 
informativo facilitan la consolidación de prácticas corruptas al dificultar la 
rendición de cuentas y crear “zonas de sombra”. Por supuesto, la investigación 
econométrica también puede intentar medir los efectos del debilitamiento de 
las reglas e instituciones que inhiben la corrupción. Asimismo, la investigación 
cualitativa puede ser particularmente propositiva para documentar las 
resistencias y alternativas ciudadanas, examinando el papel de organizaciones 
de la sociedad civil en el monitoreo de la corrupción, el periodismo de 
investigación como contrapeso informal, experiencias internacionales de 
control ciudadano y mecanismos de rendición de cuentas social que puedan 
operar efectivamente en contextos de debilidad institucional. 

En conclusión, esta obra invita a la comunidad académica a afrontar estos 
retos y desafíos pendientes, a fin de que cada cual, desde sus propias disciplinas 
podamos contribuir significativamente a la innovación metodológica para 
tener una incidencia científica frente al fenómeno de la corrupción. 
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